
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma el artículo
171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, le
fue turnada para su análisis y dictamen, las siguientes Ini-
ciativas:

1.- Iniciativa que reforma el artículo 173 y adiciona el
artículo 171 de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la protección al Ambiente. 

2.- Iniciativa que reforma el artículo 171 de la Ley Ge-
neral de Equilibrio Ecológico y la protección al Am-
biente.

3.- Iniciativa que reforma el artículo 171 de la Ley Ge-
neral de Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Esta Comisión, con fundamento en los artículos 72 y 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; 65, 66, 87 y 88 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y demás relativos; somete a la
consideración del Pleno de esta honorable Asamblea, el
presente Dictamen con Proyecto de Decreto, conforme a
los siguientes:

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada el día 5 de noviembre de 2004, la
Diputada Jacqueline G. Argüelles Guzmán, del Grupo Par-

lamentario del Partido Verde Ecologista de México, pre-
sentó ante el Pleno de la Cámara de Diputados la Iniciati-
va que reforma el artículo 173 y adiciona el artículo 171 de
la Ley General de Equilibrio Ecológico y la protección al
Ambiente.

2.- En sesión celebrada el día 19 de abril de 2005, la Dipu-
tada Jacqueline G. Argüelles Guzmán, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, presen-
tó ante el Pleno de la Cámara de Diputados la Iniciativa
que reforma el artículo 171 de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la protección al Ambiente.

3.- En sesión celebrada el día 11 de noviembre de 2005, el
Diputado Jorge A. Kahwagi Macari, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Verde Ecologista de México, presentó an-
te el Pleno de la Cámara de Diputados la Iniciativa que re-
forma el artículo 171 de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la protección al Ambiente.

Tomando como base la información disponible así como la
propuesta multicitada, esta Comisión se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS

Por lo que hace a la Iniciativa �que reforma el artículo 173
y adiciona el artículo 171 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente�, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales considera conve-
niente dictaminar lo relativo al artículo 171, es por ello que
el presente dictámen versa sobre el proyecto de Decreto
que reforma el artículo 171 de la Ley General Del Equili-
brio Ecológico y la Protección Al Ambiente y por lo que
hace al artículo 173 y 173 Bis, se dictaminará por separa-
do en conjunto con otras iniciativas que versan sobre el
mismo artículo. 

Como concepto de medio ambiente podemos encontrar que
se refiere al conjunto de circunstancias culturales, econó-
micas y sociales en que vive una persona, por lo tanto, el
medio ambiente no sólo se refiere al entorno natural que
rodea a los seres humanos sino también a la interacción de
éstos con su medio. Cuando se habla del medio ambiente
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desde el punto de vista jurídico, se habla del ecosistema
más el ser humano; el ecosistema no es sólo factores físi-
cos sino que en el mismo concepto se hace referencia a las
relaciones interindividuales y sociales. 

El medio ambiente ha sufrido y sufre graves daños en per-
juicio de la población, tanto nacional como mundial, lo que
ha dado lugar a que el derecho se haya visto precisado a es-
tudiar esta situación, cumpliendo, así, con una de sus fun-
ciones más importantes: promocionar y salvaguardar los
intereses fundamentales de la comunidad internacional en
su conjunto.

Tal situación ha llevado a que las relaciones del hombre
con su medio estén sometidas cada vez más a nuevas obli-
gaciones jurídicas tanto nacionales como internacionales,
siempre con la finalidad de proteger el ambiente, incluida
la conservación de las especies vivas y la explotación ra-
cional y óptima de los recursos vivos. 

Dado que el ambiente es considerado un bien jurídico tute-
lado por el Estado, es objeto de la aplicación de políticas
públicas que normalmente se clasifican en: protección,
conservación, aprovechamiento y restauración.

Con el fin de poder cumplir dichas acciones se ha creado
un cuerpo normativo que permite llevar a cabo los fines
planteados. La Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente surge en 1988 como respuesta a
una demanda social: Detener el deterioro de ambiental y
buscar siempre el desarrollo sustentable.

La responsabilidad solidaria fundamental entre las autori-
dades y los particulares debe asumir la responsabilidad de
la protección del equilibrio ecológico. Las autoridades po-
niendo en práctica sus facultades de verificación y control
y con ello actualizando las normas que deberán contener
las especificaciones necesarias y actualizadas que los par-
ticulares deben cumplir con la finalidad de que sus accio-
nes sean encuadradas en el marco de legalidad que reque-
rimos para obtener el desarrollo sustentable que tanto se
busca. 

En el espíritu de seguir contribuyendo a la protección del
ambiente y hacer más claras y específicas las sanciones que
establece la Ley, se incorpora como sanción, en el artículo
171 de la LGEEPA, la amonestación, en virtud de que no
se encuentra prevista actualmente una sanción acorde con
la comisión de infracciones derivadas de irregularidades
mínimas, sobre todo cuando el inspeccionado subsanó la

irregularidades durante la substanciación del procedimien-
to, además que servirá para agravar las sanciones a quienes
reincidan en la violación a las disposiciones ambientales. 

Asimismo, en el supuesto de la clausura temporal o defini-
tiva, total o parcial, se encuentran dentro del texto actual
diversas hipótesis que deben actualizarse para que proceda
su imposición, no obstante y derivado de las disposiciones
a verificar al momento de la inspección, se encuentra la
obligación del inspeccionado de contar con los permisos,
licencias y autorizaciones a que se refiere la ley. En este
sentido, se considera que este incumplimiento debe ser in-
cluido como hipótesis, ya que en la práctica un sin número
de desarrollos, obras y actividades inician su construcción
u operación sin la autorización previa, lo que limita a la au-
toridad en su actuación cuando se enfrenta ante infractores
que han hecho una práctica común el iniciar obras o activi-
dades sin estar debidamente registrados y por consiguiente
sin contar con la autorización correspondiente. 

Cabe mencionar que, la práctica en la substanciación del
procedimiento administrativo de inspección y vigilancia ha
mostrado la necesidad de incorporar como hipótesis para
actualizar la clausura, en el supuesto de que el infractor in-
cumpla con las acciones y plazos que deba llevar a cabo
para subsanar las irregularidades que motivaron la imposi-
ción de las medidas de seguridad, contenidas en el artículo
170 bis de esta ley. 

La figura de la amonestación también se propone como una
sanción más para que la autoridad pueda establecerla den-
tro del catalogo de sanciones, sobre todo cuando los delitos
que se han cometido son menores; esto también ayudará
para crear precedentes y con ello aplicar la sanción que
contempla el artículo 171 en su fracción II inciso b), la
reincidencia. En muchas ocasiones las multas son menores
y por lo mismo los infractores no cumplen, sin embargo, al
tener la figura jurídica de la amonestación podríamos ir au-
mentando la multa en caso de reincidencia. 

Por otro lado, es indispensable que se prevea como sanción
la pérdida en beneficio de la Nación de las obras e instala-
ciones relacionadas con las infracciones o, en su caso, su
retiro o demolición, así como el retiro de los materiales uti-
lizados para la construcción de los proyectos, lo anterior
con el fin de asegurar la actuación de la autoridad. Ésta fi-
gura se debe de aprobar ya que puede ser como un castigo
ejemplar para aquellos que han dañado un Área Natural
Protegida y no se percataron del impacto ambiental. 



Como se ha visto en la intención de los legisladores que
promueven esta iniciativa, es que las reformas que aquí se
proponen no sólo se limiten a normar las sanciones como
tal, también dan certidumbre jurídica al establecer la forma
en que en que se llevará a cabo la imposición de las mis-
mas, obteniendo beneficios para los gobernados.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción del Pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL 
ARTÍCULO 171 DE LA LEY GENERAL 

DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO 
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE

Artículo Único.- Se reforma el artículo 171 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, para quedar como sigue: 

Artículo 171.- Las violaciones a los preceptos de esta Ley,
sus reglamentos y las disposiciones que de ella emanen se-
rán sancionadas administrativamente por la Secretaría, con
una o más de las siguientes sanciones: 

I.- Multa por el equivalente de veinte a cincuenta mil días
de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al
momento de imponer la sanción;

II.- Clausura temporal o definitiva, total o parcial, cuando: 

a) El infractor no hubiere cumplido en los plazos y con-
diciones impuestos por la autoridad, con las medidas co-
rrectivas o de urgente aplicación ordenadas;

b) En casos de reincidencia cuando las infracciones ge-
neren efectos negativos al ambiente;

c) Se trate de desobediencia reiterada, en tres o más oca-
siones, al cumplimiento de alguna o algunas medidas
correctivas o de urgente aplicación impuestas por la au-
toridad;

d) El infractor no haya obtenido las licencias, permi-
sos y autorizaciones previas al inicio de obras y acti-
vidades a que se refieres esta Ley, o

e) El infractor no cumpla dentro de los plazos esta-
blecidos las acciones que la autoridad le indique pa-
ra subsanar las irregularidades que motivaron la im-

posición de las medidas de seguridad, a las que se re-
fiere el artículo 170 Bis de esta Ley.

III.- Arresto administrativo hasta por 36 horas;

IV.- El decomiso de los instrumentos, ejemplares, produc-
tos o subproductos directamente relacionados con infrac-
ciones relativas a recursos forestales, especies de flora y
fauna silvestre o recursos genéticos, conforme a lo previs-
to en la presente Ley;

V.- La suspensión o revocación de las concesiones, licen-
cias, permisos o autorizaciones correspondientes;

VI.- La amonestación;

VII.- La pérdida en beneficio de la Nación de las obras
e instalaciones relacionadas con las infracciones come-
tidas o, en su caso, su retiro o demolición, y

VIII. Retiro de los materiales.

Cuando el infractor no cumpla con el retiro o demoli-
ción a que se refieren las fracciones VII y VIII en el pla-
zo concedido, la Secretaría llevará a cabo las diligencias
necesarias a fin de realizarlas a costa del infractor sin
que proceda indemnización o compensación alguna.
Los gastos derivados de las labores de demolición o re-
tiro de materiales, constituirán créditos fiscales que la
autoridad recaudadora hará efectivos contra el infrac-
tor, de conformidad con lo establecido en el artículo 4o.
del Código Fiscal de la Federación. 

Si una vez vencido el plazo concedido por la autoridad pa-
ra subsanar la o las infracciones que se hubieren cometido,
resultare que dicha infracción o infracciones aún subsisten,
podrán imponerse multas por cada día que transcurra sin
obedecer el mandato, sin que el total de las multas exceda
del monto máximo permitido, conforme a la fracción I de
este artículo. 

En el caso de reincidencia, el monto de la multa podrá ser
hasta por dos veces del monto originalmente impuesto, sin
exceder del doble del máximo permitido, así como la clau-
sura definitiva.

Se considera reincidente al infractor que incurra más de
una vez en conductas que impliquen infracciones a un mis-
mo precepto, en un periodo de dos años, contados a partir

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006273



Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados274

de la fecha en que se levante el acta en que se hizo constar
la primera infracción, siempre que ésta no hubiese sido
desvirtuada.

La amonestación sólo se impondrá a los infractores por
primera vez, a criterio de la Secretaría y se considerará
como una agravante para incrementar las sanciones a
los reincidentes.

El bien que haya causado pérdida a favor de la Nación
no podrá ser otorgado posteriormente para su uso pro-
ductivo o disposición de ningún particular.

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 15 días del mes
marzo de 2006. 

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presidenta; Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar Hernández
(rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), José Luis Ca-
brera Padilla (rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra,
Raúl Leonel Paredes Vega (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rú-
brica), Lorena Torres Ramos (rúbrica), Mario Ernesto Dávila Aranda,
Regina Vázquez Saut (rúbrica), María Guadalupe García Velasco, Gui-
llermo Tamborrel Suárez, Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar Ro-
dríguez Cabrera (rúbrica), Julián Nazar Morales (rúbrica), Víctor Ma-
nuel Alcerreca Sánchez, Roberto Antonio Marrufo Torres (rúbrica),
Óscar Félix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo (rúbrica), Alfredo Bejos
Nicolás (rúbrica), Jacobo Sánchez López (rúbrica), Ernesto Alarcón
Trujillo (rúbrica), Maximino Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pas-
cual Sigala Páez (rúbrica), Carlos Silva Valdés, María del Rosario He-
rrera Ascencio, Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Adrián Chávez
Ruiz, Modesta Vázquez Vázquez (rúbrica).»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que adiciona una fracción I al artículo 271 de la Ley Ge-
neral de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

En la sesión celebrada 4 de octubre de 2005, le fue turnada
a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen, la Ini-
ciativa para adicionar una fracción I al artículo 271, de la
Ley General de Salud, presentada por la diputada Cristina
Díaz Salazar, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 73, fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 nume-
rales 1° y 3°, 43, 44, 45 numeral 6, inciso e) y f), y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen mismo que se realiza bajo la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la Ini-
ciativa mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la referida Iniciativa, así como de
los trabajos previos de la Comisión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO�, se ex-
ponen los motivos y alcance de la propuesta en estudio, así
mismo, se hace una breve referencia de los temas que la
componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen.

I. ANTECEDENTES.

El 4 de octubre de 2005, la diputada Cristina Díaz Salazar,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional, presentó ante el pleno de la Cámara de Diputados



del H. Congreso de la Unión la Iniciativa con Proyecto de
Decreto que adiciona una fracción I al artículo 271, de la
Ley General de Salud, con el propósito de regular las in-
tervenciones estéticas y cosméticas.

En la misma fecha fue turnada dicha Iniciativa, a la Comi-
sión de Salud de la Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión, para su respectivo estudio y dictamen.

II. CONTENIDO.

El diputado proponente manifiesta que en la actualidad
existen establecimientos en los que se utilizan sustancias
que siendo inyectadas sirven para dar relleno, contorno o
forma a diferentes zonas o regiones de la cara y del cuerpo.

Afirma que siendo esta una de las actividades que más
practican los charlatanes, defraudando y poniendo en peli-
gro la salud y la vida de las personas, ya que muchos de
ellos utilizan diversas sustancias peligrosas.

Asimismo, asegura que muchos de estos procedimientos
son efectuados en lugares sin equipamiento básico y sobre
todo por personas que se dicen y se anuncian como espe-
cialistas de medicina estética; sin ser médicos o bien sin te-
ner esta especialidad, ya que la misma no está registrada en
la Academia Nacional de Medicina.

III. CONSIDERACIONES.

A. El derecho a la salud es una de las más importantes pre-
rrogativas de las personas no sólo porque constituye un va-
lor fundamental para su desarrollo sino porque además dig-
nifica al hombre. El artículo 4º de nuestra Constitución
Política consagra dicho derecho y determina, para tal efec-
to, que el Estado tiene la obligación de establecer las bases
y modalidades de acceso a los servicios de salud a través
de sus leyes.

B. México se encuentra a la vanguardia mundial en la prác-
tica de la cirugía plástica, la cual es reconocida internacio-
nalmente tanto por la calidad, seguridad y confiabilidad del
servicio que se ofrece, como por el bajo costo que implica.

Sin embargo, en nuestro país se ha registrado una prolife-
ración de establecimientos clandestinos que ofrecen servi-
cios estéticos de dudosa calidad, y ponen en riesgo la sa-
lud, e incluso la vida de la persona, al ocasionar severos
daños en la zona intervenida, como glúteos, senos o el ros-
tro.

Estos establecimientos generan un problema de salud pú-
blica, ya que se encuentran fuera de todo control de salud
y sanitario, y ofrecen diferentes tipos de tratamientos de
belleza, que en muchos casos son llevados a cabo por me-
dio de procedimientos no certificados por las autoridades
de salud, realizados en condiciones al margen de la Ley y
efectuados por personal no capacitado.

Por tal motivo y con el fin de evitar que charlatanes sin éti-
ca ni preparación dañen a la población con cirugías estéti-
cas y cosméticas que matan los tejidos, causan deformida-
des e infecciones, dermatólogos y cirujanos plásticos
especializados y reconocidos nacional e internacionalmen-
te crearon la Asociación Mexicana de Información para la
Belleza Integral (AMINBI), que además, pretende alertar
contra la proliferación de �productos mágicos� y trata-
mientos alternativos sin supervisión médica.

C. Según informes de la AMINBI (Asociación Mexicana
de Información para la Belleza Integral) México en el 2004
ocupó el segundo lugar mundial en intervenciones estéti-
cas, sólo por debajo de Estados Unidos, que ocupa el pri-
mer lugar con alrededor de 7 millones de procedimientos
para cambiar la apariencia.

En México el sector de la belleza se encuentra en constan-
te crecimiento y cada día, no sólo las mujeres sino también
los hombres se someten a tratamientos y utilizan productos
para la belleza y cuidado personal. En nuestro país, desde
el año 2002, los tratamientos estéticos quirúrgicos han au-
mentado en un veinte por ciento mientras los no quirúrgi-
cos se han incrementado en un treinta por ciento. En el ni-
vel mundial 89 por ciento de los pacientes de los cirujanos
plásticos son mujeres, el resto del porcentaje lo conforman
hombres.

Además, la mujer mexicana económicamente activa in-
vierte entre 50 y 60 por ciento de sus ingresos en trata-
mientos y productos para belleza.

En nuestro país se realiza el 10% del total de cirugías plásti-
cas que se llevan a cabo en el mundo, con aproximadamen-
te 50 mil 490 en 2003 y de acuerdo con diversos hospitales
consultados por AMINBI (Asociación Mexicana de Infor-
mación para la Belleza Integral), se realizan hasta 500 mil
procedimientos quirúrgicos anuales en busca de belleza.

Los mexicanos solicitan en primer lugar el relleno de bó-
tox, en seguida la lipoescultura y el aumento de senos
comparten el segundo lugar; mientras que los rellenos en el
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rostro ocupan la posición número tres. Más de la mitad de
quien se realiza un tratamiento estético se encuentra entre
los 21 y los 50 años de edad.

D. Coincidimos en considerar que la operación de este tipo
de establecimientos es un problema de salud pública, ya
que la gente es engañada al hacerle pensar que esta siendo
intervenida por un cirujano plástico, o un especialista de la
salud; cuestión que influye a la hora de tomar la decisión,
eligiendo al médico que cobra menos, cuando en realidad,
este, no cuenta con dicha especialidad.

Además, en algunos de estos lugares se inyectan en la per-
sona desde aceite de bebé, de cártamo e incluso de coche, así
como parafinas y silicones industriales en diferentes partes
del cuerpo, los cuales eventualmente van a generar daños
como reacciones inflamatorias, necrosis o pérdida de tejido,
con consecuencias graves como invalidez y amputaciones.

Según datos de la Asociación Mexicana de Cirugía Plásti-
ca Estética y Reconstructiva, en México se llevan a cabo el
doble de intervenciones fuera del marco normativo, de las
que son realizadas por cirujanos plásticos certificados y
que del total de intervenciones ilegales más de un 60% de
estas traen problemas inmediatos o a mediano plazo a los
pacientes. Tan sólo en el Hospital General de México, se
reciben en promedio 500 casos anuales de complicaciones
por procedimientos estéticos, la mayoría de los cuales son
irreversibles.

Estas prácticas están a punto de convertirse en un proble-
ma de salud pública grave, ya que son efectuadas en luga-
res sin equipamiento básico y sobre todo por personas que
se dicen y se anuncian como especialistas de medicina es-
tética; sin que ésta especialidad esté registrada en la Aca-
demia Nacional de Medicina, órgano que rige la normati-
vidad de todas las Especialidades Médicas por medio de
los Consejos de las mismas, esta �especialidad� no existe
en la Dirección General de Profesiones y en ninguna espe-
cialidad con programas establecidos de posgrado.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, ponemos a consideración el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR
UNA FRACCIÓN PRIMERA AL ARTÍCULO 271 DE
LA LEY GENERAL DE SALUD.

Artículo Único. Se adiciona una fracción I al artículo 271,
de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 271. Los productos para adelgazar o engrosar
partes del cuerpo o variar las proporciones del mismo, así
como aquellos destinados a los fines a que se refiere el ar-
tículo 269 de esta Ley, que contengan hormonas, vitaminas
y en general, sustancias con acción terapéutica que se les
atribuya esta acción, serán considerados como medicamen-
tos y deberán sujetarse a lo previsto en el Capitulo IV de
este Título.

I. Cualquier cirugía estética y cosmética relacionada
con cambiar o corregir el contorno o forma de diferen-
tes zonas o regiones de la cara y del cuerpo, deberán
efectuarse en establecimientos o unidades médicas con
licencia sanitaria vigente, atendidos por profesionales
de la salud de conformidad con lo que establece el artí-
culo 81 y se encuentren autorizados por la Secretaría de
Salud conforme al reglamento correspondiente.

TRANSITORIOS

Primero. La Secretaría de salud deberá emitir el regla-
mento a que se refiere la fracción I del Artículo 271 en un
plazo no mayor a 180 días naturales a partir de la entrada
en vigor del presente Decreto.

Segundo. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos
(rúbrica), José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera
(rúbrica), María Cristina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez
(rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jas-
peado Villanueva (rúbrica), Gisela Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lu-
cio Galileo Lastra Marín (rúbrica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rú-
brica), Francisco Rojas Toledo (rúbrica), María Salomé Elyd Sáenz,
Jesús Aguilar Bueno, Marco Antonio García Ayala, Jaime Fernández
Saracho, Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás, Isaías
Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Martha Pala-
fox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña Pérez, Ivonne Aracelly Ortega
Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernández, María Angélica Díaz del
Campo, Julio Boltvinik Kalinka, Martha Lucía Mícher Camarena, Irma
Sinforina Figueroa Romero (rúbrica), José Luis Naranjo y Quintana
(rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbrica), María Angélica Ramírez Luna (rú-
brica).»

Es de primera lectura.



LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que adiciona una fracción I al artículo 25 de la Ley Ge-
neral de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

En sesión celebrada el día 1 de diciembre de 2005, le fue
turnada a la Comisión de Salud, para su estudio y dicta-
men, la Iniciativa que reforma el artículo 25 de la Ley Ge-
neral de Salud, presentada por la diputada María Cristina
Díaz Salazar, del grupo parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 73, fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 nume-
rales 1° y 3°, 43, 44, 45 numeral 6, inciso e) y f), y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen mismo que se realiza bajo la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la Ini-
ciativa mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la referida Iniciativa, así como de
los trabajos previos de la Comisión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO DE LA
INICIATIVA�, se exponen los motivos y alcance de la
propuesta en estudio, así mismo, se hace una breve refe-
rencia de los temas que la componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen.

I. ANTECEDENTES.

El día 1 de diciembre de 2005, la Diputada Maria Cristina
Díaz Salazar del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó ante el pleno de la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión la Iniciativa con
Proyecto de Decreto que reforma el artículo 25 de la ley
general de salud.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA.

� La propuesta de la Iniciativa objeto del presente dicta-
men se realiza con el fin de incorporar de manera pau-
latina, departamentos especializados en Geriatría, en los
servicios de salud públicos y privados.

� En la Iniciativa se afirma que La vida promedio de la
población está aumentando y lo seguirá haciendo en las
décadas por venir. Los cambios en la mortalidad de la
población mundial se reflejan en una mayor sobrevi-
vencia, la cual aumentará considerablemente en la pri-
mera mitad de este siglo, al pasar de alrededor de 65
años en 2000-2005 a 74 años en 2045-2050. Actual-
mente, la esperanza de vida de las mujeres (67.6) es su-
perior en alrededor de cinco años a las que registran los
varones (63.3). Cabe resaltar que en los países más des-
arrollados, la esperanza de vida al nacimiento promedio
es de casi 76 años en el quinquenio 2000-2005 la cual
podría aumentar a 81 años a mediados de este siglo, a la
vez que en los países en desarrollo se estima que au-
mentará de 63.4 a 73.1, durante el mismo periodo.

� Refiere la Diputada en el texto de la Iniciativa, objeto
del presente Dictamen, que la población mundial aumen-
tará de manera muy importante en las próximas décadas.
Durante la mayor parte de la historia de la humanidad la
población creció muy lentamente. Se estima que la po-
blación mundial alcanzó los primeros mil millones alre-
dedor del año 1810. Le tomó 120 años agregar otros mil
millones, por lo que en 1930 sobrepasó los 2 mil millo-
nes. Treinta años después, hacia 1960, la población de la
tierra superó 3 mil millones. Los siguientes mil millones
se agregaron en quince años (1975), doce años después
en 1987 se llegó a 5 mil millones y en otro lapso similar
en 2000 alcanzó los 6 mil millones. Debido a la reducción
del ritmo de crecimiento demográfico mundial, se estima
que la población del orbe alcanzará su máximo tamaño
algunos años después de 2050, con una población apro-
ximada de 9 mil millones. La población mundial avanza
hacia un proceso acelerado de envejecimiento.
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� Igualmente hace referencia la Diputada, que la espe-
ranza de vida en México alcanzará 80 años en 2050. La
vida media de los mexicanos se duplicó durante la se-
gunda mitad del siglo XX, al pasar de 36 años en 1950
a 74 años en 2000. Se espera que en las próximas déca-
das continúe su incremento hasta alcanzar 80 años en
2050, un nivel similar al de Japón, el país que actual-
mente tiene la mayor esperanza de vida en el mundo.
Como ocurre en casi todos los países del mundo, las
mujeres mexicanas tienden a vivir más que los hombres.
Se estima que la esperanza de vida de las mujeres en
2005 ascienda a 77.9 años y la de los hombres a 73.0
años, cifras que se incrementarán a 83.6 y 79.0 años,
respectivamente, en 2050

� Hace mención que la pirámide de población de Méxi-
co perderá su forma triangular, característica de una po-
blación joven, para adquirir un perfil rectangular abulta-
do en la cúspide, propio de las poblaciones envejecidas.
La estructura por edades de 1970, con una base muy
amplia y una cúspide angosta, da cuenta del predominio
de la población infantil que caracterizó la época de alta
fecundidad. En aquel año, cerca de 50 por ciento de la
población tenía menos de quince años de edad. En el
año 2000 se presenta una pirámide abultada en el centro
que refleja el aumento en el número de personas en eda-
des jóvenes y laborales, así como con una base más es-
trecha, que es el resultado de la disminución en la pro-
porción de niños de 0 a 4 años de edad. En 2000, sólo
una tercera parte de la población tenía menos de 15 años
de edad y cerca de 60 por ciento tenía entre 15 y 59 años

III. CONSIDERACIONES.

A. La Comisión de Salud al igual que la proponente,
considera que México también ha experimentado un
proceso acelerado de transición demográfica. La prime-
ra fase se ubica a partir de los años 30 con el inicio del
descenso de la mortalidad, que junto con la persistencia
de elevados niveles de natalidad, trajo consigo un perio-
do caracterizado por un elevado crecimiento demográfi-
co. En esta etapa se observó, incluso, un ligero incre-
mento de la natalidad, como resultado de mejores
condiciones de salud. Posteriormente la natalidad tam-
bién disminuyó notablemente, lo que aminoró el creci-
miento demográfico. Para 1960 la natalidad se ubicó en
46 nacimientos por cada mil habitantes; mientras que
para el año 2000 este indicador descendió a 21 naci-
mientos. La fecundidad de las mujeres mexicanas dis-
minuyó de 7.0 a 2.4 hijos por mujer en promedio, en el

mismo periodo. Se espera que en las próximas cinco dé-
cadas la natalidad siga descendiendo hasta alcanzar 11
nacimientos por cada mil habitantes en 2050. Por su
parte, la mortalidad descenderá hasta alrededor de 5.0
defunciones por cada mil habitantes en 2006 y poste-
riormente aumentará hasta 10.4 en 2050. El aumento en
la tasa de mortalidad a partir de 2007 se producirá por
el incremento relativo en la población de adultos ma-
yores, que propiciará un mayor número de defunciones
a pesar de que continuarán las ganancias en la espe-
ranza de vida. 

B. De igual forma esta Comisión toma en cuenta lo que
propone la Diputada Díaz Salazar en su exposición de
motivos, en la que hace referencia que; uno de los prin-
cipales retos del envejecimiento demográfico es su im-
pacto sobre los sistemas de salud. El envejecimiento de
la población implicará una mayor demanda de servicios
de salud, pues en este grupo de edad se presentan ma-
yores tasas de morbilidad y necesidades de atención mé-
dica que en el resto de la población. Al mismo tiempo,
los padecimientos de la población en edades avanzadas
tienden a concentrarse en males crónico-degenerativos,
como lo ilustra la distribución de las defunciones por
causa para el año 2000. 

C. Durante los últimos veinte años, las defunciones por
afecciones infecciosas y parasitarias continuaron dismi-
nuyendo a favor de las de carácter crónico y degenerati-
vo, tanto en el grupo específico de los adultos mayores
como en la población general. Las cinco principales
causas de muerte de las personas de la tercera edad de
ambos sexos en el año 2000 fueron las enfermedades
cardiovasculares, las neoplasias malignas, la diabetes
mellitus, las enfermedades digestivas y las respiratorias.
Esta tendencia se acentuará en el futuro, por lo que los
costos de la atención a la salud de los adultos mayores
se incrementarán, debido a que las enfermedades cróni-
co-degenerativas son de más larga duración, implican el
uso de terapias basadas en tecnologías y medicamentos
más costosos, y se asocian a periodos de hospitalización
más prolongados. 

D. Esta Comisión Dictaminadora coincide que México
ha experimentado un proceso acelerado de transición
demográfica, la cual en menos de 30 años tendremos la
misma cantidad de niños que de ancianos, y que el en-
vejecimiento de la población implica una mayor de-
manda de servicios de salud, que el resto de la pobla-
ción, y que las enfermedades crónico-degenerativas en



la vejez son de más larga duración. Que los padeci-
mientos a mayores edades requieren de atención espe-
cializada por el deterioro del propio organismo, aunado
a complicaciones., que la proporción de adultos mayo-
res en el año 2000 fue de 7% en la población, y en el
2020 aumentara a más de 12%.

E. En México la tendencia no es reversible, pues los
adultos mayores de mañana ya nacieron. Las generacio-
nes más numerosas, las nacidas entre 1960 y 1980, in-
gresarán al grupo de 60 años y más a partir de 2020. Es-
to se refleja en el aumento de las proporciones de
adultos mayores en las próximas décadas. En 2000 la
proporción de adultos mayores fue de alrededor de 7.0
por ciento. Se estima que este porcentaje se incremente
a 12.5 por ciento en 2020 y a 28.0 por ciento en 2050.

F. El tipo de discapacidad predominante entre los adul-
tos mayores es la motriz, que afecta a 56 por ciento de
los hombres y 62 por ciento de las mujeres. Le siguen la
discapacidad visual (33% y 32%, respectivamente) y la
auditiva (27% y 19%, respectivamente). Uno de los re-
tos del envejecimiento demográfico es instrumentar me-
didas y programas preventivos que permitan reducir las
tasas de morbilidad y discapacidad, para así incremen-
tar la esperanza de vida libre de discapacidad y permitir
que un mayor número de individuos disfrute su vejez en
plenitud de condiciones físicas y mentales.

G. El compromiso de los integrantes de la Comisión de
Salud ha sido siempre el de dotar a las instituciones de
salud de normas que beneficien directamente a la po-
blación, en este caso a los grupos más vulnerables de la
sociedad como son los adultos mayores.

H. En una actitud congruente con los programas imple-
mentados por el Ejecutivo, esta Comisión manifiesta su
total acuerdo con la propuesta de la Diputada promo-
vente, ya que sabemos que debido al éxito de la aplica-
ción de la medicina preventiva, la esperanza de vida se
incrementa, y con ello surge la problemática de atender
a una población cada vez más numerosa de ancianos,
por lo que resulta indispensable contar con los recursos
humanos especializados en sus problemas de salud.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud con las atribuciones que les otorgan los artí-
culos 73 fracción XVI, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 45 nu-

meral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, ponen a su considera-
ción el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE SE ADICIONA
UNA FRACCIÓN I AL ARTÍCULO 25 DE LA LEY
GENERAL DE SALUD.

Único. Se adiciona una fracción primera al artículo 25 de
la Ley General de Salud para quedar como sigue: 

Artículo 25. �

I. Deberán Incorporarse departamentos especializados
en Geriatría en los servicios de salud, tanto públicos co-
mo privados.

TRANSITORIO.

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La incorporación de los departamentos señala-
dos será de manera paulatina y se agregará al Presupuesto
de Egresos de la Federación en la clave presupuestal co-
rrespondiente del ejercicio fiscal de 2007.

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos
(rúbrica), José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera
(rúbrica), María Cristina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez
(rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jas-
peado Villanueva (rúbrica), Gisela Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lu-
cio Galileo Lastra Marín (rúbrica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rú-
brica), Francisco Rojas Toledo (rúbrica), María Salomé Elyd Sáenz
(rúbrica), Jesús Aguilar Bueno, Marco Antonio García Ayala, Jaime
Fernández Saracho (rúbrica), Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo
Bejos Nicolás, Isaías Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo
(rúbrica), Martha Palafox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña Pérez,
Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernández,
María Angélica Díaz del Campo (rúbrica), Julio Boltvinik Kalinka,
Martha Lucía Mícher Camarena, Irma Sinforina Figueroa Romero (rú-
brica), José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbri-
ca), María Angélica Ramírez Luna (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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ARTICULO 108 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma el primer párrafo del ar-
tículo 108 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fueron
turnadas para su estudio y dictamen, dos iniciativas de re-
formas al artículo 108 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, relativas a responsabilidades de
los servidores públicos.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 44
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 56, 60, 65, 66, 85, 87, 88
y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, sometemos a consideración de esta honorable Asam-
blea el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo.

a) En sesión celebrada el 7 de octubre de 2004 por la LIX
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el diputado José Javier Osorio Salcido,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pre-
sentó la iniciativa que reforma el primer párrafo del artícu-
lo 108 de la Constitución Política de los de los Estados
Unidos Mexicanos, misma que fue turnada a la Comisión
de Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente.

b) En sesión celebrada el 18 de mayo de 2005 por la LIX
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, el diputado Marcos Morales Torres, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, presentó la iniciativa que reforma diversas disposi-
ciones referentes al artículo 108 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, misma que fue turnada

a la Comisión de Puntos Constitucionales, para su estudio
y elaboración del dictamen correspondiente.

c) En reunión celebrada por la Comisión de Puntos Consti-
tucionales el 7 de junio del 2005, se dio trámite de recibo
correspondiente a la iniciativa del inciso a) de este aparta-
do.

De igual manera, el 1° de diciembre del 2005, se dio trá-
mite de recibo correspondiente a la iniciativa del inciso b)
de este apartado.

II. Materia de las Iniciativas.

Las iniciativas materia del presente dictamen tienen como
propósito reformar el primer párrafo del artículo 108 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de responsabilidades de los servidores públicos.

Estas reformas, en su contenido, van dirigidas específica-
mente a nombrar de una manera precisa a la totalidad de
los servidores públicos que componen los poderes que con-
forman al Estado, especialmente a los servidores públicos
en su totalidad del poder Legislativo y de la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, así como también a los que
comprenden los órganos autónomos reconocidos por esta
Constitución, para que en su momento puedan ser señala-
dos por cualquier acción u omisión que estos realicen, y
que estas acciones estén dentro del régimen contenido en el
Título Cuarto de nuestra Carta Magna.

III. Valoración de las Iniciativas

El texto de las iniciativas mencionadas parte de lo que és-
tas plantean como la necesidad de una delimitación en
cuanto a los sujetos que componen el concepto �servidor
público�, previsto en el Título Cuarto de nuestra Carta
Magna respecto a su ámbito personal de validez, por lo que
es el resultado de la situación en la que es menester de
identificar a las personas físicas que desempeñan un em-
pleo, cargo o comisión para el Estado, para efecto de que
con base en el marco jurídico, se pueda demandar el cum-
plimiento de las obligaciones que por disposición legal, se
está obligado a cumplir.

Para referirnos a estos servidores públicos y sus responsa-
bilidades, es de gran importancia también el señalar las ra-
íces de los mismos a través de la historia y su evolución en
nuestra sociedad.



a) Antecedentes Históricos

Los antecedentes del régimen de responsabilidades de los
funcionarios públicos en México, se remontan a los juicios
de residencia y a las visitas ordenadas desde la península
Ibérica, para fiscalizar el desempeño de los cargos públicos
de toda clase de funcionario tanto en la Nueva España co-
mo en el resto de las posesiones españolas en ultramar.

Estos llamados juicios de residencia, consistían en la cuen-
ta que se tomaba de los actos cumplidos por un funciona-
rio público al terminar el desempeño de su cargo. Se divi-
día en dos partes: En la primera se investigaba de oficio la
conducta del funcionario, y en la segunda, se recibían las
demandas que interponían los particulares ofendidos para
obtener satisfacción de los agravios y vejaciones que habí-
an recibido del enjuiciado.

El nombre de dicha institución de vigilancia, proviene del
tiempo que el funcionario debía permanecer �residir-, obli-
gatoriamente en el lugar donde ejerció su oficio. También
se conocía este juicio como sindicado.

Este método de control tiene sus raíces en el derecho ro-
mano y medieval español y fue hasta el 9 de junio de 1500
que se dictaron en Sevilla la instrucción de corregidores y
jueces de residencias, dotándola de la estructura que la ca-
racterizaría durante mas de tres siglos, recogida tanto en la
Nueva España como en la Novísima Recopilación de las
Leyes de Castilla.

Ya en la época independiente, a partir de la Constitución de
1824, de acuerdo con el sistema de los legisladores ingle-
ses y norteamericanos, se buscó confiar la misión de juzgar
a un alto funcionario a un Parlamento o Senado (gran jura-
do), que por su número y actuación colegiada conformaría
un espíritu colectivo y de seguridad en el anonimato.

La Constitución de 1857 es importante no sólo por haber
sido la primera en dedicar un Título Cuarto exclusivo para
determinar la responsabilidad de los funcionario públicos,
y por haber inspirado la regulación de la misma materia a
nuestra Constitución vigente, si no también por haber sido
la primera bajo cuya vigencia se dictaron las primeras le-
yes sobre responsabilidades de servidores públicos.

En la Constitución de 1917 se repitió en buena parte lo dis-
puesto por la de 1857, y mejoró su redacción, trajo también
algunas novedades que se agregaron, en la Ley Reglamen-
taria de 1940.

Ya en tiempos más actuales, en el año de 1982 cuando el
Título Cuarto de nuestra Carta Magna cambió su denomi-
nación, en lugar de referirse a �De las responsabilidades de
los funcionarios públicos�, se enmarca ahora como �De las
responsabilidades de los servidores públicos�, establecién-
dose así la naturaleza del servicio a la sociedad que consti-
tuye su empleo, cargo o comisión, con lo que pretendió
darse un tratamiento sistematizado al régimen de responsa-
bilidades de los servidores públicos.

b) Consideraciones.

Atendiendo a este punto, es de gran importancia tener en
cuenta que actualmente los servidores públicos al llevar a
cabo su función están obligados a realizar la finalidad de
ésta, la cual esencialmente es trabajar por el bienestar so-
cial de todo gobernado, siendo necesario que cualquier
conducta de alguno de estos actores que vaya dirigida a un
detrimento del bien social debe de ser sancionado. Por lo
que uno de los desafíos que enfrenta nuestro país en la ac-
tualidad, es sin duda alguna, garantizar el desempeño trans-
parente y ético de todos y cada uno de los servidores pú-
blicos, sin excepción alguna.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora coincidi-
mos en que establecer un marco jurídico eficaz en materia
de responsabilidades de los servidores públicos es necesa-
rio para propiciar un desempeño correcto y transparente de
éstos, a efecto de contribuir a la plena vigencia del Estado
de Derecho. Parte insustituible en la integración de ese
marco jurídico eficaz es la reforma a nuestra Carta Magna
en la que habrán de fundamentarse las leyes que determi-
nen la obligación de responder en caso de incumplimiento;
por lo que todo lo anterior constituye un pilar fundamental
en el que descansa la buena marcha y funcionamiento de
nuestras instituciones públicas.

En lo referente a las responsabilidades en que pueden in-
currir los servidores públicos, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación nos lo explica en una tesis aislada denomina-
da �Responsabilidades de los servidores públicos�, en la
cual determina que: ��el sistema de responsabilidades de
los servidores públicos se conforma por cuatro vertientes:
A).- La responsabilidad política para ciertas categorías de
servidores públicos de alto rango, por la comisión de ac-
tos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses
públicos fundamentales o de su buen despacho; B).- La
responsabilidad penal para los servidores públicos que
incurran en delito; C).- La responsabilidad administrati-
va para los que falten a la legalidad, honradez, lealtad,
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imparcialidad y eficiencia en la función pública, y D).- La
responsabilidad civil para los servidores públicos que con
su actuación ilícita causen daños patrimoniales. Por lo de-
más, el sistema descansa en un principio de autonomía,
conforme al cual para cada tipo de responsabilidad se ins-
tituyen órganos, procedimiento, supuestos y sanciones pro-
pias, aunque algunas de éstas coincidan desde el punto de
vista material, como ocurre tratándose de las sanciones
económicas aplicables tanto a la responsabilidad política,
a la administrativa o la penal, así como la inhabilitación
prevista para las dos primeras, de modo que un servidor
público puede ser sujeto de varias responsabilidades, y,
por lo mismo, susceptible de ser sancionado en diferentes
vías y con distintas sanciones.� (No. Registro: 200, 154.
Tesis aislada Materia(s): Administrativa, Constitucional.
Novena Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judi-
cial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, abril de 1996.
Tesis P. LX/96. Página128).

Es también importante puntualizar que le corresponde al Po-
der Legislativo, garantizar la existencia de un marco jurídi-
co en la que los servidores públicos se desenvuelvan dentro
de los principios rectores de legalidad, lealtad, honradez, im-
parcialidad y eficiencia propios del ejercicio de la función
pública, e incluso exigir la rendición de cuentas de la gestión
realizada por el servidor público durante su encargo, y en su
caso de encontrar alguna irregularidad, imputarle la respon-
sabilidad de acuerdo a lo que establezcan las leyes.

Así, el destinatario de las normas jurídicas en materia de
estas responsabilidades, lo constituyen la totalidad de los
servidores públicos, debiendo entender por este concepto a
la persona física que por disposición de la ley, elección po-
pular, nombramiento, designación o contrato de trabajo,
ejerza o participe en el ejercicio de funciones públicas en
cualquiera de los poderes de la Unión.

Con respecto a la legislación actual, las iniciativas que se
analizan en el presente dictamen nos señalan que en el ar-
tículo 108 constitucional no se considera la totalidad de los
servidores públicos de los poderes de la Unión; lo que po-
dría crear problemas derivados de la interpretación de di-
cha norma, existiendo así la posibilidad de diversas con-
troversias en relación a quiénes están contemplados dentro
del término �servidores públicos�, debido a que nos mar-
can que es necesario especificar, de manera minuciosa, a
las personas que comprende dicho artículo, refiriéndose
concretamente a que no se encuentran comprendidos en esa
norma los servidores públicos que laboran en el Poder Le-
gislativo, debido a que el artículo constitucional en men-

ción sólo señala aquellos que sean de elección popular den-
tro del Poder Legislativo, estando dentro de este rubro só-
lo los diputados y senadores, lo que el resto de las personas
que prestan sus servicios en dicho poder se pudiera enten-
derse que no están consideradas en el texto.

A lo anterior se suma la no inclusión de los servidores pú-
blicos que integran otros organismos de gobierno, como
aquellos que cuentan con autonomía, previstos en nuestra
Carta Magna. El artículo 108 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos ya menciona al Instituto Fe-
deral Electoral, por lo que es menester que los miembros
que prestan sus servicios en los otros organismos autóno-
mos considerados por la Constitución sean incluidos en di-
cho texto constitucional.

Para ejemplificar lo anterior, en la revisión de amparo
223/2004 por parte de la Segunda Sala de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, en el cual plantea la parte que-
josa que no se le puede realizar ningún tipo de procedi-
miento en su contra tratándose de responsabilidad de
servidor público, en virtud a que esta no se encuentra con-
templada dentro de las personas que son consideradas co-
mo servidores públicos, debido a que la quejosa plantea
que en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos
en su artículo 2° establece quienes serán considerados co-
mo tales y remite al 108 Constitucional, por lo que dicha
quejosa afirma que no se encuentra dentro de este rubro ya
que esta labora en el Congreso de la Unión y no bajo el
concepto de haber sido elegida popularmente, por lo que
no debe ser considerada como servidor público.

En los considerandos del mencionado juicio de amparo, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, nos explica que es
de tener en cuenta que a dicho artículo se le debe de dar
también una interpretación teleológica y no solo literal, que
de ordinario es mas segura que la meramente gramatical,
pues a través de ella es viable desentrañar el sentido de la
norma de acuerdo a la finalidad que ésta busca. Por lo an-
terior, dicho órgano de justicia resolvió que la Justicia no
ampara ni protege a la quejosa en este caso en específico.

Sin embargo, aún con dicha ejecutoria como antecedente
para poder interpretar a quiénes considerar como servido-
res públicos, coincidimos con los iniciadores que es de su-
ma importancia el establecer claramente los lineamientos
necesarios para evitar controversias o bien futuras confu-
siones, lo que podría conllevar a situaciones de problemá-
tica en cuestión de interpretación de la norma constitucio-
nal, e incluso a resoluciones futuras en sentido contrario al



caso expuesto, que sin duda alguna no comulgarían con el
espíritu del artículo 108.

Aunado a lo anterior, es oportuno exponer otra situación
importante, que viene a reforzar la procedencia de la medi-
da legislativa de los proponentes, la cual consiste en que
actualmente, el Código Penal Federal vigente, en su artícu-
lo 212 correspondiente al Título Décimo, referente a los
delitos cometidos por los servidores públicos, establece
textualmente lo siguiente:

�Artículo 212.- Para los efectos de este Título y el subse-
cuente es servidor público toda persona que desempeñe un
empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la
Administración Pública Federal centralizada o en la del
Distrito Federal, organismos descentralizados, empresas
de participación estatal mayoritaria, organizaciones y so-
ciedades asimiladas a éstas, fideicomisos públicos, en el
Congreso de la Unión, o en los poderes Judicial Federal y
Judicial del Distrito Federal, o que manejen recursos eco-
nómicos federales. Las disposiciones contenidas en el pre-
sente Título, son aplicables a los Gobernadores de los Es-
tados, a los Diputados a las Legislaturas Locales y a los
Magistrados de los Tribunales de Justicia Locales, por la
comisión de los delitos previstos en este título, en materia
federal�.

Lo cual coincide con las propuestas de reformas analiza-
das, al proponer establecer a nivel constitucional, a efecto
de lograr clarificar el contenido y alcance del Título Cuar-
to de nuestra Carta Magna, y de esta manera haría coinci-
dente, lo establecido por la Constitución y sus leyes secun-
darias, en este caso, el Código Penal Federal, en su
apartado relativo a los delitos cometidos por los servidores
públicos.

Derivado del análisis del texto constitucional, así como su
historia legislativa en lo que se refiere a la materia de res-
ponsabilidades de los servidores públicos, puede valida-
mente arribarse a la conclusión de que considerada la falta
de mención expresa en el artículo 108 constitucional, de
los empleados al servicio del Congreso de la Unión, así co-
mo de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y de los
organismos autónomos a los que la propia Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos les otorgue auto-
nomía; es procedente realizar la reforma que se propone
con objeto de que esas personas queden sujetas al régimen
de responsabilidades que establece el Título Cuarto de
nuestra Carta Magna.

Los integrantes de esta Comisión creemos conveniente que
deben incluirse en el régimen de responsabilidades de los
servidores públicos a toda persona que desempeñe un em-
pleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el ámbi-
to federal o del Distrito Federal, por tanto debe integrarse
en el primer párrafo del artículo 108 a los servidores públi-
cos del Poder Legislativo Federal, de la Asamblea Legisla-
tiva del Distrito Federal y a los que laboran al servicio de
los organismos a los que la propia Constitución otorga au-
tonomía.

Motivados en los argumentos y fundamentos expuestos, las
diputadas y diputados integrantes de esta Comisión de
Puntos Constitucionales sometemos a la consideración de
esta honorable Asamblea el siguiente dictamen con Pro-
yecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PRI-
MER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 108 DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo del
artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a
que alude este Título se reputarán como servidores públi-
cos a los representantes de elección popular, a los miem-
bros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del
Distrito Federal, los funcionarios y empleados y, en gene-
ral, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o co-
misión de cualquier naturaleza en el Congreso de la
Unión, en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
o en la Administración Pública Federal o en el Distrito Fe-
deral, así como a los servidores públicos de los organis-
mos a los que esta Constitución otorgue autonomía,
quienes serán responsables por los actos u omisiones en
que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.

...

...

...

Transitorio

Único. El presente decreto iniciara su vigencia al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.
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Sala de Comisiones del Palacio Legislativo de San Lázaro.- México,
Distrito Federal, a los 8 días del mes de marzo del año dos mil seis.

Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Ernesto Alarcón
Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); René Arce Islas;
Francisco Antonio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico
Barbosa Gutiérrez; Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís (rúbrica); Ho-
racio Duarte Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Fran-
cisco Cuauhtémoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Ciro García Ma-
rín; Luis Antonio González Roldán (rúbrica), secretario; J. Jesús
Lomelí Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez (rúbrica);
Luis Maldonado Venegas, secretario; Germán Martínez Cázares; Anto-
nio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García, se-
cretario; Janette Ovando Reazola; Aníbal Peralta Galicia (rúbrica); Jor-
ge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Retana Ramos
(rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica); Claudia Ruiz
Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel Sandoval Figueroa (licencia);
Leticia Socorro Userralde Gordillo (licencia); Marisol Vargas Bárcena
(rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González (rúbrica), secretario;
Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

LEY GENERAL DE SALUD - LEY 
DE ASISTENCIA SOCIAL - LEY DEL 

SERVICIO EXTERIOR MEXICANO

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Relaciones Exte-
riores y de Salud, con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, de la Ley de Asistencia Social, y de la Ley del Servi-
cio Exterior Mexicano, en materia de migrantes repatriados
enfermos

HONORABLE ASAMBLEA:

Los Diputados Federales, integrantes de las Comisiones
Unidas de Relaciones Exteriores y de Salud, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6,
incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-

so General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la
honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A las Comisiones que suscriben, el pasado 25 de Octubre
de 2005, les fue turnada para su estudio y dictamen, la Ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Sa-
lud, de la Ley de Asistencia Social, y de la Ley del Servi-
cio Exterior Mexicano, en materia de migrantes repatriados
enfermos, presentada por la Diputada Irma Figueroa Ro-
mero, del grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática.

En consecuencia, los integrantes de la Comisión de Rela-
ciones Exteriores resolvieron dictaminar en el mismo sen-
tido la iniciativa proyecto de decreto que les fue turnada en
la fecha de referencia.

Previo a dicha resolución de la Comisión de Relaciones
Exteriores, el Grupo de Trabajo de Seguimiento a Asuntos
Legislativos de la Comisión en comento, se dio a la tarea
de analizar con detenimiento la iniciativa en cuestión y es-
timó pertinente la propuesta de reforma contemplada en la
misma.

Consideraciones

La migración es un fenómeno global, del cual México, no
está exento, sabemos bien de la ya larga tradición de mi-
gración interior y exterior que forma parte de la vida coti-
diana de las familias mexicanas. Se dice que los factores
que propician la migración son tres básicamente: aquellos
vinculados con la oferta-expulsión de la fuerza de trabajo,
los asociados con la demanda atracción de la mano de obra
del migrante y la serie de lazos y de redes sociales que los
migrantes tejen tanto al interior como al exterior de su pa-
ís.

Diversos estudios internacionales, señalan que los países
que han originado el mayor número de migrantes en las úl-
timas décadas han sido México, las Filipinas y Bangladesh.
Los mayores países receptores han sido los países occiden-
tales (en Norte América, Australia y Europa Occidental) y
en otros países (los Estados del Golfo y Japón). Los países
en transición y menos desarrollados (tales como Rusia, In-
dia y Costa de Marfil) también reciben muchos migrantes.



Algunos Estados están al mismo tiempo enviando y reci-
biendo migrantes: Por ejemplo, muchos mexicanos viven
en el exterior y al mismo tiempo México es un país recep-
tor de migrantes que provienen de Centroamérica.

Ante ello, es necesaria la generación de políticas que per-
mitan afrontar plenamente este fenómeno, luchar en todos
los ámbitos para que se respeten los derechos humanos de
nuestros connacionales. Se estima que uno de cada 5 me-
xicanos emigra a Estados Unidos. Por ello, se prevé que
para el 2050, de cada dos mexicanos, uno emigrará al ve-
cino país del norte.

En distintos espacios se ha reconocido el gran aporte que
representan las remesas que los connacionales que se en-
cuentran en los Estados Unidos, envían mes con mes a sus
familias que se encuentran en México. El Consejo Nacio-
nal de Población, ha señalado, de acuerdo con los datos
más recientes, que nuestro país recibió por este concepto
más de 45 mil millones de dólares durante la última déca-
da. Tan sólo el año anterior, ingresaron a México más de
6,200 millones de dólares por dicho concepto, lo que sig-
nifica alrededor de casi 17 millones de dólares por día. Es-
te monto revela la importancia de la migración como fuen-
te de divisas y como sostén esencial para los integrantes de
más de un millón de hogares en México.

Conocemos las adversidades que padecen nuestros mi-
grantes para poder obtener residir y obtener un trabajo en
los Estados Unidos de América.

No obstante, es menester señalar que en lo que concierne a
la defensa de los derechos humanos, el Gobierno de los Es-
tados Unidos Mexicanos ha promovido diversos progra-
mas, a saber:

�Programa Paisano, Programa de Repatriación de Meno-
res, Acuerdo de Asistencia Nutricional, Matricula Consu-
lar, Carta de Intención sobre Derechos Laborales y la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Derechos
de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias�.

Hoy en día, nuestras representaciones diplomáticas en el
exterior realizan un gran esfuerzo para lograr el respeto a
los derechos humanos de nuestros connacionales, no solo
en los Estados Unidos, sino también en todos los países
donde contamos con representaciones diplomáticas.

Sin embargo, existe un asunto pendiente que resulta de la
mayor relevancia legislar y que tiene que ver con la repa-

triación voluntaria de nuestros migrantes enfermos. El
quinto informe de actividades del secretario Julio Frenk
Mora manifiesta que: �Se atendieron 85 casos de repatria-
ción de connacionales enfermos que se encontraban en te-
rritorio estadounidense, a nosocomios localizados lo más
cercano posible a sus comunidades de origen�.

En el Programa de Repatriación de Enfermos, la Secreta-
ría de Salud, se encarga de la designación de una institu-
ción médica a los compatriotas enfermos que se encuentran
en el extranjero tarea que se realiza en conjunto con la Di-
rección General de Protección y Asuntos Consulares de la
Secretaría de Relaciones Exteriores.

Es menester establecer en el artículo 3, fracción II, de la
Ley General de Salud al migrante repatriado enfermo, co-
mo grupo vulnerable, a efecto de que se le asigne una ins-
titución hospitalaria que reciba al migrante enfermo inde-
pendientemente de que un familiar se haga cargo o no del
mismo, por tratarse de un grupo ampliamente vulnerable.
Igualmente, si el connacional enfermo, manifiesta su vo-
luntad de ser repatriado, para ser atendido en instituciones
públicas de salud de su país, debe ser una obligación de las
mismas su atención clínica inmediata, de lo contrario, se
seguiría violentando su derecho a la salud.

Asimismo se pretende reformar al artículo 168 de la Ley
General de Salud referente a la asistencia social, en virtud
de que los derechos de cada individuo a la libertad, a la sa-
lud, a la educación, a la vivienda, al trabajo, etcétera, son
factores igualitarios para el desarrollo integral, y represen-
tan los elementos garantes del derecho a la asistencia so-
cial. Cuando las circunstancias, cualesquiera que sean, obs-
taculizan la posibilidad de ese desarrollo, el individuo,
potencialmente víctima del debilitamiento económico y so-
cial o perteneciente a grupos vulnerables, tiene derecho a la
asistencia social para combatir y para remediar la necesi-
dad.

Por lo anterior, se considera que se requiere también, ade-
cuar la Ley de Asistencia Social, porque nuestros migran-
tes enfermos se consideran como un grupo vulnerable. La
ley en comento, establece que se fundamenta en las dispo-
siciones que en materia de asistencia social contiene la Ley
General de Salud. También señala que se entiende por asis-
tencia social: al conjunto de acciones tendientes a modifi-
car y mejorar las circunstancias de carácter social que im-
pidan el desarrollo integral del individuo, así como la
protección física, mental y social de personas en estado de
necesidad, indefensión, desventaja física y mental, hasta
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lograr su incorporación a una vida plena y productiva. La
asistencia social comprende acciones de promoción, previ-
sión, prevención, protección y rehabilitación. De la misma
suerte, se incluye al migrante como sujeto de asistencia so-
cial, por ello, sólo se pretende complementar el artículo 12,
estableciendo al migrante repatriado enfermo como suje-
to para recibir los servicios básicos de salud en materia de
asistencia social.

Por último, se pretende adecuar la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano, cuya finalidad es normar las funciones del
cuerpo permanente de funcionarios del Estado, encargado
específicamente de representarlo en el extranjero y respon-
sable de ejecutar la política exterior de México, en su artí-
culo 2 donde establece las actividades de competencia del
Servicio Exterior Mexicano y el artículo 44 que se refiere
a lo que corresponde a los Jefes de Oficinas Consulares.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción del Pleno de esta Soberanía, el siguiente:

Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Salud, de la
Ley de Asistencia Social, y de la Ley del Servicio Exte-
rior Mexicano, en materia de migrantes repatriados en-
fermos.

Artículo Primero.- Se reforman los artículos 3o fracción
II y 168 fracción II de la Ley General de Salud, para que-
dar como sigue:

Artículo 3o.- En los términos de esta Ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. ...

II.- La atención médica, preferentemente en beneficio
de grupos vulnerables incluyendo a los considerados co-
mo migrantes repatriados enfermos;

II bis. a XXX. ...

Artículo 168.- Son actividades básicas de Asistencia So-
cial:

I ...

II. La atención en establecimientos especializados a me-
nores, migrantes repatriados enfermos y ancianos en

estado de abandono o desamparo e inválidos sin recur-
sos;

III a IX. ...

Artículo Segundo.- Se reforma el artículo 12 fracción I in-
ciso b) de la Ley de Asistencia Social, para quedar como si-
gue:

Artículo 12.- Se entienden como servicios básicos de salud
en materia de asistencia social los siguientes:

I. ...

a). ...

b) La atención en establecimientos especializados a me-
nores, migrantes repatriados enfermos y adultos ma-
yores en estado de abandono o desamparo e inválidos
sin recursos;

c) a i). ...

II. a XIV. ...

Artículo Tercero.- Se reforma el artículo 2o fracción XI y
el artículo 44 fracción I de la Ley del Servicio Exterior Me-
xicano, para quedar como sigue:

Artículo 2o.- Corresponde al Servicio Exterior:

I. a X. ...

XI. Destinar los ingresos recibidos por los servicios es-
tablecidos en los artículos 20, 22 y 23 de la Ley Federal
de Derechos, prestados por cualquier representación
consular en el extranjero para integrar un fondo cuyo
objeto sea cubrir, previa autorización de la Secretaría de
Relaciones Exteriores, los gastos relativos a las activi-
dades y programas que a continuación se mencionan, en
términos del Reglamento de la Ley del Servicio Exterior
Mexicano: Programa de repatriación de personas
vulnerables y enfermas; atención y asesoría jurídica y
de protección consulares; visitas a cárceles y centros de
detención; atención telefónica; campaña de seguridad al



migrante; servicios de consulados móviles; prestación de
servicios consulares en general, y atención al público.

Los gastos a sufragar de conformidad al párrafo ante-
rior, se realizarán de acuerdo a las reglas generales de
operación que al efecto establezca la Secretaría de Re-
laciones Exteriores, contando con la aprobación de la
Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrati-
vo, y 

XII. ...

Artículo 44.- Corresponde a los jefes de oficinas consula-
res:

I. Proteger, en sus respectivas circunscripciones consu-
lares, los intereses de México y los derechos de sus na-
cionales, de conformidad con el derecho internacional y
mantener informada a la Secretaría de la condición en
que se encuentran los nacionales mexicanos, particular-
mente en los casos en que proceda una protección espe-
cial, entendiéndose también como tal, aquellos casos
que se refieran a personas enfermas que requieran
ser repatriadas;

II. a VII. ...

...

Transitorio

Artículo Único.- El presente Decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de diciembre de 2005.

Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Adriana González
Carrillo (rúbrica), Presidenta; Gustavo Adolfo de Unanue Aguirre (rú-
brica), secretario; Carlos Jiménez Macías (rúbrica), secretario; Arturo
Robles Aguilar (rúbrica), secretario; Jorge Martínez Ramos, secretario;
Rodrigo Iván Cortés Jiménez, Ángel Juan Alonso Díaz Caneja, Hum-
berto Cervantes Vega (rúbrica), José Alberto Aguilar Iñarritu (rúbrica),
Sami David David (rúbrica), Homero Díaz Rodríguez (rúbrica), José
Luis Flores Hernández (rúbrica), Rogelio Alejandro Flores Mejía (rú-
brica), Carlos Flores Rico (rúbrica), Blanca Gámez Gutiérrez (rúbrica),
Fernando Alberto García Cuevas (rúbrica), Juan José García Ochoa
(rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz, Alejandro González Yáñez, Benito Chá-
vez Montenegro (rúbrica), Leticia Gutiérrez Corona (rúbrica), Guada-
lupe Suárez Ponce (rúbrica), Guadalupe Morales Rubio (rúbrica), Ser-

gio Penagos García (rúbrica), Cristina Portillo Ayala (rúbrica), Fran-
cisco Saucedo Pérez, Carlos Noel Tiscareño Rodríguez (rúbrica), Mar-
co Antonio Torres Hernández (rúbrica).

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos,
José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera (rúbrica),
Cristina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica), Raúl Ro-
gelio Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva
(rúbrica), Gisela Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lucio Galileo Lastra
Marín (rúbrica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica), Francisco
Rojas Toledo (rúbrica), María Salomé Elyd Sáenz (rúbrica), Guadalu-
pe Mendívil Morales, Marco Antonio García Ayala, Jaime Fernández
Saracho (rúbrica), Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo Bejos Ni-
colás, Isaías Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela Rodelo, Martha
Palafox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña Pérez, Ivonne Aracelly Or-
tega Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernández, María Angélica Díaz
del Campo, Julio Boltvinik Kalinka, Martha Lucía Mícher Camarena,
Irma Sinforina Figueroa Romero (rúbrica), José Luis Naranjo y Quin-
tana (rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbrica), María Angélica Ramírez Lu-
na (rúbrica).»

Es de primera lectura.

ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que adiciona el inciso g) a la fracción
II del artículo 105 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fueron
turnadas para su estudio y dictamen, diversas Iniciativas
que adicionan el inciso g) de la fracción II del artículo
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, por la Presidencia de la Mesa Directiva de la
LIX Legislatura de esta Cámara de Diputados. 

Conforme a las facultades conferidas a las Comisiones por
los artículos 39, 44 y demás relativos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
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así como 60, 65, 87, 88, 93 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General, se
presenta el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo

a) En sesión celebrada el 11 de noviembre de 2003, por
la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, el diputado Francisco Ja-
vier Valdez de Anda del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, presentó la Iniciativa que
adiciona el inciso g) a la fracción II del artículo 105
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, misma que fue turnada a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente.

b) Con fecha 10 de junio de 2004, la Presidencia de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados amplió el
turno dictado a la precitada iniciativa solicitando la opi-
nión de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
misma que fue turnada a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales para su conocimiento.

c) La Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con
fecha 29 de septiembre de 2004 emitió su opinión res-
pecto de la Iniciativa que adiciona el inciso g) a la frac-
ción II del artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

d) En sesión celebrada el 30 de marzo de 2005, por la
LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, el diputado Pedro Vázquez
González del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo, presentó la Iniciativa que Reforma los párrafos
primero y tercero del Apartado B del Artículo 102 y
se adiciona un inciso g) a la fracción II del artículo
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, misma que fue turnada a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente.

e) Con fecha 8 de marzo de 2006, en Sesión de ésta Co-
misión y existiendo el quórum reglamentario, fue apro-
bado el presente dictamen por lo que se pone a conside-
ración de esta Soberanía para su discusión, y eventual
aprobación

II. Materia de las Iniciativas.

Las Iniciativas objeto del presente dictamen proponen la
adición del inciso g) a la fracción II del artículo 105 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
efecto de que la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos tenga legitimación activa para promover la acción
de inconstitucionalidad cuando las leyes o tratados que
apruebe el honorable Congreso de la Unión contravengan
las garantías individuales.

La iniciativa mencionada en el inciso d) del apartado ante-
rior, contiene otras propuestas de reformas constituciona-
les, mismas que se dejan a salvo para ser contempladas en
dictámenes posteriores.

III. Valoración de las Iniciativas

En las Iniciativas en estudio se plantea como propósito
general el otorgar a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos la facultad de promover acciones de in-
constitucionalidad, teniendo como antecedente la reforma
constitucional al artículo 105 constitucional del treinta y
uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro. En
ella se consolidó a la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción como Tribunal Constitucional, otorgándole la facul-
tad de conocer de las acciones de inconstitucionalidad,
con la finalidad de brindarle un mayor peso político e ins-
titucional designándola como intérprete y garante último
de la Constitución, es decir, que la competencia otorgada
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer
tanto de las controversias constitucionales como de las
acciones de inconstitucionalidad, han erigido a ésta en un
auténtico tribunal constitucional, cuya actuación le legiti-
ma plenamente.

En nuestra legislación la regulación de los actos de incons-
titucionalidad tiene su origen en la Constitución de Cádiz
que establecía, como órgano controlador de la constitucio-
nalidad de las leyes a las �Cortes� las cuales eran el resul-
tado de la reunión de todos los diputados que representaban
la Nación, nombrados por los ciudadanos; estableciéndose
en su artículo 131, fracción primera la facultad de �...pro-
poner y decretar las leyes, e interpretarlas y derogarlas en
caso necesario�...

La Constitución de 1824 establecía que la facultad de in-
terpretación de la Constitución y en consecuencia de las le-
yes recayera en el Congreso General. 



En el caso de la Constitución de 1836, el control de la cons-
titucionalidad de las leyes se depositó en el Supremo Poder
Conservador, como órgano juzgador, para decidir respecto
de la constitucionalidad de las leyes o decretos y, en su ca-
so, declararlos nulos por violar los preceptos constituciona-
les. Dicha facultad se accionaba a petición de los Poderes de
la Unión que eran los órganos facultados para promover
ante el Supremo Poder Conservador la nulidad de leyes o de-
cretos considerados violatorios de la Constitución.

Otro antecedente importante se encuentra en las Bases Or-
gánicas de 1843 con el voto particular formulado por el Di-
putado Fernando Ramírez, en el Proyecto de Reforma a la
Carta de 1836, en donde expuso la idea de que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación fuera el órgano constitucio-
nalmente facultado para controlar la constitucionalidad de
las leyes.

Es importante señalar que la Constitución Política de 1857
no establece la figura de la acción de inconstitucionalidad,
sin embargo, prevé mecanismos de control de constitucio-
nalidad como la controversia constitucional. En el texto de
la Constitución de 1917 en sus artículos 103 y 105 se esta-
blecen las figuras de juicio de amparo y controversias
constitucionales, respectivamente.

Cabe destacar que la acción de inconstitucionalidad se in-
troduce en la Ley Fundamental como un medio de control
constitucional, el cual persigue la regularidad en la consti-
tucionalidad de las normas generales; permitiendo a través
de ella el planteamiento de la inconstitucionalidad de una
norma y la posibilidad de obtener una declaratoria de inva-
lidez con efectos generales.

Las acciones de inconstitucionalidad tienen como objeto
primordial el control abstracto y en consecuencia la anula-
ción de las normas cuestionadas, además se caracterizan
por ser un mecanismo de control concentrado en un tribu-
nal especializado, llamado Tribunal o Corte Constitucio-
nal, sus resoluciones tienen efectos generales y procede por
vía de acción. Cabe destacar que los propósitos de la ac-
ción de inconstitucionalidad no están al alcance de todos,
por tanto no cualquiera se encuentra legitimado para pre-
sentar una demanda de este tipo.

Respecto de la legitimación para promover la acción de in-
constitucionalidad, ésta se encuentra a la fecha limitada, de
conformidad con lo establecido en la fracción segunda del
artículo 105 constitucional. En tal virtud corresponde en

primer término a las Cámaras de Diputados y de Senadores
del Congreso de la Unión; a las entidades federativas, a tra-
vés de sus legislaturas estatales; al Procurador General de
la República; a los integrantes de la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal y a los partidos políticos con registro
ante el Instituto Federal Electoral.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue crea-
da en México mediante el decreto que adicionó al artículo
102 de la Constitución, el apartado B, con fecha 27 de ene-
ro de 1992, la Comisión como objetivo logra que los actos
de poder se ajusten a su cauce legal, sin menoscabo de las
garantías individuales. De la misma manera busca prevenir
los desvíos y propiciar que los abusos sean castigados, dán-
doles la certeza a los gobernados de que cuentan con una
instancia totalmente confiable a la que pueden acudir en
defensa de sus derechos humanos.

Acorde a su finalidad de velar por el respeto de los dere-
chos humanos, tiene a su cargo diversas funciones tales co-
mo impulsar la observancia de los derechos humanos en el
país, la elaboración de programas preventivos en materia
de derechos humanos, recepción de quejas por presuntas
violaciones a los mismos, la investigación de posibles vio-
laciones a los derechos humanos, la formulación de reco-
mendaciones, así como proponer al Ejecutivo Federal la
suscripción de convenios y acuerdos internacionales en
materia de derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto esta dictaminadora estima
necesario que le sea reconocido a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos la legitimación para ejercitar las ac-
ciones de inconstitucionalidad cuando leyes o tratados con-
travengan las garantías individuales, dentro del ámbito de
su competencia, pues en atención a su desempeño práctico,
ha sabido ganarse el respeto y el reconocimiento de la ma-
yoría de los sectores de la sociedad mexicana.

Es menester precisar que al dotar a la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos de la facultad para promover ac-
ciones de inconstitucionalidad se logra la tutela de las nor-
mas constitucionales como una forma más eficaz para dar
vigencia y consolidar el Estado de Derecho, por tanto se
considera pertinente que la Comisión tenga la posibilidad
de presentar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación
las acciones de inconstitucionalidad que considere nece-
sarias para que esta última determine si una ley es viola-
toria de las garantías individuales, y en consecuencia, el de-
fensor del pueblo esté cumpliendo cabalmente y con todas
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herramientas posibles, la función que su misma denomina-
ción hace explicita, la de preservar las garantías individua-
les.

De igual forma es importante dotar a los organismos de
protección de derechos humanos de las entidades federati-
vas de la facultad para ejercer dentro de su esfera de com-
petencia, las acciones de inconstitucionalidad en contra de
leyes emitidas por las legislaturas locales tratándose de los
estados y en contra de leyes emitidas por la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal; ya que con ello se permitirá
que otorgar mayor certeza jurídica a dichas instituciones.

Esta dictaminadora en congruencia con la opinión que al
efecto emitió la Comisión de Justicia y Derechos Humanos
considera que el hecho de que se le conceda la facultad a la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos para promo-
ver la acción de inconstitucionalidad, es algo que no es
contrario a su naturaleza y a sus funciones, en principio
porque aunque la acción mencionada sea un control proce-
sal constitucional, con la característica de que sus resolu-
ciones son abstractas, es decir, erga omnes, la Comisión no
será la que resuelva, no será la encargada de resolver el
asunto. Esto es, solamente tendrá la facultad de excitar al
órgano jurisdiccional constitucional, para que inicie el pro-
cedimiento por el cual el mismo hará la determinación co-
rrespondiente sobre el asunto planteado.

Toda vez que al conceder la facultad a la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos para presentar acciones de
inconstitucionalidad según lo prevé la iniciativa en comen-
to, se estaría fortaleciendo a dicho organismo, así como a
la vigencia misma de los derechos humanos en nuestro pa-
ís; también lo es que se hace lo correspondiente con la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, como un pleno reco-
nocimiento a su independencia y soberanía, como Tribunal
garante último de la Constitución.

Este cuerpo colegiado reconoce que la realidad a través del
tiempo ha demostrado que no es suficiente la simple con-
sagración en el texto constitucional de los valores, princi-
pios y decisiones fundamentales de una sociedad para que
tengan vigencia, sino que es necesario establecer mecanis-
mos de protección a favor del ciudadano para que pueda
defenderse de aquellos actos del Estado que importan veja-
ciones o invasiones en su esfera jurídica tutelada.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, nos permitimos someter a
la consideración de esta Soberanía el siguiente proyecto de:

DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE ADICIONA EL
INCISO G) A LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 105
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS.

Artículo Único. Se adiciona el inciso g) a la fracción II del
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 105. ...

I ...

a) al k) ...

...

...

II...

...

a) al f)�

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en
contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distri-
to Federal, así como de tratados internacionales cele-
brados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Se-
nado de la República, que vulneren los derechos
humanos consagrados en esta Constitución. Asimismo
los organismos de protección de los derechos humanos
equivalentes en los estados de la República, en contra
de leyes expedidas por las legislaturas locales y la comi-
sión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en con-
tra de leyes emitidas por la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal.

...

...

...

III...

...

...



Transitorio

Único. El presente decreto iniciará su vigencia al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los ocho días del
mes marzo de del 2006.

Comisión de Puntos Cosntitucionales, diputados: Ernesto Alarcón
Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); René Arce Islas;
Francisco Antonio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico
Barbosa Gutiérrez; Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís (rúbrica); Ho-
racio Duarte Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Fran-
cisco Cuauhtémoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Ciro García Ma-
rín; Luis Antonio González Roldán (rúbrica), secretario; J. Jesús
Lomelí Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez (rúbrica);
Luis Maldonado Venegas, secretario; Germán Martínez Cázares; Anto-
nio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García, se-
cretario; Janette Ovando Reazola; Aníbal Peralta Galicia (rúbrica); Jor-
ge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Retana Ramos
(rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica); Claudia Ruiz
Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel Sandoval Figueroa (licencia);
Socorro Leticia Userralde Gordillo (licencia); Marisol Vargas Bárcena
(rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González (rúbrica), secretario;
Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

LEY DE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Atención a Grupos
Vulnerables, y de Equidad y Género, con proyecto de de-
creto que reforma la fracción V del artículo 3o. de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Atención a Grupos Vulnerables
y de Equidad y Género, les fue turnada para su análisis y

dictamen la iniciativa de decreto que reforma el artículo 3º.
de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores
y el artículo 5º. de la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres, presentada por la Diputada María Ávila Serna,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 nume-
rales 1, 2 fracción III y numeral 3; 45 en su numeral 6 frac-
ción f) ambos de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 58, 65, 83, 87 y 88, del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es com-
petente para conocer del asunto en cuestión, por lo que se
abocó el estudió y análisis del mismo con base en los si-
guientes:

ANTECEDENTES

I. En sesión ordinaria del Pleno de la Cámara de Diputados,
celebrada el día 17 de febrero de 2005, Diputada María Ávi-
la Serna, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, presentó la iniciativa de decreto que refor-
ma el artículo 3º de Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores y el artículo 5º. de la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres.

II. Con esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa Directi-
va, turnó para su análisis y dictamen la iniciativa de refe-
rencia a la Comisiones Unidas de Atención a Grupos Vul-
nerables y de Equidad y Género.

III. Que con fecha 29 de Septiembre de 2005, las Comisio-
nes Unidas aprobaron el presente dictamen.

CONSIDERANDO

1.- Que tal y como lo menciona la Diputada proponente en
la presentación de su iniciativa, el principio de igualdad de
oportunidades entre mujeres y hombres constituye la garan-
tía de que mujeres y hombres puedan participar en diferen-
tes esferas (económica, política, social, toma de decisiones)
y actividades (empleo, educación) sobre bases de igualdad
y equidad. Este principio se refiere a la necesidad de corre-
gir las desigualdades sociales y toda barrera sexista y dis-
criminatoria directa o indirecta. 

2.- Que la perspectiva de género o enfoque de género, es
una de estas medidas para corregir estas desigualdades. Que
sin embargo, para entender las acciones positivas en pro de
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la equidad y contra la discriminación, es necesario distin-
guir, en los seres humanos, las características biológicas de
las características sociales. 

3.- Que además del sexo existen elementos sociales que de-
terminan la forma de ser de la persona. El género, por su
parte, hace referencia al conjunto de características sociales,
culturales, políticas, psicológicas, jurídicas y económicas
asignadas a las personas según el sexo y pueden variar se-
gún las diferentes culturas y épocas históricas. 

4.- Que la construcción social de los géneros es el proceso
mediante el cual se encasilla de forma diferente a hombres
y mujeres en nuestra sociedad, asignándoles distintos roles
y estereotipos; asignando diferentes tareas y capacidades a
hombres y mujeres. Siendo así como el género se refiere a
ese conjunto de ideas, creencias, representaciones y atribu-
ciones sociales construidas en cada cultura que definen la
conducta y la subjetividad de las personas en función de su
sexo. 

5.- Que para implementar el principio de igualdad de opor-
tunidades entre hombres y mujeres debemos realizar un
análisis que contemple la perspectiva o enfoque de género,
que pone de manifiesto la diferente posición y situación de
hombres y mujeres en la organización social. 

El análisis de género visibiliza roles, estereotipos, respon-
sabilidades, acceso, uso y control de recursos, problemas y
necesidades de hombres y mujeres, con el propósito de dar
respuesta y corregir las desigualdades detectadas. Adicio-
nalmente la perspectiva de género reconoce este contexto
cultural y diseña acciones para garantizar la inserción de las
mujeres, quienes son las que están en una posición de des-
igualdad frente a los hombres. 

6.- Que para implementar el principio de igualdad de opor-
tunidades entre hombres y mujeres y poder aspirar a una so-
ciedad más justa y democrática, es necesario realizar accio-
nes tomando en cuenta la perspectiva o enfoque de género.

7.- Que una de las funciones de los legisladores es velar
porque los instrumentos jurídicos que norman la vida de los
mexicanos estén acordes a la realidad y libres de errores en
su estructura. Por ello, y con el fin de que exista una homo-
geneidad en las normas y no se contrapongan unas con
otras, la diputada proponente considera de suma importan-
cia que entre las leyes que rigen la vida de nuestro país ha-
ya concordancia de conceptos. 

8.- Que efectivamente, tal y como la Diputada María Ávila
Serna lo señala en la iniciativa presentada, dentro de la le-
gislación mexicana existen dos leyes federales de igual ran-
go en las que se encuentra definido el concepto de género
de diferente forma: la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores y la Ley del Instituto Nacional de las Mu-
jeres.

9.- Que con el fin de que exista una concordancia entre las
leyes que toman en cuenta el concepto género y su defini-
ción no se preste a confusiones o imprecisiones el Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, a
través de la Diputada María Ávila Serna somete a la consi-
deración de los integrantes de esta LIX Legislatura una ho-
mologación de definición en ambos ordenamientos, a la vez
de realizar modificaciones a sendas leyes.

10.- Que la modificación propuesta, esta expresada en los
siguientes términos:

�Decreto por el que se reforman la fracción V del artí-
culo 3o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, y el artículo 5o. de la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres.

Articulo Único.- Se reforman la fracción V del artículo
3o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores y el artículo 5o. de la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres quedar como sigue: 

Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores 

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley, se entenderá
por: 

I. al IV. 

V. Género. Aquellas ideas, creencias, representacio-
nes y atribuciones sociales construidas en cada cul-
tura a partir de la diferencia sexual.

Ley del Instituto Nacional de las Mujeres 

Artículo 5o. 

Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

(...) 



12.- Que del análisis de la propuesta, los integrantes de es-
tas Comisiones Dictaminadoras, consideran que la iniciati-
va debe ir más allá de la definición de conceptos y no que-
darse sólo en la necesidad de que haya concordancia entre
los conceptos que incluyen las diferentes leyes; ya que no
se hace énfasis en lo que representa para la norma jurídica
el concepto que se propone, particularmente que más allá de
la discusión conceptual el legislador dé un concepto, una
definición de determinado término en función de la materia
que está regulando, del alcance que espera tenga ese con-
cepto en la aplicación de la ley.

13.- Que es necesario diferenciar entre un concepto que evi-
dentemente debe tener una carga técnica-académica de
aquel que está en un marco jurídico que prevé acciones de
política pública y requiere, por tanto, una noción más ope-
rativa.

En este sentido, se privilegia la sustitución y homologación
del concepto género en la Ley del Instituto Nacional de las
Mujeres y en la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, y se deja de lado el análisis de los elementos
que podría aportar el concepto propuesto a la promoción de
la igualdad entre hombres y mujeres y a la reducción de las
causas y efectos de la discriminación.

14.- Que no obstante lo anterior, los integrantes de estas
Comisiones dictaminadoras coincidimos en la importancia
de que los instrumentos jurídicos que norman la vida de los
mexicanos estén acordes a la realidad y libres de errores en
su estructura, por lo que es necesario exista homogeneidad
en las normas y concordancia entre los conceptos que esta-
blecen.
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Género: concepto que refiere a las ideas, creencias, re-
presentaciones y atribuciones sociales construidas en
cada cultura a partir de la diferencia sexual. 

(..........) 

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración�.

11.- Que para tener un panorama más amplio y dotar a los
CC. Diputados de mayores elementos en la dictaminación
del presente asunto, un análisis comparativo como el que a
continuación se presenta, resulta de sumo apoyo, bajo los
siguientes términos:
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15.- Que dentro de esas valoraciones, resulta más relevante
exponer los beneficios de incluir en los ordenamientos men-
cionados una mejor definición de género, y argumentar que
uno de los objetivos de enriquecer las disposiciones conte-
nidas en dichas leyes, es contribuir a una eficiente aplica-
ción de las mismas que permita o impulse la incorporación
de la perspectiva de género en las acciones emprendidas por
las organizaciones e instituciones públicas.

En este sentido, consideramos más adecuado homologar el
concepto de género que establece la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres, es decir, que ésta definición se inclu-
ya también en la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores, toda vez que el concepto que se establece en
este caso es una mejor herramienta para la aplicación de la
ley debido a que considera las expectativas y normas am-
pliamente aceptadas dentro de una sociedad sobre los pape-
les, valores, atributos, derechos y responsabilidades de
hombres y mujeres.

16.- Que por lo que respecta a la vacatio Legis, y por tra-
tarse de un aspecto tan delicado como es el de la definición
de �genero� se considera pertinente ampliar la entrada en
vigor de la reforma para permitir a quienes se encargan de
aplicar e interpretar la norma, tengan el tiempo, más allá del
día siguiente a 30 días para que realizan las adecuaciones
necesarias y valoren las implicaciones de la misma.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de las Comi-
siones Unidas de Atención a Grupos Vulnerables y de Equi-
dad y Género, someten a la consideración del Pleno de esta
honorable Asamblea el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA
FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 3o. DE LA LEY DE
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS
MAYORES.

Artículo Único.- Se reforma la fracción V del artículo
3o. de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas
Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. a IV. �..

V. Género. Concepto que refiere a los valores, atribu-
tos, roles y representaciones que la sociedad asigna a
hombres y mujeres;

VI. a XI. �..

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor a los 30 días
siguientes de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2005.

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal (rúbrica), Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Rí-
os Murrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios;
Pablo Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila
Serna (rúbrica), Emilio Badillo Ramírez (rúbrica), Virginia Yleana
Baeza Estrella, Abraham Bagdadi Estrella (rúbrica), Álvaro Burgos
Barrera (rúbrica), Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés
Sandoval (rúbrica), María Mercedes Rojas Saldaña (rúbrica), Manuel
González Reyes, María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Fran-
cisco Javier Lara Arano, María Isabel Maya Pineda, Alfonso Moreno
Morán (rúbrica), José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Omar Ortega
Álvarez, Martha Palafox Gutiérrez (rúbrica), Evangelina Pérez Zara-
goza (rúbrica), Mayela Quiroga Tamez, Martha Leticia Rivera Cisne-
ros (rúbrica), Benjamín Sagahón Medina, Rocío Sánchez Pérez (rúbri-
ca), Norma Elizabeth Sotelo Ochoa, Guillermo Tamborrel Suárez
(rúbrica).

Comisión de Equidad y Género, diputados: Diva Hadamira Gasté-
lum Bajo (rúbrica), Presidenta; Margarita Martínez López (rúbrica),
secretaria; Blanca Eppen Canales (rúbrica), secretaria; Norma Eliza-
beth Sotelo Ochoa (rúbrica), secretaria; Martha Lucía Mícher Camare-
na (rúbrica), secretaria; Ángel Paulino Canul Pacab (rúbrica); Concep-
ción Cruz García (rúbrica); María Hilaria Domínguez Arvizu (rúbrica);
Gema Isabel Martínez López (rúbrica); Evangelina Pérez Zaragoza
(rúbrica); Janette Ovando Reazola; Rosalina Mazari Espín (rúbrica);
María Angélica Ramírez Luna (rúbrica); María Elena Orantes López
(rúbrica); Martha Leticia Rivera Cisneros (rúbrica); Esthela de Jesús
Ponce Beltrán; María del Consuelo Rafaela Rodríguez de Alba (rúbri-
ca); María Beatriz Zavala Peniche (rúbrica); Rosario Sáenz López (rú-
brica); Marbella Casanova Calam (rúbrica); Evelia Sandoval Urbán;
Angélica de la Peña Gómez (rúbrica); Nora Elena Yu Hernández; Do-
lores del Carmen Gutiérrez Zurita (rúbrica); María Ávila Serna; María
Marcela Lagarde y de los Ríos (rúbrica); Jazmín Elena Zepeda Burgos
(rúbrica); Martha Laguette Lardizabal.»

Es de primera lectura.



LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con proyecto de decre-
to que reforma el tercer párrafo del artículo 277 de la Ley
General de Salud

HONORABLE ASAMBLEA:

En la sesión celebrada el 14 de marzo de 2006, le fue tur-
nada a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen, la
Minuta para reformar el tercer párrafo del artículo 277 de la
Ley General de Salud, presentada por el Senador David Ji-
ménez González, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 73, fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 numera-
les 1° y 3°, 43, 44, 45 numeral 6, inciso e) y f), y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen mismo que se realiza bajo la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la Minu-
ta mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo confor-
me el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia del
trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de turno
para el dictamen de la referida Minuta, así como de los tra-
bajos previos de la Comisión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO�, se expo-
nen los motivos y alcance de la propuesta en estudio, así
mismo, se hace una breve referencia de los temas que la
componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen.

I. ANTECEDENTES.

Con fecha 20 de octubre de 2005, el Senador David Jimé-
nez González del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional presentó ante el pleno del Senado de
la República la Iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el tercer párrafo del artículo 277, de la Ley General
de Salud.

En esa misma fecha la Mesa Directiva, de la Cámara de Se-
nadores dispuso que esa Iniciativa fuera turnada para su
análisis y dictamen correspondiente a las Comisiones Uni-
das de Salud y Seguridad Social; y de Estudios Legislati-
vos.

Con oficio de fecha del 9 de marzo de 2006, se remitió a la
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el ex-
pediente que contiene Minuta Proyecto de Decreto por el
que se reforma el tercer párrafo del artículo 277 de la Ley
General de Salud.

En la sesión celebrada el 14 de marzo de 2006, le fue tur-
nada a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen, la
Minuta para reformar el tercer párrafo del artículo 277 de la
Ley General de Salud, presentada por el Senador David Ji-
ménez González, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional

II. CONTENIDO.

La propuesta de la Minuta objeto del presente dictamen se
realiza con el objeto de subsanar una deficiencia que pre-
senta el tercer párrafo del artículo 277 de la Ley General de
Salud, tendiente a evitar y disminuir su consumo, ya que la
publicidad de dicho producto es factor que incide en el ha-
bito de fumar y en su consumo entre jóvenes y mujeres.

III. CONSIDERACIONES.

A. El derecho a la salud es una de las más importantes pre-
rrogativas de las personas no sólo porque constituye un va-
lor fundamental para su desarrollo sino porque además, dig-
nifica al hombre. El artículo 4º de nuestra Constitución
Política consagra dicho derecho y determina, para tal efec-
to, que el Estado tiene la obligación de establecer las bases
y modalidades de acceso a los servicios de salud a través de
sus leyes, igualmente, indica en forma particular que los ni-
ños tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
salud.
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B. La Minuta tiene como propósito subsanar una deficien-
cia que presenta el tercer párrafo del artículo 277 de la Ley
General de Salud, el que entre otros artículos fue reforma-
do mediante publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 19 de enero de 2004; ese artículo tenía como objeto
el ejercer un control mas estricto sobre la publicidad del ta-
baco, como medio tendiente a evitar y disminuir su consu-
mo, ya que la publicidad de dicho producto es factor que in-
cide en el habito de fumar y en su consumo entre jóvenes y
mujeres.

La fracción de referencia tiene el texto siguiente:

Artículo 277. ...

.......

No se venderán o distribuirán cigarrillos en farma-
cias, boticas, hospitales, ni escuelas de nivel preesco-
lar hasta bachillerato o preparatoria.

Este párrafo como se precisa en la Iniciativa fue declarado
inconstitucional por la Segunda Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, en la Tesis 2 A/J.31/2005, Novena
Época, tomo XXI, marzo de 2005, página 228. Se conside-
ró que si bien la reforma a la Ley General de Salud, tuvo un
fin social, pues esta enderezada a evitar y reducir el consu-
mo de tabaco, como una medida necesaria para conservar la
salud, de la lectura de la exposición de motivos se advierte
que se circunscribe al ámbito de la publicidad, en la medi-
da que es considerada como el factor principal que genera
el hábito y aumento en el consumo de tabaco, y por ende no
puede tomarse en consideración para justificar la prohibi-
ción de vender cigarrillos en farmacias y boticas; además de
que no existe una razón de índole social que demuestre la
necesidad o conveniencia de prohibir la venta.

C. La ahora Minuta pretende cumplir con el objetivo que se
perseguía con la anterior reforma, que prevalezca por razo-
nes de orden público e interés social, toda vez que el taba-
quismo se ha convertido en un grave problema de salud pú-
blica, no solo en nuestro país, sino en todo el mundo, ya que
además de afectar la economía de las personas, también re-
presenta gastos importantes para todos los sistemas de salud
y seguridad social ante el alarmante incremento de enfer-
medades asociadas con el consumo de tabaco. Cabe seña-
lar que en diversas legislaciones existe la prohibición de
fumar en lugares públicos, hospitales, escuelas y centros
de trabajo.

Estamos de acuerdo con la minuta, en que la sociedad esta
interesada en que no se distribuyan cigarros en farmacias,
boticas, hospitales, ni en escuelas desde el nivel preescolar
hasta bachillerato o preparatoria, ya que dichos estableci-
mientos mencionados en primer termino tienen como obje-
to fundamental la preservación y el cuidado de la salud y es
evidente que el consumo del tabaco es contrario a esa fina-
lidad, toda vez que perjudica a la salud.

En tanto los centros escolares tienen como finalidad la edu-
cación de niños y jóvenes, la impartición de cultura y entre
ésta la cultura de la salud, su conservación y no en su per-
juicio o destrucción, lo que no se puede lograr si desde tem-
prana edad se les induce y facilita el consumo del tabaco,
por lo que permitir su distribución en los lugares menciona-
dos, provoca la realización de actos nocivos para la salud,
por lo que éstas razones de orden público e interés social
justifican la reforma propuesta.

D. La reforma planteada al tercer párrafo del artículo 277
establece:

Por razones de orden público e interés social no se ven-
derán o distribuirán cigarrillos en farmacias, boticas,
hospitales, ni escuelas de nivel preescolar hasta bachi-
llerato o preparatoria.

En opinión de la Comisión Dictaminadora, es preciso que
se haga hincapié dentro de la exposición de motivos, sobre
la importancia de los principios de orden público e interés
social, a los que se hace referencia en la reforma en cues-
tión, tomando en cuenta dos aspectos fundamentales a sa-
ber:

En primer lugar establecer el riesgo intrínseco que conlleva
el consumo de productos como el cigarrillo tanto para el
consumidor como para el fumador pasivo.

Por otra parte, hay que tomar en cuenta que de conformidad
con el artículo 257 de la Ley General de Salud, que clasifi-
ca a los establecimientos que se destinen al proceso de los
medicamentos resulta incongruente con el hecho de que es-
te tipo de establecimientos, se dediquen a la venta de pro-
ductos como el cigarro que además de estar fuera del obje-
to de este tipo de establecimientos, su consumo produce un
riesgo intrínseco para la salud es decir, la prohibición de
vender cigarros en farmacias resulta lógica derivado de la
naturaleza propia de dichos establecimientos, ya que por su
naturaleza están destinados a vender productos que ayuden



o tengan como finalidad la salud de los individuos y no se-
an centros de distribución de productos que afecten o cau-
sen daño a la salud de los mismos.

E. En cuanto a la libertad y respeto de las garantías indivi-
duales, consideramos prudente señalar que en ningún mo-
mento y bajo ninguna circunstancia se viola la garantía in-
dividual de los gobernados de libertad de comercio o trato
discriminatorio, establecida por el articulo 5 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de
que como ha sido definido por nuestros Tribunales Federa-
les, y como se desprende del propio texto del precepto legal
en comento de las limitantes que tiene dicha libertad de co-
mercio es precisamente que no se trate de una actividad pro-
hibida por la ley, y en este caso la actividad prohibida por la
Ley , consistente en la venta de cigarros en farmacias, boti-
cas, hospitales y escuelas de nivel preescolar hasta bachi-
llerato o preparatoria es un actividad que se prohíbe preci-
samente por la reforma en materia de tabaco que modificó
la Ley General de Salud, el 19 de enero de 2004, y por lo
que se tiene la actual redacción del artículo 277 de la Ley en
comento.

F. La actividad en comento actualiza una prohibición que va
en contra del interés de la sociedad, ya que en materia de sa-
lud pública además de ser una garantía individual que tiene
por objeto la protección de los intereses del individuo, lo
que obedece a que tal y como consta en la exposición de
motivos de la Minuta por la que se reforma el articulo 277,
y de las consideraciones realizadas para la aprobación de la
misma, esta tiene como fin fundamental el de disminuir la
adicción del tabaquismo que constituye una importante cau-
sa de mortalidad prevenible en la sociedad, de donde se des-
prende su eminente interés social y su carácter de norma de
orden público.

G. Por otro lado, con el artículo 277 de la Ley General de
Salud, no viola ningún derecho adquirido de los particula-
res, ya que al no existir una norma que regule permisible-
mente la conducta de venta de cigarros en farmacias, no
existe un derecho que sea parte del patrimonio de los parti-
culares y que se este afectando. En efecto es de explorado
el derecho que al modificarse la Ley General de Salud, que
como se ha mencionado en líneas que antecedentes orden
público y de interés general, no se afectaron derechos ad-
quiridos por los particulares, puesto que las condiciones que
rigen el interés general son cambiantes y el precepto atien-
de a cumplir precisamente el fin de interés general que es
protección a la salud y que se ajusta a los requerimientos de
la situación actual.

H. Dado lo anterior y una vez que se han expuesto los ar-
gumentos para considerar que la reforma propuesta al pá-
rrafo tercero del artículo 277 de la Ley General de Salud, es
positiva, pues con la inclusión de los principios de orden
público e interés social en esta precepto, se pretende lograr
la eficacia de la norma y procurar el objetivo de la Ley Ge-
neral de Salud, en el sentido de proteger la salud de los go-
bernados sin vulnerar o restringir las garantía que protege
nuestra Constitución.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, ponemos a consideración el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL
TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 277 DE LA
LEY GENERAL DE SALUD

Artículo Único.- Se reforma el tercer párrafo del artículo
277 de la Ley General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 277.- ...
�..

Por razones de orden público e interés social, no se ven-
derán o distribuirán cigarrillos en farmacias, boticas,
hospitales, ni escuelas de nivel preescolar hasta bachille-
rato o preparatoria.

TRANSITORIO.

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

La Comisión de Salud, diputados: José Ángel Córdova Villalobos,
José Javier Osorio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera (rúbrica), Cris-
tina Díaz Salazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica), Raúl Rogelio
Chavarría Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva (rúbri-
ca), Gisela Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lucio Galileo Lastra Marín
(rúbrica), Maki Esther Ortiz Domínguez (rúbrica), Francisco Rojas To-
ledo (rúbrica), María Salomé Elyd Sáenz (rúbrica), Jesús Aguilar Bueno,
Marco Antonio García Ayala, Jaime Fernández Saracho (rúbrica), Hugo
Rodríguez Díaz (rúbrica), Alfredo Bejos Nicolás, Isaías Soriano López,
Rosa Hilda Valenzuela Rodelo, Martha Palafox Gutiérrez, Martín Remi-
gio Vidaña Pérez, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, José Porfirio Alar-
cón Hernández, María Angélica Díaz del Campo (rúbrica), Julio Boltvi-
nik Kalinka, Martha Lucía Mícher Camarena, Irma Sinforina Figueroa
Romero (rúbrica), José Luis Naranjo y Quintana (rúbrica), Raúl Piña
Horta (rúbrica), María Angélica Ramírez Luna (rúbrica).»

Es de primera lectura.
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LEY DE AGUAS NACIONALES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 1o. de la Ley de
Aguas Nacionales

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión, correspondiente a la
LIX Legislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen,
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE
REFORMA el primer párrafo del artículo 1° de la Ley de
Aguas Nacionales, presentada por el C. Diputado Federal
Manuel Velasco Coello, a nombre de integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, tur-
nada el 8 de marzo de 2005, Lo anterior, que en ejercicio de
la fracción II del Artículo 71 y 72 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, y que sometió a la
consideración del Pleno de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión.

La Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 in-
cisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
58, 60, 87, 88 y 94, del Reglamento Interior para el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó
al estudio y análisis de la Iniciativa descrita, al tenor de los
siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión celebrada en esta Cámara de Dipu-
tados, el 8 de marzo de 2005, los CC. Secretarios de la mis-
ma, dieron cuenta al Pleno de la iniciativa que presentó el
C. Diputado Federal Manuel Velasco Coello, a nombre de
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México, de la LIX Legislatura.

SEGUNDO. El C. Presidente de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados acordó dar el siguiente tramite: �Túr-
nese a la Comisión de Recursos Hidráulicos�.

TERCERO. Mediante sus propios conductos la Comisión
de Recursos Hidráulicos dio cuenta a sus integrantes del
contenido de esta iniciativa.

CUARTO. Qué el jueves 29 de abril de 2004, se publico en
el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se
reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones
de la Ley de Aguas Nacionales, que actualmente se encuen-
tra vigente.

QUINTO. El C. Legislador propone el siguiente:

�DECRETO: Por el que se reforma el artículo 1, primer
párrafo de la Ley de Aguas Nacionales.

Artículo Único: Se reforman los artículos1, primer pá-
rrafo de la Ley de Aguas Nacionales para quedar como
sigue:

Artículo. 1.- La presente ley es reglamentaria del artícu-
lo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en materia de aguas nacionales; es de obser-
vancia general en todo el territorio nacional y en las zo-
nas donde la Nación ejerce su soberanía y jurisdic-
ción; sus disposiciones son de orden publico e interés
social y tiene por objeto regular la explotación, uso o
aprovechamiento de dichas aguas, su distribución y con-
trol, así como la preservación de su cantidad y calidad
para lograr su desarrollo integral sustentable.�

Con base en lo anteriormente señalado en los antecedentes,
emitimos las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO. La Comisión de Recursos Hidráulicos, con las
atribuciones y facultades antes señaladas se abocó a valorar
la iniciativa de referencia que propuso el C. Diputado Fede-
ral Manuel Velasco Coello, a nombre de integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.



SEGUNDO. La iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 1° de la Ley de Aguas Nacionales, es im-
portante en virtud de que son propiedad de la Nación las
aguas de los mares territoriales en la extensión y términos
que fije el Derecho Internacional, las aguas marinas interio-
res, las de las lagunas y esteros que se comuniquen perma-
nente o intermitentemente con el mar, etc. Mismas que se
establecen en el octavo párrafo del artículo 27 de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es
decir, que a nuestra Nación le pertenece exclusivamente una
zona económica marítima, situada fuera del mar territorial y
adyacente a este, la cual comprende una área situada más
allá del mar territorial adyacente a éste, que se extiende a
200 millas marinas contadas de las líneas de base a partir de
las cuales se mide la anchura del mar territorial, por lo que
nuestro país tiene la facultad y derechos para los fines de
exploración y explotación, conservación y administración
de los recursos naturales tanto vivos como no vivos, ya se-
an renovables o no renovables y las que se desprenden de la
utilización de nuevas tecnologías como por ejemplo las de
salación, por lo que se considera necesario sentar las bases
desde el texto legal en la presente ley reglamentaria del Ar-
tículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

TERCERO. Es así que dentro de lo considerado como te-
rritorio nacional, nuestro país tiene la capacidad para ejer-
cer su jurisdicción y soberanía, la cual no se extiende más
allá de los límites de lo que nuestra Carta Magna señala y el
Derecho Internacional reconoce mediante sus tratados in-
ternacionales ratificados expresamente, que para ilustrar
mejor sobre el particular es aplicable al presente caso por
analogía la Tesis Jurisprudencial del Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, que se reproduce en forma
textual:

Novena Epoca
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta
Tomo: X, Noviembre de 1999
Tesis: P. LXXVII/99        
Página: 46

TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁR-
QUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDE-
RALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Persistentemente en la
doctrina se ha formulado la interrogante respecto a la
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jerarquía de normas en nuestro derecho. Existe unani-
midad respecto de que la Constitución Federal es la nor-
ma fundamental y que aunque en principio la expresión
�... serán la Ley Suprema de toda la Unión ...� parece
indicar que no sólo la Carta Magna es la suprema, la
objeción es superada por el hecho de que las leyes de-
ben emanar de la Constitución y ser aprobadas por un
órgano constituido, como lo es el Congreso de la Unión
y de que los tratados deben estar de acuerdo con la Ley
Fundamental, lo que claramente indica que sólo la
Constitución es la Ley Suprema. El problema respecto a
la jerarquía de las demás normas del sistema, ha encon-
trado en la jurisprudencia y en la doctrina distintas so-
luciones, entre las que destacan: supremacía del derecho
federal frente al local y misma jerarquía de los dos, en
sus variantes lisa y llana, y con la existencia de �leyes
constitucionales�, y la de que será ley suprema la que
sea calificada de constitucional. No obstante, esta Su-
prema Corte de Justicia considera que los tratados in-
ternacionales se encuentran en un segundo plano inme-
diatamente debajo de la Ley Fundamental y por encima
del derecho federal y el local. Esta interpretación del ar-
tículo 133 constitucional, deriva de que estos compromi-
sos internacionales son asumidos por el Estado mexica-
no en su conjunto y comprometen a todas sus
autoridades frente a la comunidad internacional; por
ello se explica que el Constituyente haya facultado al
presidente de la República a suscribir los tratados inter-
nacionales en su calidad de jefe de Estado y, de la mis-
ma manera, el Senado interviene como representante de
la voluntad de las entidades federativas y, por medio de
su ratificación, obliga a sus autoridades. Otro aspecto
importante para considerar esta jerarquía de los trata-
dos, es la relativa a que en esta materia no existe limita-
ción competencial entre la Federación y las entidades
federativas, esto es, no se toma en cuenta la competen-
cia federal o local del contenido del tratado, sino que
por mandato expreso del propio artículo 133 el presi-
dente de la República y el Senado pueden obligar al Es-
tado mexicano en cualquier materia, independientemen-
te de que para otros efectos ésta sea competencia de las
entidades federativas. Como consecuencia de lo ante-
rior, la interpretación del artículo 133 lleva a considerar
en un tercer lugar al derecho federal y al local en una
misma jerarquía en virtud de lo dispuesto en el artículo
124 de la Ley Fundamental, el cual ordena que �Las fa-
cultades que no están expresamente concedidas por esta
Constitución a los funcionarios federales, se entienden
reservadas a los Estados.�. No se pierde de vista que en
su anterior conformación, este Máximo Tribunal había

adoptado una posición diversa en la tesis P. C/92, publi-
cada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa-
ción, Número 60, correspondiente a diciembre de 1992,
página 27, de rubro: �LEYES FEDERALES Y TRATA-
DOS INTERNACIONALES. TIENEN LA MISMA JE-
RARQUÍA NORMATIVA.�; sin embargo, este Tribunal
Pleno considera oportuno abandonar tal criterio y asu-
mir el que considera la jerarquía superior de los trata-
dos incluso frente al derecho federal.

Amparo en revisión 1475/98. Sindicato Nacional de
Controladores de Tránsito Aéreo. 11 de mayo de 1999.
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Agui-
naco Alemán. Ponente: Humberto Román Palacios. Se-
cretario: Antonio Espinoza Rangel.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el
veintiocho de octubre en curso, aprobó, con el número
LXXVII/1999, la tesis aislada que antecede; y determinó
que la votación es idónea para integrar tesis jurispru-
dencial. México, Distrito Federal, a veintiocho de octu-
bre de mil novecientos noventa y nueve.

Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la te-
sis P. C/92, publicada en la Gaceta del Semanario Judi-
cial de la Federación Número 60, Octava Época, di-
ciembre de 1992, página 27, de rubro: �LEYES
FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. TIE-
NEN LA MISMA JERARQUÍA NORMATIVA.�.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión Recursos Hidráulicos, somete a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL AR-
TÍCULO 1 DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES

Artículo Único. Se reforma el artículo 1 de la Ley de Aguas
Nacionales, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del Artículo
27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos en materia de aguas nacionales; es de observancia ge-
neral en todo el territorio nacional y en las zonas donde la
Nación ejerce su soberanía y jurisdicción; sus disposicio-
nes son de orden público e interés social y tiene por objeto
regular la explotación, uso o aprovechamiento de dichas
aguas, su distribución y control, así como la preservación de
su cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral sus-
tentable.



TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Comisión de Recursos Hidráulicos, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, DF, a 13 de diciembre de 2005.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Fernando Ulises
Adame de León (rúbrica), Presidente; Juan Carlos Núñez Armas (rú-
brica), Luis Felipe Madrigal Hernández (rúbrica), Jesús Humberto
Martínez de la Cruz (rúbrica), Israel Tentory García (rúbrica), secreta-
rios; Miguel Ángel Rangel Ávila, José Orlando Pérez Moguel (rúbri-
ca), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Inelvo Moreno Álvarez, Beatriz
Mojica Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la Cruz, Jacqueline Guada-
lupe Argüelles Guzmán, Gonzalo Rodríguez Anaya, Alberto Urcino
Méndez Gálvez (rúbrica), Ricardo Alegre Bojórquez (rúbrica), Alfredo
Rodríguez y Pacheco, José Guadalupe Osuna Millán (rúbrica), Marco
Antonio Gama Basarte, Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica),
Juan Manuel Dávalos Padilla (rúbrica), Rosa Hilda Valenzuela Rodelo
(rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), Manuel Enrique
Ovalle Araiza, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica), Irma
Guadalupe Moreno Ovalles (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo To-
rres, José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús Zúñiga Romero (rúbrica), J.
Miguel Luna Hernández.»

Es de primera lectura.

LEY DE AGUAS NACIONALES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con pro-
yecto de decreto que reforma las fracciones I y II, y adicio-
na un párrafo quinto al artículo 120 de la Ley de Aguas Na-
cionales

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión, correspondiente a la
LIX Legislatura, le fueron turnadas para su estudio y dicta-
men las INICIATIVAS CON PROYECTOS DE DE-

CRETOS QUE REFORMAN Y ADICIONAN EL AR-
TÍCULO 120 DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES,
presentadas por separado en distintas fechas por los CC. Di-
putados Federales Ivonne Aracelly Ortega Pacheco inte-
grante del Grupo Parlamentario del PRI, por José Mario
Wong Pérez integrante del Grupo Parlamentario del PRI,
por Israel Tentory García del Grupo Parlamentario del PRD,
por Juan Carlos Núñez Armas del Grupo Parlamentario del
PAN y otros, por Jorge Antonio Kahwagi Macari del Grupo
Parlamentario del PVEM y otros, por Julio César Córdova
Martínez del Grupo Parlamentario del PRI y por Alejandro
Agundis Arias del Grupo Parlamentario del PVEM. Lo an-
terior, que en ejercicio de la fracción II del Artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
que sometieron a la consideración del Pleno de la Cámara
de Diputados del H. Congreso de la Unión.

La Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 inci-
sos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 58,
60, 87, 88 y 94, del Reglamento Interior para el Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al es-
tudio y análisis de las Iniciativas descritas, al tenor de los si-
guientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. Con fecha 23 de noviembre de 2004, fue tur-
nada a esta Comisión la Iniciativa con Proyecto de Decreto
que Reforma las Fracciones I y III del Artículo 120 de la
Ley de Aguas Nacionales, presentada por la Diputada
Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, la Legisladora
propone lo siguiente:
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SEGUNDO. Con fecha 23 de noviembre de 2004, fue tur-
nada a esta Comisión la Iniciativa con Proyecto de Decreto
que Adiciona un párrafo segundo al Artículo 120 de la
Ley de Aguas Nacionales, presentada por el Diputado José

Mario Wong Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, el Legislador propone lo si-
guiente:



TERCERO. Con fecha 12 de abril de 2005, fue turnada a
la Comisión de Recursos Hidráulicos la Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por el que se Reforma la Fracción I y se
Adiciona un párrafo al Artículo 120 que también Refor-
ma la Fracción II y Adicionan las Fracciones V y VI al Ar-
tículo 121, ambos de la Ley de Aguas Nacionales, presenta-
da por el Diputado Israel Tentory García, del Grupo

Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
que por técnica legislativa no se incluyen para los efectos de
este Proyecto de Dictamen, toda vez que se dictaminarán en
el momento legislativo que así corresponda, el Legislador
específicamente con relación al Artículo 120, propone lo si-
guiente:
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CUARTO. Con fecha 28 de abril de 2005, fue turnada a la
Comisión de Recursos Hidráulicos la Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto que Reforma las fracciones I, II y III; y
Adiciona las fracciones IV y V del Artículo 120 de la Ley
de Aguas Nacionales, presentada por los Diputados Juan
Carlos Núñez Armas y otros, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, así como las Reformas y Adicio-

nes a nueve Artículos más de la Ley de Aguas Nacionales,
que por técnica legislativa no se incluyen para los efectos
de este Proyecto de Dictamen, toda vez que se dictamina-
rán en el momento legislativo que así corresponda, los Le-
gisladores específicamente con relación al Artículo 120 de
la Ley de Aguas Nacionales, proponen lo siguiente:
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QUINTO. Con fecha 28 de abril de 2005, fue turnada a la
Comisión de Recursos Hidráulicos la Iniciativa con Proyec-
to de Decreto que Reforma las fracciones I, II y III del
Artículo 120 de la Ley de Aguas Nacionales, presentada
por los Diputados Jorge Antonio Kahwagi Macari y otros,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, así como las Reformas y Adiciones de doce Artí-

culos más de la Ley de Aguas Nacionales, que por técnica
legislativa no se incluyen para los efectos de este Proyecto
de Dictamen, toda vez que se dictaminarán en el momento
legislativo que así corresponda, los Legisladores específica-
mente con relación al Artículo 120 de la Ley de Aguas Na-
cionales, proponen lo siguiente:



SÉPTIMO. Con fecha 20 de octubre de 2005, fue turnada
a esta Comisión la Iniciativa con Proyecto de Decreto que
Adiciona un párrafo final al Artículo 120 de la Ley de

Aguas Nacionales, presentada por el Diputado Alejandro
Agundis Arias, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, el Legislador propone lo siguiente:
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SEXTO. Con fecha 30 de marzo de 2005, fue turnada a es-
ta Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de Di-
putados la Iniciativa con Proyecto de Decreto que Adiciona
un Artículo 21 BIS 1 y que Adiciona un último párrafo al
Artículo 120, presentada por el Diputado Julio César Cór-
dova Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-

lucionario Institucional, que por técnica legislativa no se in-
cluyen para los efectos de este Proyecto de Dictamen, toda
vez que se dictaminarán en el momento legislativo que así
corresponda, específicamente en cuanto al Artículo 120 de
la Ley de Aguas Nacionales el Legislador propone lo si-
guiente:



Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados306

OCTAVO. La Presidencia de la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados acordó dar el siguiente tramite a las sie-
te iniciativas por separado en las fechas señaladas: �Túr-
nense a la Comisión de Recursos Hidráulicos�, que con
base en lo anteriormente señalado en los antecedentes, emi-
timos las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO. La Comisión de Recursos Hidráulicos, con las
atribuciones y facultades antes señaladas se abocó al estu-
dio y análisis minucioso e incluyente de las siete iniciativas
en cuestión, de la que mediante sus propios conductos dio
cuenta a sus integrantes del contenido de estas siete inicia-
tivas, además de que organizó Foros para la difusión de la
Ley de Aguas Nacionales en distintos Estados del País, en
los que el reclamo generalizado recurrente fue precisamen-
te lo excesivo y desproporcionado de las multas considera-
das en el Artículo 120 de dicho ordenamiento, además esta
Comisión convocó y en su caso se reunió con los Diputados
promoventes de las siete iniciativas o con sus asesores en
reuniones de trabajo, así como en reuniones previas del Pre-
sidente de la Comisión con sus cuatro Secretarios para los
mismos fines.

SEGUNDO. La Iniciativa con Proyecto de Decreto presen-
tada por el Diputado Israel Tentory García, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática, en su
parte específica que Reforma la Fracción I y que Adiciona
un párrafo al Artículo 120 de la Ley de Aguas Nacionales,
consideramos que podría traer implicaciones de inequidad
entre los distintos usos del agua, en razón de que no se jus-
tifica desde el punto de vista legal que únicamente a los in-
fractores indígenas, jornaleros, obreros, trabajadores, pe-
queños y medianos productores agropecuarios y de todas
aquellas personas que se encuentren en situación de pobre-
za, se les dé un trato de excepción o preferencial con res-
pecto de los otros usuarios de Aguas Nacionales que incu-
rran en faltas similares y se les apliquen distintas sanciones
administrativas con montos económicos diferenciados y
mínimos e incluso hasta la conmutación de la multa por la
de realizar trabajos o inversiones a favor de la comunidad,
equivalentes en materia de conservación, protección, o res-
tauración de los recursos hídricos, siempre y cuando se ga-
ranticen las obligaciones del infractor, éste no sea reinci-
dente y no se trate de irregularidades que impliquen la
existencia de riesgo inminente de daño o deterioro grave,
independientemente de que coincidimos en que las multas
que se contemplan en dicho Artículo resultan excesivas y de
que el establecimiento de multas con montos inferiores o

conmutables atendiendo a la situación de pobreza de los po-
sibles infractores y no en razón del tipo de infracción co-
metida, rompe con los principios de generalidad e imperso-
nalidad de la norma, además de que resulta inequitativa su
estricta aplicación, sin embargo lo referente a la disminu-
ción de las multas para todos en forma general y no única-
mente para los pobres económicamente o grupos en situa-
ción vulnerable de atención es el criterio con el que
coincide esta Comisión y los promoventes de seis de las sie-
te iniciativas de análisis.

TERCERO. Respecto de la Iniciativa con Proyecto de De-
creto presentada por el Diputado Julio César Córdova Mar-
tínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, específicamente en lo que refiere a la adición
de un último párrafo al Artículo 120 de la Ley de Aguas Na-
cionales, también aquí consideramos que podría traer im-
plicaciones de inequidad entre los distintos usos del agua,
ello en razón de que no se justifica desde el punto de vista
legal que únicamente a los concesionarios pecuarios se les
dé un trato preferencial con respecto de los otros usuarios
de Aguas Nacionales que incurran en faltas similares y se
les apliquen distintas sanciones administrativas con montos
económicos diferenciados y de que el establecimiento de
multas con montos inferiores atendiendo a la actividad de
los posibles infractores y no en razón del tipo de infracción
cometida, rompe con el principio de generalidad e imperso-
nalidad de la norma, sin embargo lo referente al Artículo
120 será revisado y considerado en cuanto a la disminución
de las multas para todos en forma general y no únicamente
para los concesionarios pecuarios.

CUARTO. En cuanto a la Iniciativa con Proyecto de De-
creto presentada por el Diputado Alejandro Agundis Arias,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, consideramos conveniente que a quien o quienes
hayan causado daños o afectaciones al ambiente o ecosiste-
mas debido a sus actividades u obras, se les obligue a repa-
rar el daño y aplicar las medidas técnicas que sean urgentes
para corregir y revertir en la medida de lo posible el pro-
blema ocasionado con su restauración o en su caso con la
compensación respectiva correspondiente.

QUINTO. En la Iniciativa con Proyecto de Decreto que Re-
forma las fracciones I, II y III; y Adiciona las fracciones IV
y V del Artículo 120 de la Ley de Aguas Nacionales, pre-
sentada por los Diputados Juan Carlos Núñez Armas y
otros, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, se advierten algunas inconsistencias de técnica legis-
lativa, que redistribuye y reforma las fracciones I, II y III;



adicionando las fracciones IV y V. Debido a que asigna los
montos mínimos y máximos de multa en salarios mínimos
sin secuenciar consecutivamente estos, designándoles una
escala de menor a mayor gravedad sin claridad a las distin-
tas faltas contempladas en forma independiente unas de
otras, permitiendo de esta manera que faltas agrupadas y
consideradas como menos graves puedan sancionarse con
multas iguales o más elevadas que faltas consideradas como
graves, haciéndolas desproporcionadas e inequitativas, in-
dependientemente de que disminuya los montos mínimos
de multa en las fracciones que propone, que además en nin-
guna de las cinco fracciones que propone y que se encuen-
tran señaladas del Artículo citado, se contiene o se ubica la
fracción XVIII del Artículo 119 de la Ley de Aguas Nacio-
nales, en ese sentido no se tendrá en consideración.

SEXTO. Disminuir las multas que actualmente se encuen-
tran consideradas en el Artículo 120 de la Ley de Aguas Na-
cionales, es necesario, toda vez que las que se contemplan
resultan excesivas, que ya en los hechos han sido despro-
porcionadas con la realidad social de la población, por lo
que en todo caso la sanción debe ser equitativa, de no ser así
se violan las garantías individuales de los gobernados con-
tenidas en el Artículo 22 Constitucional, situación que pue-
de dar origen a conflictos de carácter social en los grupos de
la población vulnerables y en implicaciones litigiosas, que
más que inhibir la conducta infractora, propician el incre-
mento de mecanismos de defensa que combatan las multas
contempladas en este dispositivo y que contrasta con la ini-
ciativa presentada por los CC. Diputados Federales Jorge
Antonio Kahwagi Macari y otros, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México, que propone in-
crementar las multas en materia de Aguas Nacionales, en
ese sentido, lo que corresponde es disminuir los montos
aplicables por la comisión de dichas infracciones, indepen-
dientemente de que no se incluya en el cuadro comparativo
correspondiente, que para ilustrar mejor sobre el particular
es aplicable al presente caso por analogía el criterio de la si-
guiente Jurisprudencia que se reproduce en forma textual:

�Octava Epoca
Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL
QUINTO CIRCUITO.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Tomo: 67, Julio de 1993
Tesis: V.1o. J/21
Página: 48

MULTAS FIJAS. INCONSTITUCIONALIDAD DEL
ARTICULO 76, FRACCION III DEL CODIGO FIS-

CAL DE LA FEDERACION, QUE LAS AUTORIZA.
El artículo 22 de la Constitución General de la Repúbli-
ca, proscribe la imposición excesiva. Aunque dicho nu-
meral no lo explica, por multa excesiva debe entenderse
según la acepción gramatical del término �excesivo� y
de las interpretaciones realizadas por la doctrina y ju-
risprudencia, todas aquellas sanciones pecuniarias que
rebasen el límite de lo ordinario o razonable; estén en
desproporción con la gravedad del ilícito fiscal, ya sea
por sus consecuencias, por las condiciones en que se co-
metió o por el monto de la cantidad cuya contribución se
omitió si éste es el caso; que resulten desproporcionadas
con el monto del negocio; y por último, que estén en des-
proporción con la capacidad económica del multado. Lo
anterior es lógico, si se toma en cuenta que la finalidad
que persigue este tipo de sanciones es, además de inti-
midatoria, la de evitar la reincidencia de los infractores,
mas no la de terminar con sus patrimonios, a lo cual in-
evitablemente se llegaría de aceptarse la imposición de
multas que rebasen su capacidad económica, circuns-
tancia ésta que adquiere mayor relevancia en tratándo-
se de sociedades o empresas, pues se acabaría con fuen-
tes de empleo y se dejarían de percibir los impuestos
generados tanto por ella como por sus empleados, con el
correspondiente perjuicio para la sociedad y el propio
Estado. Ahora bien, como es evidente que la única for-
ma de evitar la imposición de sanciones pecuniarias
irrazonables o desproporcionadas, y por tanto excesivas
que contraríen la disposición constitucional comentada,
es otorgándole a la autoridad pleno arbitrio para valo-
rar la gravedad del ilícito en los términos ya anotados,
el monto del negocio y las condiciones económicas del
infractor, y además para imponer las sanciones que con-
sideren justas dentro de un mínimo y un máximo, nece-
sariamente habrá de concluir que todas aquellas leyes o
preceptos que no concedan a la autoridad estas faculta-
des, aunque sea implícitamente, y a menos, claro está,
que la multa autorizada sea indiscutiblemente mínima
como las contempladas en el artículo 21 de nuestra Car-
ta Magna o sus equivalentes en tratándose de personas
morales, riñen directamente con la garantía consagrada
en el artículo 22 de este mismo cuerpo de leyes. En tal
orden de ideas, si el artículo 76, fracción III, del Código
Fiscal de la Federación, en que se apoyó, la Sala Fiscal
responsable para confirmar la multa que reclama la so-
ciedad quejosa, autoriza la imposición de una multa fi-
ja, equivalente al 150 % sobre la contribución omitida,
debe concluirse entonces que dicho precepto resulta in-
constitucional por no permitir la aplicación de una mul-
ta acorde con los extremos de que se trata y, por ende,
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con el mandato contenido en el artículo 22, de nuestra
Carta Fundamental.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIR-
CUITO.

Amparo directo 248/88. Ley, S.A. 8 de marzo de 1989.
Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vas-
co. Secretario: Humberto Bernal Escalante.

Amparo directo 25/90. Gonhermex, S.A. de C.V. 6 de
septiembre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Hu-
go Ricardo Ramos Carreón. Secretario: Humberto Ber-
nal Escalante.

Amparo directo 410/91. Salvador González López. 20 de
agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José R.
Cuevas Zavala. Secretario: José Luis Borrego Verdín.

Amparo directo 295/91. Cristahielo, S.A. de C.V. 27 de
agosto de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José R.
Cuevas Zavala. Secretaria: Carmen Alicia Bustos Ca-
rrillo.

Amparo directo 273/92. Distribuidora V. del Noroeste,
S.A. 4 de febrero de 1993. Unanimidad de votos. Ponen-
te: José R. Cuevas Zavala. Secretaria: Carmen Alicia
Bustos Carrillo.�

SÉPTIMO. Las iniciativas planteadas por los Diputados
Federales Ivonne Aracelly Ortega Pacheco integrante del
Grupo Parlamentario del PRI, por José Mario Wong Pérez
integrante del Grupo Parlamentario del PRI, por Israel Ten-
tory García del Grupo Parlamentario del PRD, por Juan
Carlos Núñez Armas del Grupo Parlamentario del PAN y
otros, y por Julio César Córdova Martínez del Grupo Parla-
mentario del PRI; todas coinciden en su parte que proponen
la disminución o reducción de los montos mínimos y máxi-
mos de las multas en días de salario mínimo general vigen-
te en el Distrito Federal que contiene el actual Artículo 120
de la Ley de Aguas Nacionales, por lo que se busco unificar
los criterios en una sola propuesta que incluyera una dismi-
nución de los montos de dichas multas, que para su mejor
comprensión integral y análisis, se reproducen seis de las
siete iniciativas del Artículo 120 de la Ley De Aguas Na-
cionales en el cuadro siguiente:



El espíritu de esta Reforma y Adición al Artículo 120 de la
Ley de Aguas Nacionales, obedece a la necesidad real de
que se reduzcan sustancialmente las sanciones administrati-
vas que se encuentran contempladas en dicho dispositivo,
ya que resultan violatorias del artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es decir, es in-
constitucional como actualmente se encuentra, por ser in-
equitativas y desproporcionadas con relación a las faltas
sancionables y las condiciones económicas del infractor y
de que independientemente de las multas que se establecen,
también las personas físicas y morales deberán asumir el
pago del costo de la reparación del daño ambiental ocasio-
nado cundo estos se produzcan, sin perjuicio de la aplica-
ción de estas sanciones administrativas, y de las penales o
civiles que procedan, estableciendo para ello nuevos mon-
tos mínimos y máximos de multas que �la Autoridad del
Agua� aplicará con cierto margen de discrecionalidad a to-
das aquellas personas que se ubiquen en las hipótesis nor-
mativas establecidas.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Recursos Hidráulicos, somete a la consideración de
la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADI-
CIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE
AGUAS NACIONALES

Artículo Único.- Se reforman las fracciones I y II y se adi-
ciona un párrafo quinto al Artículo 120 de la Ley de Aguas
Nacionales, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 120. ��.

I. 100 a 1,000, en el caso de violación a las fracciones XVI
y XXIV;

II. 1,001 a 5,000, en el caso de violación a las fracciones VI,
X, XVIII, XXI, y

III. ���

����.

����.

����.

Independientemente de lo dispuesto en el presente artí-
culo, las personas físicas o morales que incurran en lo

estipulado en las fracciones I, XIV, XVII, deberán asu-
mir el pago del costo de la reparación del daño ambien-
tal ocasionado, sin perjuicio de la aplicación de las san-
ciones administrativas, penales o civiles que procedan.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Comisión de Recursos Hidráulicos, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, DF, a 13 de diciembre de 2005.

Diputados: Fernando Ulises Adame de León (rúbrica), Presidente;
Juan Carlos Núñez Armas, Luis Felipe Madrigal Hernández (rúbrica),
Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica), Israel Tentory García
(rúbrica), secretarios; Miguel Ángel Rangel Ávila, José Orlando Pérez
Moguel (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Inelvo Moreno Álva-
rez (rúbrica), Beatriz Mojica Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la
Cruz, Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Gonzalo Ro-
dríguez Anaya (rúbrica), Alberto Urcino Méndez Gálvez (rúbrica), Ri-
cardo Alegre Bojórquez, Alfredo Rodríguez y Pacheco (rúbrica), José
Guadalupe Osuna Millán (rúbrica), Marco Antonio Gama Basarte (rú-
brica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica), Juan Manuel Dáva-
los Padilla (rúbrica), Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Carlos
Manuel Rovirosa Ramírez (rúbrica), Manuel Enrique Ovalle Araiza,
Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rúbrica), Irma Guadalupe More-
no Ovalles (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo Torres, José Rangel Es-
pinosa (rúbrica), Jesús Zúñiga Romero (rúbrica), J. Miguel Luna Her-
nández.»

Es de primera lectura.

CONDECORACIONES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación le fue turnado, para su estu-
dio y dictamen, la solicitud de permiso constitucional nece-
sario para que la ciudadana Silvia Pinal Hidalgo pueda
aceptar y usar la condecoración de Encomienda de la Orden
de Isabel la Católica, que le confiere el Gobierno del Reino
de España.
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La Comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y en tal virtud,
de acuerdo con lo que establece la fracción III del apartado
C) del artículo 37 constitucional, se permite someter a la
aprobación de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Único.- Se concede permiso a la ciudadana Silvia
Pinal Hidalgo para aceptar y usar la condecoración de En-
comienda de la Orden de Isabel la Católica, que le confiere
el Gobierno del Reino de España.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 6 de abril de 2006.

La Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngora
(rúbrica), Presidente; Yolanda Guadalupe Valladares Valle (rúbrica),
secretaria; David Hernández Pérez, secretario; Daniel Ordóñez Her-
nández (rúbrica), secretario; Maximino Alejandro Fernández Ávila, se-
cretario; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Fernando Álvarez
Monje, René Arce Islas (rúbrica), Omar Bazán Flores, José Luis Brio-
nes Briseño (rúbrica), Socorro Díaz Palacios (rúbrica), Luis Eduardo
Espinoza Pérez (rúbrica), Jesús González Schmal, Héctor Humberto
Gutiérrez de la Garza (rúbrica), Ana Luz Juárez Alejo, Alonso Adrián
Juárez Jiménez, Guillermo Martínez Nolasco (rúbrica), Gonzalo Mo-
reno Arévalo (rúbrica), Consuelo Muro Urista (rúbrica), José Eduviges
Nava Altamirano, José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti (rúbrica), Ser-
gio Penagos García, Hugo Rodríguez Díaz, Margarita Saldaña Her-
nández (rúbrica), José Sigona Torres (rúbrica), Sergio Vázquez García,
Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).»

Es de primera lectura.

CODIGO FISCAL DE LA FEDERACION - LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA - LEY DEL

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO - 
LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 

SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones del Código Fiscal de la Federación, de

la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado y de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios

Abril 12, 2006

HONORABLE ASAMBLEA:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción I, y 72, inciso h), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y por conducto de esta H. Cámara
de Diputados, el Ejecutivo Federal sometió a la considera-
ción del H. Congreso de la Unión la Iniciativa de �Decreto
que Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposiciones
Fiscales�, la cual fue turnada el pasado 5 de septiembre de
2005 a la Comisión de Hacienda y Crédito Público para su
estudio, análisis y dictaminación.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los ar-
tículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración de
esta honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Esta Comisión consideró conveniente dictaminar en forma
separada cada una de las disposiciones que integran el �De-
creto que Reforma, Adiciona y Deroga Diversas Disposi-
ciones Fiscales�, incorporando en cada caso las Iniciativas
que sobre la materia fueron turnadas a esta Comisión relati-
vas al Código Fiscal de la Federación.

Al efecto, se llevaron a cabo diversas consultas y reuniones
de trabajo con representantes de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, Colegios de Profesionales, Instituciones
Académicas y Científicas, así como con otros sectores inte-
resados en la materia.

Asimismo, por unanimidad de los miembros de la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, se acordó crear una Subco-
misión para el análisis de las reformas del Código Fiscal de
la Federación y de otros ordenamientos vinculados con el
mismo, con la finalidad de proveer un marco jurídico ade-
cuado para la trasformación del Servicio de Administración
Tributaria.



Es conveniente señalar que las modificaciones al Código
Fiscal de la Federación, que se proponen a través del pre-
sente dictamen, son el resultado del análisis de cada una de
las iniciativas que sobre esta materia fueron turnadas a esta
Comisión, respecto de las cuáles se recogió, en todo caso,
lo relativo a las modificaciones que mas adelante se propo-
nen. Las iniciativas relacionadas con la materia objeto de
dictamen, se enuncian a continuación:

1) Iniciativa que adiciona un párrafo segundo al artículo
69 del Código Fiscal de la Federación, del Diputado Luis
Antonio González Roldán del Grupo Parlamentario del
PVEM, de fecha 18 de febrero de 2004.

2) Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes del Código fiscal de la Federación y de la Ley Fede-
ral Contra la Delincuencia Organizada, de la Diputada
Socorro Díaz Palacios del Grupo Parlamentario del
PRD, de fecha 14 de octubre de 2003.

3) Iniciativa que reforma la fracción I del artículo 208,
del Código Fiscal de la Federación, del Diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa del Grupo Parlamentario del
PRI, de fecha 01 de abril de 2004.

4) Iniciativa que reforma y adiciona la fracción V, del ar-
tículo 28, y deroga la fracción VII del artículo 111 y el
artículo 115 Bis del Código Fiscal de la Federación, del
Diputado Francisco Javier Guizar Macías del Grupo Par-
lamentario del PRI, de fecha 13 de abril de 2004.

5) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma y adi-
ciona diversos artículos de la Ley Federal del Trabajo y
del Código Fiscal de la Federación; asimismo, exhorta a
la Cámara de Diputados a modificar el Artículo 222 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Yolan-
da Eugenia González Hernández del Grupo Parlamenta-
rio del PRI, de fecha 09 de junio de 2004.

6) Iniciativa de Reforma al Artículo 208 del Código Fis-
cal de la Federación, del Congreso del Estado de Jalisco,
de fecha 25 de agosto de 2004.

7) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el se-
gundo párrafo siguiente de la Fracción III del Artículo 92
del Código Fiscal de la Federación, de los Diputados
María Esther Scherman Leaño y Juan Carlos Pérez Gón-
gora del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 25 de
agosto de 2004.

8) Iniciativa que reforma el párrafo segundo del artículo
19 y adiciona un último párrafo al artículo 33 del Códi-
go Fiscal de la Federación, del Diputado Tomás Antonio
Trueba Gracián del Grupo Parlamentario del PAN, de fe-
cha 07 de octubre de 2004.

9) Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Có-
digo Fiscal de la Federación, del Diputado Guillermo
Huízar Carranza del Grupo Parlamentario del PRD, de
fecha 21 de octubre de 2004.

10) Iniciativa que reforma el artículo 73 del Código Fis-
cal de la Federación (relativo a infracciones y delitos fis-
cales), del Diputado Abraham Bagdadi Estrella del Gru-
po Parlamentario del PRD, de fecha 28 de octubre de
2004.

11) Iniciativa que adiciona un artículo 3-Bis al Código
Fiscal de la Federación, del Diputado Manuel Velasco
Coello del Grupo Parlamentario del PVEM, de fecha 05
de noviembre de 2004.

12) Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones del Código Fiscal de la Federación, de la Ley
Aduanera y del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, de la Diputada Nora Elena Yu Hernández del Grupo
Parlamentario del PRI, de fecha 30 de noviembre de
2004.

13) Iniciativa que reforma el párrafo primero del artícu-
lo 27 del Código Fiscal de la Federación, del Diputado
Manuel Velasco Coello del Grupo Parlamentario del
PVEM, de fecha 30 de noviembre de 2004.

14) Iniciativa que reforma el artículo 69 del Código Fis-
cal de la Federación, del Congreso del Estado de San
Luis Potosí, de fecha 31 de marzo de 2005.

15) Iniciativa que adiciona un párrafo segundo a la frac-
ción IX del artículo 105 del Código Fiscal de la Federa-
ción, del Diputado Federico Madrazo Rojas del Grupo
Parlamentario del PRI, de fecha 14 de abril de 2005.

16) Iniciativa que deroga el artículo 32-D del Código
Fiscal de la Federación, del Diputado Gonzalo Guizar
Valladares del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 28
de abril de 2005.

17) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma las
fracciones I y II del artículo 84 del Código Fiscal de la
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Federación, de la Diputada Diva Hadamira Gastélum
Bajo del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 25 de
mayo de 2005.

18) Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona un
segundo párrafo a la fracción II del artículo 103 del Có-
digo Fiscal de la Federación, del Diputado Francisco
Amadeo Espinosa Ramos del Grupo Parlamentario del
PT, de fecha 06 de julio de 2005.

19) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el
Código Fiscal de la Federación, del Diputado Jesús Mar-
tínez Álvarez del Partido Convergencia, de fecha 03 de
agosto de 2005.

20) Minuta del Senador Fauzi Hamdán Amad con Pro-
yecto de Decreto que reforma el Artículo 145 y Adicio-
na el 145-A, del Código Fiscal de la Federación, de la H.
Cámara de Senadores, de fecha 28 de septiembre de
2004.

21) Minuta Proyecto de Decreto por el que se adiciona
una fracción III al artículo 38 del Código Fiscal de la Fe-
deración, de la H. Cámara de Senadores, de fecha 01 de
febrero de 2005.

22) Minuta con Proyecto de Decreto por el que se refor-
ma la fracción V del artículo 28 del Código Fiscal de la
Federación, de la H. Cámara de Senadores, de fecha 21
de abril de 2005.

23) Minuta con Proyecto de Decreto que reforma el artí-
culo 52 del Código Fiscal de la Federación, de la H. Cá-
mara de Senadores, de fecha 26 de abril de 2005.

24) Minuta del Senado con el Proyecto de Decreto por el
que se reforma el primer párrafo del artículo 69 del Có-
digo Fiscal de la Federación. Turnada a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público el 5 de Octubre de 2004.

25) Iniciativa que reforma los artículos 103, 105 y 109
del Código Fiscal de la Federación (relativo a los delitos
de presunción de contrabando, contrabando equiparado
y defraudación fiscal equiparada), del Diputado Juan
Carlos Pérez Góngora del Grupo Parlamentario del PRI,
de fecha 02 de diciembre de 2004.

26) Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 103,
105 y 109 del Código Fiscal de la Federación, relativos
al contrabando de la Diputada Ruth Trinidad Hernández

Martínez, del Grupo Parlamentario del PAN, de 3 de no-
viembre de 2005.

27) Iniciativa que reforma los artículos 11 de la Ley Or-
gánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, y 141, 145, 164, 191 y 208 Bis del Código Fis-
cal de la Federación, presentada por el Diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 25 de
octubre de 2005.

28) Iniciativa que reforma el artículo 101 del Código
Fiscal de la Federación. Presentada por el Diputado Ro-
berto Antonio Marrufo Torres, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, turnada el 18
de enero de 2006.

29) Iniciativa que reforma el artículo 34 del Código Fis-
cal de la Federación. Presentada por el Diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 16 de fe-
brero de 2006.

DESCRIPCIÓN DE LAS INICIATIVAS

I. DEL EJECUTIVO FEDERAL

El objeto de las reformas propuestas en materia del Código
Fiscal de la Federación, tiene como finalidad lograr que las
disposiciones de derecho fiscal se apliquen atendiendo  al
fondo, con el propósito fundamental de evitar que los con-
tribuyentes realicen actos artificiales para eludir la aplica-
ción de normas y el cumplimiento de obligaciones tributa-
rias, cuyo efecto sea reducir o disminuir la base o el pago de
una contribución, la determinación de una pérdida fiscal, o
la obtención de un estímulo o cualquier otro beneficio fis-
cal.

Asimismo y a fin de lograr que las disposiciones de derecho
fiscal se apliquen atendiendo fundamentalmente al fondo,
se introduce en el Código Fiscal de la Federación el princi-
pio de la �Preeminencia del Fondo sobre la Forma� que
aplicara para quienes realicen actos o actividades que, en lo
individual o en su conjunto, se consideren artificiales o im-
propios para la obtención del resultado conseguido o sólo
obtengan un beneficio fiscal sin que se produzca algún be-
neficio económico. Las consecuencias fiscales para las per-
sonas que intervengan en estos actos serán las que corres-
ponda a los actos idóneos o apropiados para la obtención
del resultado que se haya alcanzado. De igual manera se



propone establecer lo que se considerará como acto artifi-
cial o impropio.

Asimismo, establece que quienes realicen actos o contratos
simulados, tendrán como consecuencia fiscal la que corres-
ponda a los actos o contratos realmente realizados.

Por lo que hace a la responsabilidad solidaria, la Iniciativa
propone que los abogados, los contadores o cualquier otro
profesionista que emitan una opinión que lleve al contribu-
yente a realizar actos artificiosos o impropios serán respon-
sables solidarios con ellos en el pago de sus contribuciones
fiscales.

Asimismo, se propone que las autoridades fiscales al resol-
ver consultas sobre situaciones reales y concretas, podrán
aplicar las disposiciones relativas a actos o actividades arti-
ficiales o impropios, para ello deberán solicitar la opinión
de un comité consultivo que se constituya para tal efecto,
quien en caso de estimar que sí aplican estas disposiciones,
deberá comunicarlo al contribuyente para que en un plazo
de veinte días alegue y pruebe lo que a su derecho conven-
ga. En estos casos, las autoridades fiscales contarán con un
plazo de tres meses más para resolver la consulta de que se
trate.

Dicho comité emitirá su opinión a la autoridad fiscal que
corresponda, la cual no constituirá una resolución definitiva
por lo que no podrá ser impugnable. El Servicio de Admi-
nistración Tributaria dará a conocer en su página de internet
la fecha a partir de la cual el contribuyente podrá notificar-
se de la opinión emitida y la oficina en la que se practicará
la diligencia. Las autoridades fiscales darán a conocer los
criterios de interpretación de los asuntos resueltos por los
comités consultivos.

De igual manera cuando las autoridades fiscales consideren,
en el ejercicio de sus facultades de comprobación, que el
contribuyente ha realizado actos o actividades artificiales o
impropios, se aplicara el procedimiento señalado en el pun-
to anterior con la diferencia de que el plazo para que las au-
toridades fiscales concluyan con su revisión se ampliará a
tres meses más y de que en la resolución que se emita se in-
cluyan las consecuencias fiscales de los actos realizados. En
estos casos no procederá la aplicación de sanciones por in-
fracciones o delitos fiscales.

Se propone que el contador público que dictamine los esta-
dos financieros de los contribuyentes, las operaciones de
enajenación de acciones o cualquier operación para efectos

fiscales, así como el que emita declaratorias para la devolu-
ción de saldos a favor del Impuesto al Valor Agregado, y la
persona moral del que sea socio o integrante, deberán ser in-
dependientes del contribuyente en la fecha en que sus ser-
vicios sean contratados, durante la elaboración del dictamen
o declaratoria, y por el ejercicio al que corresponda el dic-
tamen o la declaratoria, en caso contrario se le cancelará el
registro para dictaminar al contador público.

Con la nueva estructura propuesta, se considera que no exis-
te independencia cuando el contador público o la persona
moral de la que sea integrante se ubiquen en los siguientes
supuestos:

1. Sea parte relacionada del contribuyente que se dictamina.

2. Los ingresos que perciba por la prestación de servicios al
contribuyente, distintos del dictamen o declaratoria repre-
senten el 10% o más de los ingresos obtenidos en el ejerci-
cio.

3. Haya sido cliente o proveedor importante del contribu-
yente o de una parte relacionada de este en el año inmedia-
to anterior al que se dictamine o se emita declaratoria.

4. Durante el año inmediato anterior al que se formule el
dictamen o declaratoria haya sido consejero, director gene-
ral o empleado de confianza del contribuyente o de una de
sus partes relacionadas.

5. El propio contador público, su cónyuge o alguno de sus
dependientes tengan inversiones en acciones, instrumentos
de deuda, instrumentos derivados sobre acciones del contri-
buyente sobre el que emita el dictamen o declaratoria o, de
una de sus partes relacionadas.

6. Tenga con el contribuyente o una de sus partes relaciona-
das, deudas por préstamos o créditos concedidos en condi-
ciones distintas a los demás créditos que otorga el contribu-
yente.

7. Lleve a cabo funciones de administrador, asesoría en ma-
teria fiscal, representación legal, valuaciones o servicios ac-
tuariales, para el contribuyente o una de sus partes relacio-
nadas.

8. La contraprestación que vaya a recibir por la emisión del
dictamen o de la declaratoria vaya en función del resultado
que se obtenga.
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Asimismo y a fin de regular la enajenación e importación de
cerveza realizadas por los fabricantes, productores, envasa-
dores e importadores y la información sobre la capacidad en
litros del total de los envases de cerveza reutilizados, de
conformidad con los plazos y términos establecidos en las
disposiciones fiscales, quedarán sujetos a una infracción de
entre $36,646.00 a $109,938.00.

De igual manera se propone que la autoridad judicial en los
delitos fiscales, deberá imponer la sanción pecuniaria que
corresponda, salvo que el contribuyente haya pagado las
contribuciones omitidas, las sanciones y los accesorios que
resulten a entera satisfacción de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

II. DEL PODER LEGISLATIVO

1) El Diputado Luis Antonio González Roldán propone
ampliar la reserva legal del secreto bancario en los casos
en que las autoridades judiciales o el Ministerio Público
en cualquier caso puedan solicitar a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, los datos del domicilio fiscal
de los contribuyentes.

2) La Diputada Socorro Díaz Palacios propone la adición
de diversos supuestos que permitan presumir la comisión
del delito de contrabando, así como su equiparación a
contrabando (materia de comercio exterior), por lo tanto
se pretende la reforma a los artículos 102, fracción II,
103, fracción I Código Fiscal de la Federación y al artí-
culo 2, Fracción VI, Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada.

3) El Diputado Jorge Leonel Sandoval Figueroa, con la
finalidad de concluir el conflicto de interpretación nor-
mativa, propone modificar el término previsto �sede de
la sala regional competente� por �circunscripción terri-
torial de la sala regional competente�.

4) El Diputado Francisco Javier Guizar Macías, a efecto
de que se solventen lagunas legales, propone que se mo-
difique la fracción V del artículo 28 y se derogue la frac-
ción VIII del artículo 111 y 115 BIS.

5) La Senadora Yolanda Eugenia González Hernández,
propone se adicionen los artículos 26-B y 26-C para obli-
gar la participación del 2% en nómina de personas con
discapacidad y otorgar la opción de incluir como deduc-
ciones los gastos relacionados a la implantación del tra-
bajo de tales personas. Con el fin de sancionar las con-

ductas discriminatorias en materia laboral, así como
otorgar beneficios fiscales y/o económicos a todas aque-
llas empresas que contraten a personas con discapacidad.

6) El Congreso de Jalisco, propone que cuando en el es-
crito de demanda se omita el nombre del demandante, la
resolución que se impugna o sus  conceptos,  el magis-
trado instructor requerirá al promovente para que los se-
ñale dentro del término de cinco días, apercibiéndolo de
que, de no hacerlo en tiempo, se tendrá por no presenta-
da la demanda. Se busca erradicar la práctica inconstitu-
cional prevista, se propone la prevención y requerimien-
to previo para subsanar los datos omitidos.

7) Los Diputados María Esther Scherman Leaño y Juan
Carlos Pérez Góngora, proponen la adición de un tercer
párrafo en la fracción III del artículo 92, en que se prevé
la posibilidad de sobreseer el proceso que se siga por la
comisión de delitos fiscales, a petición de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Publico.

8) El Diputado Tomás Trueba Gracián, propone que en
materia de trámites se asigne un número de identifica-
ción para el representante legal, y la adición de la defini-
ción de �trámite�.

9) El Diputado Guillermo Huízar Carranza, propone la
ampliación del término para la presentación de los dictá-
menes fiscales, artículo 32-A; extensión de la notifica-
ción a cualquier domicilio señalado, siempre que se en-
cuentre en la circunscripción territorial, artículo 208,
fracción I; y aclaración sobre el número de copias que
deben acompañar la demanda, artículo 209, fracción I.

10) El Diputado Abraham Bagdadi Estrella, propone
agregar dentro de los supuestos previstos en el artículo
73 relativos a la no aplicación de multas, los supuestos
en que se compruebe que no se ocasionó daño al fisco fe-
deral, debiendo ser el contribuyente coadyuvado por la
autoridad fiscal para la regularización de su situación
fiscal.

11) El Diputado Manuel Velasco Coello, propone la in-
clusión de las contribuciones medioambientales, defini-
ción, hecho imponible, supuestos de no sujeción, bases
para la determinación de la tasa, y elementos para la ini-
ciación y modificación de dichas contribuciones.

12) La Diputada Nora Elena Yu Hernández, propone en
concordancia con diversas reformas a la Ley Aduanera y



al Código Federal de Procedimientos Penales, modificar
los artículos 92 y 101, relativos al contrabando y  trasla-
dar las demás disposiciones al Título Octavo de la Ley
Aduanera.

13) El Diputado Manuel Velasco Coello, propone la adi-
ción de la facultad a la autoridad para requerir al contri-
buyente a demostrar, mediante certificado emitido por
fedatario público en el supuesto en que no se encuentre
al contribuyente en el domicilio fiscal.

14) El Congreso del Estado de San Luis Potosí, propone
que el secreto fiscal que establece el artículo 69 del Có-
digo Fiscal de la Federación, no sea un obstáculo para las
autoridades encargadas de la fiscalización de los recur-
sos públicos en México; para  tener acceso a la informa-
ción fiscal de las personas morales y físicas que dan a co-
nocer o declaran ante la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, permitirá hacer más eficaz y eficiente esta tarea.

15) El Diputado Federico Madrazo Rojas, propone tipi-
ficar como delito fiscal el retiro de almacén general de
depósito o recinto fiscal o fiscalizado de la mercancía
textil, sus derivados y todo tipo de calzado, cuando estos
no cumplan con las disposiciones  que señalan diversos
ordenamientos en materia de importaciones de esos pro-
ductos a nuestro país (sanciones por contrabando).

16) El Diputado Gonzalo Guízar Valladares, propone de-
rogar el artículo 32-D, en razón de que contraviene el ar-
tículo 14 Constitucional, al privar del derecho a los con-
tribuyentes morosos para  trabajar con la
Administración Pública Federal.

17) La Diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, propo-
ne modificar los montos de las sanciones en conceptos
de multas, aplicables a todos los contribuyentes, para es-
tablecer los montos mínimos y máximos de dichas san-
ciones que sean compatibles con las capacidades econó-
mica y administrativa de los contribuyentes, es decir,
reducir las multas a las micro, pequeñas y medianas em-
presas, en relación con las de aplicación a las grandes
empresas.

18) El Diputado Francisco Amadeo Espinosa Ramos,
propone que no se equipare a delito de contrabando
aquellos vehículos extranjeros que cubran los requisitos
que al efecto señale el Programa de Regularización de
vehículos Automotores, que emita la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. 

19) El Diputado Jesús Martínez Álvarez, pretende que en
la elaboración de la Firma Electrónica Avanzada, no se-
an comprendidas la fotografía ni las huellas digitales de
los contribuyentes. Además otorga un plazo de tres me-
ses a las autoridades fiscales par destruir las fotografías
y las huellas digitales que hayan tomados de los contri-
buyentes y obtenido su FEA.

20) El Senador Fauzi Hamdán Amad propone que se mo-
difique el artículo 145 para incluir condiciones en el em-
bargo precautorio como las siguientes:

� Que los créditos no hubieran sido cubiertos o ga-
rantizados dentro de los plazos señalados mediante el
Proceso Administrativo de Ejecución (PAE);

� Que el crédito aún y cuando no sea exigible haya si-
do previamente determinado por el contribuyente o
la autoridad en ejercicio de sus facultades de com-
probación;

� Se de un término de 10 días al contribuyente para
desvirtuar el monto por el que se levantó el embargo;

� Se convertirá en definitivo al momento de su exigi-
bilidad y se aplicará el PAE;

� Al momento de garantizar el interés fiscal en térmi-
nos del art. 141, se levantará el embargo.

� En el artículo 145-A, se introducen los casos pre-
vistos para el ejercicio de las facultades de asegura-
miento por la indebida actitud del contribuyente, im-
poniendo a la autoridad la obligación de emitir la
resolución por la que se determinen los créditos fis-
cales en los términos que para el efecto se señalan.

21) El Senador César Jáuregui Robles, pretende reformar
el artículo 38, fracción III del Código Fiscal de la Fede-
ración, señalando que en los actos administrativos que se
notifiquen, conste el lugar y fecha de emisión.

22) La Senadora Lydia Madero García, propone hacer
extensiva la obligación que existe en el artículo 28, frac-
ción V, a las personas que enajenen o distribuyen com-
bustibles para vehículos marítimos, aéreos o terrestres,
gas natural.

23) El Senador Fauzi Hamdán Amad, propone diversos
requisitos que deben de tener los dictámenes sobre esta-
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dos financieros de los contribuyentes, formulados por los
contadores públicos, para presentar la declaración del
ejercicio a través de medios electrónicos, de conformi-
dad con las reglas que emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria.

24) La Senadora Dulce María Sauri Riancho, propone
que se elimine la última parte del primer párrafo del ar-
tículo 69 del Código Fiscal de la Federación para no ex-
cluir de la reserva de información datos relativos a cré-
ditos fiscales exigibles, que las autoridades fiscales
proporcionen a las sociedades de información crediticia.

25) El Diputado Juan Carlos Pérez Góngora, buscando
agregar elementos subjetivos que denoten la culpabili-
dad del agente aduanal y evitar prácticas ilegales propo-
ne la reforma a los artículos 103, fracciones XI, XII, XV
y XVI; 105, fracción XIII; y la derogación a las fraccio-
nes VI Y VII, del artículo 109, relativos al delito de con-
trabando.

26) La Diputada Ruth Trinidad Hernández Martínez, del
Grupo Parlamentario del PAN, propone la Iniciativa que
reforma y adiciona los artículos 103, 105 y 109 del Có-
digo Fiscal de la Federación, relativos al contrabando,
de 3 de noviembre de 2005.

27) Iniciativa que reforma los artículos 11 de la Ley Or-
gánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, y 141, 145, 164, 191 y 208 Bis del Código Fis-
cal de la Federación, presentada por el diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 25 de
octubre de 2005. Propone reformas sobre el juicio de nu-
lidad en contra de todos los actos que componen el pro-
cedimiento administrativo de ejecución como las nego-
ciaciones y su culminación en lo que se refiere a la Ley
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia fiscal y Admi-
nistrativa y del Código Fiscal de la Federación.

28) Iniciativa que reforma el artículo 101 del Código Fis-
cal de la Federación. Presentada por el diputado Roberto
Antonio Marrufo Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 18 de
enero de 2006.

Indica la iniciativa que la Secretaría de Hacienda regu-
larmente ejecuta acciones para sancionar a evasores fis-
cales y a quienes violan la Ley, causantes de un que-
branto a la economía nacional al sacar o introducir

artículos de manera ilícita. En este contexto, indica, es
importante contar con una legislación que facilite la ex-
portación e importación, que castigue a los infractores y
se puedan cumplir los acuerdos internacionales suscritos,
por lo que la autoridad fiscal debe aplicar la Ley sancio-
nando con mayor rigor a quienes son reincidentes.

Indica el Dip. Marrufo Torres que los infractores prima-
rios son quienes no tienen el respaldo económico que les
permita arreglar su situación con las autoridades aduana-
les en el momento de cometer el ilícito, lo que no ocurre
con quienes se dedican  en forma permanente a violar lo
previsto en el artículo 101 del Código Fiscal de la Fede-
ración y, al mismo tiempo, cuentan con el respaldo de la
delincuencia organizada.

Por lo anterior, propone modificar el artículo 101 del
Código Fiscal de la Federación para que la Ley dé un tra-
to diferenciado a ciudadanos que circunstancialmente
cometieron un ilícito, y a quienes de manera organizada
y permanente lo hacen, en virtud de que el mismo artí-
culo vigente contraviene lo señalado en el artículo 22 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, que prohíbe, entre otras, las penas inusitadas y tras-
cendentales, razón por la cual se propone adicionar la pa-
labra �a los reincidentes� en dicha disposición.

29) Iniciativa que reforma el artículo 34 del Código Fis-
cal de la Federación. Presentada por el diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 16 de fe-
brero de 2006.

En la iniciativa que reforma el artículo 34 del Código
Fiscal de la Federación, el Dip. Sandoval Figueroa ex-
pone que el artículo 8 Constitucional establece la prerro-
gativa que tienen los individuos de hacer peticiones es-
critas a las autoridades, y la correlativa obligación de
éstas de responderlas en breve término, sin que ello im-
plique que deban hacerla en el sentido deseado por los
signatarios.

Argumenta que la finalidad de esta disposición es que los
contribuyentes cuenten con elementos para dar certidum-
bre en la aplicación de las disposiciones impositivas y
que el  objeto de la presente iniciativa se erige al momen-
to en que las autoridades fiscales resuelven las consultas
dentro del término de tres meses que refiere el artículo 37
de la Ley de la materia y más allá de eso, al momento en
que se ven privados de la respuesta concreta.



Indica que para evitar estas injusticias deben erradicarse
los fundamentos transgresores de la Ley Fundamental
que atentan contra los intereses de los contribuyentes y
con ello dotar de legalidad a las actuaciones fiscales en
favor de la nación mexicana, para que con la reforma del
primero y segundo párrafos del artículo 34 del Código
Fiscal de la Federación,  las mencionadas peticiones se
emitan en los términos del derecho de petición.

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

I. DEL EJECUTIVO FEDERAL

Esta Comisión considera que respecto a la adición de los
párrafos tercero, cuarto y quinto del artículo 5o. del Código
Fiscal de la Federación, no se estima conveniente, en razón
de que los vocablos: artificiales o impropios, idóneos o
apropiados implican una alta subjetividad de parte del in-
térprete de la norma, por lo que la calificación de dichos ac-
tos variará en la medida en que cada persona lo interprete a
su manera.

En efecto, aún y cuando el mismo Código en su artículo 5o.
prevé que las disposiciones fiscales que establezcan cargas
a los particulares son de aplicación estricta, y a falta de es-
tas deben aplicarse supletoriamente las disposiciones del
derecho federal común cuando su aplicación no sea contra-
ria a la naturaleza propia del derecho fiscal, se propone adi-
cionar al texto de dicho artículo un principio donde deberá
prevalecer el fondo sobre la forma.

Se establece además la necesidad de lograr que las disposi-
ciones de derecho fiscal se atiendan al fondo, aplicando la
disposición que se considere apropiada sobre la norma que
hubiere utilizado el contribuyente con el propósito funda-
mental de reducir o disminuir la base o el pago de una con-
tribución, la determinación de una pérdida fiscal, la obten-
ción de un estímulo o cualquier otro beneficio fiscal.

Sin embargo, resultaría paradójico que el artículo 5o. del
Código Fiscal de la Federación, (único artículo previsto en
tal ordenamiento que tiene por objeto establecer las bases
de interpretación de normas fiscales), tuviera que ser obje-
to, a su vez, de una minuciosa interpretación.

Cabe señalar, que interpretar una Ley consiste en establecer
el sentido y alcance de la norma sancionada por el legisla-
dor. Efectivamente la redacción del artículo 5o. estima que
las normas que establecen cargas a los particulares y las que

señalan excepciones a las mismas, así como las que fijan las
infracciones y sanciones, se interpretan estrictamente y las
demás normas aplicando cualquier método de interpreta-
ción jurídica.

El hecho de que en el segundo párrafo del actual artículo 5o.
del Código Fiscal de la Federación que se analiza, el legis-
lador haya previsto que las otras disposiciones fiscales se
interpretarán aplicando cualquier método de interpretación
jurídica, no quiere decir que las normas que establecen car-
gas a los particulares no puedan ser interpretadas y por otro
lado, se garantiza que una norma tan importante como
aquella que establece el sujeto, objeto, la base gravable la
tasa o la tarifa, sus excepciones, infracciones o sanciones no
pueda ser interpretada de manera analógica o por mayoría
de razón.

Si bien es verdad que la aplicación de las normas que esta-
blecen cargas debe ser realizada en forma estricta (exclu-
yendo las interpretaciones analógica y de mayoría de ra-
zón), también lo es que resultaría prácticamente imposible
aplicar cada precepto si no se interpretase previamente.
Además, si no se interpretase dicho precepto dentro del con-
texto normativo del que forma parte, cualquier intento de
interpretación resultaría estéril para determinar el sentido y
alcance del mismo, sin embargo, la simple interpretación
realizada por la autoridad fiscal no debe recaracterizar los
efectos fiscales de un acto jurídicamente válido, puesto que
es precisamente el Poder Judicial quien tiene la autoridad
para invalidar los actos jurídicos.

Un principio básico en materia de hermenéutica obliga a
interpretar los preceptos jurídicos en función a los demás
que integran el ordenamiento al que pertenecen y en fun-
ción a los demás ordenamientos que integran un determi-
nado orden jurídico, sin que ello implique que como resul-
tado de dicha interpretación, se incluya a otros sujetos u
otros supuestos distintos a los previstos dentro de la norma
tributaria.

Esta Comisión considera que la propuesta del Ejecutivo,
crea una inseguridad jurídica puesto que, cualquier inter-
pretación jurídica, que hagan los contribuyentes obligados
por la norma, dada la autoaplicación de supuestos normati-
vos en la materia, estará en entredicho y sujeta a modifica-
ción cuando la autoridad fiscal decida subjetivamente que
en un determinado caso debe prevalecer �el fondo sobre la
forma�, incertidumbre incluso mas grave cuando la autori-
dad no ejerza sus facultades revisoras en el caso, pero
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ellas no hayan caducado ni el crédito prescrito, ya que en
tal supuesto, las contribuciones pagadas pueden no ser las
definitivas, dejando inconclusos los efectos de situaciones
jurídicas ya consumadas, provocando una grave incerti-
dumbre.

Tal inseguridad jurídica, por otro lado, podrá desalentar la
inversión de capitales, que se verá afectada por los efectos
fiscales en las transacciones celebradas, lo que nos alejará
aun más de la inevitable competitividad internacional y
principalmente por la condición desventajosa en que se en-
contrarán los empresarios nacionales.

Por lo anterior, esta Dictaminadora considera que el texto
que se propone en este artículo implica dejar en un estado
de inseguridad jurídica al contribuyente, ya que las autori-
dades fiscales podrían recaracterizar las operaciones reali-
zadas por los contribuyentes, sin que fuera necesaria la in-
validez de las mismas por parte del Poder Judicial.

Por otra parte, esta Comisión considera que la adición del
artículo 5-A del Código Fiscal de la Federación, no se esti-
ma conveniente, en razón de que el Código Civil y los pre-
cedentes judiciales existentes, señalan que la nulidad de los
actos simulados sólo puede ser declarada por un juez del or-
den común competente, previa petición de quienes resulten
perjudicados con la simulación, o del Ministerio Público en
su caso; y mientras esto no suceda, el contrato surte todos
sus efectos.

Asimismo, si no existen disposiciones expresas en las Le-
yes y para los casos que ellas comprendan, nuestra legisla-
ción no autoriza que se reconozca la existencia de nulidades
de pleno derecho, sino que deben ser declaradas conforme
a lo mencionado anteriormente.

Por otra parte, respecto a la adición de la fracción XVI del
artículo 26 del Código Fiscal de la Federación, esta Comi-
sión dictaminadora no la estima conveniente, en razón de
que el precepto atenta contra la libertad de trabajo de los
profesionales, en tanto que por emitir una opinión resulten
responsables solidarios de las contribuciones que pueda fin-
car el fisco en contra de algún contribuyente.

También atenta contra el principio de seguridad jurídica, en
tanto que por una simple opinión por el ejercicio libre de
una profesión, se esté obligado a cubrir contribuciones que
no son a su cargo, violándose el artículo 31, fracción IV de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por lo que hace a las reglas propuestas por el Ejecutivo Fe-
deral para garantizar que los dictámenes para efectos fisca-
les elaborados por contadores públicos registrados ante la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, cumplan con los
principios de imparcialidad e independencia del auditor, es-
ta Comisión no coincide con la propuesta presentada través
de la adición del artículo 52-B al Código Fiscal de la Fede-
ración.

La propuesta del citado artículo pretende que el auditor ex-
terno no preste servicios de asesoría fiscal bajo la premisa
de que al hacerlo, deja de ser independiente.

Los supuestos contemplados en la Iniciativa en comento se
refieren a circunstancias de las que se deduce que no existe
independencia del contador público o de la persona moral
de la que sea socio o integrante, respecto de la persona a la
cual se elabora el dictamen al otorgar una asesoría fiscal
agresiva, ya que presume una dependencia económica o la
existencia de intereses comunes, situaciones que, según se-
ñala la propuesta, afectan la imparcialidad y la independen-
cia de quien dictamina.

Al respecto, es indudable que el contador público que for-
mula un dictamen, debe ser independiente del cliente que lo
contrata para este fin. Sin embargo, la pretendida adición de
un artículo 52-B del citado Código va más allá de la regu-
lación de las reglas de independencia vigentes en nuestro
país y coarta la libertad de los prestadores de servicios pro-
fesionales, en virtud de que, si bien se coincide en que la in-
dependencia del contador es indispensable al formular el
dictamen, ésta no se ve afectada o limitada por el hecho de
que la persona moral de la que es socio o integrante preste
a través de otros socios o integrantes, otro tipo de servicios
profesionales en materia fiscal, legal o actuarial; en este
sentido, existen reglas que sancionan a un contador público
cuando sus servicios profesionales no se ajustan a los Códi-
gos de ética, a las reglas técnicas en la emisión de dictáme-
nes o a las normas que regulan la independencia que estos
deben tener respecto de sus clientes.

Esta Comisión considera que la prestación de servicios fis-
cales es una extensión natural de la prestación de servicios
de auditoría debido a la estrecha relación de la contabilidad
y las obligaciones fiscales de las empresas. El que la firma
auditora tenga especialistas fiscales es fundamental para
desarrollar auditorías de calidad. Si se limitan los trabajos
fiscales que puede hacer el auditor, no es remota la posibi-
lidad de que la calidad de sus especialistas se vea afectada,



con lo que se dificulta la revisión de las estructuras fiscales
complejas, lo que a su vez afecta la efectividad de las audi-
torías y de la fiscalización que se da a través del dictamen
fiscal.

Ahora bien, México no puede apartarse de los estándares
internacionales en materia de independencia, por más que el
dictamen fiscal sea un instrumento de fiscalización; una re-
gla de independencia distinta a los estándares internaciona-
les, como lo sería prohibir la asesoría fiscal, colocaría a las
empresas mexicanas en desventaja respecto a la credibili-
dad de sus estados financieros dictaminados cuando sean
presentados a sus acreedores e inversionistas extranjeros, ya
que el auditor que emite el dictamen sobre los estados fi-
nancieros es el mismo que dictamina para efectos fiscales.

En este sentido, los organismos internacionales que regulan
la profesión contable concluyen que la independencia del
auditor no se ve afectada por dar asesoría fiscal a su clien-
tela, ya sea de cumplimiento o de planeación fiscal. Desde
luego, considerando siempre que esa asesoría sea proceden-
te y apegada a la Ley.

Por otro lado, los servicios de asesoría fiscal no dan lugar
a la amenaza de independencia relativa a que el auditor au-
dite su propio trabajo, ya que asesorar significa externar
una opinión profesional sobre un asunto en particular o ex-
poner al cliente varias alternativas que podría escoger para
lograr un objetivo para la realización de un negocio. La de-
cisión sobre la forma de realizar el negocio es tomada sólo
por el cliente y las acciones ejecutadas por él, ya que el ase-
sor independiente no toma decisiones ni realiza actos por
cuenta del cliente; hacerlo implica realizar funciones admi-
nistrativas.

De esta manera, la asesoría fiscal prestada por contadores
públicos y otros profesionistas asociados a ellos, se susten-
ta en las disposiciones fiscales, relacionada a hechos o cir-
cunstancias reales del cliente y el asesor no puede participar
en la toma de decisiones, ni convertirse en protagonista o
contraparte, ya que perdería su integridad y objetividad.

Por lo expuesto, esta Dictaminadora conviene en que en las
condiciones actuales la asesoría fiscal prestada de manera
ética en nada afecta la independencia del auditor externo y
de aprobarse la propuesta de incluir en el artículo 52-B del
Código Fiscal de la Federación en cuanto a que el auditor
no sea independiente si presta servicios de asesoría fiscal al
mismo cliente, afectaría los intereses de las empresas y de
la profesión contable con una regulación que iría más allá

de los estándares internacionales; incluso, de la de los paí-
ses más regulados.

Asimismo, se estarían incrementando innecesariamente los
costos de las empresas y la calidad de las auditorías podrí-
an verse afectadas; además, contrario a lo que se busca, se
estarían debilitando y dificultando las labores de fiscaliza-
ción que deben fortalecerse en nuestro país. Por lo expues-
to, no se considera procedente la adición del artículo 52-B
del Código Fiscal de la Federación.

Por lo que respecta al artículo 94 del citado Código, esta
Dictaminadora, considera que es de aceptarse en los térmi-
nos que expresa el Ejecutivo, con el fin de armonizar lo pre-
visto en el artículo 94 del Código Fiscal de la Federación,
con lo que establecen los artículos 20, apartado B, fracción
IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 92, fracción I del propio Código Fiscal de la Fede-
ración, ya que se precisa que en los delitos fiscales la auto-
ridad judicial impondrá la sanción que corresponda, salvo
que el inculpado haya pagado las contribuciones originadas
por los hechos imputados, las sanciones y accesorios que re-
sulten a entera satisfacción de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, manteniendo la facultad de las autoridades
administrativas para hacer efectivas las contribuciones omi-
tidas, los recargos y las sanciones, independientemente del
estado en que se encuentre el procedimiento penal y sin que
ello afecte dicho procedimiento, quedando de la siguiente
forma:

�Artículo 94. En los delitos fiscales la autoridad judicial
impondrá la sanción pecuniaria que corresponda, salvo
que el inculpado haya pagado las contribuciones origi-
nadas por los hechos imputados, así como las sanciones
y accesorios que resulten, a entera satisfacción de la se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público.

Independientemente del estado en que se encuentre el
procedimiento penal que en su caso se haya iniciado, las
autoridades administrativas con arreglo a las Leyes fis-
cales podrán hacer efectivas las contribuciones omitidas,
los recargos y las sanciones, sin que ello afecte al proce-
dimiento penal.�

II. DEL PODER LEGISLATIVO

1) Iniciativa que adiciona un párrafo segundo al artículo
69 del Código Fiscal de la Federación del Diputado Luis
Antonio González Roldán del Grupo Parlamentario del
PVEM, de fecha 18 de febrero de 2004.
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Al respecto esta Dictaminadora, considera que los datos de
las personas que obren en las instituciones públicas son
confidenciales y, por lo tanto no deben divulgarse ni utili-
zarse para fines distintos para los que fueron recibidos o re-
queridos, de tal manera que se garantice el derecho a la in-
timidad y la vida privada, que en el caso del Poder
Ejecutivo Federal, el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública es el encargado de cumplir y hacer cumplir
la Ley en el ámbito de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y que con ese fin la Ley y
el Reglamento de la misma, establecen las atribuciones, los
procedimientos y los sistemas necesarios para promover y
garantizar el ejercicio del derecho al acceso a la informa-
ción y la protección de los datos personales que obren en las
instituciones del Gobierno Federal.

Por otra parte, en la exposición de motivos que señala el Ca-
pítulo III, artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental, se men-
ciona lo que se considera como información reservada, en-
tre otros, el secreto fiscal, que conforme al artículo 69 del
Código Fiscal de la Federación, los datos sólo pueden pro-
porcionarse, entre otros casos, a las autoridades judiciales
en procesos del orden penal o a los tribunales competentes
que conozcan de pensiones alimenticias.

Cabe manifestar que en materia de investigación y persecu-
ción de los delitos, su modernización ha descansado en un
irrestricto respeto a las garantías tuteladas en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y en este
sentido, en las reformas a los diversos ordenamientos apli-
cables, se han previsto los adecuados mecanismos, para que
las autoridades encargadas de realizar estas funciones, lo
hagan respetando todas y cada una de dichas garantías. En
el caso, el permitir que el ministerio público u otras autori-
dades judiciales puedan obtener los datos relativos al domi-
cilio de los contribuyentes, en cualquier caso, sin establecer
mecanismos que protejan a los contribuyentes del uso inde-
bido que pudiera hacerse de dicha información, lejos de me-
jorar la impartición de justicia o coadyuvar a la transforma-
ción de la misma, constituiría una causa que pudiera ser
origen para la comisión de otros ilícitos en perjuicio de los
contribuyentes.

Asimismo, cabe señalar que respecto al artículo 31 de la
Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2006, que tiene por objeto aprovechar la información que
obtenga el Servicio de Administración Tributaria y el Insti-
tuto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, rela-
tiva al nombre, denominación o razón social, actividad em-

presarial o profesional de las personas físicas o morales y al
domicilio o domicilios donde se lleven a cabo dichas acti-
vidades, la que suscribe propone permitir el intercambio en-
tre ambas instituciones de la citada información. Cabe acla-
rar que dicha información no tiene el carácter de reservada
ni confidencial, de conformidad con el Código Fiscal de la
Federación, la Ley de Información Estadística y Geográfica
y la Ley Federal de Transparencia y acceso a la Información
Pública Gubernamental, toda vez que por la propia natura-
leza de la información relativa a la actividades empresaria-
les o profesionales que los particulares desarrollan ésta, es
pública.

Ahora bien, con lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley de
Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006,
se estima que se cumple el propósito que se persigue en la
Iniciativa, en el sentido de ampliar los supuestos de excep-
ción del secreto fiscal, sin que se afecte la protección de los
datos personales de aquellos contribuyentes que no realizan
actividades empresariales o profesionales, cuyo derecho a
la intimidad y la vida privada, deben continuar bajo tutela
del Código Fiscal de la Federación, la Ley de Información
Estadística y Geográfica y la Ley Federal de Transparencia.

En virtud de lo anterior, esta dictaminadora considera que
no es de aprobarse la Iniciativa materia de este dictamen.

2) Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes del Código Fiscal de la Federación y de la Ley Fe-
deral Contra la Delincuencia Organizada, de la Diputada
Socorro Díaz Palacios del Grupo Parlamentario del
PRD, de fecha 14 de octubre de 2003.

Esta Dictaminadora no considera procedente la Iniciativa
que se dictamina, en razón de que las reformas que propo-
ne fueron aprobadas, con algunas modificaciones, por el
Congreso de la Unión mediante el Decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Có-
digo Fiscal de la Federación, el cual fue publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 5 de enero de 2004.

3) Iniciativa que reforma la fracción I del artículo 208,
del Código Fiscal de la Federación, del Diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa del Grupo Parlamentario del
PRI, de fecha 01 de abril de 2004.

Esta Dictaminadora, considera que no es dable la proble-
mática planteada en la Iniciativa que se dictamina, ya que se
analizó en una propuesta vinculada con la Ley Federal de
Derechos del Contribuyente, en la cual se propuso adicionar
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una fracción XIV al artículo 2, a efecto de otorgarle el de-
recho a los contribuyentes para señalar como domicilio pa-
ra recibir notificaciones el ubicado en cualquier parte del te-
rritorio nacional, eliminado la obligación de señalar un
domicilio en la sede de la circunscripción territorial de la
Sala Competente, con la finalidad de que aquellos contribu-
yentes que tienen su domicilio fuera de donde se encuentra
ubicada la Sala del Tribunal, puedan recibir notificaciones
por correo certificado con acuse de recibo, brindando así
mayor seguridad jurídica a los particulares y que efectiva-
mente se cercioren de las actuaciones del juicio de nulidad.

Al respecto, se considera que con la propuesta, no se re-
suelve el problema que representa a los contribuyentes, el
tener que señalar domicilio dentro de la circunscripción de
la Sala Regional, cuando no están domiciliados dentro de
dicha circunscripción, pues ello implica obligarlos a reali-
zar gastos innecesarios al tener que contratar un despacho u
otro lugar para dichos efectos; incluso, hacer nugatorio el
pleno ejercicio de su derecho de defensa, cuando no tengan
posibilidades económicas para contratar ese lugar, ya que la
consecuencia de no señalar domicilio será que todas las no-
tificaciones se efectuarán por lista como se establece en el
último párrafo del artículo 208 del Código Fiscal de la Fe-
deración.

4) Iniciativa que reforma y adiciona la fracción V, del ar-
tículo 28, y deroga la fracción VII del artículo 111 y el
artículo 115 Bis del Código Fiscal de la Federación, del
Diputado Francisco Javier Guizar Macías del Grupo Par-
lamentario del PRI, de fecha 13 de abril de 2004.

Esta Dictaminadora, no coincide con la propuesta que se
dictamina en razón de que pretende eliminar de la citada
disposición, la facultad que se otorga al Servicio de Admi-
nistración Tributaria para que mediante reglas de carácter
general, autorice los equipos conforme a los cuales debe lle-
varse el control volumétrico, en virtud de que dicha facul-
tad no es inconstitucional, contrariamente a lo que se sos-
tiene en la exposición de motivos de la Iniciativa.

En efecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha re-
conocido la constitucionalidad de las facultades otorgadas
por el Congreso de la Unión a las Secretarías de Estado o, a
sus órganos desconcentrados, para emitir reglas de carácter
general, sobre aspectos técnicos y operativos en materias es-
pecíficas, como se desprende de las tesis de jurisprudencia.

En el caso, las reglas que el Servicio de Administración Tri-
butaria debe emitir, conforme a la facultad que le otorgó el

Congreso de la Unión en la fracción V del artículo 28 del
Código Fiscal de la Federación, tienen por objeto establecer
las especificaciones técnicas de los equipos conforme a los
cuales las personas que enajenen gasolina, diesel, gas natu-
ral o gas licuado de petróleo para combustión automotriz,
deben llevar el control volumétrico de dichos combustibles,
por lo que las mismas, no pueden tacharse de inconstitucio-
nales.

Por otra parte, con la obligación que se establece en el artí-
culo 28, fracción V del Código Fiscal de la Federación a las
personas que enajenen gasolina, diesel, gas natural para
combustión automotriz y gas licuado de petróleo para com-
bustión automotriz, de contar con controles volumétricos y
mantenerlos en todo momento en operación, tampoco se
viola la garantía de libertad de comercio prevista en el artí-
culo 5º. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, pues en casos similares, el Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que
con el establecimiento de este tipo de obligaciones fiscales
no se viola la garantía de libertad de comercio consagrada
en la citada disposición constitucional, pues con ello no se
prohíbe ni coarta en forma alguna la actividad mercantil de
los contribuyentes.

En tal virtud, se considera que debe mantenerse la fracción
V del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, en los
términos actualmente vigentes.

Asimismo, por lo que respecta a la derogación de la frac-
ción VIII del artículo 111 y del artículo 115-BIS, del Códi-
go Fiscal de la Federación, no se considera pertinente, en
razón de que no existe, por los motivos que se expresan en
la Iniciativa, ningún perjuicio que pudiera causarse a los
propietarios de empresas que comercializan gasolina, si se
considera que el tipo penal que se establece en la parte final
de la fracción VII del artículo 111 del citado Código, se
aplica a toda persona que enajene combustible que haya si-
do adquirido ilegalmente, es decir, se aplica a quien no acre-
dite con la documentación comprobatoria respectiva la legal
adquisición de dichos combustibles, por lo que aquella per-
sona que no se coloque en dicho supuesto, de ningún modo
podría incurrir en el tipo penal que se establece en la citada
fracción.

Por lo que respecta a la derogación del artículo 115-BIS del
Código Fiscal de la Federación, no se considera acertada la
propuesta, pues el precepto citado, queda comprendido
dentro del marco de los intereses jurídicos que protege el
derecho penal-fiscal, pues tiende a evitar el riesgo de que

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006321



se evada el pago de contribuciones, al sancionar al comer-
cializador o transportista de gasolina o diesel que tenga en
su poder dichos combustibles, cuando éstos no contengan
los trazadores o las demás especificaciones que Petróleos
Mexicanos o sus organismos subsidiarios utilicen para la
identificación de los productos mencionados.

Tampoco constituye una causa que justifique derogar el ar-
tículo 115-BIS del Código Fiscal de la Federación, el que
Petróleos Mexicanos a la fecha no haya establecido los me-
dios de identificación para el combustible, pues esto sólo
significa que no puede sancionarse a ningún comercializa-
dor o transportista de gasolina o diesel hasta en tanto no
quede debidamente configurado el tipo penal, es decir, no
podrá sancionarse a dicho comercializador o transportista
hasta en tanto no se determinen los trazadores y las demás
especificaciones que Petróleos Mexicanos o sus organismos
subsidiarios utilicen para la identificación de los productos
mencionados.

Por último, cabe apuntar que en la exposición de motivos de
la Iniciativa, también se parte de una apreciación incorrecta
al considerar el robo de gasolina dentro del tipo penal ge-
nérico previsto en el artículo 367 del Código Penal Federal,
cuando en dicho ordenamiento existe un tipo penal especí-
fico en materia de hidrocarburos.

Ahora bien, si se compara el tipo penal previsto en el artí-
culo 368 quáter del Código Penal Federal, con el contem-
plado en el artículo 115-BIS del Código Fiscal de la Fede-
ración, se advierte que en ambos delitos no se protege el
mismo bien jurídico, ni se tipifican los mismos hechos o
conductas ilícitas.

En efecto, en el delito de sustracción indebida de hidrocar-
buros y sus derivados, previsto en el artículo 368 quáter del
Código Penal Federal, el interés jurídico tutelado es el pro-
teger a la población, el ecosistema, la prestación de un ser-
vicio público y la economía y riqueza nacionales, en tanto
en el delito previsto en el artículo 115-BIS del Código Fis-
cal de la Federación, el interés jurídico tutelado es, como
quedó apuntado, la necesidad social de recaudar íntegra y
oportunamente las contribuciones necesarias para cubrir los
gastos públicos, como medio de lograr la seguridad, el bien-
estar y la prosperidad de la sociedad, así como el asegura-
miento de la recaudación. Por lo que corresponde a las con-
ductas ilícitas, en el primer caso, se sanciona a quien
sustraiga o aproveche hidrocarburos o sus derivados, cual-
quiera que sea su estado físico, sin derecho y sin consenti-
miento de la persona que legalmente pueda autorizarlo, de

los equipos o instalaciones de la industria petrolera a que se
refiere la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional
en el Ramo del Petróleo, y en el segundo caso, al comercia-
lizador o transportista, de gasolina o diesel que tenga en su
poder dichos combustibles, cuando éstos no contengan los
trazadores o las demás especificaciones que Petróleos Me-
xicanos o sus organismos subsidiarios utilicen para la iden-
tificación de los productos mencionados, por lo que en el
caso resulta errónea la apreciación que se hace en la Inicia-
tiva en estudio de que la conducta que se sanciona en el ar-
tículo 115-BIS del Código Fiscal de la Federación es la mis-
ma que se sanciona en el Código Penal Federal, no
existiendo por tanto y en relación a este aspecto violación a
ninguna disposición prevista en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

5) Iniciativa con Proyecto de Decreto que Reforma y
Adiciona diversos Artículos de la Ley Federal del Traba-
jo y del Código Fiscal de la Federación (adición de los
artículos 26-B y 26-C); asimismo, exhorta a la Cámara
de Diputados a modificar el Artículo 222 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, de la Senadora Yolanda Euge-
nia González Hernández del Grupo Parlamentario del
PRI, de fecha 09 de junio de 2004.

En efecto, no se considera adecuada la propuesta de adicio-
nar en los artículos 26-B y 26-C del Código Fiscal de la Fe-
deración la posibilidad de que los contribuyentes conside-
ren como gastos deducibles o acreditables en los términos
de la Ley, los pagos efectuados por la adquisición de bien-
es, materiales y equipo, para que su personal discapacitado
pueda realizar sus labores; toda vez que en los términos de
las disposiciones fiscales vigentes, la adquisición de bienes,
materiales e instrumentos de trabajo, son gastos deducibles
para efectos del impuesto sobre la renta, siempre que cum-
plan con los requisitos de deducibilidad que la propia Ley
establece, con independencia de que dichos instrumentos
sean para personal con discapacidad o no.

Además, no se estima adecuado incrementar el monto del
beneficio que actualmente el artículo 222 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, establece para los patrones que em-
pleen a personas con discapacidad, dado que la deducción
del 20% del salario pagado a trabajadores con discapacidad
que hoy se otorga, es adicional a la deducción de los pagos
por salarios que pueden efectuar los patrones en los térmi-
nos de la fracción V del artículo 31 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, por lo que el beneficio fiscal actualmente
equivale a un 53%.
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Más aún, se considera que la Iniciativa implica una dismi-
nución de la base gravable del impuesto y mayores costos
de fiscalización por la facilidad de evasión y elusión me-
diante su aplicación, además de que no establece una mecá-
nica de compensación de ingresos que permita su aplicación
sin afectar el régimen de finanzas públicas, por lo que no se
considera viable la propuesta de reforma.

Aunado a lo anterior, es importante señalar que la vía fiscal
no necesariamente es la adecuada para fomentar que las em-
presas contraten personas con discapacidad, ya que como se
ha señalado, dicha medida únicamente generaría distorsión
en el gravamen y no cumpliría con el objetivo extrafiscal
propuesto.

6) Iniciativa de reforma el artículo 208 del Código Fiscal
de la Federación, del Congreso del Estado de Jalisco, de
fecha 25 de agosto de 2004.

El artículo 208 del Código Fiscal de la Federación estable-
ce que el escrito de demanda para interponer el juicio de
nulidad por parte de los particulares debe contener los si-
guientes datos: el nombre, el domicilio discal del deman-
dante y, en su caso, el domicilio para recibir notificaciones;
la resolución que se impugna; la autoridad o autoridades
demandadas; los hechos que motiven la demanda; las prue-
bas que ofrezcan; la expresión de los motivos de impugna-
ción; el nombre y domicilio del tercero interesado, en caso
de hacerlo; señalando en caso de solicitar una sentencia de
condena, las cantidades o actos cuyo cumplimiento se está
demandando.

Dicho numeral también indica que cuando se omita el
nombre del demandante, la resolución que se impugna o
los conceptos de impugnación, el magistrado instructor
desechará por improcedente la demanda interpuesta y en
caso de que falte cualquiera de los otros datos que deben
asentarse en el escrito, la autoridad judicial está obligada a
requerir al promoverte para que los señale dentro de un pla-
zo de cinco días.

Sin embargo, esta Dictaminadora no coincide con la Inicia-
tiva, en razón de que en la misma se propone que cuando se
omita en el escrito inicial de demanda el nombre del de-
mandante, la resolución que se impugna o los conceptos de
impugnación, se otorgará un plazo de 5 días al promovente
para que los señale, apercibido de que en caso de no hacer-
lo se tendrá por no presentada la demanda, sin embargo ca-
be mencionar que los datos de la demanda que se citan son

imprescindibles para el ejercicio de la función jurisdiccio-
nal de la autoridad judicial.

7) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el se-
gundo párrafo siguiente de la Fracción III del Artículo 92
del Código Fiscal de la Federación, de los Diputados
María Esther Scherman Leaño y Juan Carlos Pérez Gón-
gora del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 25 de
agosto de 2004.

En la iniciativa de referencia, los Diputados Federales auto-
res de la iniciativa proponen la desaparición de la facultad
discrecional que actualmente concede dicho precepto legal
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que ésta
solicite el sobreseimiento de los procesos a que se refiere di-
cho artículo cuando los procesados paguen las contribucio-
nes originadas por los hechos imputados.

Dicha propuesta se sustenta en que no sujetar a regla algu-
na el ejercicio de dicha atribución desvirtúa por completo el
principio de seguridad jurídica e igualdad ante la Ley, por lo
que es procedente que dicha facultad pase de ser discrecio-
nal a ser una facultad reglada, a efecto de evitar con ello que
la autoridad hacendaria disponga discrecionalmente sobre
dicha petición y en consecuencia la ejerza obligatoriamente
cuando se hayan pagado las contribuciones y sus acceso-
rios.

En relación con lo anterior, esta Dictaminadora no coincide
con la propuesta en comento, en virtud de que no debe ser
eliminada dicha facultad discrecional, para convertirla en
una facultad reglada ya que la solicitud de sobreseimiento
no debe obligarse a que la autoridad la formule, por lo que
se considera no procedente la reforma del tercer párrafo del
artículo 92 del Código Fiscal de la Federación.

En efecto, es importante precisar que las facultades discre-
cionales están legalmente previstas en el sistema jurídico
mexicano, incluso la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha reconocido su constitucionalidad; sin embargo, esta
Dictaminadora considera que la labor legislativa no debe
orientarse en este caso a regular la facultad discrecional pa-
ra solicitar el sobreseimiento, en virtud de que al reglar di-
cha facultad y volverla obligatoria se permitiría, a voluntad
del inculpado, cumplir o no con la norma y con ello se in-
vertiría el fin de la Ley Penal, es decir, su carácter preven-
tivo y ejemplificativo, eligiendo incluso el mejor momento
para cumplir con sus obligaciones tales como el pago de las
contribuciones.
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Aunado a lo anterior, es claro que en ningún sistema jurídi-
co se prevé que la víctima u ofendido de un delito esté, al
momento en que se le repare del daño ocasionado, obligada
en consecuencia, a solicitar el sobreseimiento de la causa
penal que se instruya en contra del inculpado del delito.

Asimismo, debe recordarse que la finalidad de la norma
penal es la de inhibir conductas delictivas y por el contra-
rio no alentar la comisión de las mismas, lo que podría ge-
nerar volver la facultad de la Secretaría de Hacienda como
una facultad reglada, ya que como se indicó el inculpado
podría escoger a voluntad el mejor momento para cumplir
con sus obligaciones fiscales y por ende acceder (en caso
de que fuera reglada) al beneficio de la solicitud de sobre-
seimiento.

De igual forma es conveniente que tomando en considera-
ción todos los antecedentes y circunstancias particulares del
caso, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público discre-
cionalmente determine si ejerce o no su facultad, sin que
ello implique necesariamente un ejercicio abusivo o arbitra-
rio de dicho facultad, pues ello permite hacer uso de ella
una vez ponderadas todas esas circunstancias y cumplidas
las obligaciones fiscales.

Por ello, esta Dictaminadora estima más conveniente que la
facultad de dicha Dependencia del Ejecutivo Federal, per-
manezca en los términos previstos actualmente pues con
ello se evitaría que los inculpados decidan sobre el cumpli-
miento o no de las obligaciones fiscales a que están consti-
tucionalmente constreñidos a acatar.

8) Iniciativa que reforma el párrafo segundo del artículo
19 y adiciona un último párrafo al artículo 33 del Códi-
go Fiscal de la Federación, del Diputado Tomás Antonio
Trueba Gracián del Grupo Parlamentario del PAN, de fe-
cha 07 de octubre de 2004.

En cuanto a la reforma que se propone al segundo párrafo
del artículo 19 del Código Fiscal de la Federación, cabe se-
ñalar que esta Dictaminadora no la considera acertada, pues
si corresponde al Servicio de Administración Tributaria lle-
var el registro de representantes, lo adecuado es que sea és-
te Organismo, atendiendo a los sistemas, controles y proce-
dimientos que tengan establecidos, el que determine la
forma y términos en que se inscribirá en dicho registro la re-
presentación correspondiente.

Por otra parte, si a este Organismo, conforme lo establece el
artículo 33 del Código Fiscal de la Federación, le corres-

ponde expedir la constancia de inscripción respectiva, se
considera que también es el que debe establecer la forma en
que conforme a dicha constancia se acreditará la represen-
tación, en los trámites que se realicen ante las autoridades
fiscales.

Sin embargo, esta Dictaminadora, coincide en mejorar el
sistema de registro de los representantes legales, a través de
reglas de carácter general emitidas por el Servicio de Ad-
ministración Tributaria, en tal virtud se propone la reforma
al artículo 19, primer y segundo párrafos:

�Artículo. 19.- En ningún trámite administrativo se ad-
mitirá la gestión de negocios. La representación de las
personas físicas o morales ante las autoridades fiscales se
hará mediante escritura pública o mediante carta poder
firmada ante dos testigos y ratificadas las firmas del otor-
gante y testigos ante las autoridades fiscales, notario o
fedatario público.

El otorgante de la representación podrá solicitar a las au-
toridades fiscales la inscripción de dicha representación
en el registro de representantes legales de las autoridades
fiscales y ésta expedirá la constancia de inscripción co-
rrespondiente. Con dicha constancia, se podrá acreditar
la representación en los trámites que se realicen ante di-
chas autoridades. Para estos efectos, el Servicio de Ad-
ministración Tributaría podrá simplificar los requisitos
para acreditar la representación de las personas físicas o
morales en el registro de representantes legales, median-
te reglas de carácter general.�

Asimismo, por lo que hace a la propuesta de adicionar un
último párrafo al artículo 33 del Código Fiscal de la Fede-
ración, con el fin de incorporar el concepto de trámite, la
misma se considera innecesaria, pues la palabra �tramite�
no constituye un concepto jurídico que deba definirse para
efectos fiscales, pues se trata de un palabra de uso común
que se encuentra perfectamente definida en el diccionario
de la Real Academia Española de la Lengua.

9) Iniciativa que reforma diversas disposiciones del Có-
digo Fiscal de la Federación, del Diputado Guillermo
Huízar Carranza del Grupo Parlamentario del PRD, de
fecha 21 de octubre de 2004.

Esta Dictaminadora coincide con la Iniciativa que dictami-
na en razón de que propone la modificación del artículo 32-
A del Código Fiscal de la Federación, en el plazo para la
presentación del Dictamen del mes de mayo al mes junio,
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por considerar que con esta ampliación se garantiza un tra-
bajo de calidad por parte de los contribuyentes y sus profe-
sionales dictaminadores.

Asimismo, por lo que respecta a ampliar la notificación a
los contribuyentes en el domicilio que estos señalen siem-
pre que pertenezca a la circunscripción de la Sala del Tri-
bunal que conozca el asunto, cabe señalar que la problemá-
tica planteada en la Iniciativa que se dictamina, se analizó
en una propuesta vinculada con la Ley Federal de Derechos
del Contribuyente, en la cual se propuso adicionar una frac-
ción XIV del artículo 2, para otorgarle el derecho a los con-
tribuyentes de señalar como domicilio para recibir notifica-
ciones el ubicado en cualquier parte del territorio nacional,
eliminado la obligación de señalar un domicilio en la sede
de la circunscripción territorial de la Sala competente, con
el propósito de que aquellos contribuyentes en domicilio
fuera de donde se encuentra ubicada la Sala del Tribunal, re-
ciban notificaciones por correo certificado con acuse de re-
cibo, brindando seguridad jurídica a los particulares y que
efectivamente se aseguren de las actuaciones del juicio de
nulidad.

Por otra parte, respecto al número de copias que se deben de
acompañar a la demanda, cabe mencionar que en la pro-
puesta que se dictamina, no se soluciona el problema que
señala, ya que la redacción que propone, no varía la esencia
del artículo 209, fracción I, del Código Fiscal de la Federa-
ción.

10) Iniciativa que reforma el artículo 73 del Código Fis-
cal de la Federación (relativo a infracciones y delitos fis-
cales), del Diputado Abraham Bagdadi Estrella del Gru-
po Parlamentario del PRD, de fecha 28 de octubre de
2004.

Las multas previstas en el Código Fiscal de la Federación
constituyen un medio para lograr que los contribuyentes
cumplan con sus obligaciones fiscales, pues con el incum-
plimiento de las mismas no sólo se daña el interés particu-
lar del fisco federal, sino el de la sociedad, ya que se dejan
de percibir los ingresos necesarios para sufragar los gastos
públicos.

Por otra parte, con las multas previstas en el Código Fiscal
de la Federación no sólo se persigue sancionar conductas
que dañan el interés de la sociedad, derivadas del incumpli-
miento del pago de contribuciones, sino también sancionar
conductas que ponen en riesgo o peligro el pago de dichas
contribuciones, como son, entre otras, el que los contribu-

yentes no se inscriban en el registro federal de contribuyen-
tes, no lleven contabilidad o registro de sus operaciones, no
presenten las declaraciones informativas que establezcan
las disposiciones fiscales, o no presenten los datos informes
o documentos que las autoridades les requieran en el ejerci-
cio de sus facultades de comprobación, pues si bien dichas
conductas por si mismas no se traducen en incumplimiento
del pago de contribuciones, o no coinciden o son concu-
rrentes con dicho incumplimiento, sí constituyen el medio o
instrumento del que se valen los contribuyentes para evadir
su pago.

Adicionalmente, cabe señalar que la finalidad de la multa
fiscal no es la reparación del daño causado por la omisión
en el pago de contribuciones, sino disuasiva, aflictiva y
ejemplar para evitar conductas similares, es decir, las mul-
tas no se establecen con el propósito de aumentar los ingre-
sos del Estado, sino para castigar las transgresiones a las
disposiciones fiscales, lo que significa que las multas deben
imponerse aún y cuando no se hubiera causado un daño
económico al fisco.

Ahora bien, con la propuesta de condonar las multas por in-
cumplimiento a las disposiciones fiscales que establecen
obligaciones formales, lo único que se provocará es que los
contribuyentes dejen de cumplir con dichas obligaciones, si
de antemano saben que se les condonarán las multas que se
les impongan por infracciones a tales disposiciones, con lo
que se pondrá en riesgo el pago de las contribuciones a su
cargo y por ende la recaudación de los ingresos que debe
percibir el Estado por dichos conceptos para sufragar los
gastos públicos; en tal virtud esta Dictaminadora no coinci-
de con la propuesta que se dictamina.

11) Iniciativa que adiciona un artículo 3-Bis al Código
Fiscal de la Federación, del Diputado Manuel Velasco
Coello del Grupo Parlamentario del PVEM, de fecha 05
de noviembre de 2004.

Esta Dictaminadora considera que no es acertada la pro-
puesta, al pretender establecer en el Código Fiscal de la Fe-
deración los principios o criterios que el legislador debe ob-
servar para crear una Ley que establezca una contribución,
cuando los principios que para ello deben observarse, inde-
pendientemente de la materia que constituya su objeto gra-
vable, se encuentran previstos en el artículo 31, fracción IV
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y cuando los elementos complementarios o secunda-
rios de la misma, como son los fines extrafiscales, sólo los
podrá ponderar el legislador en el proceso de creación de la
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Ley que establezca la contribución y establecerlos en la ex-
posición de motivos, en los dictámenes o en la misma Ley.

Lo anterior significa que respetándose los criterios jurispru-
denciales sustentados por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, y lo previsto en la fracción XXIX-G del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, que faculta al Congreso de la Unión para �expedir Le-
yes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal,
de los Gobiernos de los Estados y de los Municipios, en el
ámbito de sus respectivas competencias, en materia de pro-
tección al ambiente y de preservación y restauración del
equilibrio ecológico�, serían las Leyes Federales específi-
cas las que establezcan las contribuciones ambientales en
donde se fijarían las bases o criterios conforme a los cuales
participen los Estados, ya sea estableciendo la forma y tér-
minos en que podrán establecer este tipo de contribuciones,
u otorgándoles la administración o recaudación de dichas
contribuciones, pero ello de ningún modo puede interpre-
tarse en el sentido de que sea en el Código Fiscal de la Fe-
deración donde se establezcan criterios generales que el le-
gislador debe observar para establecer contribuciones
medioambientales.

12) Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones del Código Fiscal de la Federación, de la Ley
Aduanera y del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, de la Diputada Nora Elena Yu Hernández del Grupo
Parlamentario del PRI, de fecha 30 de noviembre de
2004.

Esta Dictaminadora no coincide con la propuesta que se
dictamina, en razón de que contempla esencialmente trasla-
dar las disposiciones en materia de contrabando y sus equi-
parables previstos en el Código Fiscal de la Federación a la
Ley Aduanera, lo cual sería inconveniente porque no se es-
tablecen disposiciones de carácter especial que permitan es-
tablecer la participación de los sujetos activos del delito, co-
mo actualmente se contempla en el artículo 95 del Código
Fiscal de la Federación.

En relación con lo anterior, es de señalar que tampoco, se
prevé el encubrimiento a que se refiere el artículo 96 del
Código Fiscal de la Federación, mucho menos prevé aspec-
tos tales como la prescripción, la conmutación de sanciones,
la tentativa, la comisión de dichos delitos tratándose de ser-
vidores públicos que participen en el mismo y la descrip-
ción de la realización de un delito continuado (todo ello
previsto en los artículos del 95 al 101 del Código Fiscal de
la Federación).

La relevancia de los aspectos mencionados es obvia, en vir-
tud de que todos ellos son contemplados en una Ley espe-
cial y por ende su aplicación es preferente como lo estable-
ce el artículo 6 del Código Penal Federal, por ello si se
establecen en forma específica en la Ley Aduanera las dis-
posiciones referentes a los delitos de contrabando y sus
equiparables, es necesario que en la misma se prevean en
forma total, todos los aspectos contemplados en el Código
Fiscal de la Federación, por ello se considera innecesario el
traslado de las disposiciones previstas en esta última norma
a la Ley Aduanera.

Cabe señalar que la propuesta de reforma no contempla to-
dos los supuestos delictivos relacionados con la materia de
comercio exterior previstos en el Código Fiscal de la Fede-
ración, ya que no refiere nada acerca de las hipótesis nor-
mativas previstas en las fracciones VI y VII del artículo 109
de dicho ordenamiento hoy vigente.

Es importante señalar que la propuesta de reforma no con-
templa artículos transitorios, tales como la vigencia y apli-
cación de las normas que propone y las normas que deroga,
ya que ello podría dar pie a diferentes interpretaciones de
abrogación o derogación de tipos delictivos, no obstante es
conocido que el hecho de que se cambie la ubicación de una
descripción normativa no implica su derogación; sin em-
bargo, es conveniente evitar la posibilidad de indebidas in-
terpretaciones.

Asimismo, se manifiesta que al momento que pretende tras-
ladar las disposiciones previstas actualmente, no realiza una
adecuación exacta a la nomenclatura como quedarían con-
templadas en la Ley Aduanera, es decir, no hay un análisis
exhaustivo a las referencias propias que se hacen en las dis-
posiciones legales vigentes con las propuestas, así como
que elimina fracciones, lo que implicaría la derogación del
tipo penal.

En tales condiciones, esta dictaminadora considera que la
iniciativa que nos ocupa no es procedente.

13) Iniciativa que reforma el párrafo primero del artícu-
lo 27 del Código Fiscal de la Federación, del Diputado
Manuel Velasco Coello del Grupo Parlamentario del
PVEM, de fecha 30 de noviembre de 2004.

Se considera acertado el propósito que se expresa en la ex-
posición de motivos de la Iniciativa para fortalecer las fa-
cultades de verificación de las autoridades fiscales en mate-
ria del Registro Federal de Contribuyentes, sin embargo, se
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estima que en principio debería de incorporarse al Código
Fiscal de la Federación una disposición que establezca la
facultad de dichas autoridades de practicar este tipo de ve-
rificaciones, por lo que esta Dictaminadora propone se in-
cluya un artículo 41-B al Código en el que se señale que las
autoridades fiscales podrán practicar verificaciones para
constatar los datos proporcionados al Registro Federal de
Contribuyentes, relacionados con la identidad, domicilio y
demás datos que se hayan manifestado para los efectos de
dicho registro, sin que por ello se considere que las autori-
dades fiscales inician sus facultades de comprobación, pre-
cisión esta última que se estima necesaria, pues el objeto de
dicha verificación no es conocer la situación fiscal del con-
tribuyente que implique el ejercicio de las facultades de
comprobación previstas en el artículo 42 del Código Fiscal
de la Federación, sino simplemente constatar los datos ma-
nifestados al Registro Federal de Contribuyentes.

Por otra parte, no se considera acertado el texto de la pro-
puesta, pues si al contribuyente no se le localiza en el do-
micilio fiscal que manifestó al Registro Federal de Contri-
buyentes, resultaría ocioso que en dicho lugar se le
practicara una diligencia de notificación para hacerle saber
que cuenta con un plazo no mayor a treinta días naturales,
contados a partir de que surta efectos la notificación, para
demostrar a la autoridad fiscalizadora mediante certificado
emitido por fedatario público, la veracidad de su domicilio.

Por lo anterior, en sustitución de dicha propuesta, se propo-
ne modificar el artículo 10 del Código Fiscal de la Federa-
ción, para establecer como consecuencia para el caso de que
el contribuyente hubiera designado como domicilio fiscal,
un lugar distinto al que le corresponde, o hayan manifesta-
do un domicilio ficticio, que las autoridades fiscales puedan
practicar diligencias en cualquier lugar en que realicen sus
actividades o en el lugar que conforme al artículo 10 se con-
sidere su domicilio.

Asimismo, en el artículo 27 del Código, se considera nece-
sario ampliar los supuestos en los que se puede considerar
domicilio fiscal, así como la facultad del Servicio de Admi-
nistración Tributaria para realizar diligencias en el domici-
lio fiscal. En estos términos, se propone la reforma al efec-
to de contar con la información oportuna de las personas y
conceptos sobre los cuales se presentan las declaraciones y
no sólo cantidades, lo que hace más eficaz la fiscalización,
ampliar el espectro de lugares en donde los contribuyentes
desarrollan actividades y que por tal razón, tenga obligación
de dar aviso a las autoridades de la apertura o existencia de

los mismos, así como mejorar la operación del Registro Fe-
deral de Contribuyentes.

En virtud de lo anterior, se propone reformar el artículo 10,
fracción I, incisos b) y c) y el último párrafo, 27, primer,
séptimo, noveno, undécimo, duodécimo, décimo tercero y
décimo cuarto párrafos y se adiciona con un último párrafo,
así como adicionar un artículo 41-B, para quedar en los si-
guientes términos:

�Artículo 10.- ...

I. ...

b) Cuando no realicen las actividades señaladas en el in-
ciso anterior, el local que utilicen para el desempeño de
sus actividades.

c) Únicamente en los casos en que la persona física, que
realice actividades señaladas en los incisos anteriores no
cuente con un local, su casa habitación.

...

Cuando los contribuyentes no hayan designado un domi-
cilio fiscal estando obligados a ello, o hubieran designa-
do como domicilio fiscal un lugar distinto al que les co-
rresponda de acuerdo con lo dispuesto en este mismo
precepto o cuando hayan manifestado un domicilio ficti-
cio, las autoridades fiscales podrán practicar diligencias
en cualquier lugar en el que realicen sus actividades o en
el lugar que conforme a este artículo se considere su do-
micilio, indistintamente.

Artículo 27. Las personas morales, así como las perso-
nas físicas que deban presentar declaraciones periódicas
o que estén obligadas a expedir comprobantes por las ac-
tividades que realicen, deberán solicitar su inscripción en
el registro federal de contribuyentes del Servicio de Ad-
ministración Tributaria, proporcionar la información re-
lacionada con su identidad, su domicilio y en general so-
bre su situación fiscal, mediante los avisos que se
establecen en el Reglamento de este Código. Asimismo,
las personas a que se refiere este párrafo estarán obliga-
das a manifestar al registro federal de contribuyentes su
domicilio fiscal; en el caso de cambio de domicilio fiscal,
deberán presentar el aviso correspondiente, dentro del
mes siguiente al día en que tenga lugar dicho cambio sal-
vo que al contribuyente se le hayan iniciado facultades de
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comprobación y no se le haya notificado la resolución a
que se refiere el artículo 50 de este Código, en cuyo ca-
so deberá presentar el aviso previo a dicho cambio con
cinco días de anticipación. La autoridad fiscal podrá con-
siderar como domicilio fiscal del contribuyente aquél en
que se verifique alguno de los supuestos establecidos
en el artículo 10 de este Código, cuando el manifesta-
do en las solicitudes y avisos a que se refiere este artí-
culo no corresponda a alguno de los supuestos de di-
cho precepto.

...

Los fedatarios públicos exigirán a los otorgantes de las
escrituras públicas en que se haga constar actas constitu-
tivas, de fusión, escisión o de liquidación de personas
morales, que comprueben dentro del mes siguiente a la
firma que han presentado solicitud de inscripción, o avi-
so de liquidación o de cancelación, según sea el caso, en
el registro federal de contribuyentes, de la persona moral
de que se trate, debiendo asentar en su protocolo la fecha
de su presentación; en caso contrario, el fedatario debe-
rá informar de dicha omisión al Servicio de Administra-
ción Tributaria dentro del mes siguiente a la autorización
de la escritura.

...

Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales
los notarios, corredores, jueces y demás fedatarios deban
presentar la información relativa a las operaciones con-
signadas en escrituras públicas celebradas ante ellos, res-
pecto de las operaciones realizadas en el mes inmediato
anterior, dicha información deberá ser presentada a más
tardar el día 17 del mes siguiente ante el Servicio de Ad-
ministración Tributaria de conformidad con las reglas de
carácter general que al efecto emita dicho órgano.

...

El Servicio de Administración Tributaria llevará el regis-
tro federal de contribuyentes basándose en los datos que
las personas le proporcionen de conformidad con este ar-
tículo y en los que obtenga por cualquier otro medio; asi-
mismo asignará la clave que corresponda a cada persona
inscrita, quien deberá citarla en todo documento que pre-
sente ante las autoridades fiscales y jurisdiccionales,
cuando en este último caso se trate de asuntos en que el
Servicio de Administración Tributaria o la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público sea parte. Las personas ins-
critas deberán conservar en su domicilio la documenta-
ción comprobatoria de haber cumplido con las obliga-
ciones que establecen este artículo y el Reglamento de
este Código.

La clave a que se refiere el párrafo que antecede se pro-
porcionará a los contribuyentes a través de la cédula de
identificación fiscal o la constancia de registro fiscal, las
cuales deberán contener las características que señale el
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas
de carácter general.

Tratándose de establecimientos, sucursales, locales,
puestos fijos o semifijos, lugares en donde se almacenen
mercancías y en general cualquier local o establecimien-
to que se utilice para el desempeño de sus actividades,
los contribuyentes deberán presentar aviso de apertura o
cierre de dichos lugares en la forma que al efecto aprue-
be el Servicio de Administración Tributaria y conservar
en los lugares citados el aviso de apertura, debiendo ex-
hibirlo a las autoridades fiscales cuando éstas lo solici-
ten.

La solicitud o los avisos a que se refiere el primer párra-
fo de este artículo que se presenten en forma extemporá-
nea, surtirán sus efectos a partir de la fecha en que sean
presentados. Las autoridades fiscales podrán verificar la
existencia y localización del domicilio fiscal manifesta-
do por el contribuyente en el aviso respectivo.

Las personas físicas que no se encuentren en los supues-
tos del párrafo primero de este artículo, podrán solicitar
su inscripción al registro federal de contribuyentes, cum-
pliendo los requisitos establecidos mediante reglas de
carácter general que para tal efecto publique el Servicio
de Administración Tributaria.

Artículo 41-B. Las autoridades fiscales podrán llevar a
cabo verificaciones para constatar los datos proporciona-
dos al Registro Federal de Contribuyentes, relacionados
con la identidad, domicilio y demás datos que se hayan
manifestado para los efectos de dicho registro, sin que
por ello se considere que las autoridades fiscales inician
sus facultades de comprobación.�

14) Iniciativa que reforma el artículo 69 del Código Fis-
cal de la Federación, del Congreso del Estado de San
Luis Potosí, de fecha 31 de marzo de 2005.
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Esta Dictaminadora, no coincide con la propuesta que se
dictamina en virtud de que, pretende que el secreto fiscal
que establece el artículo 69 del Código Fiscal de la Federa-
ción, no sea un obstáculo para las autoridades encargadas de
la fiscalización de los recursos públicos en México; pues
poder tener acceso a la información fiscal de las personas
morales y físicas que dan a conocer o declaran ante la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, permitirá hacer más
eficaz y eficiente esta tarea.

Sin embargo, sí el propósito que se persigue con la reforma
propuesta es el que los órganos de fiscalización del Con-
greso de la Unión y de las Legislaturas de los Estados, ob-
tengan información de las autoridades fiscales relativa a la
documentación comprobatoria que expiden las personas fí-
sicas y morales que enajenan bienes o prestan servicios al
Estado, los Municipios y sus Entidades, cuando dicha do-
cumentación no obra en poder de las autoridades fiscales,
dicho propósito no se cumpliría, en razón de que los datos
de las personas que obren en las instituciones públicas son
confidenciales y, por lo tanto no deben divulgarse ni utili-
zarse para fines distintos para los que fueron recibidos o re-
queridos. De esta manera se garantiza el derecho a la inti-
midad y la vida privada, que para el caso del Poder
Ejecutivo Federal, es el Instituto Federal de Acceso a la In-
formación Pública el encargado de cumplir y hacer cumplir
la Ley en el ámbito de las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y que con ese fin la Ley y
el Reglamento de la misma, establecen las atribuciones, los
procedimientos y los sistemas necesarios para promover y
garantizar el ejercicio del derecho al acceso a la informa-
ción y la protección de los datos personales que obren en las
instituciones del Gobierno Federal.

Al respecto, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparen-
cia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se-
ñala con precisión el concepto de información reservada,
entre otros, el secreto fiscal, y que conforme al artículo 69
del Código Fiscal de la Federación, los datos sólo se pueden
proporcionar a las autoridades judiciales en procesos pena-
les o a aquellos tribunales que conozcan de pensiones ali-
menticias.

15) Iniciativa que adiciona un párrafo segundo a la frac-
ción IX del artículo 105 del Código Fiscal de la Federa-
ción, del Diputado Federico Madrazo Rojas del Grupo
Parlamentario del PRI, de fecha 14 de abril de 2005.

Al respecto, esta Dictaminadora no coincide con la pro-
puesta que se dictamina, lo anterior es así, en razón de que

la finalidad de la iniciativa estriba en tipificar como delito
fiscal el retiro de almacén general de depósito o recinto fis-
cal o fiscalizado de mercancía de tipo textil, sus derivados
y todo tipo de calzado, cuando estos no cumplan con las dis-
posiciones jurídicas que señalan diversos ordenamientos en
materia de importaciones de esos productos a nuestro país,
sin embargo es preciso señalar que de aceptarse en sus tér-
minos la propuesta que se dictamina, se transgrede el prin-
cipio de equidad tributaria, ya que únicamente se dirige a un
determinado sector.

En efecto, se considera que la adición de un segundo párra-
fo de la fracción IX del artículo 105 del Código Fiscal de la
Federación, resulta innecesaria y va en contra de la caracte-
rística de generalidad que deben tener las Leyes, ya que no
se puede particularizar dentro de los supuestos del artículo
105 la introducción ilegal de cierto tipo de mercancías, pues
daría pauta a que se particularizara en un futuro además de
los textiles y calzado a otro tipo específico de mercancía,
cuando no existe ninguna razón importante o de carácter ex-
cepcional para diferenciarlos de las demás mercancías.

No es válido pensar que por el hecho de que haya en la frac-
ción IX del artículo 105 del Código Fiscal de la Federación,
una referencia a un caso de verdadera excepción, como lo
es el de bebidas alcohólicas, deban existir referencias a ca-
da tipo de mercancía, cuando el trámite de importación o
exportación de éstas no tiene características que las diferen-
cien de otro tipo de mercancías, además cuando en el artí-
culo 102, fracción III ya se encuentra previsto el supuesto
que pretenden adicionar al artículo 105, fracción IX.

16) Iniciativa que deroga el artículo 32-D del Código
Fiscal de la Federación, del Diputado Gonzalo Guizar
Valladares del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 28
de abril de 2005.

En efecto, esta Dictaminadora no considera pertinente de-
rogar el artículo 32-D del Código Fiscal de la Federación,
en razón de que esta disposición impone a las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal, una obli-
gación consistente en contratar adquisiciones, arrendamien-
tos, servicios u obra pública, sólo con los contribuyentes
que cumplan con sus obligaciones fiscales, por lo que con
el requisito que al efecto establezcan las citadas dependen-
cias o entidades en las bases de licitación correspondientes,
no se impide a los contribuyentes realizar sus actividades
empresariales o profesionales, ya que si no aceptan cumplir
con dicho requisito, pueden efectuar dichas actividades con
personas físicas o morales particulares.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006329



Asimismo, tampoco se prohíbe a los contribuyentes ser pro-
veedores de bienes o prestadores de servicios de las depen-
dencias o entidades de la Administración Pública Federal,
ya que sólo se les exige que estén al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, de conformidad con lo
que establece el Código Fiscal de la Federación y las Leyes
tributarias, incluso, en el caso de tener adeudos fiscales, se
les otorga la facilidad de celebrar convenio con las autori-
dades fiscales para cubrir a plazos, ya sea con pago diferido
o en parcialidades los adeudos fiscales que tengan a su car-
go, con los recursos que obtengan por la enajenación, arren-
damiento, servicios u obra pública que se pretendan contra-
tar, con la posibilidad de que en dicho convenio, las
dependencias o entidades retengan sólo una parte de la con-
traprestación para ser enterada al fisco federal para el pago
de los adeudos correspondientes.

Por lo anterior, se considera que con el requisito que se es-
tablece en el artículo 32-D del Código Fiscal de la Federa-
ción, no se violan las garantías tuteladas en los artículos 5o.
y 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, por lo que se está en contra de la Iniciativa en co-
mento.

17) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma las
fracciones I y II del artículo 84 del Código Fiscal de la
Federación, de la Diputada Diva Hadamira Gastélum
Bajo del Grupo Parlamentario del PRI, de fecha 25 de
mayo de 2005.

Esta Dictaminadora, no coincide con la excepción prevista
en la Iniciativa que se dictamina, habida cuenta que al ex-
ceptuar en el artículo 84, fracción I del Código Fiscal de la
Federación, a los contribuyentes como micro y pequeñas
empresas, se toman criterios de referencia que no son ade-
cuados para medir la capacidad administrativa de los con-
tribuyentes.

En efecto, el referente que adopta nuestro sistema tributario
es el de los ingresos, normalmente los obtenidos en el ejer-
cicio inmediato anterior; tal es el caso de los pequeños con-
tribuyentes, en que por su reducida capacidad económica y
administrativa se les otorga un régimen de facilidades. Ade-
más, tratándose de sanciones se adopta ese mismo referen-
te, tal y como se advierte de lo dispuesto en los artículos 70,
cuarto párrafo y 84, fracciones IV y VI del Código Fiscal de
la Federación.

Por ello, se estima que no es adecuado medir la capacidad
económica en función de la estratificación que hace el artí-

culo 3o., de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad
de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, ya que ésta toma
en cuenta el número de trabajadores, según se trate del giro
industrial, comercial o de servicios, lo que puede provocar
que empresas consideradas como pequeñas empresas pue-
dan tener ingresos muy elevados y por lo tanto una capaci-
dad económica y administrativa, en cuyo caso se daría un
tratamiento inequitativo frente a otros contribuyentes con
ingresos similares.

18) Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona un
segundo párrafo a la fracción II del artículo 103 del Có-
digo Fiscal de la Federación, del Diputado Francisco
Amadeo Espinosa Ramos del Grupo Parlamentario del
PT, de fecha 06 de julio de 2005.

Al respecto esta Dictaminadora, no coincide con la iniciati-
va propuesta, en razón de que lo previsto en el artículo 103
fracción II del Código Fiscal de la Federación, es una pre-
sunción de la comisión del delito de contrabando (previsto
en el artículo 102 de dicho ordenamiento), por lo cual no es
una descripción típica de un delito que como tal deba dejar-
se de aplicar.

Asimismo, se considera que lo previsto en la fracción II del
artículo en comento, al ser un supuesto de presunción de la
comisión del delito de contrabando, la adición referida es
improcedente por técnica legislativa, ya que de existir una
diversa disposición (en sentido genérico) que autoriza la le-
gal estancia en el país de mercancías, en este caso, de vehí-
culos, tal como podría ser un Programa específico, no se da-
ría la conducta delictiva y por lo tanto no podría presumirse
su comisión.

De igual forma la adición propuesta contraviene la técnica
legislativa toda vez que de existir alguna razón para no con-
siderar la existencia de la presunción establecida en dicho
artículo no sería procedente que la misma se contemplara en
forma aislada entre los supuestos que sí se consideran para
presumir la comisión de algún ilícito; por el contrario debe-
ría, en caso de considerase procedente, referirse al final de
dicho artículo y su redacción ser en forma genérica.

Asimismo, es improcedente la adición señalada en virtud de
que incorpora en su texto a una �Secretaría�, sin hacer refe-
rencia en forma específica a cual de todas se indica, no obs-
tante que dentro de la exposición de motivos de dicha ini-
ciativa se haga referencia a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.
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Por otro lado, existe contradicción en los artículos transito-
rios de la propuesta de reforma apuntada en virtud de que
en principio refiere en el primero de los mencionados que la
misma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación y por otro lado la sujeta a
una vigencia única y exclusivamente de seis meses a partir
de la publicación del Programa de Regularización de Vehí-
culos Automotores en el Diario Oficial de la Federación, lo
que de acuerdo al propio texto de la adición es el requisito
para la no aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo de
esa fracción.

Por lo anterior es claro que el texto de la adición propuesto
haría nugatorio lo que se plantea en virtud de que ningún
vehículo extranjero �a la fecha de la publicación de la pre-
sente reforma cubriría con los requisitos que al efecto seña-
le el Programa de Regularización de Vehículos Automoto-
res que emita la Secretaría�.

Además, en este mismo orden de ideas, cabe manifestar que
con el objeto de regularizar la estancia de vehículos extran-
jeros en el país se emitió el Decreto por el que se establecen
las condiciones para la importación definitiva de vehículos
automotores usados, por lo que la razón de la propuesta aquí
analizada quedaría sin materia.

19) Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el
Código Fiscal de la Federación, del Diputado Jesús Mar-
tínez Álvarez del Partido Convergencia, de fecha 03 de
agosto de 2005.

Al respecto, esta Dictaminadora no estima acertada la pro-
puesta en la que se pretende modificar el artículo 17-D, no-
veno párrafo, en cuanto pretende excluir elementos esen-
ciales para acreditar la identidad de las personas físicas,
dentro del trámite para obtener la firma electrónica avanza-
da, que son indispensables para certificar fehacientemente
el vínculo existente entre los datos de creación de la firma
electrónica y la identidad del firmante, y que constituyen ju-
rídicamente los elementos que de manera fidedigna permi-
ten atribuir a quien formula un documento digital con firma
electrónica avanzada, todos los efectos jurídicos que se atri-
buyen a un documento con firma autógrafa, como son la au-
toría, la aprobación de su contenido y la aceptación de las
consecuencias jurídicas que del mismo deriven.

Tampoco se considera acertada la propuesta en cuanto pre-
tende que el Servicio de Administración Tributaria destruya
elementos de prueba ya constituidos, y que han sido pro-
porcionados por las personas que han comparecido ante di-

cho órgano para acreditar su identidad, dentro del trámite
para obtener el certificado de su firma electrónica avanza-
da, pues con ello se afectaría tanto al órgano certificador,
como a los terceros que confían en los certificados, al pri-
varlos de medios probatorios que comprueban o acreditan el
vinculo que existe entre la firma electrónica avanzada que
conste en un documento digital con el titular de la misma,
en el caso de que este último pretendiera desconocer dicho
vínculo. Incluso se afectaría al propio titular del certificado,
en caso de que se pretendiera imputarle la autoría de un do-
cumento digital al contener una firma electrónica avanzada
que no le corresponde, en el caso por ejemplo de personas
con nombres y apellidos homónimos.

20) Minuta del Senador Fauzi Hamdán Amad Proyecto
de Decreto que reforma el artículo 145 y adiciona el 145-
A del Código Fiscal de la Federación, de la H. Cámara
de Senadores, de fecha 28 de septiembre de 2004.

Esta Dictaminadora coincide con los motivos de la Iniciati-
va que nos ocupa, en virtud de que al establecer que el em-
bargo precautorio procederá cuando exista un crédito fiscal
determinado o determinable y que en aquéllos casos rela-
cionados con la conducta o actitud del contribuyente será
procedente el aseguramiento sobre los bienes o la negocia-
ción del mismo, se otorga certeza y seguridad jurídicas a los
contribuyentes, además de que fortalece el estado de Dere-
cho que nos rige.

En efecto, la Iniciativa en análisis expresa que el asegu-
ramiento precautorio es una medida cautelar que puede
implementar la autoridad y que, a diferencia del embar-
go, su principal característica reside en la actuación del
sujeto involucrado y no en la determinación de un crédi-
to fiscal.

Cabe mencionar que las hipótesis contenidas en las fraccio-
nes I, II, III y V del artículo 145 del Código Fiscal de la Fe-
deración tienen como común denominador que la medida
cautelar depende de la actitud o conducta del contribuyente
y no de la existencia de un crédito fiscal determinado o de-
terminable, por lo cual, propone establecer que, para tales
casos, con el fin de que se evite el incumplimiento de las
obligaciones fiscales, la medida cautelar aplicable sea el
aseguramiento de los bienes o de la negociación del contri-
buyente y, consecuentemente, el embargo será solamente
precautorio.

En tal virtud, se considera que con la reforma al artículo
145 del Código Fiscal de la Federación y la adición de un
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artículo 145-A, se atiende, además, la observación de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que
el embargo precautorio es violatorio del artículo 16 Consti-
tucional cuando no se ha determinado el crédito fiscal res-
pectivo.

Asimismo, la adecuación legal propuesta también dota a la
autoridad de herramientas que le permitan actuar eficaz-
mente cuando los contribuyentes intenten burlar el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, en un marco apegado a
la legalidad y a la constitucionalidad.

También se considera necesario incluir una fracción V, para
prever el caso de envases o recipientes que contengan bebi-
das alcohólicas que no contengan los marbetes o precintos
o que no se acredite la legal posesión de los mismos, así co-
mo precisar el artículo transitorio.

En ese tenor, la Comisión dictaminadora, considera necesa-
ria la reforma del artículo 145 y se adiciona el artículo 145-
A, ambos del Código Fiscal de la Federación, para quedar
como sigue:

�Artículo 145.- Las autoridades fiscales exigirán el pa-
go de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos
o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley,
mediante procedimiento administrativo de ejecución.

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes
o la negociación del contribuyente, para asegurar el inte-
rés fiscal, cuando el crédito fiscal no sea exigible pero
haya sido determinado por el contribuyente o por la au-
toridad en el ejercicio de sus facultades de comproba-
ción, cuando a juicio de ésta exista peligro inminente de
que el obligado realice cualquier maniobra inminente e
inequívoca tendente a evadir su cumplimiento. En este
caso, la autoridad trabará el embargo.

La autoridad que practique el embargo precautorio le-
vantará acta circunstanciada en la que precise las razones
del embargo.

La autoridad requerirá al obligado para que dentro del
término de 10 días desvirtúe el monto por el que se rea-
lizó el embargo. El embargo quedará sin efecto cuando
el contribuyente cumpla con el requerimiento. Transcu-
rrido el plazo antes señalado, sin que el obligado hubie-
ra desvirtuado el monto del embargo precautorio, éste
quedará firme.

El embargo precautorio practicado antes de la fecha en
que el crédito fiscal sea exigible, se convertirá en defini-
tivo al momento de la exigibilidad de dicho crédito fis-
cal y se aplicará el procedimiento administrativo de eje-
cución.

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos
del artículo 141 de este Código, se levantará el embargo.

Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere
este artículo y al previsto por el artículo 41, fracción II
de este Código, las disposiciones establecidas para el
embargo y para la intervención en el procedimiento ad-
ministrativo de ejecución que, conforme a su naturaleza,
le sean aplicables.

Artículo 145-A.- Las autoridades fiscales podrán decre-
tar el aseguramiento de los bienes o la negociación del
contribuyente cuando:

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación
o desarrollo de las facultades de comprobación de las au-
toridades fiscales o no se pueda notificar su inicio por
haber desaparecido o por ignorarse su domicilio.

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación,
el contribuyente desaparezca o exista riesgo inminente e
inequívoco de que oculte, enajene o dilapide sus bienes.

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la contabi-
lidad que acredite el cumplimiento de las disposiciones
fiscales, a que se está obligado.

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, pues-
tos fijos o semifijos en la vía pública y dichos contribu-
yentes no puedan demostrar que se encuentran inscritos
en el registro federal de contribuyentes, ni exhibir los
comprobantes que amparen la legal posesión o propie-
dad de las mercancías que vendan en esos lugares. Una
vez inscrito el contribuyente en el citado registro y acre-
ditada la posesión o propiedad de la mercancía, se le-
vantará el aseguramiento realizado.

V. Se detecten envases o recipientes que contengan be-
bidas alcohólicas, sin que tengan adheridos marbetes o
precintos o bien no se acredite la legal posesión de los
marbetes o precintos, se encuentren alterados o sean
falsos.
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En los casos anteriores, la autoridad que practique el ase-
guramiento deberá levantar acta circunstanciada en la
que precise las razones para hacerlo.

El aseguramiento precautorio quedará sin efectos si la
autoridad no emite, dentro de los plazos a que se refie-
ren los artículos 46-A y 48 de este Código en el caso
de las fracciones II, III y V, y de 18 meses en el de las
fracciones I y IV, contados desde la fecha en que fue
practicado, resolución en la que determine créditos fis-
cales. Si dentro de los plazos señalados la autoridad
determina algún crédito, dejará de surtir efectos el ase-
guramiento precautorio y se proseguirá el procedi-
miento administrativo de ejecución conforme a las dis-
posiciones de este Capítulo, debiendo dejar constancia
de la resolución y de la notificación de la misma en el
expediente de ejecución.

TRANSITORIO

I.- Los embargos precautorios que a la fecha de entrada
en vigor del presente decreto, hayan sido trabados por la
autoridad fiscal, por algún motivo previsto por el artícu-
lo 145-A que se adiciona, se considerarán sin necesidad
de resolución administrativa que así lo declare, asegura-
miento sobre los bienes de que se trate, y se sujetarán a
lo dispuesto en el citado artículo 145-A del Código; los
demás conservarán su naturaleza de embargo precauto-
rio y quedarán sujetos a lo previsto en el artículo 145 del
propio Código.�

21) Minuta Proyecto de Decreto por el que se adiciona
una fracción III al artículo 38 del Código Fiscal de la Fe-
deración, de la H. Cámara de Senadores, de fecha 01 de
febrero de 2005.

Se considera acertada la propuesta, toda vez que con ella se
dotará al texto del artículo 38 del Código Fiscal de la Fede-
ración de mayor certeza y seguridad jurídicas, pues al esta-
blecer que un requisito que deben contener los actos admi-
nistrativos que deban notificarse sea el de lugar y fecha de
expedición, permitirá que el contribuyente pueda conocer
certeramente si el funcionario que emite el acto administra-
tivo es competente en el momento de la expedición del mis-
mo y si es emitido dentro de la jurisdicción respecto de la
que es competente.

En efecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sus-
tentado jurisprudencia en el sentido de que los actos de au-
toridad deben contener el lugar y fecha de su emisión pues-

to que dichos datos permitirán al particular verificar que
fueron emitidos por la autoridad competente y dentro de la
jurisdicción respectiva.

Asimismo, esta Dictaminadora considera necesario estable-
cer el marco jurídico para que los funcionarios puedan emi-
tir documentos digitales con firma electrónica avanzada y
también actos de autoridad con firma electrónica avanzada
impresa, con la finalidad de fomentar las facilidades admi-
nistrativas.

En tal virtud, se propone adicionar el artículo 38, con una
fracción III, pasando las actuales III y IV a ser IV y V frac-
ciones, y un segundo, tercer, cuarto, quinto y sexto párrafos,
pasando el segundo a ser séptimo párrafo:

�Artículo 38.- ...

III. Señalar lugar y fecha de emisión.

IV. Estar fundado, motivado y expresar la resolución, ob-
jeto o propósito de que se trate.

V. Ostentar la firma del funcionario competente y, en su
caso, el nombre o nombres de las personas a las que va-
ya dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a
la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que
permitan su identificación. En el caso de resoluciones
administrativas que consten en documentos digitales, de-
berán contener la firma electrónica avanzada del funcio-
nario competente, la que tendrá el mismo valor que la
firma autógrafa.

Para la emisión y regulación de la firma electrónica
avanzada de los funcionarios pertenecientes al Servicio
de Administración Tributaria, serán aplicables las dispo-
siciones previstas en el Capítulo Segundo, del Título I
denominado �De los Medios Electrónicos� de este orde-
namiento.

En caso de resoluciones administrativas que consten en
documentos impresos, el funcionario competente podrá
expresar su voluntad para emitir la resolución plasman-
do en el documento impreso un sello expresado en ca-
racteres, generado mediante el uso de su firma electróni-
ca avanzada y amparada por un certificado vigente a la
fecha de la resolución.

Para dichos efectos, la impresión de caracteres consisten-
te en el sello resultado del acto de firmar con la firma
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electrónica avanzada amparada por un certificado vi-
gente a la fecha de la resolución, que se encuentre con-
tenida en el documento impreso, producirá los mismos
efectos que las Leyes otorgan a los documentos con fir-
ma autógrafa, teniendo el mismo valor probatorio.

Asimismo, la integridad y autoría del documento impre-
so que contenga la impresión del sello resultado de la fir-
ma electrónica avanzada y amparada por un certificado
vigente a la fecha de la resolución, será verificable me-
diante el método de remisión al documento original con
la clave pública del autor.

El Servicio de Administración Tributaria establecerá los
medios a través de los cuales podrá comprobar la inte-
gridad y autoría del documento anterior.�

22) Minuta con Proyecto de Decreto por el que se refor-
ma la fracción V del artículo 28 del Código Fiscal de la
Federación, de la H. Cámara de Senadores, de fecha 21
de abril de 2005.

Esta Comisión dictaminadora no considera pertinente la
propuesta antes señalada, ya que hace extensiva la obliga-
ción de contar con controles volumétricos a todas las perso-
nas que enajenan combustibles, y no como actualmente se
establece en la fracción en estudio, conforme a la cual dicha
obligación solamente es aplicable a aquellas personas que
enajenan gasolina y diesel en establecimientos abiertos al
público en general.

Lo anterior es así, en razón de que el artículo 28, fracción
V del Código Fiscal de la Federación, únicamente hace
mención a las personas que enajenen gasolina, diesel gas
natural para combustión automotriz o gas licuado de pe-
tróleo para combustión automotriz, ya que esta medida
fortalece la instrumentación del esquema de controles vo-
lumétricos para la enajenación de combustibles para uso
automotriz a que se refiere el artículo 28, fracción V del
Código Fiscal de la Federación, desincentivando con ello
la venta ilegal de combustibles que afecta gravemente a
los ingresos del Estado. Es preciso señalar que en las áre-
as en las cuales se pretende hacer extensiva la obligación
de contar con controles volumétricos, no es necesario tal
regulación, ya que en la enajenación o distribución com-
bustibles para vehículos marítimos, aéreos o terrestres,
existe un avance significativo en el combate al robo y
adulteración de los combustibles.

23) Minuta con Proyecto de Decreto que reforma el artí-
culo 52 del Código Fiscal de la Federación, de la H. Cá-
mara de Senadores, de fecha 26 de abril de 2005.

No se considera acertada la propuesta, ya que para que un
contador público autorizado pueda formular un dictamen
sobre los estados financieros de un contribuyente y el infor-
me correspondiente a la situación fiscal de dicho contribu-
yente, necesariamente tiene que llevar a cabo una revisión
de la contabilidad del contribuyente, aplicando los princi-
pios de contabilidad generalmente aceptados y las normas y
procedimientos de auditoria correspondientes. Para estos
efectos, el contribuyente debe proporcionar al contador sus
estados financieros y toda la información y documentación
necesaria para llevar a cabo el examen y análisis de los re-
gistros que lo conforman, como son los correspondientes a
los bienes y derechos del contribuyente (activos), deudas y
obligaciones a cargo del mismo (pasivos), gastos, ingresos
y de su capital social.

Ahora bien, el contador público, habiendo recibido dicha
información, tiene que realizar pruebas selectivas conforme
a los principios y normas citados. Una vez realizado lo an-
terior, tiene que consignarlos en papeles de trabajo confor-
me lo establecen los artículos 50 y 51 del Reglamento del
Código Fiscal de la Federación. Siendo esto así, no sería
congruente que el contribuyente elaborara esos papeles de
trabajo, en lugar del contador que dictamina, tal como se
propone en la Iniciativa, pues es precisamente el contador
público que dictamina quien necesariamente debe elaborar-
los para emitir y respaldar su opinión acerca de la situación
fiscal del contribuyente.

Por otra parte, resulta inexacto lo que se expresa en la ex-
posición de motivos de la Iniciativa, en el sentido de que el
trabajo del contador público se limita exclusivamente al
objeto principal que señala el Código Fiscal de la Federa-
ción; es decir, a emitir su opinión sobre los estados finan-
cieros de la entidad auditada y no sobre todos los anexos
requeridos, ya que desde que se incorporó al Código Fiscal
de la Federación la posibilidad de que los estados financie-
ros de los contribuyentes fueran dictaminados para efectos
fiscales por contadores públicos que pudieran elegir los
propios contribuyentes, el trabajo de los mencionados pro-
fesionistas ha sido el de emitir su opinión sobre la situación
real que guardan los estados financieros de dichos contri-
buyentes y el de presentar un informe sobre la revisión de
la situación fiscal de dichos contribuyentes, debidamente
sustentados con la información y documentación que res-
palde dicha opinión e informe.

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados334



Por lo tanto, la información contenida en los anexos del dic-
tamen, constituye la información esencial del mismo, pues
es la que realmente sustenta la opinión del contador públi-
co respecto a la situación fiscal del contribuyente.

Por otra parte, se considera que la justificación que se ex-
presa en la Iniciativa que es el delimitar en cuanto a la in-
formación que debe acompañarse a un dictamen de estados
financieros para efectos fiscales, las obligaciones y respon-
sabilidades del contador que formula el dictamen y del con-
tribuyente respecto del cual el contador formula dicho dic-
tamen, es completamente inaplicable a la opinión que un
contador público autorizado debe emitir sobre los estados fi-
nancieros para efectos fiscales de un contribuyente, pues ne-
cesariamente a dicho contador le corresponde elaborar la in-
formación que respalde la revisión practicada a los estados
financieros, y la que sustente el informe relativo a la situa-
ción fiscal del contribuyente y de modo alguno a este último.

Igualmente, se considera errónea la justificación que se ex-
presa en el proyecto de dictamen, en el sentido de que la
propuesta fomentará el cumplimiento de las obligaciones
fiscales, pues es precisamente la elaboración de los anexos
por parte del contador público que formule el dictamen de
estados financieros para efectos fiscales, lo que da la posi-
bilidad de fomentar el correcto y voluntario cumplimiento
de las obligaciones fiscales.

Por último, cabe apuntar que de aceptarse la propuesta de
eliminar los anexos que el contador público debe acompa-
ñar al dictamen, así como la facilidad que se establece a fa-
vor de los contribuyentes que dictaminan sus estados finan-
cieros para efectos fiscales, de tener por presentada la
declaración del impuesto sobre la renta cuando presenten el
dictamen, lo único que provocará es que las autoridades fis-
cales no cuenten con la información necesaria para revisar
la situación fiscal de dichos contribuyentes, con el conse-
cuente perjuicio que esto ocasionará al fisco federal. Esto
también provocará que toda la información que se dejaría
de proporcionar al eliminar los anexos, se tuviera que in-
corporar al formato de las declaraciones del ejercicio, con el
fin de que las autoridades fiscales cuenten con la informa-
ción necesaria para verificar la situación fiscal de los con-
tribuyentes, lo que sería contrario a las medidas de simpli-
ficación administrativa que ha venido impulsando la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el H. Congreso
de la Unión.

24) Minuta del Senado con el Proyecto de Decreto por el
que se reforma el primer párrafo del artículo 69 del Có-

digo Fiscal de la Federación. Turnada a la Comisión de
Hacienda 5 de Octubre de 2004.

La Iniciativa pretende reformar el párrafo del artículo 69 del
Código Fiscal de la Federación, en el cual se manifiesta que
la reserva de información fiscal no comprende la informa-
ción relativa a los créditos fiscales exigibles de los contri-
buyentes que las autoridades fiscales proporcionen a las
instituciones de información crediticia que obtengan auto-
rización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de
conformidad con la Ley de Agrupaciones Financieras, sin
embargo esta Dictaminadora no coincide con la propuesta
que se dictamina en razón de que dicho precepto fue inclui-
do mediante el �Decreto por el que se Reforman Diversas
Disposiciones Fiscales, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 31 de diciembre de 2000, habiéndose señala-
do en su oportunidad que �con objeto de fomentar el pago de
las contribuciones federales, esta Comisión dictaminadora
coincide en establecer la facultad de las autoridades fiscales
para dar a conocer a las sociedades de información crediti-
cia los adeudos fiscales por los cuales el particular ya no
puede interponer ningún medio de defensa en contra de sus
pagos que no hayan sido cubiertos al fisco�.

En este sentido se estima conveniente mantener el texto vi-
gente del primer párrafo del citado artículo 69, a efecto de
que a través del mecanismo en cuestión se continúe fomen-
tando el cumplimiento de las obligaciones fiscales por par-
te de los contribuyentes.

25) Iniciativa que reforma los artículos 103, 105 y 109
del Código Fiscal de la Federación (relativo a los de pre-
sunción de contrabando, contrabando equiparado y de-
fraudación fiscal equiparada), del Diputado Juan Carlos
Pérez Góngora del Grupo Parlamentario del PRI, de fe-
cha 02 de diciembre de 2004.

26) Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 103,
105 y 109 del Código Fiscal de la Federación, relativos
al contrabando de la Diputada Ruth Trinidad Hernández
Martínez, del Grupo Parlamentario del PAN, de 3 de no-
viembre de 2005.

Al respecto, es de señalar que una vez analizadas por esta
Dictaminadora las Iniciativas presentadas por los Diputados
Ruth Trinidad Hernández Martínez y Juan Carlos Pérez
Góngora, se advierte que aquéllas están orientadas por una
parte a derogar algunos de los supuestos previstos en di-
chos artículos, y en otros casos, a la adición de excepciones
y elementos subjetivos.
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En relación con lo anterior, es de señalar que contrario a lo
que se propone en las iniciativas en comento, esta Dictami-
nadora considera que no deben incorporarse elementos de
valoración subjetiva a las hipótesis previstas en los precep-
tos legales en mención.

En efecto, debe tenerse presente que si bien es cierto que
una de las principales preocupaciones del sector maquilador
y empresarial PITEX de nuestro país radica en que los erro-
res no deben ser considerados como delito, también lo es
que con la reformas que se proponen, más que dar seguri-
dad a los contribuyentes, se crean condiciones prácticamen-
te imposibles de acreditar jurídicamente, lo cual puede ge-
nerar impunidad, consecuencia que evidentemente es
contraria al espíritu que anima el ejercicio de las facultades
legislativas otorgadas a los representantes populares.

En ese sentido, se considera inconveniente la adición de las
excepciones propuestas, pues los términos en que éstas se
exponen son demasiado amplios, de forma tal que más que
ayudar a los contribuyentes inocentes, pueden favorecer a
quienes en realidad no se equivocan.

De igual forma, esta Dictaminadora estima que no son pro-
cedentes las iniciativas relativas a la derogación de algunas
de las hipótesis previstas en los artículos mencionados, pues
debe tenerse presente que si bien es cierto que en la prácti-
ca aquéllas no se presentan continuamente, ello se debe pre-
cisamente a su previsión legal.

En tales condiciones, esta Dictaminadora considera que las
iniciativas mencionadas no son procedentes en los términos
en que fueron expuestas; sin embargo, debe atenderse a los
planteamientos realizados por los Diputados Federales an-
tes mencionados, con el propósito de encontrar fórmulas
que den como resultado la seguridad jurídica que proponen
estos representantes, atendiendo a las inquietudes plantea-
das incluso por los sectores maquilador y empresarial PI-
TEX.

Por lo anterior, esta Dictaminadora considera que se deben
realizar modificaciones en la redacción a los textos vigentes
de los artículos 103 fracciones XV y XI y 105 fracción VIII
del Código Fiscal de la Federación a efecto de que exista
mayor seguridad jurídica en aquellas hipótesis de las pre-
sunciones del contrabando y del contrabando equiparado
respecto de las cuales se han manifestado los representantes
populares antes señalados atendiendo a los planteamientos
realizados por los sectores maquilador y pitex.

Adicionalmente, se plantea una formula por esta Dictami-
nadora, que busca privilegiar la supremacía del estado de
Derecho a través del respeto a la norma penal, subsistiendo
la obligación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co para llevar a cabo la defensa de los intereses del Fisco
Federal, por lo que se considera que atendiendo a las ini-
ciativas que se dictaminan se logra conformar una alternati-
va legislativa integral.

En efecto, se ha resuelto añadir un cuarto párrafo al artícu-
lo 102 del Código Fiscal de la Federación, en el que se es-
tablece el impedimento para que dicha Dependencia del
Ejecutivo Federal formule la declaratoria de perjuicio a que
se refiere la fracción II, del artículo 92 de dicho ordena-
miento legal, si con respecto a las fracciones XI, XII, XIII,
XV, XVII y XVIII del artículo 103 del Código mencionado,
el contribuyente cumple espontáneamente con las obliga-
ciones que le son exigibles en materia fiscal y de comercio
exterior y realiza los pagos que por concepto de ellas le co-
rrespondan.

�Artículo 102. ...

...

No se formulará declaratoria de perjuicio, a que se refie-
re la fracción II del artículo 92 de este Código, si quien
encontrándose en los supuestos previstos en las fraccio-
nes XI, XII, XIII, XV, XVII y XVIII del artículo 103 de
este Código, cumple con sus obligaciones fiscales y de
comercio exterior y, en su caso, entera espontáneamente,
con sus recargos y actualización, el monto de la contri-
bución o cuotas compensatorias omitidas o del beneficio
indebido antes de que la autoridad fiscal descubra la
omisión o el perjuicio, o medie requerimiento, orden de
visita o cualquier otra gestión notificada por la misma,
tendiente a la comprobación del cumplimiento de las dis-
posiciones fiscales y de comercio exterior.�

Por otra parte, como se indicó, se reforma el texto del artí-
culo 103, fracciones XI, XII, XV y XVI estableciendo para
el caso de las dos primeras fracciones un plazo adicional pa-
ra el cumplimiento de las obligaciones en materia de co-
mercio exterior; asimismo, se prevé que no se considerará
cometido el contrabando si la conducta del contribuyente no
causa perjuicio al Fisco Federal y para las dos posteriores la
condición de su configuración, siempre que se ocasione un
perjuicio al Fisco Federal y se precisa la redacción de la úl-
tima de ellas, en los términos siguientes:
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�Artículo 103. ...
...

XI. Las mercancías extranjeras sujetas a transito interna-
cional se desvíen de las rutas fiscales o sean transporta-
das en medios distintos a los autorizados tratándose de
transito interno o no arriben a la aduana de destino o de
salida treinta días después del plazo máximo establecido
para ello.

XII. Se pretenda realizar la exportación, el retorno de
mercancías, el desistimiento de régimen o la conclusión
de las operaciones de transito, en el caso de que se pre-
sente el pedimento sin las mercancías correspondientes
en la aduana de salida, siempre que la consumación de ta-
les conductas hubiere causado un perjuicio al Fisco Fe-
deral.

...

XV. Se realicen importaciones temporales de conformi-
dad con el artículo 108 de la Ley Aduanera sin contar
con programas de maquila o de exportación autorizados
por la Secretaría de Economía, de mercancías que no se
encuentren amparadas en los programas autorizados; se
importen como insumos mercancías que por sus caracte-
rísticas de producto terminado ya no sean susceptibles de
ser sometidas a procesos de elaboración, transformación
o reparación siempre que la consumación de tales con-
ductas hubiere causado un perjuicio al Fisco Federal; se
continúe importando temporalmente la mercancía pre-
vista en un programa de maquila o de exportación cuan-
do este ya no se encuentra vigente o cuando se continúe
importando temporalmente la mercancía prevista en un
programa de maquila o de exportación de una empresa
que haya cambiado de denominación o razón social, se
haya fusionado o escindido y se haya omitido presentar
los avisos correspondientes en el registro federal de con-
tribuyentes y en la Secretaría de Economía.

XVI. Se reciba mercancía importada temporalmente de
maquiladoras o empresas con programas de exportación
autorizados por la Secretaría de Economía por empresas
que no cuenten con dichos programas o teniéndolos la
mercancía no se encuentre amparada en dichos progra-
mas o se transfiera mercancía importada temporalmente
respecto de la cual ya hubiere vencido su plazo de im-
portación temporal.

...�

Con lo anterior, se considera que se brinda a los contribu-
yentes que se conducen de buena fe, una oportunidad para
que verifiquen si en realidad obran dentro del marco de la
Ley o en el caso de que no sea así, tengan la posibilidad de
ajustarse espontáneamente al régimen legal aplicable, en el
entendido de que de no hacerlo así, se entiende presumido
el delito de contrabando, de tal suerte que los errores no se-
an ya excusa para no cumplir con el estado de Derecho, ge-
nerando adicionalmente mayor claridad en la redacción de
las descripciones legislativas de las conductas que se consi-
deran como presunciones del delito de contrabando.

Asimismo, se precisa la redacción de la fracción VIII del ar-
tículo 105, para clarificar que se tipificará el delito cuando
se realice la transformación de las mercancías introducidas
en forma distinta al régimen aduanero por el cual se llevó a
cabo su importación; y por otra parte se adiciona a la frac-
ción XIII un segundo párrafo con la finalidad de dar segu-
ridad jurídica a las actuaciones de los agentes y apoderados
aduanales, para que en aquellos casos en que cumplan es-
trictamente con los deberes y obligaciones que las Leyes en
comercio exterior les marca, no sean sancionados penal-
mente, sino solo cuando incumplan dichas disposiciones,
para quedar como sigue:

�Artículo 105. ...

VIII. Omita llevar a cabo el retorno al extranjero de los
vehículos importados temporalmente o el retorno a la
franja o región fronteriza en las internaciones temporales
de vehículos; transforme las mercancías que debieron
conservar en el mismo estado para fines distintos a los
autorizados en los programas de maquila o exportación
que se le hubiera otorgado; o destine las mercancías ob-
jeto de los programas de maquila o exportación a un fin
distinto al régimen bajo el cual se llevó a cabo su impor-
tación.

...

XIII. ...

No será responsable el agente o apoderado aduanal si la
inexactitud o falsedad de los datos y la información de
los documentos provienen o son suministrados por un
contribuyente, siempre y cuando el agente o apoderado
aduanal hubiesen cumplido estrictamente con todas las
obligaciones que les imponen las normas en materia
aduanera y de comercio exterior.�
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La Comisión consideró necesario reformar la fracción I del
artículo 109 con objeto de se sancione con las mismas pe-
nas del delito de defraudación fiscal a toda persona física
que realice en un ejercicio fiscal erogaciones mayores a los
ingresos previamente declarados sin limitarlo a los ingresos
por concepto de dividendos, honorarios o la prestación de
servicios personales o actividades empresariales.

Al respecto se precisa en un artículo transitorio que en tan-
to entra en vigor esta reforma se seguirá aplicando lo dis-
puesto en la citada fracción a aquellos hechos, actos u omi-
siones cometidas durante su vigencia así como también se
aplicará a las personas  procesadas o sentenciadas por los
delitos previstos en el artículo 108 del Código Fiscal de la
Federación.

Asimismo, se determinó derogar las fracciones VI y VII del
artículo 109 del Código Fiscal de la Federación, pero no en
los términos propuestos en las iniciativas que nos ocupan,
ya que se comparten las consideraciones expuestas en el
sentido de que el contenido de las hipótesis previstas en di-
chos preceptos legales está orientado preponderantemente
al contrabando y no a la defraudación fiscal,  quedando el
texto de la fracción l en la forma que se presenta:

�Artículo 109. ...

I. Consigne en las declaraciones que presente para los
efectos fiscales, deducciones falsas o ingresos acumula-
bles menores a los realmente obtenidos o determinados
conforme a las leyes. En la misma forma será sanciona-
da aquella persona física que realice en un ejercicio fis-
cal erogaciones superiores a los ingresos declarados en el
propio ejercicio y no compruebe a la autoridad fiscal el
origen de la discrepancia en los plazos y conforme al
procedimiento establecido en la Ley del Impuesto Sobre
la Renta.

VI. Se deroga

VII. Se deroga

...�

En tal virtud, es que se ha optado por eliminar dichos su-
puestos del artículo en comento, a fin de incorporarlos co-
mo fracciones XIX y XX, respectivamente, del artículo 103
del Código Fiscal de la Federación, como presunciones del
delito de contrabando, lo cual es acorde con su naturaleza,
pero con precisiones en cuanto a la redacción de las mismas

a efecto de eliminar supuestas conductas que se considera
no podrían actualizarse al no tener la naturaleza propia de
una conducta que deba ser sancionada por el Derecho penal.

�Artículo 103. ...

XIX. Declare en el pedimento como valor de la mercan-
cía un monto inferior en un 70 por ciento o más al valor
de transacción de mercancías que hubiere sido rechaza-
do y determinado conforme a los Artículos 72, 73 y 78-
A de la Ley Aduanera, salvo que se haya otorgado la ga-
rantía a que se refiere el Artículo 86-A, fracción I de la
Ley citada, en su caso.

No se presumirá que existe delito de contrabando, si el
valor de la mercancía declarada en el pedimento, provie-
ne de la información contenida en los documentos sumi-
nistrados por el contribuyente; siempre y cuando el
agente o apoderado aduanal hubiesen cumplido estricta-
mente con todas las obligaciones que les imponen las
normas en materia aduanera y de comercio exterior.

XX. Declare inexactamente la descripción o clasifica-
ción arancelaria de las mercancías, cuando con ello se
omita el pago de contribuciones y cuotas compensato-
rias, salvo cuando el agente o apoderado aduanal hubie-
sen cumplido estrictamente con todas las obligaciones
que les imponen las normas en materia aduanera y de co-
mercio exterior.�

27) Iniciativa que reforma los artículos 11 de la Ley Or-
gánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, y 141, 145, 164, 191 y 208 Bis del Código Fis-
cal de la Federación, presentada por el diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 25 de
octubre de 2005.

En el Dictamen, se considera que con la finalidad de esti-
mular a los contribuyentes cumplidos, tomando como base
la información que se obtenga a través de las medidas ins-
trumentadas en la plataforma tecnológica, se podrá eximir a
éstos de la obligación de otorgar garantía en el procedi-
miento de pago de un crédito fiscal.

En lo que corresponde a la propuesta para reformar el pro-
cedimiento administrativo de ejecución y en el remate, el
texto del dictamen contempla en los artículos 141, 145, 191,
del Código Fiscal de la Federación el procedimiento respec-
tivo, con lo cual se considera que se atienden las reformas
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propuestas en la Iniciativa del Diputado Jorge Leonel San-
doval Figueroa.

28) Iniciativa que reforma el artículo 101 del Código Fis-
cal de la Federación. Presentada por el diputado Roberto
Antonio Marrufo Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 18 de
enero de 2006.

La iniciativa propone que es necesario que las Leyes san-
cionen en forma enérgica a todo aquel que incurra en forma
reincidente en delitos de carácter fiscal y a efecto de evitar
interpretaciones indebidas que pudieran beneficiar a los su-
jetos que cometen ilícitos fiscales. Por lo que esta Comisión
considera que la sanción a los reincidentes de delitos fisca-
les, es la contemplada el Código Penal Federal, por lo que
no se considera procedente la propuesta en cuestión respec-
to a esta reforma.

29) Iniciativa que reforma el artículo 34 del Código Fis-
cal de la Federación. Presentada por el diputado Jorge
Leonel Sandoval Figueroa, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, turnada el 16 de fe-
brero de 2006.

La iniciativa relativa a que las consultas fiscales sean en los
términos del derecho de petición y que la negativa ficta sea
de oficio, la Comisión considera que la garantía individual
consagrada en el artículo 8 Constitucional se refiere a las
peticiones de cualquier índole en tanto que las consultas que
considera el artículo 34 del Código Fiscal de la Federación
se refieren a verdaderas respuestas que pueden actuar co-
mo medios de defensa administrativos o jurisdiccionales,
por lo que no es de aprobarse la propuesta en los términos
planteados.

III. CONSIDERACIONES A DISTINTOS ORDENA-
MIENTOS FISCALES

A. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

1. Modificaciones para la implementación de la plata-
forma tecnológica

Durante los últimos años, países con diferentes niveles de
desarrollo han emprendido reformas a sus administraciones
tributarias. Las tradicionales dependencias recaudadoras se
han venido gradualmente transformando en organismos au-
tónomos, flexibles y descentralizados. En el fondo de esta
transformación se puede apreciar un mayor reconocimiento

de la importancia que tiene reducir costos del cumplimien-
to de obligaciones como estrategia para fomentar el pago
voluntario de las contribuciones.

Como consecuencia de las reformas emprendidas, las admi-
nistraciones tributarias han logrado acercar al contribuyen-
te con el cumplimiento de la Ley. Acciones como la simpli-
ficación de trámites y formas fiscales, el diseño de sistemas
impositivos simplificados, la innovación de programas de
asistencia y la implementación de unidades de operación
segmentadas por tipo de contribuyentes, entre otras, han
permitido incrementar los niveles de cumplimiento volun-
tario, reducir el costo económico de los impuestos y mejo-
rar la percepción de las autoridades tributarias entre los ciu-
dadanos.

En la actualidad las administraciones tributarias buscan
aprovechar al máximo las potenciales ganancias de eficien-
cia que ofrece la tecnología de la información, generando
valor a través de la innovación de servicios al contribuyen-
te. Además de mejores servicios, los continuos avances en
la tecnología informática, ofrecen a las administraciones tri-
butarias herramientas efectivas para detectar, vigilar y san-
cionar el incumplimiento, en un escenario de globalización
y movilidad económica en donde las bases gravables tien-
den a ser volátiles.

Algunas de las innovaciones adoptadas por las administra-
ciones tributarias en su camino de reforma, consisten en la
implementación de órganos de gobierno semi-autónomos,
modernos sistemas de administración de recursos presu-
puestales, técnicas de medición y administración de riesgos,
la inclusión de tableros de medición de indicadores, mejora
de procesos, adopción de rigurosos Códigos de ética y fle-
xibles procedimientos para la contratación y capacitación
del personal, soportados por plataformas tecnológicas de
solución integral de negocio.

El Servicio de Administración Tributaria no ha sido ajeno a
esta ola de reformas. Por el contrario, en la actualidad dicho
órgano desconcentrado se encuentra inmerso en un profun-
do proceso de transición hacia una nueva forma de funcio-
nar que, orientado hacia el beneficio del contribuyente, re-
dunde en una administración tributaria más eficiente y
equitativa.

La transformación del Servicio de Administración Tributa-
ria concentra sus esfuerzos en una revisión exhaustiva de los
trámites, servicios y procesos vigentes para definir un nue-
vo modelo de operación más eficiente. Con esta finalidad,
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dicho órgano desconcentrado ha emprendido un profundo e
innovador trabajo de rediseño o reingeniería de procesos
con el objeto de articularlos en una solución integral que le
permita redefinir su estrategia, normatividad, organización,
así como las aplicaciones e infraestructura tecnológica que
ofrezcan soporte y sustento a dicho proceso de cambio.

Para llevar a cabo esta tarea de transformación, se han iden-
tificado y agrupado sus principales procesos y funciones en
nueve componentes que forman el ciclo tributario:

Identificación del contribuyente.- Constituye un pa-
drón único con los elementos de identificación y ubica-
ción, simplificando el esquema de asignación e identifi-
cación de obligaciones fiscales.

Diseño de Servicios.- Define lineamientos de aplicación
general de la legislación y normatividad vigentes que
permita operar bajo criterios unificados.

Servicios al contribuyente.- Establece el punto de con-
tacto único para la atención y resolución de trámites y
consultas a través de mecanismos que faciliten la comu-
nicación y el cumplimiento de las obligaciones fiscales.

Cuenta Tributaria.- Administra la información finan-
ciera y contable del contribuyente por concepto, periodo
y saldos, generando información para la construcción del
estado de cuenta del contribuyente.

Registro contable.- Genera la información para conocer
la situación financiera y presupuestaria de las operacio-
nes.

Procedimiento Económico Coactivo.- Establece los
mecanismos de gestión que permitan recuperar los adeu-
dos fiscales de los contribuyentes, mediante acciones
que aseguren el pago oportuno de los créditos.

Inteligencia Tributaria.- Desarrolla un mayor conoci-
miento del contribuyente y establece patrones de com-
portamiento con base en su perfil de riesgo.

Inspecciones.- Establece los mecanismos que permitan
promover el cumplimiento mediante la ejecución de ac-
ciones integradas de fiscalización.

Administración general y servicios.- Posibilita la ope-
ración sustantiva del Servicio de Administración Tribu-
taria: Recursos humanos, financieros y materiales así co-

mo servicios jurídicos, de evaluación y tecnología de in-
formación.

Dentro del modelo de operación que plantea en su estrate-
gia de modernización, el Servicio de Administración Tribu-
taria busca dar soluciones específicas y detalladas a grupos
homogéneos y segmentados de contribuyentes, que com-
partan capacidad administrativa y contributiva.

Bajo la concepción de que el universo de contribuyentes no
es un grupo homogéneo de unidades económicas, la seg-
mentación es utilizada como una herramienta para identifi-
car características comunes entre contribuyentes y atender
de una manera diferenciada las necesidades de servicio y/o
control de cada una de ellas.

La estrategia de una visión segmentada tiene como objetivo
conocer mejor al contribuyente.

Para lograrlo, se requiere no solamente identificarlo y ubi-
carlo, sino también atender sus necesidades de servicio pa-
ra fomentar el cumplimiento voluntario de sus obligaciones.

Además, se están diseñando servicios específicos para cada
categoría de contribuyentes, con lo que se pretende definir
prácticas y estrategias de control de cumplimiento de obli-
gaciones a través de técnicas estadísticas de administración
de riesgos. Bajo esta concepción, los contribuyentes son
agrupados en diversos atributos, con base en el riesgo aso-
ciado a su patrón de cumplimiento y nivel de recaudación
potencial asociada.

La incorporación de herramientas informáticas a un mode-
lo de administración segmentado por contribuyentes, tiene
como finalidad incentivar al contribuyente con el cumpli-
miento de sus obligaciones a través de mejores servicios;
también se busca que el Servicio de Administración Tribu-
taria utilice dichas herramientas para diseñar soluciones que
permitan aumentar la base de contribuyentes, incrementar
la probabilidad de detección de la conducta evasora y la
percepción de riesgo en caso de incumplimiento.

Para cumplir con este objetivo estratégico �constante y
justo reclamo del contribuyente cumplido� el nuevo mo-
delo de inspecciones está diseñado para mandar las señales
adecuadas al contribuyente, con el objeto de incidir en su
conducta para que éste elija la opción de inscribirse al pa-
drón y cumplir con sus obligaciones fiscales, de manera
constante y sostenida.
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Las estrategias de inspección y control de obligaciones se-
rán más eficientes en la medida que las transacciones reali-
zadas de manera cotidiana por las empresas y los indivi-
duos, como parte de sus actividades empresariales y
profesionales, sean efectuadas a través de medios electróni-
cos.

Además de facilitar el control por parte de la autoridad fis-
cal, la utilización de estos medios ha probado tener un im-
portante impacto en la eficiencia de la operación de los
agentes económicos.

Para que la estrategia de transformación sea efectiva, el Ser-
vicio de Administración Tributaria ha puesto también espe-
cial énfasis en el proceso de cobranza. No es posible con-
cebir mejoras sustantivas al desempeño de la operación
recaudatoria, si los diferentes procesos que componen la
función de cobro no se sitúan a la altura de una administra-
ción tributaria moderna.

Debido a la alta incidencia operativa que tiene la función de
cobranza en otros aspectos del ciclo tributario, los esfuerzos
de transformación del Servicio de Administración Tributa-
ria, buscan reducir costos de recaudación mediante la agili-
zación del procedimiento administrativo de ejecución y la
mejora en los procesos. En esencia, la estrategia facilita el
pago de adeudos y mejora el control de los mismos.

Con estas acciones, el Servicio de Administración Tributa-
ria pretende redefinirse como una agencia moderna, flexible
y competitiva, capaz de utilizar los avances en materia de
tecnología de la información para agregar valor a los servi-
cios prestados a los contribuyentes y fomentar el cumpli-
miento voluntario de las obligaciones fiscales. Asimismo,
se transforma para aumentar la recaudación, ganar la con-
fianza de la sociedad mexicana y la comunidad de negocios
internacional, como una administración tributaria justa, efi-
ciente y efectiva.

Para que los esfuerzos de transformación del Servicio de
Administración Tributaria sean operables en la práctica, re-
sulta indispensable realizar algunas modificaciones al mar-
co jurídico dentro del cual ejerce sus facultades de autori-
dad fiscal. Las propuestas de reforma están plenamente
identificadas con las estrategias y acciones diseñadas para
cada uno de los componentes de su transformación.

Uno de los principales objetivos del conjunto de las dispo-
siciones del dictamen de Código Fiscal y de la transforma-

ción del SAT es reducir de manera considerable el número
de revisiones a los contribuyentes y volver éstas más efec-
tivas; como ejemplo se puede mencionar que en el 2003 el
SAT realizaba más de 96 mil actos de fiscalización y en el
2005 realizó menos de 65 mil con lo cual se redujo en un
32%.

2. Modificaciones al marco jurídico en apoyo al proceso
de transformación de la administración tributaria.

Esta Comisión coincide con la imperiosa necesidad que la
administración tributaria sea eficiente, eficaz y orientada a
fortalecer el cumplimiento de las obligaciones fiscales y
otorgar seguridad jurídica al contribuyente, para lo cual
considera necesario el logro de los siguientes objetivos:

1. Aumentar la Base de Contribuyentes.

2. Simplificar los procedimientos, garantizando el cum-
plimiento de las Leyes aplicables

3. Fiscalizar a quien incumple sus obligaciones tributa-
rias

Residencia

Esta Dictaminadora considera de relevancia aclarar el as-
pecto relativo a la residencia de las personas físicas en el te-
rritorio nacional, para señalar que no perderán su condición
de residentes en México aquellas personas de nacionalidad
mexicana que acrediten su nueva residencia fiscal en un
país o territorio en donde sus ingresos no estén sujetos a un
régimen fiscal preferente en términos de la Ley del Impues-
to Sobre la Renta, subrayando que lo anterior no será apli-
cable cuando el país en el que se acredite la nueva residen-
cia fiscal tiene celebrado acuerdo amplio de intercambio de
información tributaria, para lo cual se adiciona la fracción I
del artículo 9.

Al mismo tiempo, la Comisión convino en reformar la frac-
ción II del citado artículo para precisar que serán conside-
radas residentes las personas morales que hayan establecido
en México la administración principal del negocio o sede de
su dirección efectiva, quedando los textos de la forma si-
guiente:

�Artículo 9o. ...

I. ...
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No perderán la condición de residentes en México, las
personas físicas de nacionalidad mexicana que acrediten
su nueva residencia fiscal en un país o territorio en don-
de sus ingresos se encuentren sujetos a un régimen fiscal
preferente en los términos de la Ley del Impuesto sobre
la Renta. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará en el
ejercicio fiscal en el que se presente el aviso a que se re-
fiere el último párrafo de este artículo y durante los tres
ejercicios fiscales siguientes.

No se aplicará lo previsto en el párrafo anterior, cuando
el país en el que se acredite la nueva residencia fiscal,
tenga celebrado un acuerdo amplio de intercambio de in-
formación tributaria con México.

II. Las personas morales que hayan establecido en Méxi-
co la administración principal del negocio o su sede de
dirección efectiva.

...�

Contribuyentes no registrados.

Actualmente las autoridades fiscales sólo pueden practicar
diligencias en el lugar en el que el contribuyente realiza sus
actividades o presta sus servicios, o bien, en el lugar en que
el contribuyente haya manifestado como su domicilio fis-
cal. Con el objeto de combatir el comercio informal y esta-
blecer un marco normativo adecuado para que las autorida-
des fiscales pueden emprender acciones necesarias para
combatir la evasión fiscal, se propone modificar el concep-
to de domicilio fiscal, para que las autoridades puedan prac-
ticar estas diligencias aun cuando los contribuyentes no ma-
nifiesten un domicilio fiscal o hayan manifestado uno falso
o distinto al que tuviesen la obligación de señalar, pudiendo
en estos casos, practicar diligencias en cualquier lugar en el
que realicen sus actividades o en el lugar que conforme a es-
te artículo se considere su domicilio, indistintamente.

Adicionalmente, esta Comisión considera necesario intro-
ducir la casa habitación como domicilio fiscal residual, pe-
ro únicamente en los casos en que la personas físicas que
realicen actividades o presten servicios personales indepen-
dientes, no cuenten con un local para el desempeño de sus
funciones, toda vez que existen profesionistas o agentes
económicos independientes que no cuentan con un local
donde mantengan el asiento principal de sus actividades, ta-
les como los vendedores ambulantes, los agentes de seguros
o diversos agentes independientes que ni siquiera tienen

manifestado un domicilio para efectos fiscales, lo que hace
imposible su localización por parte de las autoridades fisca-
les, por lo que únicamente en esos casos, esta Comisión
Dictaminadora considera que la casa habitación puede ser
considerada para estos efectos.

En esta tesitura, es pertinente mencionar que el artículo 16
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, que contempla la inviolabilidad del domicilio particu-
lar, establece una salvedad a la citada regla, toda vez que
permite ejercer actos de molestia en el domicilio de las per-
sonas únicamente para el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales, motivo por el cual, esta Dictaminadora estima pro-
cedente establecer la casa habitación, como domicilio fis-
cal, única y exclusivamente en los casos señalados en el pá-
rrafo anterior y sin vulnerar el orden constitucional vigente.

Esta disposición obedece a una práctica mundialmente efec-
tiva para combatir la evasión que la mayoría de las admi-
nistraciones tributarias modernas han implementado y el
propósito fundamental es eliminar el incentivo para que las
personas no se inscriban en el Registro Federal de Contri-
buyentes y constituye una de las bases con las que se pre-
tende reducir la evasión de ISR e IVA que alcanzan un 50%
de lo que se recauda actualmente en cada impuesto.

Por lo anteriormente expuesto, esta Dictaminadora estima
procedente introducir reformas al concepto de domicilio pa-
ra efectos fiscales, estableciendo la casa habitación como
domicilio fiscal residual pero únicamente en los casos en
que la personas físicas que realicen actividades o presten
servicios personales independientes, no cuenten con un lo-
cal para el desempeño de sus funciones, para quedar como
sigue:

�Artículo 10. ...

I. ...

b) Cuando no realicen las actividades señaladas en el in-
ciso anterior, el local que utilicen para el desempeño de
sus actividades.

c) Únicamente en los casos en que la persona física, que
realice actividades señaladas en los incisos anteriores no
cuente con un local, su casa habitación.

...
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Cuando los contribuyentes no hayan designado un domi-
cilio fiscal estando obligados a ello, o hubieran designa-
do como domicilio fiscal un lugar distinto al que les co-
rresponda de acuerdo con lo dispuesto en este mismo
precepto o cuando hayan manifestado un domicilio ficti-
cio, las autoridades fiscales podrán practicar diligencias
en cualquier lugar en el que realicen sus actividades o en
el lugar que conforme a este artículo se considere su do-
micilio, indistintamente.�

Asimismo, esta Dictaminadora estima que con el ánimo de
ampliar el padrón de contribuyentes, se establece que aún
cuando las personas físicas que no realizan actividades eco-
nómicas (amas de casa, estudiantes, entre otros), puedan
obtener su Registro Federal de Contribuyentes, para lo cual
se propone reformar el artículo 27 del Código Fiscal de la
Federación para quedar de la siguiente forma:

�Artículo 27. Las personas morales, así como las perso-
nas físicas que deban presentar declaraciones periódicas
o que estén obligadas a expedir comprobantes por las ac-
tividades que realicen, deberán solicitar su inscripción en
el registro federal de contribuyentes del Servicio de Ad-
ministración Tributaria, proporcionar la información re-
lacionada con su identidad, su domicilio y en general so-
bre su situación fiscal, mediante los avisos que se
establecen en el Reglamento de este Código. Asimismo,
las personas a que se refiere este párrafo estarán obliga-
das a manifestar al registro federal de contribuyentes su
domicilio fiscal; en el caso de cambio de domicilio fis-
cal, deberán presentar el aviso correspondiente, dentro
del mes siguiente al día en que tenga lugar dicho cambio
salvo que al contribuyente se le hayan iniciado faculta-
des de comprobación y no se le haya notificado la reso-
lución a que se refiere el artículo 50 de este Código, en
cuyo caso deberá presentar el aviso previo a dicho cam-
bio con cinco días de anticipación. La autoridad fiscal
podrá considerar como domicilio fiscal del contribuyen-
te aquél en que se verifique alguno de los supuestos es-
tablecidos en el artículo 10 de este Código, cuando el
manifestado en las solicitudes y avisos a que se refiere
este artículo no corresponda a alguno de los supuestos de
dicho precepto.

...

Los fedatarios públicos exigirán a los otorgantes de las
escrituras públicas en que se haga constar actas constitu-
tivas, de fusión, escisión o de liquidación de personas
morales, que comprueben dentro del mes siguiente a la

firma que han presentado solicitud de inscripción, o avi-
so de liquidación o de cancelación, según sea el caso, en
el registro federal de contribuyentes, de la persona moral
de que se trate, debiendo asentar en su protocolo la fecha
de su presentación; en caso contrario, el fedatario debe-
rá informar de dicha omisión al Servicio de Administra-
ción Tributaria dentro del mes siguiente a la autorización
de la escritura.

...

Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales
los notarios, corredores, jueces y demás fedatarios deban
presentar la información relativa a las operaciones con-
signadas en escrituras públicas celebradas ante ellos, res-
pecto de las operaciones realizadas en el mes inmediato
anterior, dicha información deberá ser presentada a más
tardar el día 17 del mes siguiente ante el Servicio de Ad-
ministración Tributaria de conformidad con las reglas de
carácter general que al efecto emita dicho órgano.

...

El Servicio de Administración Tributaria llevará el regis-
tro federal de contribuyentes basándose en los datos que
las personas le proporcionen de conformidad con este ar-
tículo y en los que obtenga por cualquier otro medio; asi-
mismo asignará la clave que corresponda a cada persona
inscrita, quien deberá citarla en todo documento que pre-
sente ante las autoridades fiscales y jurisdiccionales,
cuando en este último caso se trate de asuntos en que el
Servicio de Administración Tributaria o la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público sea parte. Las personas ins-
critas deberán conservar en su domicilio fiscal la docu-
mentación comprobatoria de haber cumplido con las
obligaciones que establecen este artículo y el Reglamen-
to de este Código.

La clave a que se refiere el párrafo que antecede se pro-
porcionará a los contribuyentes a través de la cédula de
identificación fiscal o la constancia de registro fiscal, las
cuales deberán contener las características que señale el
Servicio de Administración Tributaria mediante reglas
de carácter general.

Tratándose de establecimientos, sucursales, locales,
puestos fijos o semifijos, lugares en donde se almacenen
mercancías y en general cualquier local o establecimien-
to que se utilice para el desempeño de sus actividades,
los contribuyentes deberán presentar aviso de apertura o

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006343



cierre de dichos lugares en la forma que al efecto aprue-
be el Servicio de Administración Tributaria y conservar
en los lugares citados el aviso de apertura, debiendo ex-
hibirlo a las autoridades fiscales cuando éstas lo solici-
ten.

La solicitud o los avisos a que se refiere el primer párra-
fo de este artículo que se presenten en forma extemporá-
nea, surtirán sus efectos a partir de la fecha en que sean
presentados. Las autoridades fiscales podrán verificar la
existencia y localización del domicilio fiscal manifesta-
do por el contribuyente en el aviso respectivo.

Las personas físicas que no se encuentren en los supues-
tos del párrafo primero de este artículo, podrán solicitar
su inscripción al registro federal de contribuyentes, cum-
pliendo los requisitos establecidos mediante reglas de
carácter general que para tal efecto publique el Servicio
de Administración Tributaria.�

Para facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributa-
rias, se autoriza a las organizaciones que agrupen a contri-
buyentes, para que a nombre de éstos presenten las declara-
ciones, avisos, solicitudes y demás documentos que exijan
las disposiciones fiscales. Actualmente esta facilidad no
existe, por lo que el artículo 31 quedaría con el siguiente
texto:

�Artículo 31. Las personas deberán presentar las solici-
tudes en materia de registro federal de contribuyentes,
declaraciones, avisos o informes, en documentos digita-
les con firma electrónica avanzada a través de los me-
dios, formatos electrónicos y con la información que se-
ñale el Servicio de Administración Tributaria mediante
reglas de carácter general, enviándolos a las autoridades
correspondientes o a las oficinas autorizadas, según sea
el caso, debiendo cumplir los requisitos que se establez-
can en dichas reglas para tal efecto y, en su caso, pagar
mediante transferencia electrónica de fondos. Cuando las
disposiciones fiscales establezcan que se acompañe un
documento distinto a escrituras o poderes notariales, y
éste no sea digitalizado, la solicitud o el aviso se podrá
presentar en medios impresos.

...

Tercer párrafo (Se deroga)

El Servicio de Administración Tributaria, mediante re-
glas de carácter general, podrá autorizar a las organiza-

ciones que agrupen a los contribuyentes que en las mis-
mas reglas se señalen, para que a nombre de éstos pre-
senten las declaraciones, avisos, solicitudes y demás do-
cumentos que exijan las disposiciones fiscales.

Quinto párrafo (Se deroga)

...

Los contribuyentes que tengan obligación de presentar
declaraciones periódicas de conformidad con las Leyes
fiscales respectivas, continuarán haciéndolo en tanto no
presenten los avisos que correspondan para los efectos
del registro federal de contribuyentes. Tratándose de las
declaraciones de pago provisional o mensual, los contri-
buyentes deberán presentar dichas declaraciones siempre
que haya cantidad a pagar, saldo a favor o cuando no re-
sulte cantidad a pagar con motivo de la aplicación de cré-
ditos, compensaciones o estímulos. Cuando no exista
impuesto a pagar ni saldo a favor por alguna de las obli-
gaciones que deban cumplir, en declaraciones normales
o complementarias, los contribuyentes deberán informar
a las autoridades fiscales las razones por las cuales no se
realiza el pago.

...

En las oficinas a que se refiere este artículo, se recibirán
las declaraciones, avisos, solicitudes y demás documen-
tos tal y como se exhiban, sin hacer observaciones ni ob-
jeciones. Únicamente se podrá rechazar la presentación
cuando deban presentarse a través de medios electróni-
cos o cuando no contengan el nombre, denominación o
razón social del contribuyente, su clave de registro fede-
ral de contribuyentes, su domicilio fiscal o no contengan
firma del contribuyente o de su representante legal o en
los formatos no se cite la clave del registro federal de
contribuyentes del contribuyente o de su representante
legal o presenten tachaduras o enmendaduras o tratándo-
se de declaraciones, éstas contengan errores aritméticos.
En este último caso, siempre y cuando medie procedi-
miento administrativo, las oficinas podrán cobrar las
contribuciones que resulten de corregir los errores arit-
méticos y sus accesorios.

...�

Por otra parte, esta Dictaminadora considera que otro de los
aspectos para ampliar la base de contribuyentes no registra-
dos y para combatir la evasión y elusión fiscales, consiste
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en presumir como ingresos los depósitos en las cuentas
bancarias de una persona física, que no esta obligada a lle-
var contabilidad o no esta inscrita en el Registro Federal de
Contribuyentes.

Actualmente, el artículo 59, fracción III, del Código Fiscal
de la Federación, ya faculta a las autoridades fiscales a pre-
sumir como ingresos los depósitos en las cuentas bancarias
de un contribuyente cuando los mismos no correspondan a
los registros de su contabilidad, estando obligado a llevarla;
esto es, la presunción en comento resulta únicamente apli-
cable a aquellas personas físicas que estando inscritas en el
Registro Federal de Contribuyentes, tengan la obligación de
llevar contabilidad y de ninguna manera aplica a aquellas
personas físicas que, sin estar inscritas en el padrón de con-
tribuyentes, caen en la hipótesis normativa o presupuesto
generador que prevé dicha norma fiscal al considerar ingre-
sos los depósitos en sus cuentas bancarias, salvo que los
mismos estén exentos del pago de contribución alguna por
ministerio de ley.

Si bien es cierto que el presupuesto generador que prevé la
disposición normativa arriba citada, es la presunción de in-
gresos susceptibles del pago de contribuciones, aquellos de-
pósitos en cuentas bancarias de una persona física que esté
inscrita en el padrón de contribuyentes y que tenga la obli-
gación de llevar contabilidad, también es cierto que el solo
hecho de que una persona física que no esté inscrita en el
padrón de contribuyentes, así como aquella que no esté
obligada a llevar contabilidad, no son sujetos pasivos de la
norma en comento, aun cuando ambas personas físicas per-
ciban ingresos en sus cuentas bancarias, toda vez que, como
ya se señaló, la disposición está actualmente orientada a los
contribuyentes denominados cautivos o registrados, igno-
rando aquellas personas físicas que realizan el mismo hecho
imponible previsto en la norma, pero que no se encuentran
inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes.

En este orden de ideas, la que Dictamina considera necesa-
rio establecer una presunción sobre los depósitos distintos a
los declarados por los ingresos de la actividad normal de las
personas físicas y que éstas podrán demostrar en cualquier
caso que corresponden a ingresos exentos o que ya pagaron
el impuesto correspondiente.

Esta obligación de nueva creación aplicable a los contribu-
yentes que no cuenten con Registro Federal de Contribu-
yentes o que teniéndolo, no estén obligados a llevar conta-
bilidad, no resulta aplicable a las cantidades que se
entreguen al cónyuge o a los parientes consanguíneos en lí-

nea directa (padres a hijos y viceversa), toda vez que son in-
gresos exentos que ya prevé el diverso artículo 107 de la
Ley del Impuesto Sobre la Renta, así como tampoco es apli-
cable a aquellos depósitos que se pueden realizar por la ven-
ta de la casa habitación del enajenante, las cantidades reci-
bidas como consecuencia de herencia o legado, los
donativos entre cónyuges y los que perciban los ascendien-
tes de sus descendientes y viceversa, entre otros.

Esta presunción de ingresos por depósitos bancarios, tam-
poco es aplicable en ciertos casos para los contribuyentes
que tributan en el régimen simplificado (ganadería, agricul-
tura, pesca y silvícola), toda vez que las personas físicas que
tributan en el régimen precitado tienen una exención de 20
salarios mínimos elevados al año (aproximadamente
$712,000), por lo que está disposición se aplicaría, en su ca-
so, a depósitos que excedan de la citada cantidad.

En este orden de ideas, el espíritu de la reforma en comen-
to previsto por esta Soberanía, es precisamente ampliar el
supuesto normativo previsto en el artículo 107 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta, a aquellas personas que no estén
inscritas en el Registro Federal de Contribuyente, así como
a considerar como erogaciones para los efectos del artículo
en cita, a los depósitos en las cuentas bancarias de los con-
tribuyentes, con la finalidad de ampliar la base y el padrón
de contribuyentes, y hacer extensiva la hipótesis normativa
a las personas no inscritas en el Registro Federal de Contri-
buyentes.

Esta Dictaminadora, considera que esta medida es una prác-
tica mundial comprobadamente efectiva para combatir la
evasión fiscal y aumentar la recaudación, ya que actual-
mente en la Ley no se contempla ninguna herramienta para
emprender actos de autoridad hacia presuntos evasores que
no están registrados en el padrón de contribuyentes, reco-
giéndose con ella la demanda de sectores productivos, or-
ganismos empresariales y de contribuyentes cumplidos que
han solicitado que se aumente la recaudación, sin aumentar
impuestos y que todos los ciudadanos contribuyan.

Cabe destacar que la Ley del Impuesto Sobre la Renta, ya
contempla que al acudir a un notario público a celebrar una
escritura pública por la adquisición de un bien inmueble, se
tendrá que pagar impuestos federales e incluso en el caso
del Distrito Federal y Entidades Federativas también se tie-
ne que pagar un impuesto local.

Asimismo, es preciso destacar que esta disposición fue
introducida en la legislación fiscal mexicana desde 1981,
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toda vez que en el artículo 75 de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta, se atribuyó la facultad a la autoridad fiscal de
comprobar las discrepancias entre los ingresos declarados
por el contribuyente registrado y las erogaciones realizadas
por éste, pero aún sin precisar cuáles conceptos se conside-
rarían como erogaciones.

Posteriormente, en 1982 se derogó la fracción IV, del artí-
culo 75, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, relativa a
que la discrepancia resultante no sería constitutiva del deli-
to de defraudación fiscal, pero se mantuvo el segundo pá-
rrafo de la fracción IV, el cual señalaba que cuando el con-
tribuyente no presentara declaración anual estando obligado
a ello, se considerará que presentaba su declaración sin in-
gresos.

En esta tesitura, en diciembre de 2000, nace como tal el
concepto de presunción de ingresos de personas físicas, pe-
ro únicamente aplicable a contribuyentes registrados y obli-
gados a llevar contabilidad, y se adicionó también, el se-
gundo párrafo de la fracción III, del entonces artículo 75 de
la Ley del ISR, para precisar los conceptos de erogaciones,
entre ellas, los gastos, la adquisición de bienes y los depó-
sitos en inversiones financieras.

En este orden de ideas, en dicha reforma se precisó que no
se considerarían erogaciones, los depósitos que el contribu-
yente efectuara en cuentas que no sean propias cuando se
demuestre que dicho depósito se efectuó para adquirir bien-
es o servicios, o como contraprestaciones para otorgar el
uso o goce temporal de bienes, ni los traspasos entre cuen-
tas del contribuyente.

Finalmente, en diciembre de 2001, con la creación de la
Nueva Ley del Impuesto Sobre la Renta, el entonces artícu-
lo 75 del citado ordenamiento jurídico, pasó a ser el artícu-
lo 107 de la actual Ley y se reforma el párrafo tercero, para
señalar que tratándose de contribuyentes no obligados a
presentar declaración se considerarán como ingresos recibi-
dos, aquellos que los retenedores manifiesten haber pagado
al contribuyente.

En las relatadas circunstancias, la que Dictamina considera
necesario modificar el numeral en comento, con el objeto
de: a) ampliar el sujeto pasivo del supuesto normativo a
aquellas personas físicas que no estén inscritas en el Regis-
tro Federal de Contribuyentes y; b) ampliar el concepto de
erogaciones previsto en el segundo párrafo de la fracción
III, del artículo 107, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

Lo anterior, con el propósito de ampliar la base, el padrón
de contribuyentes y combatir la conducta de las personas fí-
sicas que, al realizar el presupuesto generador de la hipóte-
sis normativa, deciden eludir el contenido de la norma.

Es importante destacar que esta presunción solo podrá apli-
carse mediante el ejercicio de facultades de comprobación
de la autoridad y, la sola circunstancia de que existan depó-
sitos en las cuentas bancarias de los contribuyentes, no ori-
gina en automático la determinación presuntiva de ingresos,
ya que es indispensable para considerarlos como ingresos
que se verifique su origen a través de una auditoría por par-
te de la autoridad fiscal en la que el contribuyente, por tra-
tarse de una presunción juris tantum, podrá aportar los ele-
mentos que desvirtúen o expliquen la procedencia de los
mismos, y en su caso, acreditar la exención de pago a que
se encuentren sujetos. (traspasos entre cónyuges, hijos a pa-
dres, sectores agrícolas, entre otras mencionadas).

Por lo expuesto, esta Dictaminadora estima procedente mo-
dificar el artículo 107 de la Ley del Impuesto Sobre la Ren-
ta, para incorporar en la determinación presunta de ingresos
por discrepancia fiscal a los contribuyentes que no se en-
cuentren registrados en el padrón de contribuyentes y a los
contribuyentes que no estén obligados a llevar contabilidad,
para quedar como sigue:

�Artículo 107.- Cuando una persona física, aun cuando
no esté inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes,
realice en un año de calendario erogaciones superiores a
los ingresos que hubiere declarado en ese mismo año, las
autoridades fiscales procederán como sigue:

III. ...

Para los efectos de este artículo, se consideran erogacio-
nes, los gastos, las adquisiciones de bienes y los depósi-
tos en cuentas bancarias o en inversiones financieras. No
se tomarán en consideración los depósitos que el contri-
buyente efectúe en cuentas que no sean propias, que ca-
lifiquen como erogaciones en los términos de este artí-
culo, cuando se demuestre que dicho depósito se hizo
como pago por la adquisición de bienes o de servicios, o
como contraprestación para el otorgamiento del uso o
goce temporal de bienes o para realizar inversiones fi-
nancieras ni los traspasos entre cuentas del contribuyen-
te o a cuentas de su cónyuge, de sus ascendientes o des-
cendientes, en línea recta en primer grado.�
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Contribuyentes omisos y / o no localizados:

En relación a las visitas innominadas previstas en el artícu-
lo 43, fracción III, la que dictamina considera que la juris-
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pre-
vé la constitucionalidad de dichas visitas en tratándose de
comercio exterior y en vehículos de procedencia extranjera
en tránsito y que los mismos argumentos se adaptan a los
supuestos en que los contribuyentes no registrados o estan-
do inscritos en el Registro Federal de Contribuyentes pro-
porcionen datos falsos o incorrectos, quedando la fracción
III del citado artículo con el texto que sigue:

�Artículo 43. ...

III. Tratándose de las visitas domiciliarias a que se re-
fiere el artículo 44 de este Código, las órdenes de visita
deberán contener impreso el nombre del visitado excep-
to cuando se traté de órdenes de verificación en materia
de comercio exterior y se ignore el nombre del mismo.
En estos supuestos, deberán señalarse los datos que per-
mitan su identificación, los cuales podrán ser obtenidos,
al momento de efectuarse la visita domiciliaria, por el
personal actuante en la visita de que se trate.�

�Artículo 46. ...

IV. ...

Tratándose de visitas relacionadas con el ejercicio de las
facultades a que se refieren los artículos 215 y 216 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, deberán transcurrir
cuando menos dos meses entre la fecha de la última acta
parcial y el acta final. Este plazo podrá ampliarse por una
sola vez por un plazo de un mes a solicitud del contribu-
yente.

...�

�Artículo 48. ...

I. La solicitud se notificará al contribuyente de confor-
midad con lo establecido en el artículo 136 del presente
ordenamiento, tratándose de personas físicas, también
podrá notificarse en el lugar donde éstas se encuentren.

...

VII. Tratándose de la revisión a que se refiere la fracción
IV de este artículo, cuando ésta se relacione con el ejer-

cicio de las facultades a que se refieren los artículos 215
y 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el plazo a
que se refiere la fracción anterior, será de dos meses, pu-
diendo ampliarse por una sola vez por un plazo de un
mes a solicitud del contribuyente.

...�

Sub- declaración del pago de impuestos:

En este aspecto se establece la obligación de informar men-
sualmente sobre las operaciones con sus proveedores. Ac-
tualmente existe la obligación anual de informar sobre
clientes y proveedores, para lo cual se proponen los textos
siguientes, tanto para la Ley del Impuesto al Valor agrega-
do como al Código Fiscal de la Federación, en los artículos
22 y 81, respectivamente:

Ley del Impuesto al Valor Agregado:

�Artículo 32. ...

V. Expedir constancias por las retenciones del impuesto
que se efectúen en los casos previstos en el artículo 1-A,
al momento de recibir el comprobante a que se refiere la
fracción III de este artículo, y proporcionar mensual-
mente a las autoridades fiscales, a través de los medios y
formatos electrónicos que señale el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, la información sobre las personas a
las que les hubieren retenido el impuesto establecido en
esta Ley, dicha información se presentará, a más tardar el
día 17 del mes inmediato posterior al que corresponda
dicha información.

...

VIII. Proporcionar mensualmente a las autoridades fis-
cales, a través de los medios y formatos electrónicos que
señale el Servicio de Administración Tributaria, la infor-
mación correspondiente sobre el pago, retención, acredi-
tamiento y traslado del impuesto al valor agregado en las
operaciones con sus proveedores, desglosando el valor
de los actos o actividades por tasa a la cual trasladó o le
fue trasladado el impuesto al valor agregado, incluyendo
actividades por las que el contribuyente no está obligado
al pago, dicha información se presentará, a más tardar el
día 17 del mes inmediato posterior al que corresponda
dicha información.�
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Código Fiscal de la Federación:

�Artículo 81. ...

V. No proporcionar la información de las personas a las
que les hubiera entregado cantidades en efectivo por
concepto de crédito al salario de conformidad con el ar-
tículo 118 fracción V de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, o presentarla fuera del plazo establecido para ello.

VII. No presentar la información manifestando las razo-
nes por las cuales no se determina impuesto a pagar o
saldo a favor, por alguna de las obligaciones que los con-
tribuyentes deban cumplir de conformidad con lo dis-
puesto por el artículo 31, sexto párrafo de este Código.

...

XVI. No proporcionar la información a que se refiere la
fracción V del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado a través de los medios, formatos electróni-
cos y plazos establecidos en dicha Ley, o presentarla in-
completa o con errores.

...

XXVI. No proporcionar la información a que se refiere
la fracción VIII del artículo 32 de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado a través de los medios, formatos electró-
nicos y plazos establecidos en dicha Ley, o presentarla
incompleta o con errores.

XXVII. No proporcionar la información a que se refiere
el artículo 32-G de este Código, a través de los medios,
formatos electrónicos y plazos establecidos en dicha
Ley, o presentarla incompleta o con errores.

XXVIII. No cumplir con la obligación a que se refiere la
fracción IV del artículo 117 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta.

XXIX. No proporcionar la información señalada en el
cuarto párrafo del articulo 30-A de esté Código o pre-
sentarla incompleta o con errores.

XXX. No proporcionar o proporcionar de forma extem-
poránea la documentación comprobatoria que ampare
que las acciones objeto de la autorización a que se refie-
re el artículo 190 de la Ley del Impuesto sobre la Renta,
no han salido del grupo de sociedades o no presentar o

presentar en forma extemporánea la información o el
aviso a que se refieren los artículos 262, fracción IV y
269 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

XXXI. No proporcionar la información a que se refieren
los artículos 86, fracción XIX, 97, fracción VI, 133 frac-
ción VII, 145, fracción V y 154-TER de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, o presentarla en forma extempo-
ránea.�

Se subraya que actualmente las devoluciones de IVA se re-
alizan sin contar con la información mensual de proveedo-
res, por lo que con la propuesta se tendrá certeza en los
montos a devolver y se agilizará el trámite, por lo que que-
daría el siguiente texto para los artículos 22, 22-A y 22-B:

Artículo 22. ...

Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cum-
plimiento de acto de autoridad, el derecho a la devolu-
ción en los términos de este artículo, nace cuando dicho
acto se anule. Lo dispuesto en este párrafo no es aplica-
ble a la determinación de diferencias por errores aritmé-
ticos, las que darán lugar a la devolución siempre que no
haya prescrito la obligación en los términos del penúlti-
mo párrafo de este artículo.

Cuando en una solicitud de devolución existan errores en
los datos contenidos en la misma, la autoridad requerirá
al contribuyente para que mediante escrito y en un plazo
de 10 días aclare dichos datos, apercibiéndolo que de no
hacerlo dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido
de la solicitud de devolución correspondiente. En este
supuesto no será necesario presentar una nueva solicitud
cuando los datos erróneos sólo se hayan consignado en
la solicitud o en los anexos. Dicho requerimiento sus-
penderá el plazo previsto para efectuar la devolución,
durante el período que transcurra entre el día hábil si-
guiente en que surta efectos la notificación del requeri-
miento y la fecha en que se atienda el requerimiento.

...

Cuando en la solicitud de devolución únicamente existan
errores aritméticos en la determinación de la cantidad so-
licitada, las autoridades fiscales devolverán las cantida-
des que correspondan, sin que sea necesario presentar
una declaración complementaria. Las autoridades fisca-
les podrán devolver una cantidad menor a la solicitada
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por los contribuyentes con motivo de la revisión efec-
tuada a la documentación aportada. En este caso, la soli-
citud se considerará negada por la parte que no sea de-
vuelta, salvo que se trate de errores aritméticos o de
forma. En el caso de que las autoridades fiscales devuel-
van la solicitud de devolución a los contribuyentes, se
considerará que ésta fue negada en su totalidad. Para ta-
les efectos, las autoridades fiscales deberán fundar y mo-
tivar las causas que sustentan la negativa parcial o total
de la devolución respectiva.

No se considerará que las autoridades fiscales inician el
ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando so-
liciten los datos, informes, y documentos, a que se refie-
re el sexto párrafo anterior, pudiendo ejercerlas en cual-
quier momento.

...

Cuando en el acto administrativo que autorice la devolu-
ción se determinen correctamente la actualización y los
intereses que en su caso procedan, calculados a la fecha
en la que se emita dicho acto sobre la cantidad que le-
galmente proceda, se entenderá que dicha devolución es-
tá debidamente efectuada siempre que entre la fecha de
emisión de la autorización y la fecha en la que la devo-
lución esté a disposición del contribuyente no haya tras-
currido más de un mes. En el supuesto de que durante el
mes citado se dé a conocer un nuevo índice nacional de
precios al consumidor, el contribuyente tendrá derecho a
solicitar la devolución de la actualización correspon-
diente que se determinará aplicando a la cantidad total
cuya devolución se autorizó, el factor que se obtenga
conforme a lo previsto en el artículo 17-A de este Códi-
go, restando la unidad a dicho factor. El factor se calcu-
lará considerando el periodo comprendido desde el mes
en que se emitió la autorización y el mes en que se puso
a disposición del contribuyente la devolución.

El monto de la devolución de la actualización a que se
refiere el párrafo anterior, deberá ponerse, en su caso, a
disposición del contribuyente dentro de un plazo de cua-
renta días siguientes a la fecha en la que se presente la
solicitud de devolución correspondiente; cuando la en-
trega se efectúe fuera del plazo mencionado, las autori-
dades fiscales pagarán intereses que se calcularán con-
forme a lo dispuesto en el artículo 22-A de este Código.
Dichos intereses se calcularán sobre el monto de la de-
volución actualizado por el periodo comprendido entre
el mes en que se puso a disposición del contribuyente la

devolución correspondiente y el mes en que se ponga a
disposición del contribuyente la devolución de la actua-
lización.

Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución
de cantidades señaladas como saldo a favor en las decla-
raciones presentadas por los contribuyentes, sin que me-
die más trámite que el requerimiento de datos, informes
o documentos adicionales a que se refiere el sexto párra-
fo de este artículo o la simple comprobación de que se
efectuaron los pagos de contribuciones que el contribu-
yente declara haber hecho, la orden de devolución no im-
plicará resolución favorable al contribuyente. Si la devo-
lución se hubiera efectuado y no procediera, se causarán
recargos en los términos del artículo 21 de este Código,
sobre las cantidades actualizadas, tanto por las devueltas
indebidamente como por las de los posibles intereses pa-
gados por las autoridades fiscales, a partir de la fecha de
la devolución.

La obligación de devolver prescribe en los mismos tér-
minos y condiciones que el crédito fiscal. Para estos
efectos, la solicitud de devolución que presente el parti-
cular, se considera como gestión de cobro que interrum-
pe la prescripción, excepto cuando el particular se desis-
ta de la solicitud.

...

Artículo 22-A.- Cuando los contribuyentes presenten
una solicitud de devolución de un saldo a favor o de un
pago de lo indebido, y la devolución se efectúe fuera del
plazo establecido en el artículo anterior, las autoridades
fiscales pagarán intereses que se calcularán a partir del
día siguiente al del vencimiento de dicho plazo confor-
me a la tasa prevista en los términos del artículo 21 de
este Código que se aplicará sobre la devolución actuali-
zada.

...

Artículo 22-B. Las autoridades fiscales efectuarán la de-
volución mediante depósito en la cuenta del contribu-
yente, para lo cual, éste deberá proporcionar en la solici-
tud de devolución o en la declaración correspondiente el
número de su cuenta en los términos señalados en el pá-
rrafo sexto del artículo 22 de este Código. Para estos
efectos, los estados de cuenta que expidan las institucio-
nes financieras serán considerados como comprobante
del pago de la devolución respectiva. En los casos en los
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que el día que venza el plazo a que se refiere el precepto
citado no sea posible efectuar el depósito por causas im-
putables a la institución financiera designada por el con-
tribuyente, dicho plazo se suspenderá hasta en tanto pue-
da efectuarse dicho depósito. También se suspenderá el
plazo cuando no sea posible efectuar el depósito en la
cuenta proporcionada por el contribuyente por ser dicha
cuenta inexistente, contenga errores el número de la
cuenta o ésta se haya cancelado, hasta en tanto el contri-
buyente proporcione el número de la cuenta correcta.

Las personas físicas que hubiesen obtenido en el ejercicio
inmediato anterior ingresos inferiores a $150,000.00, po-
drán optar por que la devolución se les realice mediante
cheque nominativo. En estos casos, se considerará que la
devolución está a disposición del contribuyente al día há-
bil siguiente en que surta efectos la notificación de la au-
torización de la devolución respectiva.

...

IV. Se trate de contribuyentes que dictaminen u opten
por dictaminarse para efectos fiscales de conformidad
con el artículo 32-A de este Código.

Recursos de Revocación:

En esta materia, la propuesta de la Dictaminadora contem-
pla que las violaciones cometidas antes del remate sólo se
podrán impugnar hasta la publicación de la convocatoria y
dentro de los diez días siguientes y no en cualquier mo-
mento.

En el mismo sentido se reduce de cuarenta y cinco a veinte
días, el plazo para ampliar el recurso cuando el contribu-
yente alegue el desconocimiento del acto administrativo y
reducirá de cuatro a tres meses el plazo para cumplimentar
la resolución favorable al contribuyente emitida en el recur-
so de revocación, quedando los artículos 127, 129 y 133-A
de la siguiente manera:

Artículo 127. Cuando el recurso de revocación se inter-
ponga porque el procedimiento administrativo de ejecu-
ción no se ajustó a la Ley, las violaciones cometidas an-
tes del remate, sólo podrán hacerse valer ante la
autoridad recaudadora hasta el momento de la publica-
ción de la convocatoria de remate, y dentro de los diez
días siguientes a la fecha de publicación de la citada con-
vocatoria, salvo que se trate de actos de ejecución sobre
bienes legalmente inembargables o de actos de imposi-

ble reparación material, casos en que el plazo para inter-
poner el recurso se computará a partir del día hábil si-
guiente al en que surta efectos la notificación del reque-
rimiento de pago o del día hábil siguiente al de la
diligencia de embargo.

...

Artículo 129. ...

II. ...

El particular tendrá un plazo de veinte días a partir del
día hábil siguiente al en que la autoridad se los haya da-
do a conocer, para ampliar el recurso administrativo, im-
pugnando el acto y su notificación o sólo la notificación.

IV. ...

Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada
y, como consecuencia de ello, la impugnación contra el
acto se interpuso extemporáneamente, se sobreseerá di-
cho recurso por improcedente.

...

Artículo 133-A. Las autoridades fiscales que hayan emi-
tido los actos o resoluciones recurridas, y cualesquiera
otra autoridad relacionada, están obligadas a cumplir las
resoluciones dictadas en el recurso de revocación, con-
forme a lo siguiente:

I. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución re-
currida por un vicio de forma, éstos se pueden reponer
subsanando el vicio que produjo su revocación. Si se re-
voca por vicios del procedimiento, éste se puede reanu-
dar reponiendo el acto viciado y a partir del mismo.

a) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución
impugnada, ésta se puede reponer subsanando el vicio
que produjo su revocación; en el caso de revocación por
vicios de procedimiento, éste se puede reanudar repo-
niendo el acto viciado y a partir del mismo.

En ambos casos, la autoridad que deba cumplir la reso-
lución firme cuenta con un plazo de tres meses para re-
poner el procedimiento y dictar una nueva resolución de-
finitiva, aun cuando hayan transcurrido los plazos
señalados en los artículos 46-A y 67 de este Código.
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En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea ne-
cesario realizar un acto de autoridad en el extranjero o
solicitar información a terceros para corroborar datos re-
lacionados con las operaciones efectuadas con los con-
tribuyentes, en el plazo de tres meses no se contará el
tiempo transcurrido entre la petición de la información o
de la realización del acto correspondiente y aquél en el
que se proporcione dicha información o se realice el ac-
to. Igualmente, cuando en la reposición del procedi-
miento se presente alguno de los supuestos de suspen-
sión a que se refiere el artículo 46-A de este Código,
tampoco se contará dentro del plazo de tres meses el pe-
riodo por el que se suspende el plazo para concluir las vi-
sitas domiciliarias o las revisiones de gabinete, previsto
en dicho precepto, según corresponda, sin que dicho pla-
zo pueda exceder de 5 años contados a partir de que se
haya emitido la resolución.

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para ini-
ciar el procedimiento o para dictar un nuevo acto o re-
solución en relación con dicho procedimiento, podrá
abstenerse de reponerlo, siempre que no afecte al parti-
cular que obtuvo la revocación del acto o resolución im-
pugnada.

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin
que sea necesario que la resolución del recurso lo esta-
blezca, aun cuando la misma revoque el acto o resolu-
ción impugnada sin señalar efectos.

...

II. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución re-
currida por vicios de fondo, la autoridad no podrá dictar
un nuevo acto o resolución sobre los mismos hechos, sal-
vo que la resolución le señale efectos que le permitan
volver a dictar el acto o una nueva resolución. En ningún
caso el nuevo acto o resolución administrativa puede per-
judicar más al actor que el acto o la resolución recurrida.

Para los efectos de esta fracción, no se entenderá que el
perjuicio se incrementa cuando se trate de recursos en
contra de resoluciones que determinen obligaciones de
pago que se aumenten con actualización por el simple
transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de
precios en el país o con alguna tasa de interés o recargos.

Cuando se interponga un medio de impugnación, se sus-
penderá el efecto de la resolución recaída al recurso has-
ta que se dicte la sentencia que ponga fin a la controver-

sia. Asimismo, se suspenderá el plazo para dar cumpli-
miento a la resolución cuando el contribuyente desocupe
su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cam-
bio correspondiente o cuando no se le localice en el que
haya señalado, hasta que se le localice.

Los plazos para cumplimiento de la resolución que esta-
blece este artículo empezarán a correr a partir de que ha-
yan transcurrido los 45 días para impugnar la resolución,
salvo que el contribuyente demuestre haber interpuesto
medio de defensa.

Juicio de Nulidad.

La que Dictamina consciente de los vicios formales en los
actos de fiscalización que inciden en los juicios de nulidad,
estima procedente la eliminación del oficio de ampliación y
se mantenga como plazo máximo para las visitas domicilia-
rias doce meses; en el caso de contribuyentes del sistema fi-
nanciero también se elimina el oficio de ampliación mante-
niéndose en dieciocho meses como plazo máximo;
asimismo, se incluye como supuesto para la suspensión del
plazo en las visitas, el que el contribuyente no conteste o
atienda los requerimientos de información (hasta por seis
meses). Por otro lado si bien pueden presentarse en el des-
arrollo de la visita varios requerimientos, la suspensión por
este motivo no puede exceder de un año. La suspensión ter-
mina cuando el contribuyente atiende el requerimiento o
simplemente conteste el mismo aún sin proporcionar la in-
formación solicitada, quedando el artículo 46-A con la si-
guiente redacción:

Artículo 46-A. Las autoridades fiscales deberán concluir
la visita que se desarrolle en el domicilio fiscal de los
contribuyentes o la revisión de la contabilidad de los
mismos que se efectúe en las oficinas de las propias au-
toridades, dentro de un plazo máximo de doce meses
contado a partir de que se notifique a los contribuyentes
el inicio de las facultades de comprobación, salvo tratán-
dose de:

A. Contribuyentes que integran el sistema financiero, así
como de aquéllos que consoliden para efectos fiscales de
conformidad con el Título II, Capítulo VI de la Ley del
Impuesto sobre la Renta. En estos casos, el plazo será de
dieciocho meses contado a partir de la fecha en la que se
notifique a los contribuyentes el inicio de las facultades
de comprobación.

...
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Segundo párrafo (Se deroga)

Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las re-
visiones de gabinete a que se refiere el primer párrafo de
este artículo, se suspenderán en los casos de:

...

IV. Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento
de datos, informes o documentos solicitados por las au-
toridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus
obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra
entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el re-
querimiento y hasta el día en que conteste o atienda el re-
querimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis
meses. En el caso de dos o más solicitudes de informa-
ción, se sumarán los distintos periodos de suspensión y
en ningún caso el periodo de suspensión podrá exceder
de un año.

Si durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o
la revisión de la contabilidad del contribuyente en las
oficinas de las propias autoridades, los contribuyentes
interponen algún medio de defensa en el país o en el ex-
tranjero contra los actos o actividades que deriven del
ejercicio de sus facultades de comprobación, dichos pla-
zos se suspenderán desde la fecha en que se interpongan
los citados medios de defensa hasta que se dicte resolu-
ción definitiva de los mismos.

Cabe mencionar que en otros países como el caso de Espa-
ña, donde no hay restricciones a la información, el plazo de
la auditoria es de 12 meses y se puede ampliar hasta dos
años. En Estados Unidos, Canadá y Australia no existe pla-
zo para llevar a cabo las visitas.

Créditos no Recuperados.

La que Dictamina estima procedente en beneficio del con-
tribuyente que tenga problemas de notificación y cobro, que
se modernice el procedimiento para las notificaciones de los
actos administrativos, adecuándolo a los sistemas y medios
de identificación electrónicos.

A su vez, el Servicio de Administración Tributaria podrá ha-
bilitar a terceros para que realicen notificaciones y se am-
plían las facultades de la autoridad para que pueda notificar
sus actos usando firma electrónica avanzada en documento
impreso, para quedar los artículos 38 y 134 de la siguiente
manera:

Artículo 38. ...

III. Señalar lugar y fecha de emisión.

...

Para la emisión y regulación de la firma electrónica
avanzada de los funcionarios pertenecientes al Servicio
de Administración Tributaria, serán aplicables las dispo-
siciones previstas en el Capítulo Segundo, del Título I
denominado �De los Medios Electrónicos� de este orde-
namiento.

En caso de resoluciones administrativas que consten en
documentos impresos, el funcionario competente podrá
expresar su voluntad para emitir la resolución plasman-
do en el documento impreso un sello expresado en ca-
racteres, generado mediante el uso de su firma electróni-
ca avanzada y amparada por un certificado vigente a la
fecha de la resolución.

Para dichos efectos, la impresión de caracteres consis-
tente en el sello resultado del acto de firmar con la firma
electrónica avanzada amparada por un certificado vigen-
te a la fecha de la resolución, que se encuentre contenida
en el documento impreso, producirá los mismos efectos
que las Leyes otorgan a los documentos con firma autó-
grafa, teniendo el mismo valor probatorio.

Asimismo, la integridad y autoría del documento impre-
so que contenga la impresión del sello resultado de la fir-
ma electrónica avanzada y amparada por un certificado
vigente a la fecha de la resolución, será verificable me-
diante el método de remisión al documento original con
la clave pública del autor.

El Servicio de Administración Tributaria establecerá los
medios a través de los cuales se podrá comprobar la in-
tegridad y autoría del documento señalado en el párrafo
anterior.

...

Artículo 134. ...

I. Personalmente o por correo certificado o mensaje de
datos con acuse de recibo, cuando se trate de citatorios,
requerimientos, solicitudes de informes o documentos y
de actos administrativos que puedan ser recurridos.
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En el caso de notificaciones por documento digital, po-
drán realizarse en la página de Internet del Servicio de
Administración Tributaria o mediante correo electróni-
co, conforme las reglas de carácter general que para ta-
les efectos establezca el Servicio de Administración Tri-
butaria.

El acuse de recibo consistirá en el documento digital con
firma electrónica que transmita el destinatario al abrir el
documento digital que le hubiera sido enviado. Para los
efectos de este párrafo, se entenderá como firma electró-
nica del particular notificado, la que se genere al utilizar
la clave de seguridad que el Servicio de Administración
Tributaria le proporcione.

La clave de seguridad será personal, intransferible y de
uso confidencial, por lo que el contribuyente será res-
ponsable del uso que dé a la misma para abrir el docu-
mento digital que le hubiera sido enviado.

El acuse de recibo también podrá consistir en el docu-
mento digital con firma electrónica avanzada que genere
el destinatario de documento remitido al autenticarse en
el medio por el cual le haya sido enviado el citado docu-
mento.

Las notificaciones electrónicas estarán disponibles en el
portal de Internet establecido al efecto por las autoridades
fiscales y podrán imprimirse para el interesado, dicha im-
presión contendrá un sello digital que lo autentifique.

Las notificaciones por correo electrónico serán emitidas
anexando el sello digital correspondiente, conforme lo
señalado en los artículos 17-D y 38 fracción V de este
Código.

...

III. Por estrados, cuando la persona a quien deba notifi-
carse no sea localizable en el domicilio que haya señala-
do para efectos del registro federal de contribuyentes, se
ignore su domicilio o el de su representante, desaparez-
ca, se oponga a la diligencia de notificación o se coloque
en el supuesto previsto en la fracción V del artículo 110
de este Código y en los demás casos que señalen las Le-
yes fiscales y este Código.

IV. Por edictos, en el caso de que la persona a quien de-
ba notificarse hubiera fallecido y no se conozca al repre-
sentante de la sucesión.

El Servicio de Administración Tributaria podrá habilitar
a terceros para que realicen las notificaciones previstas
en la fracción I de este artículo, cumpliendo con las for-
malidades previstas en este Código y conforme a las re-
glas generales que para tal efecto establezca el Servicio
de Administración Tributaria.

Artículo 135. Las notificaciones surtirán sus efectos al
día hábil siguiente en que fueron hechas y al practicarlas
deberá proporcionarse al interesado copia del acto admi-
nistrativo que se notifique. Cuando la notificación la ha-
gan directamente las autoridades fiscales o por terceros
habilitados, deberá señalarse la fecha en que ésta se efec-
túe, recabando el nombre y la firma de la persona con
quien se entienda la diligencia. Si ésta se niega a una u
otra cosa, se hará constar en el acta de notificación.

...

Artículo 136. ...

Las notificaciones también se podrán efectuar en el últi-
mo domicilio que el interesado haya señalado para efec-
tos del registro federal de contribuyentes o en el domici-
lio fiscal que le corresponda de acuerdo con lo previsto
en el artículo 10 de este Código. Asimismo, podrán rea-
lizarse en el domicilio que hubiere designado para reci-
bir notificaciones al iniciar alguna instancia o en el cur-
so de un procedimiento administrativo, tratándose de las
actuaciones relacionadas con el trámite o la resolución
de los mismos.

...

Artículo 139. Las notificaciones por estrados se harán
fijando durante quince días consecutivos el documento
que se pretenda notificar en un sitio abierto al público de
las oficinas de la autoridad que efectúe la notificación o
publicando el documento citado, durante el mismo pla-
zo, en la página electrónica que al efecto establezcan las
autoridades fiscales. La autoridad dejará constancia de
ello en el expediente respectivo. En estos casos, se ten-
drá como fecha de notificación la del décimo sexto día
siguiente al primer día en que se hubiera fijado o publi-
cado el documento.

Artículo 140. Las notificaciones por edictos se harán
mediante publicaciones en cualquiera de los siguientes
medios:
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I. Durante tres días en el Diario Oficial de la Federación.

II. Por un día en un diario de mayor circulación.

III. Durante quince días en la página electrónica que al
efecto establezcan las autoridades fiscales, mediante re-
glas de carácter general.

Las publicaciones a que se refiere este artículo conten-
drán un extracto de los actos que se notifican.

Se tendrá como fecha de notificación la de la última pu-
blicación.

Cabe precisar que en otros países las notificaciones no re-
quieren mayores formalidades (citatorio, levantamiento de
actas, testigos) incluso, en países como Australia y Canadá,
no se requiere la notificación por escrito ni siquiera para el
inicio de las facultades de comprobación.

Recuperación de la cartera

De igual forma, esta Dictaminadora acorde con los princi-
pios de economía procesal, estima procedente permitir que
de manera oficiosa, la autoridad pueda declarar la prescrip-
ción de créditos fiscales y eliminar la segunda almoneda en
el procedimiento de remate.

Se propone además eliminar la obligación de que los bien-
es que se adjudique el fisco federal, sean por el valor que
corresponda para la almoneda, pasando a ser el valor de
avalúo el que se tome en cuenta; asimismo, se mejora el
procedimiento para la recepción, control y administración
de los bienes adjudicados a favor del fisco federal, quedan-
do los artículos correspondientes en los textos que siguen:

Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago
de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o
garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley,
mediante procedimiento administrativo de ejecución.

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes
o la negociación del contribuyente, para asegurar el inte-
rés fiscal, cuando el crédito fiscal no sea exigible pero
haya sido determinado por el contribuyente o por la au-
toridad en el ejercicio de sus facultades de comproba-
ción, cuando a juicio de ésta exista peligro inminente de
que el obligado realice cualquier maniobra tendiente a
evadir su cumplimiento. En este caso, la autoridad traba-
rá el embargo.

La autoridad que practique el embargo precautorio le-
vantará acta circunstanciada en la que precise las razones
del embargo.

La autoridad requerirá al obligado para que dentro del
término de 10 días desvirtúe el monto por el que se rea-
lizó el embargo. El embargo quedará sin efecto cuando
el contribuyente cumpla con el requerimiento. Transcu-
rrido el plazo antes señalado, sin que el obligado hubie-
ra desvirtuado el monto del embargo precautorio, éste
quedará firme.

El embargo precautorio practicado antes de la fecha en
que el crédito fiscal sea exigible, se convertirá en defini-
tivo al momento de la exigibilidad de dicho crédito fis-
cal y se aplicará el procedimiento administrativo de eje-
cución.

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos
del artículo 141 se levantará el embargo.

Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere
este artículo y al previsto por el artículo 41, fracción II
de este Código, las disposiciones establecidas para el
embargo y para la intervención en el procedimiento ad-
ministrativo de ejecución que, conforme a su naturaleza,
le sean aplicables.

Artículo 145-A. Las autoridades fiscales podrán decre-
tar el aseguramiento de los bienes o la negociación del
contribuyente cuando:

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación
o desarrollo de las facultades de comprobación de las au-
toridades fiscales o no se pueda notificar su inicio por
haber desaparecido o por ignorarse su domicilio.

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación,
el contribuyente desaparezca o exista riesgo inminente
de que oculte, enajene o dilapide sus bienes.

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la conta-
bilidad que acredite el cumplimiento de las disposiciones
fiscales, a que se está obligado.

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, pues-
tos fijos o semifijos en la vía pública y dichos contribu-
yentes no puedan demostrar que se encuentran inscritos
en el registro de contribuyentes, ni exhibir los compro-
bantes que amparen la legal posesión o propiedad de las
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mercancías que vendan en esos lugares. Una vez inscri-
to el contribuyente en el citado registro y acreditada la
posesión o propiedad de la mercancía, se levantará el
aseguramiento realizado.

V. Se detecten envases o recipientes que contengan bebi-
das alcohólicas sin que tengan adheridos marbetes o pre-
cintos o bien no se acredite la legal posesión de los mar-
betes o precintos, se encuentren alterados o sean falsos.

En los casos anteriores, la autoridad que practique el ase-
guramiento deberá levantar acta circunstanciada en la
que precise las razones para hacerlo.

El aseguramiento precautorio quedará sin efectos si la
autoridad no emite, dentro de los plazos a que se refieren
los artículos 46-A y 48 de este Código en el caso de las
fracciones II, III y V y de 18 meses en el de las fraccio-
nes I y IV, contados desde la fecha en que fue practica-
do, resolución en la que determine créditos fiscales. Si
dentro de los plazos señalados la autoridad determina al-
gún crédito, dejará de surtir efectos el aseguramiento
precautorio y se proseguirá el procedimiento administra-
tivo de ejecución conforme a las disposiciones de este
Capítulo, debiendo dejar constancia de la resolución y de
la notificación de la misma en el expediente de ejecu-
ción.

Artículo 146. ...

La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales
podrá realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o
a petición del contribuyente.

Artículo 146-C. Tratándose de créditos fiscales a cargo
de cualquier entidad paraestatal de la Administración
que se encuentre en proceso de extinción o liquidación,
así como a cargo de cualquier sociedad, asociación o fi-
deicomiso en el que, sin tener el carácter de entidad pa-
raestatal, el Gobierno Federal o una o más entidades de
la Administración Pública paraestatal, conjunta o separa-
damente, aporten la totalidad del patrimonio o sean pro-
pietarias de la totalidad de los títulos representativos del
capital social, que se encuentre en proceso de liquidación
o extinción, operará de pleno derecho la extinción de di-
chos créditos, sin necesidad de autorización alguna,
siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I. Que exista dictamen de auditor externo en el que se
manifieste que la entidad no sea titular de activo alguno

con el que sea posible ejecutar el cobro total o parcial de
los créditos, excluyendo aquellos que se encuentren afec-
tos mediante garantía real al pago de obligaciones que se
encuentren firmes y que sean preferentes a las fiscales fe-
derales en términos de lo dispuesto por este Código.

II. El Servicio de Administración y Enajenación de
Bienes deberá informar al Servicio de Administración
Tributaria de la actualización de la hipótesis prevista en
la fracción anterior.

Cumplido lo anterior los créditos fiscales quedarán can-
celados de las cuentas públicas.

Artículo 146-D. Los créditos fiscales que se encuentren
registrados en la subcuenta especial de créditos incobra-
bles a que se refiere el artículo 191 de este Código, se ex-
tinguirán, transcurridos cinco años contados a partir de
que se haya realizado dicho registro, cuando exista im-
posibilidad práctica de cobro.

Para estos efectos, se considera que existe imposibilidad
práctica de cobro, entre otras, cuando los deudores no
tengan bienes embargables, el deudor hubiera fallecido o
desaparecido sin dejar bienes a su nombre o cuando por
sentencia firme hubiera sido declarado en quiebra por
falta de activo.

Artículo 182. ...

IV. La dirección de correo electrónico y el domicilio pa-
ra oír y recibir notificaciones.

...

Artículo 183. ...

Cada subasta tendrá una duración de 8 días que empeza-
rá a partir de las 12:00 horas del primer día y concluirá a
las 12:00 horas del octavo día. En dicho periodo los pos-
tores presentarán sus posturas y podrán mejorar las pro-
puestas. Para los efectos de este párrafo se entenderá que
las 12:00 horas corresponden a la Zona Centro.

...

Artículo 184. Cuando el postor en cuyo favor se hubie-
ra fincado un remate no cumpla con las obligaciones
contraídas y las que este Código señala, perderá el im-
porte del depósito que hubiere constituido y la autoridad
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ejecutora lo aplicará de inmediato en favor del fisco fe-
deral. En este caso, se iniciará nuevamente la almoneda
en la forma y plazos que señalan los artículos respecti-
vos.

Artículo 190. El fisco federal tendrá preferencia para ad-
judicarse los bienes ofrecidos en remate, en los siguien-
tes casos:

...

Último párrafo (Se deroga)

Artículo 191. Cuando no hubiera postores o no se hu-
bieran presentado posturas legales, la autoridad se adju-
dicará el bien. En este caso el valor de la adjudicación se-
rá el 50% del valor de avalúo.

Los bienes que se adjudiquen a favor del fisco federal,
podrán ser donados para obras o servicios públicos, o a
instituciones asistenciales o de beneficencia autorizadas
para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la
renta.

La adjudicación se tendrá por formalizada una vez que la
autoridad ejecutora firme el acta de adjudicación corres-
pondiente.

Cuando la traslación de bienes se deba inscribir en el Re-
gistro Público de la Propiedad, el acta de adjudicación
debidamente firmada por la autoridad ejecutora tendrá el
carácter de escritura pública y será el documento públi-
co que se considerará como testimonio de escritura para
los efectos de inscripción en dicho Registro.

Para los efectos de la Ley de Ingresos de la Federación,
los ingresos obtenidos por la adjudicación se registrarán,
hasta el momento en el que se tenga por formalizada la
adjudicación.

El registro a que se refiere el párrafo anterior se reali-
zará disminuyendo de las cantidades a que alude dicho
párrafo, según corresponda, los gastos de administra-
ción y mantenimiento, así como las erogaciones ex-
traordinarias en que hubiesen incurrido las autoridades
fiscales, durante el periodo comprendido desde que se
practicó el embargo y hasta su adjudicación, y el exce-
dente que corresponda devolver al deudor de confor-
midad con lo establecido en la fracción I del artículo
196 de este Código.

Una vez aplicado el producto obtenido por la adjudica-
ción, en los términos del artículo 194 de este Código, el
saldo que, en su caso quede pendiente a cargo del con-
tribuyente, se registrará en una subcuenta especial de
créditos incobrables.

De los ingresos obtenidos por remates de los bienes, dis-
minuidos con los gastos de administración y manteni-
miento, se destinará el 5% a un fondo de administración
y mantenimiento de dichos bienes, que se constituirá en
la Tesorería de la Federación, de conformidad con las re-
glas generales que al efecto emita la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. Una vez que se hayan remata-
do los bienes, la autoridad fiscal deberá reintegrar los
recursos que haya obtenido de dicho fondo y, de existir
remanente, se entregará el 5% de los ingresos obtenidos
para su capitalización.

Los bienes adjudicados por las autoridades fiscales de
conformidad con lo dispuesto en este artículo, serán con-
siderados, para todos los efectos legales, como bienes no
sujetos al régimen del dominio público de la nación, has-
ta en tanto sean destinados o donados para obras o servi-
cios públicos en los términos de este artículo.

Para los efectos del artículo 25 de la Ley del Servicio de
Tesorería de la Federación, las adjudicaciones tendrán la
naturaleza de dación en pago.

Artículo 192. ...

III. (Se deroga)

Artículo 193. (Se deroga)

Artículo 196. Cuando existan excedentes del producto
obtenido del remate o adjudicación de los bienes al fisco
federal, después de haberse cubierto el crédito, se entre-
garán al deudor, salvo que medie orden de autoridad
competente, o que el propio deudor acepte por escrito
que se haga la entrega total o parcial del saldo a un ter-
cero, con las siguientes modalidades:

I. Tratándose de bienes que la autoridad se haya adju-
dicado, al producto obtenido por la adjudicación se
aplicará el monto del crédito fiscal actualizado más sus
accesorios, así como el monto de los gastos de admi-
nistración y mantenimiento en que la autoridad haya
incurrido. El remanente del producto mencionado será
el excedente que se devuelva al contribuyente.
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II. Cuando se lleve a cabo la adjudicación por remate, el
producto obtenido se aplicará en los términos de lo dis-
puesto en el artículo 194 de este Código, así como a re-
cuperar los gastos de administración y mantenimiento.
El remanente del producto mencionado será el exceden-
te que se devolverá al contribuyente.

Artículo 196-A. ...

Los bienes que pasen a propiedad del Fisco Federal con-
forme a este artículo, podrán ser enajenados o donarse
para obras o servicios públicos, o a instituciones asisten-
ciales o de beneficencia autorizadas para recibir donati-
vos deducibles del impuesto sobre la renta.

...

Notificaciones.

En la búsqueda para ofrecer a los contribuyentes mayor se-
guridad y mejores herramientas de comunicación con la au-
toridad fiscal, el contribuyente se encuentra actualmente fa-
cultado para realizar sus peticiones por medios electrónicos.
En esta tesitura se propone establecer las bases para realizar
notificaciones de la autoridad por la misma vía, lo cual re-
fuerza la seguridad para el contribuyente, quien obtendrá
una respuesta en menor tiempo, mientras que la autoridad
fiscal podrá optimizar sus recursos disminuyendo los costos
de operación y reducir la probabilidad de errores.

Para lograr una mayor rapidez en los procedimientos, se
propone que las notificaciones que realice la autoridad sur-
tan sus efectos al día hábil siguiente en que son practicadas.
Lo anterior es así, ya que mientras el acto administrativo no
surta efectos, se considera que la autoridad no ha iniciado
sus facultades de comprobación.

Para disminuir los altos costos que implica para la autoridad
realizar notificaciones por edictos, se propone que estas úni-
camente se realicen en los casos de fallecimiento del con-
tribuyente, cuando no se conozca al representante de la su-
cesión.

Por otro lado, se propone que las notificaciones de los actos
administrativos las puedan realizar agentes externos, debi-
damente habilitados; es decir, utilizar la infraestructura que
pueden ofrecer empresas especializadas, obteniendo mayor
rapidez, simplificación administrativa y reducción de costos
en los envíos.

Compensación.

Anteriormente la compensación sólo se podía realizar con-
tra el mismo impuesto, sin embargo, era cuestionable que,
independientemente de que se tratara de impuestos distin-
tos, el contribuyente no pudiera compensar contra otros im-
puestos los saldos que tuviera, razón por la cual actualmen-
te se prevé la compensación universal. Sin embargo, y
conforme a la misma lógica, debe proceder la compensa-
ción de saldos a favor contra créditos fiscales parcializados,
a fin de que el erario federal no financie innecesariamente a
los contribuyentes y recupere con mayor rapidez los recur-
sos que le corresponden.

Medios electrónicos y Registro de Representantes Lega-
les.

Tanto en los ámbitos civil y mercantil como en el adminis-
trativo, la firma electrónica avanzada ha demostrado ser un
instrumento eficaz para vincular la expresión de voluntad
de una persona determinada con el contenido de un docu-
mento electrónico, reduciendo con ello el riesgo de falsifi-
cación de la firma autógrafa, sin embargo, es necesario otor-
gar la misma seguridad a los contribuyentes en las
actuaciones de la autoridad que requieren emitirse en docu-
mento impreso. Con este motivo, se propone dar plena va-
lidez a los actos administrativos contenidos en documentos
impresos que plasmen el sello alfanumérico en los mismos,
demostrando que el funcionario expresó su voluntad me-
diante una firma electrónica y certificado vigente.

Para estos efectos, el contribuyente podrá, mediante el ac-
ceso a la página de internet del Servicio de Administración
Tributaria, verificar la autenticidad tanto del documento im-
preso y firmado electrónicamente como la identidad del
funcionario que emitió y firmó el acto.

Vinculado con lo anterior, aún cuando los servidores públi-
cos pueden contar con una firma electrónica avanzada, es
necesario incorporar a la Ley los requisitos necesarios para
obtener y utilizar su firma.

Con la finalidad de operar el registro de representantes le-
gales es importante establecer la facultad al Servicio de Ad-
ministración Tributaria para autorizar medios alternos para
acreditar la representación de los contribuyentes que obten-
gan el registro.
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Cobranza.

Por otro lado, con el fin de que el órgano desconcentrado
encargado de la administración tributaria nacional, se en-
cuentre en aptitud de administrar eficientemente la cartera
de créditos fiscales, y con ello ejecutar eficientemente las
acciones de cobro desde el inicio de procedimiento admi-
nistrativo de ejecución, hasta el remate o adjudicación de
bienes, se propone mejorar el procedimiento para la recep-
ción, control y administración de los bienes adjudicados a
favor del fisco federal.

Es importante señalar que actualmente la legislación fiscal
contempla la posibilidad de que los contribuyentes puedan
obtener autorización de la autoridad fiscal para pagar sus
adeudos a plazos, ya sea de forma diferida o parcializada,
sin embargo, el único método que opera es la modalidad de
parcialidades, y no así el diferido, siendo un obstáculo para
aquellos que, sin contar con recursos, desean cumplir ca-
balmente con sus obligaciones tributarias. Por ello, se pro-
pone establecer los lineamientos que permitan cubrir los
adeudos fiscales a plazos en la modalidad de diferido, y con
ello facilitar el pago de los mismos, facultando al Servicio
de Administración Tributaría para señalar los casos en que
puede dispensarse la garantía, medida con la que se preten-
de agilizar el trámite y reconocer a los contribuyentes cum-
plidos.

Adicionalmente, y en virtud de que la disminución en los
índices inflacionarios lo permite, es necesario que el contri-
buyente tenga certeza sobre la tasa de recargos aplicable du-
rante el plazo elegido y que la tasa reconozca el riego im-
plícito en el plazo, tal como se prevé en el artículo 8 de la
Ley de Ingresos aprobada por esta Legisladora.

Facultades de comprobación.

El ejercicio de las facultades de comprobación implica un
trabajo complejo que difícilmente puede culminar en el pla-
zo de seis meses previsto actualmente, por lo que es una
práctica habitual la extensión de dicho plazo por un periodo
igual, precisando notificar al contribuyente la extensión del
plazo inicial. Conforme a lo anterior, se propone aumentar
a doce meses el plazo de revisión y conclusión de las visi-
tas domiciliarias como plazo definitivo, eliminando su am-
pliación.

Al respecto, si bien los contribuyentes que tienen una ma-
yor capacidad económica y financiera se encuentran obliga-
dos a dictaminar sus estados financieros, también es cierto

que realizan mayor número de operaciones, mismas que
suelen ser más elaboradas y complejas que los contribuyen-
tes que no se encuentran obligados a dictaminar; sin embar-
go, el acto de molestia consistente en la presencia de la au-
toridad en el domicilio fiscal del contribuyente es mayor
para aquellos no obligados a dictaminar, toda vez que para
los dictaminados, la autoridad esta obligada a iniciar el ac-
to de comprobación con la revisión del dictamen al Conta-
dor Público Registrado que puede durar varios meses, antes
de proceder a revisar directamente al contribuyente en su
domicilio fiscal.

Por lo anterior, y considerando que la revisión a los contri-
buyentes que dictaminan es más compleja, es conveniente
proponer la eliminación de la notificación al contribuyente
cuando la autoridad revise el dictamen, a fin de dejar intac-
to el periodo de ejercicio de facultades y evitar que éste se
vea reducido.

Asimismo, en el ejercicio de las facultades de comproba-
ción a que se refiere el artículo 42 del Código Fiscal de la
Federación y atendiendo al reconocimiento que ha hecho la
Suprema Corte de Justicia de la Nación al determinar que la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público al momento en
que comparece ante la autoridad ministerial a denunciar o
querellarse por la posible comisión de ilícitos de corte fis-
cal, lo hace en su calidad de víctima u ofendida del delito
sin gozar de privilegio alguno como si se tratara de cual-
quier particular en el mismo plano de igualdad que éstos y
con los mismos derechos, se considera por parte de esta
Dictaminadora procedente reformar la fracción VIII de di-
cho artículo, a efecto de que una vez formulada la denuncia,
querella o declaratoria ante el Ministerio Público de la Fe-
deración, dicha Dependencia del Ejecutivo Federal pueda
impugnar el no ejercicio de la acción penal que se decrete,
así como las demás resoluciones ministeriales definitivas,
adaptando para ello, la legislación secundaria a lo dispues-
to en el cuarto párrafo del artículo 21 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Por último, en adecuación a los derechos que concede él ar-
tículo 20 apartado B de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos a toda víctima u ofendida por la co-
misión de algún delito y, tomando en cuenta que ha sido
reconocido por el máximo Tribunal del País que dicha Se-
cretaría de Estado en los delitos de corte fiscal tiene la cali-
dad de parte en el procedimiento penal, es que se conside-
ra necesario reformar la fracción VIII del artículo 42 del
Código Fiscal de la Federación, a efecto de que la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, a través de los abogados
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hacendarios que designe, coadyuve con el ministerio públi-
co en los términos y con los derechos que se prevén para las
víctimas u ofendidos del delito por el Código Federal de
Procedimientos Penales, incluso el relativo a impugnar las
resoluciones jurisdiccionales que le perjudiquen, aun en su-
puestos diversos de los señalados en el artículo 365 del úl-
timo ordenamiento procesal citado.

Acorde con la obligación del artículo 86 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta para que el órgano que vigile la ope-
ración de las personas morales presente un informe sobre
las obligaciones fiscales a su cargo en el ejercicio anterior,
se prevé la aplicación de las correspondientes infracciones
y sanciones para el caso de que tal informe no sea presenta-
do, quedando los artículos y las fracciones citadas en los si-
guientes términos:

�Artículo 83. ...

XVI. No presentar el reporte a que se refiere la fracción
XX del artículo 86 de la Ley del Impuesto sobre la Ren-
ta.�

�Artículo 84. ...

XIV. De $20,000.00 a $30,000.00 a la comprendida en la
fracción XVI, cuando el reporte no sea presentado por el
contribuyente y de $7,406.00 a $14,811.00, cuando el re-
porte no sea presentado ante la asamblea de socios o ac-
cionistas por las personas señaladas en la fracción XX
del artículo 86 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.�

Medios de Garantía.

Para que los contribuyentes puedan acceder a un mayor nú-
mero de mecanismos para cumplir con sus obligaciones fis-
cales, se propone que se incluya la carta de crédito dentro
de los medios aceptados para garantizar créditos fiscales.

Así, al contar los contribuyentes con la posibilidad de ga-
rantizar con un medio diverso a los actuales, como lo es la
carta de crédito, se facilita el cumplimiento de esta obliga-
ción.

Deducciones y comprobantes fiscales.

Para eliminar la vía más importante del fraude y la evasión
fiscal, es necesario que las operaciones que pretenden de-
ducir los contribuyentes puedan vincularse con erogaciones
reales y verificables, por lo que se propone que la evidencia

documental del pago de las mismas sea a través del sistema
financiero.

Esta propuesta también simplifica las operaciones, al per-
mitir que el estado de cuenta bancario sea el comprobante
de las operaciones realizadas, toda vez que permitirá cono-
cer y determinar la situación fiscal de los contribuyentes, in-
cluso cuando las mismas no se hubieran registrado en la
contabilidad.

Cómputo de plazos.

Esta Comisión considera que en virtud de que en el Diario
Oficial de la Federación de fecha 27 de enero de 2006, se
publicó el Decreto que modifica el Artículo Segundo del
Decreto que establece el Calendario Oficial, que fija los dí-
as de descanso obligatorio para los trabajadores de las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral, conforme lo dispone el artículo 29 de la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, con el fin de que se-
an acordes con los previstos en el Decreto por el que se re-
forma el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, publica-
do en el Diario Oficial de la Federación de 17 de enero de
2006, se considera que debe modificarse el primer párrafo
del artículo 12 del Código Fiscal de la Federación, para
ajustarlo a lo dispuesto en dicho Decreto, por lo que se pro-
pone que dicha disposición quede en los siguientes térmi-
nos:

�Artículo 12.- En los plazos fijados en días no se conta-
rán los sábados, los domingos ni el 1o. de enero; el pri-
mer lunes de febrero en conmemoración del 5 de fe-
brero; el tercer lunes de marzo en conmemoración del
21 de marzo; el 1o. y 5 de mayo; el 16 de septiembre; el
tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20
de noviembre; el 1o. de diciembre de cada seis años,
cuando corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo
Federal, y el 25 de diciembre.

...�

B. LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Requisitos de las deducciones

En diversas regulaciones fiscales se establece como condi-
ción que la documentación comprobatoria cumpla con los
requisitos que deben satisfacer los comprobantes fiscales en
los términos del Código Fiscal de la Federación, mismos
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que incluyen la identidad y domicilio de los contribuyentes,
por lo que esta dictaminadora propone eliminar la referen-
cia a identidad y domicilio señalados en la Fracción III del
artículo 31 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para ar-
monizar esta medida con el resto de las disposiciones fisca-
les vigentes.

�Artículo 31. ...

III. Estar amparadas con documentación que reúna los
requisitos de las disposiciones fiscales y que los pagos
cuyo monto exceda de $2,000.00 se efectúen mediante
cheque nominativo del contribuyente, tarjeta de crédito,
de débito o de servicios, o a través de los monederos
electrónicos que al efecto autorice el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, excepto cuando dichos pagos se
hagan por la prestación de un servicio personal subordi-
nado.

...�

Esta comisión consideró necesario sustituir la responsabili-
dad solidaria de los directores generales y presidentes de los
consejos de administración en la presentación de declara-
ciones y avisos, para lo cual se adiciona una fracción XX al
artículo 86 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para que,
cualquiera que sea el nombre con que se designe al órgano
que vigile la operación de las personas morales presente un
informe sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales
a su cargo en el ejercicio anterior, el cual, de no presentarse
hará lugar a una infracción por los montos previstos en el
Código Fiscal de la Federación, quedando el texto como si-
gue:

�Artículo 86. ...

XX. Presentar a la persona o personas, cualquiera que
sea el nombre con que se les designe, que tengan confe-
rida la dirección general, presidencia del Consejo de Ad-
ministración, la gerencia general, o la administración
única de las personas morales y a los comisarios, miem-
bros del comité de vigilancia o cualquier persona o per-
sonas, sin importar el nombre con que se les designe, que
tengan conferida la vigilancia de las personas morales un
reporte en el que se informe sobre el cumplimiento de las
obligaciones fiscales a su cargo en el ejercicio fiscal an-
terior.

La persona o personas señaladas en el párrafo anterior
deberán aprobar el reporte y presentarlo para su discu-

sión y aprobación ante la asamblea de accionistas o so-
cios en la que se discuta la información financiera del
ejercicio fiscal correspondiente en términos de la legis-
lación aplicable.

El acta que se realice con motivo de dicha asamblea de-
berá hacer referencia a la presentación del reporte.

Este reporte deberá incluir cuando menos la siguiente in-
formación:

a) La presentación de declaraciones a las que esté obli-
gada la persona moral.

b) El pago correcto y oportuno de contribuciones.

c) En su caso, de la legal solicitud de devolución de con-
tribuciones.

d) El entero de contribuciones retenidas.

La obligación prevista en esta fracción se tendrá por
cumplida cuando el contribuyente dictamine sus estados
financieros para efectos fiscales.�

C. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Obligaciones de los contribuyentes

Con la finalidad de que el Servicio de Administración
Tributaria, se encuentre en aptitud de fiscalizar eficiente-
mente a los contribuyentes que estén obligados al pago
del impuesto al valor agregado y a las personas que reali-
cen actos o actividades que se refiere el artículo 2º.- A de
la Ley del Impuesto al Valor Agregado, es importante es-
tablecer para estos contribuyentes la obligación de pro-
porcionar mensualmente a las autoridades fiscales, a tra-
vés de los medios y formatos electrónicos que señale el
Servicio de Administración Tributaria, la información so-
bre las personas a las que les hubieren retenido el im-
puesto al valor agregado.

�Artículo 32. ...

V. Expedir constancias por las retenciones del impuesto
que se efectúen en los casos previstos en el artículo 1-A,
al momento de recibir el comprobante a que se refiere la
fracción III de este artículo, y proporcionar mensual-
mente a las autoridades fiscales, a través de los medios y
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formatos electrónicos que señale el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, la información sobre las personas a
las que les hubieren retenido el impuesto establecido en
esta Ley, dicha información se presentará, a más tardar el
día 17 del mes inmediato posterior al que corresponda
dicha información.

...

VIII. Proporcionar mensualmente a las autoridades fis-
cales, a través de los medios y formatos electrónicos que
señale el Servicio de Administración Tributaria, la infor-
mación correspondiente sobre el pago, retención, acredi-
tamiento y traslado del impuesto al valor agregado en las
operaciones con sus proveedores, desglosando el valor
de los actos o actividades por tasa a la cual trasladó o le
fue trasladado el impuesto al valor agregado, incluyendo
actividades por las que el contribuyente no está obligado
al pago, dicha información se presentará, a más tardar el
día 17 del mes inmediato posterior al que corresponda
dicha información.�

Lo anterior tiene como finalidad incentivar al contribuyen-
te con el cumplimiento de sus obligaciones a través de me-
jores servicios, así como contar con información oportuna
de las personas y conceptos sobre los cuales se presentan las
declaraciones del impuesto al valor agregado en cuanto a
acreditamientos, traslados, tasas, clientes y proveedores, lo-
grando así aumentar la base de contribuyentes y su eficaz
fiscalización.

D. LEY DEL IMPUESTO SOBRE PRODUCCIÓN Y
SERVICIOS

Obligaciones de los contribuyentes

Es importante establecer para los contribuyentes obligados
al pago del impuesto especial sobre producción y servicios,
la obligación de proporcionar información, que tiene como
finalidad ampliar la información sobre los equipos en don-
de se realice almacenaje y contenedores de bebidas alcohó-
licas.

Al respecto, se crea el padrón de contribuyentes de bebidas
alcohólicas, con motivo de la regularización de los mismos
con marbetes.

�Artículo 19.- ...

XII. Los fabricantes, productores y envasadores, de al-
cohol, alcohol desnaturalizado, mieles incristalizables y
de bebidas alcohólicas, deberán reportar en el mes de
enero de cada año, al Servicio de Administración Tribu-
taria, las características de los equipos que utilizarán
para la producción, destilación, envasamiento y almace-
naje de dichos bienes, así como de los contenedores pa-
ra el almacenaje de dichos bienes cuando no se trate de
equipo.

...

XIV. Los fabricantes, productores, envasadores e impor-
tadores, de alcohol, alcohol desnaturalizado, mieles in-
cristalizables y de bebidas alcohólicas, deberán estar ins-
critos en el Padrón de Contribuyentes de Bebidas
Alcohólicas, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público. Asimismo, los fabricantes, productores, en-
vasadores e importadores, de bebidas alcohólicas, debe-
rán cumplir con esta obligación para poder solicitar
marbetes y precintos, según se trate, debiendo cumplir
con las disposiciones del Reglamento de esta Ley y dis-
posiciones de carácter general que para tal efecto se emi-
tan.

XV. Los productores, envasadores e importadores de be-
bidas alcohólicas estarán obligados a presentar a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, trimestralmente,
en los meses de abril, julio, octubre y enero, del año que
corresponda, un informe de los números de folio de mar-
betes y precintos, según corresponda, obtenidos, utiliza-
dos, destruidos, e inutilizados durante el trimestre inme-
diato anterior.

...�

Al respecto, en uso de las facultades fiscalizadoras, el Ser-
vicio de Administración Tributaria, establecerá mecanismos
que permiten promover el cumplimiento de las obligaciones
fiscales, mediante una sanción para quien no compruebe el
uso legal de marbetes.

�Artículo 26.- Cuando el contribuyente no se encuentre
al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones fis-
cales, de conformidad con lo establecido en el Código
Fiscal de la Federación, las demás Leyes tributarias y en
las reglas de carácter general que al efecto emita la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, no se comprue-
be el uso de los marbetes o precintos entregados previa-
mente, o se compruebe un uso incorrecto de los mismos,
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las autoridades fiscales podrán no proporcionar los mar-
betes o precintos a que se refiere esta Ley.�

Con las diversas modificaciones realizadas al Código Fiscal
de la Federación, así como a la Ley del Impuesto sobre la
Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado y Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, se busca apo-
yar con adecuados ordenamientos jurídicos el proceso de
transformación del Servicio de Administración Tributaria,
por lo que en aras de que el país cuente con una moderna
administración tributaria, los integrantes de la Comisión de
Hacienda y Crédito Público que suscriben, someten al Ple-
no de esta H. Soberanía el siguiente proyecto de:

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIO-
NAN, DEROGAN Y ESTABLECEN DIVERSAS DIS-
POSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE-
RACIÓN, LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA,
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO Y
LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUC-
CIÓN Y SERVICIOS.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

ARTÍCULO PRIMERO. Se REFORMAN, los artículos
9o., fracción II; 10, fracción I, incisos b) y c) y el último pá-
rrafo del artículo; 12, primer párrafo; 14-B, último párrafo;
17-B, tercer párrafo; 18-A, primer párrafo y fracciones VII
y VIII; 19, primer y segundo párrafos; 22, cuarto, sexto,
séptimo, noveno y décimo párrafos; 22-A, primer párrafo;
22-B primer y segundo párrafos; 23, primer y último párra-
fos; 27, primer, séptimo, noveno, décimo primero, décimo
segundo, décimo tercero y décimo cuarto párrafos; 28, frac-
ción III; 29, séptimo y octavo párrafos del artículo, fracción
I, cuarto párrafo; 29-A, fracción VI y segundo párrafo del
artículo; 29-C, primer párrafo, fracciones II y IV, y tercer
párrafo del artículo; 30, último párrafo; 31, primero, cuarto,
octavo y décimo primero párrafos; 32, penúltimo párrafo;
32-A, sexto párrafo;32-B, fracciones III, segundo y tercer
párrafos, y IV; 32-D; 34, primer párrafo; 42, fracciones V,
segundo párrafo y VIII; 43, fracción III; 46, fracción IV,
cuarto párrafo; 46-A, primero, tercero y cuarto párrafos; 48,
fracciones I y VII; 49, fracción VI; 50, segundo párrafo; 52,
fracción I, inciso a), segundo párrafo; 52-A, fracciones I,
primero y segundo párrafos, II, y el actual segundo párrafo
del artículo; 63, último párrafo; 66; 67, quinto y sexto pá-
rrafos; 75, fracción VI; 76, primero, segundo, tercero y sex-
to párrafos; 77; 81, fracciones VII y XVI; 86-A, fracciones
I y III; 94, primer párrafo; 103, fracciones XI, XII, XV y
XVI; 104, fracción IV; 105, fracción VIII; 107, segundo pá-

rrafo; 109, fracción I; 110, fracción V; 111, fracción V; 127,
primer párrafo; 129, fracciones II, segundo párrafo y IV, se-
gundo párrafo; 133-A, primer párrafo y fracción I, inciso a);
134, fracciones I, III y IV; 135, primer párrafo; 136, segun-
do párrafo; 139; 140; 141, fracción I; 142, fracción I; 145;
146, último párrafo; 150, cuarto párrafo; 167, fracción II;
182, fracción IV; 183, segundo párrafo; 184; 190, primer
párrafo; 191; 196 y 196-A, penúltimo párrafo, se ADICIO-
NAN los artículos 4o. con un último párrafo; 9o., fracción
I, con un penúltimo y último párrafos; 14, fracciones V, in-
ciso b) con un segundo párrafo y VI, inciso b) con un se-
gundo párrafo; 17-A, con un último párrafo; 18-A, con un
penúltimo párrafo; 22, con un quinto, décimo y décimo pri-
mer párrafos, pasando los actuales quinto a octavo párrafos
a ser sexto a noveno párrafos y, del noveno al décimoprimer
párrafos a ser decimosegundo a decimocuarto párrafos; 22-
B, con una fracción IV; 22-C; 23, con un segundo párrafo;
25-A; 27, con un último párrafo; 29, fracción I, con un últi-
mo párrafo; 32-B, fracciones, III con un último párrafo, VI
y VIII; 32-G; 33, fracción I con un inciso h); 34 con un
cuarto y quinto párrafos, pasando el actual cuarto a ser sex-
to párrafo; 38, con una fracción III, pasando las actuales III
y IV a ser IV y V, y un segundo, tercer, cuarto, quinto y sex-
to párrafos; 41-B; 46-A, fracción IV al tercer párrafo; 52,
fracciones I, inciso b) con un tercero y cuarto párrafos, III
con un segundo párrafo y un último párrafo del artículo; 52-
A, fracción I, con un tercer párrafo y, un antepenúltimo, pe-
núltimo y último párrafos al artículo; 63 con un último pá-
rrafo; 66-A; 76, con un segundo, tercero, séptimo y noveno
párrafos, pasando los actuales segundo a cuarto párrafos a
ser cuarto a sexto, el actual quinto párrafo a ser octavo, y los
actuales sexto y séptimo párrafos a ser décimo y decimo-
primero; 81, fracciones V, XXVI, XXVII, XXVIII, XXIX,
XXX y XXXI; 82, fracciones V, XXVI, XXVII, XXVIII,
XXIX, XXX y XXXI; 83 fracción XVI; 84 fracción XIV;
91-C; 91-D; 102, con último párrafo; 103, fracciones XIX y
XX, 105, fracción XIII con un segundo párrafo; 107, frac-
ción V; 108, incisos f), y g); 133-A, fracción II; 134, frac-
ción I con un tercer, cuarto, quinto, sexto y séptimo párra-
fos, y un tercer párrafo al artículo; 141, con un penúltimo y
último párrafos al artículo; 143 con un último párrafo; 145-
A; 146-C; 146-D, y se DEROGAN los artículos 25, último
párrafo; 29, cuarto y quinto párrafos, pasando los actuales
sexto a décimo tercer párrafos a ser cuarto a décimo prime-
ro párrafos; 29-A, último párrafo; 31, tercer y quinto párra-
fos, pasando el actual cuarto a ser tercer párrafo y los ac-
tuales sexto a décimo sexto párrafos a ser cuarto a décimo
cuarto párrafos; 46-A, segundo párrafo; 52, último párrafo;
52-A, fracción I, último párrafo, fracción IV, y el último pá-
rrafo del artículo; 86-C; 86-D; 109, fracciones VI y VII;
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190, último párrafo; 192, fracción III y 193 del Código Fis-
cal de la Federación, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 4o. ...

Para efectos del párrafo anterior, las autoridades que remi-
tan créditos fiscales al Servicio de Administración Tributa-
ria para su cobro, deberán cumplir con los requisitos que
mediante reglas de carácter general establezca dicho órga-
no.

Artículo 9o. ...

I. ...

No perderán la condición de residentes en México, las per-
sonas físicas de nacionalidad mexicana que acrediten su
nueva residencia fiscal en un país o territorio en donde sus
ingresos se encuentren sujetos a un régimen fiscal preferen-
te en los términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Lo
dispuesto en este párrafo se aplicará en el ejercicio fiscal en
el que se presente el aviso a que se refiere el último párrafo
de este artículo y durante los tres ejercicios fiscales si-
guientes.

No se aplicará lo previsto en el párrafo anterior, cuando el
país en el que se acredite la nueva residencia fiscal, tenga
celebrado un acuerdo amplio de intercambio de informa-
ción tributaria con México.

II. Las personas morales que hayan establecido en México
la administración principal del negocio o su sede de direc-
ción efectiva.

...

Artículo 10. ...

I. ...

b) Cuando no realicen las actividades señaladas en el inci-
so anterior, el local que utilicen para el desempeño de sus
actividades.

c) Únicamente en los casos en que la persona física, que re-
alice actividades señaladas en los incisos anteriores no
cuente con un local, su casa habitación.

...

Cuando los contribuyentes no hayan designado un domici-
lio fiscal estando obligados a ello, o hubieran designado
como domicilio fiscal un lugar distinto al que les corres-
ponda de acuerdo con lo dispuesto en este mismo precepto
o cuando hayan manifestado un domicilio ficticio, las au-
toridades fiscales podrán practicar diligencias en cualquier
lugar en el que realicen sus actividades o en el lugar que
conforme a este artículo se considere su domicilio, indis-
tintamente.

Artículo 12. En los plazos fijados en días no se contarán los
sábados, los domingos ni el 1o. de enero; el primer lunes de
febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes
de marzo en conmemoración del 21 de marzo; el 1o. y 5 de
mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en
conmemoración del 20 de noviembre; el 1o. de diciembre
de cada 6 años, cuando corresponda a la transmisión del
Poder Ejecutivo y el 25 de diciembre.

Artículo 14. ...

V. ...

b) ...

Cuando el fideicomitente reciba certificados de participa-
ción por los bienes que afecte en fideicomiso, se considera-
rán enajenados esos bienes al momento en que el fideicomi-
tente reciba los certificados, salvo que se trate de acciones.

VI. ...

b) ...

Cuando se emitan certificados de participación por los bien-
es afectos al fideicomiso y se coloquen entre el gran públi-
co inversionista, no se considerarán enajenados dichos
bienes al enajenarse esos certificados, salvo que estos les
den a sus tenedores derechos de aprovechamiento directo de
esos bienes, o se trate de acciones. La enajenación de los
certificados de participación se considerará como una ena-
jenación de títulos de crédito que no representan la propie-
dad de bienes y tendrán las consecuencias fiscales que esta-
blecen las Leyes fiscales para la enajenación de tales títulos.

...

Artículo 14-B. ...

...
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Lo dispuesto en este artículo, sólo se aplicará tratándose de
fusión o escisión de sociedades residentes en el territorio
nacional y siempre que la sociedad o sociedades que surjan
con motivo de dicha fusión o escisión sean también resi-
dentes en el territorio nacional.

Artículo 17-A. ...

Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales se
deban realizar operaciones aritméticas, con el fin de deter-
minar factores o proporciones, las mismas deberán calcu-
larse hasta el diezmilésimo.

Artículo 17-B. ...

...

Para los efectos fiscales, y en los medios de defensa que se
interpongan en contra de las consecuencias fiscales deriva-
das de las actividades empresariales realizadas a través de la
asociación en participación, el asociante representará a di-
cha asociación.

...

Artículo 18-A. Las promociones que se presenten ante las
autoridades fiscales en las que se formulen consultas o soli-
citudes de autorización o régimen en los términos de los ar-
tículos 34, 34-A y 36 Bis de este Código, para las que no ha-
ya forma oficial, deberán cumplir, en adición a los
requisitos establecidos en el artículo 18 de este Código, con
lo siguiente:

...

VII. Indicar si los hechos o circunstancias sobre los que
versa la promoción han sido previamente planteados ante la
misma autoridad u otra distinta, o han sido materia de me-
dios de defensa ante autoridades administrativas o jurisdic-
cionales y, en su caso, el sentido de la resolución.

VIII. Indicar si el contribuyente se encuentra sujeto al ejer-
cicio de las facultades de comprobación por parte de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público o por las Entidades
Federativas coordinadas en ingresos federales, señalando
los periodos y las contribuciones, objeto de la revisión. Asi-
mismo, deberá mencionar si se encuentra dentro del plazo
para que las autoridades fiscales emitan la resolución a que
se refiere el artículo 50 de este Código.

Si el promovente no se encuentra en los supuestos a que se
refieren las fracciones II, VII y VIII de este artículo, deberá
manifestarlo así expresamente.

...

Artículo 19. En ningún trámite administrativo se admitirá
la gestión de negocios. La representación de las personas fí-
sicas o morales ante las autoridades fiscales se hará me-
diante escritura pública o mediante carta poder firmada an-
te dos testigos y ratificadas las firmas del otorgante y
testigos ante las autoridades fiscales, notario o fedatario pú-
blico.

El otorgante de la representación podrá solicitar a las auto-
ridades fiscales la inscripción de dicha representación en el
registro de representantes legales de las autoridades fiscales
y éstas expedirán la constancia de inscripción correspon-
diente. Con dicha constancia, se podrá acreditar la repre-
sentación en los trámites que se realicen ante dichas autori-
dades. Para estos efectos, el Servicio de Administración
Tributaría podrá simplificar los requisitos para acreditar la
representación de las personas físicas o morales en el regis-
tro de representantes legales, mediante reglas de carácter
general.

...

Artículo 22. ...

Si el pago de lo indebido se hubiera efectuado en cumpli-
miento de acto de autoridad, el derecho a la devolución en
los términos de este artículo, nace cuando dicho acto se anu-
le. Lo dispuesto en este párrafo no es aplicable a la deter-
minación de diferencias por errores aritméticos, las que da-
rán lugar a la devolución siempre que no haya prescrito la
obligación en los términos del penúltimo párrafo de este ar-
tículo.

Cuando en una solicitud de devolución existan errores en
los datos contenidos en la misma, la autoridad requerirá al
contribuyente para que mediante escrito y en un plazo de 10
días aclare dichos datos, apercibiéndolo que de no hacerlo
dentro de dicho plazo, se le tendrá por desistido de la soli-
citud de devolución correspondiente. En este supuesto no
será necesario presentar una nueva solicitud cuando los da-
tos erróneos sólo se hayan consignado en la solicitud o en
los anexos. Dicho requerimiento suspenderá el plazo pre-
visto para efectuar la devolución, durante el período que
transcurra entre el día hábil siguiente en que surta efectos la
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notificación del requerimiento y la fecha en que se atienda
el requerimiento.

...

Cuando en la solicitud de devolución únicamente existan
errores aritméticos en la determinación de la cantidad soli-
citada, las autoridades fiscales devolverán las cantidades
que correspondan, sin que sea necesario presentar una de-
claración complementaria. Las autoridades fiscales podrán
devolver una cantidad menor a la solicitada por los contri-
buyentes con motivo de la revisión efectuada a la docu-
mentación aportada. En este caso, la solicitud se considera-
rá negada por la parte que no sea devuelta, salvo que se trate
de errores aritméticos o de forma. En el caso de que las au-
toridades fiscales devuelvan la solicitud de devolución a los
contribuyentes, se considerará que ésta fue negada en su to-
talidad. Para tales efectos, las autoridades fiscales deberán
fundar y motivar las causas que sustentan la negativa par-
cial o total de la devolución respectiva.

No se considerará que las autoridades fiscales inician el
ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando solici-
ten los datos, informes, y documentos, a que se refiere el
sexto párrafo anterior, pudiendo ejercerlas en cualquier mo-
mento.

...

Cuando en el acto administrativo que autorice la devolución
se determinen correctamente la actualización y los intereses
que en su caso procedan, calculados a la fecha en la que se
emita dicho acto sobre la cantidad que legalmente proceda,
se entenderá que dicha devolución está debidamente efec-
tuada siempre que entre la fecha de emisión de la autoriza-
ción y la fecha en la que la devolución esté a disposición del
contribuyente no haya trascurrido más de un mes. En el su-
puesto de que durante el mes citado se dé a conocer un nue-
vo índice nacional de precios al consumidor, el contribu-
yente tendrá derecho a solicitar la devolución de la
actualización correspondiente que se determinará aplicando
a la cantidad total cuya devolución se autorizó, el factor que
se obtenga conforme a lo previsto en el artículo 17-A de es-
te Código, restando la unidad a dicho factor. El factor se cal-
culará considerando el periodo comprendido desde el mes
en que se emitió la autorización y el mes en que se puso a
disposición del contribuyente la devolución.

El monto de la devolución de la actualización a que se re-
fiere el párrafo anterior, deberá ponerse, en su caso, a dis-

posición del contribuyente dentro de un plazo de cuarenta
días siguientes a la fecha en la que se presente la solicitud
de devolución correspondiente; cuando la entrega se efectúe
fuera del plazo mencionado, las autoridades fiscales paga-
rán intereses que se calcularán conforme a lo dispuesto en
el artículo 22-A de este Código. Dichos intereses se calcu-
larán sobre el monto de la devolución actualizado por el pe-
riodo comprendido entre el mes en que se puso a disposi-
ción del contribuyente la devolución correspondiente y el
mes en que se ponga a disposición del contribuyente la de-
volución de la actualización.

Cuando las autoridades fiscales procedan a la devolución de
cantidades señaladas como saldo a favor en las declaracio-
nes presentadas por los contribuyentes, sin que medie más
trámite que el requerimiento de datos, informes o docu-
mentos adicionales a que se refiere el sexto párrafo de este
artículo o la simple comprobación de que se efectuaron los
pagos de contribuciones que el contribuyente declara haber
hecho, la orden de devolución no implicará resolución fa-
vorable al contribuyente. Si la devolución se hubiera efec-
tuado y no procediera, se causarán recargos en los términos
del artículo 21 de este Código, sobre las cantidades actuali-
zadas, tanto por las devueltas indebidamente como por las
de los posibles intereses pagados por las autoridades fisca-
les, a partir de la fecha de la devolución.

La obligación de devolver prescribe en los mismos términos
y condiciones que el crédito fiscal. Para estos efectos, la so-
licitud de devolución que presente el particular, se conside-
ra como gestión de cobro que interrumpe la prescripción,
excepto cuando el particular se desista de la solicitud.

...

Artículo 22-A.- Cuando los contribuyentes presenten una
solicitud de devolución de un saldo a favor o de un pago de
lo indebido, y la devolución se efectúe fuera del plazo esta-
blecido en el artículo anterior, las autoridades fiscales paga-
rán intereses que se calcularán a partir del día siguiente al
del vencimiento de dicho plazo conforme a la tasa prevista
en los términos del artículo 21 de este Código que se apli-
cará sobre la devolución actualizada.

...

Artículo 22-B. Las autoridades fiscales efectuarán la devo-
lución mediante depósito en la cuenta del contribuyente, pa-
ra lo cual, éste deberá proporcionar en la solicitud de devo-
lución o en la declaración correspondiente el número de su
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cuenta en los términos señalados en el párrafo sexto del ar-
tículo 22 de este Código. Para estos efectos, los estados de
cuenta que expidan las instituciones financieras serán con-
siderados como comprobante del pago de la devolución res-
pectiva. En los casos en los que el día que venza el plazo a
que se refiere el precepto citado no sea posible efectuar el
depósito por causas imputables a la institución financiera
designada por el contribuyente, dicho plazo se suspenderá
hasta en tanto pueda efectuarse dicho depósito. También se
suspenderá el plazo cuando no sea posible efectuar el depó-
sito en la cuenta proporcionada por el contribuyente por ser
dicha cuenta inexistente, contenga errores el número de la
cuenta o ésta se haya cancelado, hasta en tanto el contribu-
yente proporcione el número de la cuenta correcta.

Las personas físicas que hubiesen obtenido en el ejercicio
inmediato anterior ingresos inferiores a $150,000.00, po-
drán optar por que la devolución se les realice mediante
cheque nominativo. En estos casos, se considerará que la
devolución está a disposición del contribuyente al día hábil
siguiente en que surta efectos la notificación de la autoriza-
ción de la devolución respectiva.

...

IV. Se trate de contribuyentes que dictaminen u opten por
dictaminarse para efectos fiscales de conformidad con el ar-
tículo 32-A de este Código.

Artículo 22-C. Los contribuyentes que tengan cantidades a
su favor cuyo monto sea igual o superior a $25,000.00, de-
berán presentar su solicitud de devolución en formato elec-
trónico con firma electrónica avanzada.

Artículo 23. Los contribuyentes obligados a pagar median-
te declaración podrán optar por compensar las cantidades
que tengan a su favor contra las que estén obligados a pagar
por adeudo propio o por retención a terceros, siempre que
ambas deriven de impuestos federales distintos de los que
se causen con motivo de la importación, los administre la
misma autoridad y no tengan destino específico, incluyen-
do sus accesorios. Al efecto, bastará que efectúen la com-
pensación de dichas cantidades actualizadas, conforme a lo
previsto en el artículo 17-A de este Código, desde el mes en
que se realizó el pago de lo indebido o se presentó la decla-
ración que contenga el saldo a favor, hasta aquel en que la
compensación se realice. Los contribuyentes presentarán el
aviso de compensación, dentro de los cinco días siguientes
a aquél en el que la misma se haya efectuado, acompañado

de la documentación que al efecto se solicite en la forma
oficial que para estos efectos se publique.

Los contribuyentes que hayan ejercido la opción a que se
refiere el primer párrafo del presente artículo, que tuvieran
remanente una vez efectuada la compensación, podrán soli-
citar su devolución.

...

Las autoridades fiscales podrán compensar de oficio las
cantidades que los contribuyentes tengan derecho a recibir
de las autoridades fiscales por cualquier concepto, en los
términos de lo dispuesto en el artículo 22 de este Código,
aun en el caso de que la devolución hubiera sido o no soli-
citada, contra las cantidades que los contribuyentes estén
obligados a pagar por adeudos propios o por retención a ter-
ceros cuando éstos hayan quedado firmes por cualquier cau-
sa. La compensación también se podrá aplicar contra crédi-
tos fiscales cuyo pago se haya autorizado a plazos; en este
último caso, la compensación deberá realizarse sobre el sal-
do insoluto al momento de efectuarse dicha compensación.
Las autoridades fiscales notificarán personalmente al con-
tribuye

nte la resolución que determine la compensación.

Artículo 25. ...

Último párrafo (Se deroga)

Artículo 25-A. Cuando las personas por actos u omisiones
propios reciban indebidamente subsidios, deberán reinte-
grar la cantidad indebidamente recibida, actualizada con-
forme a lo dispuesto en el artículo 17-A de este Código.
Además, deberán pagar recargos en los términos del artícu-
lo 21 de este Código, sobre las cantidades actualizadas, in-
debidamente recibidas, que se calcularán a partir de la fecha
en la que hayan recibido el subsidio y hasta la fecha en la
que se devuelva al fisco federal la cantidad indebidamente
recibida.

Cuando una persona entregue indebidamente un subsidio,
cuyo monto haya sido acreditado por dicha persona contra
el pago de contribuciones federales, dicho acreditamiento
será improcedente.

Cuando sin tener derecho a ello se acredite contra el pago de
contribuciones federales un estímulo fiscal o un subsidio, o
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se haga en cantidad mayor a la que se tenga derecho, las au-
toridades fiscales exigirán el pago de las contribuciones
omitidas actualizadas y de los accesorios que correspondan.

Los estímulos fiscales o subsidios sólo se podrán acreditar
hasta el monto de los pagos de impuestos que efectivamen-
te se deban pagar. Si el estímulo o subsidio es mayor que el
importe de la contribución a pagar, sólo se acreditará el es-
tímulo o subsidio hasta el importe del pago.

Cuando por una contribución pagada mediante el acredita-
miento de un estímulo fiscal o un subsidio, se presente una
declaración complementaria reduciendo el importe de la
contribución a cargo del contribuyente, sólo procederá la
devolución de cantidades a favor cuando éstas deriven de
un pago efectivamente realizado.

Artículo 27. Las personas morales, así como las personas
físicas que deban presentar declaraciones periódicas o que
estén obligadas a expedir comprobantes por las actividades
que realicen, deberán solicitar su inscripción en el registro
federal de contribuyentes del Servicio de Administración
Tributaria, proporcionar la información relacionada con su
identidad, su domicilio y en general sobre su situación fis-
cal, mediante los avisos que se establecen en el Reglamen-
to de este Código. Asimismo, las personas a que se refiere
este párrafo estarán obligadas a manifestar al registro fede-
ral de contribuyentes su domicilio fiscal; en el caso de cam-
bio de domicilio fiscal, deberán presentar el aviso corres-
pondiente, dentro del mes siguiente al día en que tenga
lugar dicho cambio salvo que al contribuyente se le hayan
iniciado facultades de comprobación y no se le haya notifi-
cado la resolución a que se refiere el artículo 50 de este Có-
digo, en cuyo caso deberá presentar el aviso previo a dicho
cambio con cinco días de anticipación. La autoridad fiscal
podrá considerar como domicilio fiscal del contribuyente
aquél en que se verifique alguno de los supuestos estableci-
dos en el artículo 10 de este Código, cuando el manifestado
en las solicitudes y avisos a que se refiere este artículo no
corresponda a alguno de los supuestos de dicho precepto.

...

Los fedatarios públicos exigirán a los otorgantes de las es-
crituras públicas en que se haga constar actas constitutivas,
de fusión, escisión o de liquidación de personas morales,
que comprueben dentro del mes siguiente a la firma que han
presentado solicitud de inscripción, o aviso de liquidación o
de cancelación, según sea el caso, en el registro federal de
contribuyentes, de la persona moral de que se trate, debien-

do asentar en su protocolo la fecha de su presentación; en
caso contrario, el fedatario deberá informar de dicha omi-
sión al Servicio de Administración Tributaria dentro del
mes siguiente a la autorización de la escritura.

...

Cuando de conformidad con las disposiciones fiscales los
notarios, corredores, jueces y demás fedatarios deban pre-
sentar la información relativa a las operaciones consignadas
en escrituras públicas celebradas ante ellos, respecto de las
operaciones realizadas en el mes inmediato anterior, dicha
información deberá ser presentada a más tardar el día 17 del
mes siguiente ante el Servicio de Administración Tributaria
de conformidad con las reglas de carácter general que al
efecto emita dicho órgano.

...

El Servicio de Administración Tributaria llevará el registro
federal de contribuyentes basándose en los datos que las
personas le proporcionen de conformidad con este artículo
y en los que obtenga por cualquier otro medio; asimismo
asignará la clave que corresponda a cada persona inscrita,
quien deberá citarla en todo documento que presente ante
las autoridades fiscales y jurisdiccionales, cuando en este
último caso se trate de asuntos en que el Servicio de Admi-
nistración Tributaria o la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público sea parte. Las personas inscritas deberán conservar
en su domicilio fiscal la documentación comprobatoria de
haber cumplido con las obligaciones que establecen este ar-
tículo y el Reglamento de este Código.

La clave a que se refiere el párrafo que antecede se propor-
cionará a los contribuyentes a través de la cédula de identi-
ficación fiscal o la constancia de registro fiscal, las cuales
deberán contener las características que señale el Servicio
de Administración Tributaria mediante reglas de carácter
general.

Tratándose de establecimientos, sucursales, locales, puestos
fijos o semifijos, lugares en donde se almacenen mercancí-
as y en general cualquier local o establecimiento que se uti-
lice para el desempeño de sus actividades, los contribuyen-
tes deberán presentar aviso de apertura o cierre de dichos
lugares en la forma que al efecto apruebe el Servicio de Ad-
ministración Tributaria y conservar en los lugares citados el
aviso de apertura, debiendo exhibirlo a las autoridades fis-
cales cuando éstas lo soliciten.
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La solicitud o los avisos a que se refiere el primer párrafo
de este artículo que se presenten en forma extemporánea,
surtirán sus efectos a partir de la fecha en que sean presen-
tados. Las autoridades fiscales podrán verificar la existencia
y localización del domicilio fiscal manifestado por el con-
tribuyente en el aviso respectivo.

Las personas físicas que no se encuentren en los supuestos
del párrafo primero de este artículo, podrán solicitar su ins-
cripción al registro federal de contribuyentes, cumpliendo
los requisitos establecidos mediante reglas de carácter ge-
neral que para tal efecto publique el Servicio de Adminis-
tración Tributaria.

Artículo 28. ...

III. Llevarán la contabilidad en su domicilio fiscal. Los
contribuyentes podrán procesar a través de medios electró-
nicos, datos e información de su contabilidad en lugar dis-
tinto a su domicilio fiscal, sin que por ello se considere que
se lleva la contabilidad fuera del domicilio mencionado.

...

Artículo 29. ...

Cuarto párrafo (Se deroga)

Quinto párrafo (Se deroga)

...

El comprobante que se expida deberá señalar en forma ex-
presa si el pago de la contraprestación que ampara se hace
en una sola exhibición o en parcialidades. Cuando la con-
traprestación se pague en una sola exhibición, en el com-
probante que al efecto se expida se deberá indicar el impor-
te total de la operación y, cuando así proceda en términos de
las disposiciones fiscales, el monto de los impuestos que se
trasladan, desglosados por tasas de impuesto. Si la contra-
prestación se paga en parcialidades, en el comprobante se
deberá indicar, además del importe total de la operación,
que el pago se realizará en parcialidades y, en su caso, el
monto de la parcialidad que se cubre en ese momento y el
monto que por concepto de impuestos se trasladan en dicha
parcialidad, desglosados por tasas de impuesto.

Cuando el pago de la contraprestación se haga en parciali-
dades, los contribuyentes deberán expedir un comprobante
por cada una de esas parcialidades, el cual deberá contener

los requisitos previstos en las fracciones I, II, III y IV del ar-
tículo 29-A de este Código, anotando el importe y número
de la parcialidad que ampara, la forma como se realizó el
pago, el monto de los impuestos trasladados, desglosados
por tasas de impuesto cuando así proceda y, en su caso, el
número y fecha del comprobante que se hubiese expedido
por el valor total de la operación de que se trate.

...

I. ...

La tramitación de un certificado de sello digital sólo podrá
efectuarse mediante formato electrónico, que cuente con la
firma electrónica avanzada de la persona solicitante.

La emisión de los comprobantes fiscales digitales podrá re-
alizarse por medios propios o a través de proveedores de
servicios. Dichos proveedores de servicios deberán estar
previamente autorizados por el Servicio de Administración
Tributaria, cubriendo los requisitos que al efecto se señalen
en reglas de carácter general, asimismo, deberán demostrar
que cuentan con la tecnología necesaria para emitir los cita-
dos comprobantes.

II. ... 

Artículo 29-A. ...

VI. Valor unitario consignado en número e importe total
consignado en número o letra, así como el monto de los im-
puestos que en los términos de las disposiciones fiscales de-
ban trasladarse, desglosado por tasa de impuesto, en su ca-
so.

...

Los comprobantes autorizados por el Servicio de Adminis-
tración Tributaria deberán ser utilizados por el contribuyen-
te, en un plazo máximo de dos años, dicho plazo podrá pro-
rrogarse cuando se cubran los requisitos que al efecto señale
la autoridad fiscal de acuerdo a reglas de carácter general
que al efecto se expidan. La fecha de vigencia deberá apa-
recer impresa en cada comprobante. Transcurrido dicho
plazo se considerará que el comprobante quedará sin efec-
tos para las deducciones o acreditamientos previstos en las
Leyes fiscales.

Último párrafo (Se deroga)
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Artículo 29-C. En las transacciones de adquisiciones de
bienes, del uso o goce temporal de bienes, o de la prestación
de servicios en que se realice el pago mediante cheque no-
minativo para abono en cuenta del beneficiario, mediante
traspasos de cuenta en instituciones de crédito o casas de
bolsa, tarjeta de crédito, débito o monedero electrónico, po-
drá utilizar como medio de comprobación para los efectos
de las deducciones o acreditamientos autorizados en las Le-
yes fiscales, el original del estado de cuenta de quien reali-
ce el pago citado, siempre que se cumpla lo siguiente:

...

II. Cuenten con el documento expedido que contenga la
clave del registro federal de contribuyentes del enajenante,
el prestador del servicio o el otorgante del uso o goce tem-
poral de los bienes; el bien o servicio de que se trate; el pre-
cio o contraprestación; la fecha de emisión y, en forma ex-
presa y por separado los impuestos que se trasladan
desglosados por tasa aplicable.

...

IV. Vinculen la operación registrada en el estado de cuenta
directamente con el documento a que se refiere la fracción
II del presente artículo, con la adquisición del bien, con el
uso o goce, o con la prestación del servicio de que se trate
y con la operación registrada en la contabilidad, en los tér-
minos del Reglamento de este Código.

...

Los contribuyentes que opten por aplicar lo dispuesto en es-
te artículo, además de los requisitos establecidos en el mis-
mo, deberán cumplir con los requisitos que en materia de
documentación, cheques, monederos electrónicos y estados
de cuenta, establezca el Servicio de Administración Tribu-
taria mediante reglas de carácter general.

...

Artículo 30. ...

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los contri-
buyentes que en los lugares señalados en el citado párrafo
tengan su cédula de identificación fiscal o la solicitud de
inscripción en el registro federal de contribuyentes o copia
certificada de cualesquiera de dichos documentos, y el avi-
so de apertura a que se refiere el artículo 27, antepenúltimo

párrafo de este Código, no estarán obligados a tener a dis-
posición de las autoridades fiscales en esos lugares, los
comprobantes que amparen la legal posesión o propiedad de
las mercancías, en cuyo caso deberán conservar dichos
comprobantes a disposición de las autoridades en su domi-
cilio fiscal de acuerdo con las disposiciones de este Código.

Artículo 31. Las personas deberán presentar las solicitudes
en materia de registro federal de contribuyentes, declara-
ciones, avisos o informes, en documentos digitales con fir-
ma electrónica avanzada a través de los medios, formatos
electrónicos y con la información que señale el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas de carácter ge-
neral, enviándolos a las autoridades correspondientes o a las
oficinas autorizadas, según sea el caso, debiendo cumplir
los requisitos que se establezcan en dichas reglas para tal
efecto y, en su caso, pagar mediante transferencia electróni-
ca de fondos. Cuando las disposiciones fiscales establezcan
que se acompañe un documento distinto a escrituras o po-
deres notariales, y éste no sea digitalizado, la solicitud o el
aviso se podrá presentar en medios impresos.

...

Tercer párrafo (Se deroga)

El Servicio de Administración Tributaria, mediante reglas
de carácter general, podrá autorizar a las organizaciones que
agrupen a los contribuyentes que en las mismas reglas se se-
ñalen, para que a nombre de éstos presenten las declaracio-
nes, avisos, solicitudes y demás documentos que exijan las
disposiciones fiscales.

Quinto párrafo (Se deroga)

...

Los contribuyentes que tengan obligación de presentar de-
claraciones periódicas de conformidad con las Leyes fisca-
les respectivas, continuarán haciéndolo en tanto no presen-
ten los avisos que correspondan para los efectos del registro
federal de contribuyentes. Tratándose de las declaraciones
de pago provisional o mensual, los contribuyentes deberán
presentar dichas declaraciones siempre que haya cantidad a
pagar, saldo a favor o cuando no resulte cantidad a pagar
con motivo de la aplicación de créditos, compensaciones o
estímulos. Cuando no exista impuesto a pagar ni saldo a fa-
vor por alguna de las obligaciones que deban cumplir, en de-
claraciones normales o complementarias, los contribuyentes
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deberán informar a las autoridades fiscales las razones por
las cuales no se realiza el pago.

...

En las oficinas a que se refiere este artículo, se recibirán las
declaraciones, avisos, solicitudes y demás documentos tal y
como se exhiban, sin hacer observaciones ni objeciones.
Únicamente se podrá rechazar la presentación cuando de-
ban presentarse a través de medios electrónicos o cuando no
contengan el nombre, denominación o razón social del con-
tribuyente, su clave de registro federal de contribuyentes, su
domicilio fiscal o no contengan firma del contribuyente o
de su representante legal o en los formatos no se cite la cla-
ve del registro federal de contribuyentes del contribuyente
o de su representante legal o presenten tachaduras o en-
mendaduras o tratándose de declaraciones, éstas contengan
errores aritméticos. En este último caso, las oficinas podrán
cobrar las contribuciones que resulten de corregir los erro-
res aritméticos y sus accesorios.

...

Artículo 32. ...

Se presentará declaración complementaria conforme a lo
previsto por el quinto párrafo del artículo 144 de este Códi-
go, caso en el cual se pagará la multa que corresponda, cal-
culada sobre la parte consentida de la resolución y dismi-
nuida en los términos del séptimo párrafo del artículo 76 de
este ordenamiento.

...

Artículo 32-A. ...

Los contribuyentes a que se refiere este artículo deberán
presentar dentro de los plazos autorizados el dictamen for-
mulado por contador público registrado, incluyendo la in-
formación y documentación, de acuerdo con lo dispuesto
por el Reglamento de este Código, a más tardar el 30 de ju-
nio del año inmediato posterior a la terminación del ejerci-
cio de que se trate.

...

Artículo 32-B. ...

III. ...

Para tal efecto, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
y las instituciones de crédito determinarán de común acuer-
do la retribución, considerando el costo promedio variable
de operación por la prestación de estos servicios en que in-
curran dichas instituciones en su conjunto, aplicable para
cada modalidad de los servicios de recepción y procesa-
miento de pagos y declaraciones, atendiendo a criterios de
eficiencia.

Las instituciones de crédito no podrán realizar cobros a los
contribuyentes por los servicios que les proporcionen por la
presentación de las declaraciones en los términos estableci-
dos en el artículo 31 de este Código.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público efectuará la re-
tención del impuesto al valor agregado que le sea traslada-
do con motivo de la prestación de los servicios a que se re-
fiere esta fracción, el cual formará parte de los gastos de
recaudación.

IV. Proporcionar por conducto de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, la información de los depósitos, ser-
vicios, fideicomisos o cualquier tipo de operaciones, que so-
liciten las autoridades fiscales a través del mismo conducto.

...

VI. Informar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
las declaraciones y pagos recibidos en los términos que se
establezcan en las reglas de carácter general y en los con-
venios a que se refiere la fracción III de este artículo. Cuan-
do no se proporcionen los servicios a que se refiere la frac-
ción citada o la información no se presente de conformidad
con lo establecido en las reglas y convenios mencionados,
no se pagarán los gastos de recaudación previstos en dicha
fracción.

...

VIII. Cuando participen como fiduciarias en fideicomisos
en los que se generen ingresos, deberán presentar ante el
Servicio de Administración Tributaria, por cada uno de di-
chos fideicomisos, lo siguiente:

A. más tardar el 15 de febrero de cada año, la información
siguiente:

1. Nombre, domicilio, y país de residencia para efectos fis-
cales de los fideicomitentes y los fideicomisarios y, en su
caso, registro federal de contribuyentes de ellos.
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2. Tipo de fideicomiso.

3. Número del registro federal de contribuyentes que iden-
tifique el fideicomiso, en su caso.

4. Respecto del año inmediato anterior, la información si-
guiente:

a) Monto de las aportaciones efectuadas por los fideicomi-
tentes al fideicomiso en el año.

b) Monto de los ingresos percibidos por el fideicomiso en
el año.

c) Monto de los ingresos a que se refiere el inciso anterior
correspondientes a cada uno de los fideicomisarios, o en su
defecto, a los fideicomitentes, salvo que se trate de fideico-
misos emisores de certificados de participación colocados
entre el gran público inversionista.

B. A más tardar el 15 de febrero de cada año, la información
relativa a las utilidades o pérdidas del ejercicio inmediato
anterior, tratándose de los fideicomisos a que se refiere el
artículo 13 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Las obligaciones previstas en esta fracción, también serán
aplicables a las aseguradoras y a las casas de bolsa que par-
ticipen como fiduciarias en los contratos de fideicomiso.

Las autoridades fiscales proveerán las medidas necesarias
para garantizar la confidencialidad de la información que se
deba presentar en los términos de esta fracción. Dicha in-
formación solamente deberá presentarse encriptada y con
las medidas de seguridad que previamente acuerden las ins-
tituciones del sistema financiero y el Servicio de Adminis-
tración Tributaria.

El Servicio de Administración Tributaria, a través de reglas
de carácter general, podrá disminuir la información que de-
ben presentar los sujetos obligados en los términos de esta
fracción, así como liberar de su presentación a determina-
dos tipos de fideicomisos.

Artículo 32-D. La Administración Pública Federal, Centra-
lizada y Paraestatal, así como la Procuraduría General de la
República, en ningún caso contratarán adquisiciones, arren-
damientos, servicios u obra pública con los particulares
que:

I. Tengan a su cargo créditos fiscales firmes.

II. Tengan a su cargo créditos fiscales determinados, firmes
o no, que no se encuentren pagados o garantizados en algu-
na de las formas permitidas por este Código.

III. No se encuentren inscritos en el Registro Federal de
Contribuyentes.

IV. Habiendo vencido el plazo para presentar alguna decla-
ración, provisional o no, y con independencia de que en la
misma resulte o no cantidad pagar, ésta no haya sido pre-
sentada. Lo dispuesto en esta fracción no es aplicable tra-
tándose de omisión en la presentación de declaraciones que
sean exclusivamente informativas.

La prohibición establecida en este artículo no será aplicable
a los particulares que se encuentren en los supuestos de las
fracciones I y II de este artículo, siempre que celebren con-
venio con las autoridades fiscales en los términos que este
Código establece para cubrir a plazos, ya sea como pago di-
ferido o en parcialidades, los adeudos fiscales que tengan a
su cargo con los recursos que obtengan por enajenación,
arrendamiento, servicios u obra pública que se pretendan
contratar y y que no se ubiquen en algún otro de los su-
puestos contenidos en este artículo.

Para estos efectos, en el convenio se establecerá que las de-
pendencias antes citadas retengan una parte de la contra-
prestación para ser enterada al fisco federal para el pago de
los adeudos correspondientes.

Igual obligación tendrán las entidades federativas cuando
realicen dichas contrataciones con cargo total o parcial a
fondos federales.

Artículo 32-G. La Federación, las Entidades Federativas, el
Distrito Federal, y sus Organismos Descentralizados, así
como los Municipios, tendrán la obligación de presentar an-
te las autoridades fiscales, a través de los medios y forma-
tos electrónicos que señale el Servicio de Administración, la
información relativa a:

I. Las personas a las que en el mes inmediato anterior les
hubieren efectuado retenciones de impuesto sobre la renta,
así como de los residentes en el extranjero a los que les ha-
yan efectuado pagos de acuerdo con lo previsto en el Títu-
lo V de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

II. Los proveedores a los que les hubiere efectuado pagos,
desglosando el valor de los actos o actividades por tasa a la
cual trasladaron o les fue trasladado el impuesto al valor
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agregado y el impuesto especial sobre producción y servi-
cios, incluyendo actividades por las que el contribuyente no
está obligado al pago.

La información a que se refiere el párrafo anterior se debe-
rá presentar a más tardar el día 17 del mes posterior al que
corresponda dicha información.

Artículo 33. ...

I. ...

h) Dar a conocer en forma periódica, mediante publicación
en el Diario Oficial de la Federación, los criterios generales
de interpretación no vinculativos de las disposiciones fisca-
les y aduaneras.

...

Artículo 34. Las autoridades fiscales sólo están obligadas a
contestar las consultas que sobre situaciones reales y con-
cretas les hagan los interesados individualmente, siempre y
cuando las mismas no sean materia de medios de defensa
administrativos o jurisdiccionales, interpuestos por los pro-
pios interesados. De la resolución favorable de las consul-
tas se derivan derechos para el particular, en los casos en
que la consulta se haya referido a circunstancias reales y
concretas y la resolución se haya emitido por escrito por au-
toridad competente para ello.

...

Cuando durante el ejercicio de las facultades de comproba-
ción de las autoridades fiscales, los interesados presenten
consultas en los términos de este artículo, relacionadas con
las disposiciones fiscales cuyo cumplimiento sea materia
del ejercicio de dichas facultades, el plazo para resolver las
consultas se suspenderá desde la fecha en que se presenten
las mismas y hasta la fecha en que se notifique la resolución
a que se refiere el artículo 50 de este Código o venza el pla-
zo a que se refiere el mismo.

En el caso de que se haya emitido la resolución a que se re-
fiere el artículo 50 de este Código, se entenderá que me-
diante dicha resolución se resuelve la consu lta, siempre que
se refiera a la situación real y concreta que haya sido plan-
teada en la consulta.

...

Artículo 38. ...

III. Señalar lugar y fecha de emisión.

...

Para la emisión y regulación de la firma electrónica avan-
zada de los funcionarios pertenecientes al Servicio de Ad-
ministración Tributaria, serán aplicables las disposiciones
previstas en el Capítulo Segundo, del Título I denominado
�De los Medios Electrónicos� de este ordenamiento.

En caso de resoluciones administrativas que consten en do-
cumentos impresos, el funcionario competente podrá expre-
sar su voluntad para emitir la resolución plasmando en el
documento impreso un sello expresado en caracteres, gene-
rado mediante el uso de su firma electrónica avanzada y
amparada por un certificado vigente a la fecha de la resolu-
ción.

Para dichos efectos, la impresión de caracteres consistente
en el sello resultado del acto de firmar con la firma electró-
nica avanzada amparada por un certificado vigente a la fe-
cha de la resolución, que se encuentre contenida en el do-
cumento impreso, producirá los mismos efectos que las
Leyes otorgan a los documentos con firma autógrafa, te-
niendo el mismo valor probatorio.

Asimismo, la integridad y autoría del documento impreso
que contenga la impresión del sello resultado de la firma
electrónica avanzada y amparada por un certificado vigente
a la fecha de la resolución, será verificable mediante el mé-
todo de remisión al documento original con la clave públi-
ca del autor.

El Servicio de Administración Tributaria establecerá los
medios a través de los cuales se podrá comprobar la inte-
gridad y autoría del documento señalado en el párrafo an-
terior.

...

Artículo 41-B. Las autoridades fiscales podrán llevar a ca-
bo verificaciones para constatar los datos proporcionados al
registro federal de contribuyentes, relacionados con la iden-
tidad, domicilio y demás datos que se hayan manifestado
para los efectos de dicho registro, sin que por ello se consi-
dere que las autoridades fiscales inician sus facultades de
comprobación.

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados372



Artículo 42. ...

V. ...

Las autoridades fiscales podrán solicitar a los contribuyen-
tes la información necesaria para su inscripción y actualiza-
ción de sus datos en el citado registro e inscribir a quienes
de conformidad con las disposiciones fiscales deban estarlo
y no cumplan con este requisito.

...

VIII. Allegarse las pruebas necesarias para formular de-
nuncia, querella o declaratoria al ministerio público para
que ejercite la acción penal por la probable comisión de de-
litos fiscales, respecto de la cual podrá impugnar su no ejer-
cicio, así como las demás resoluciones ministeriales defini-
tivas en términos del cuarto párrafo del artículo 21 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Las actuaciones que practiquen las autoridades fiscales ten-
drán el mismo valor probatorio que la Ley relativa concede
a las actas de la policía judicial; y la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, a través de los abogados hacendarios
que designe, será coadyuvante del ministerio público, en los
términos y con los derechos que prevé para las víctimas u
ofendidos del delito el Código Federal de Procedimientos
Penales, incluso el relativo a impugnar las resoluciones ju-
risdiccionales que le perjudiquen, aun en supuestos diversos
de los señalados en el artículo 365 de este último ordena-
miento procesal citado.

Artículo 43. ...

III. Tratándose de las visitas domiciliarias a que se refiere
el artículo 44 de este Código, las órdenes de visita deberán
contener impreso el nombre del visitado excepto cuando se
traté de órdenes de verificación en materia de comercio ex-
terior y se ignore el nombre del mismo. En estos supuestos,
deberán señalarse los datos que permitan su identificación,
los cuales podrán ser obtenidos, al momento de efectuarse
la visita domiciliaria, por el personal actuante en la visita de
que se trate.

Artículo 46. ...

IV. ...

Tratándose de visitas relacionadas con el ejercicio de las fa-
cultades a que se refieren los artículos 215 y 216 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta, deberán transcurrir cuando

menos dos meses entre la fecha de la última acta parcial y
el acta final. Este plazo podrá ampliarse por una sola vez
por un plazo de un mes a solicitud del contribuyente.

...

Artículo 46-A. Las autoridades fiscales deberán concluir la
visita que se desarrolle en el domicilio fiscal de los contri-
buyentes o la revisión de la contabilidad de los mismos que
se efectúe en las oficinas de las propias autoridades, dentro
de un plazo máximo de doce meses contado a partir de que
se notifique a los contribuyentes el inicio de las facultades
de comprobación, salvo tratándose de:

A. Contribuyentes que integran el sistema financiero, así
como de aquéllos que consoliden para efectos fiscales de
conformidad con el Título II, Capítulo VI de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta. En estos casos, el plazo será de die-
ciocho meses contado a partir de la fecha en la que se noti-
fique a los contribuyentes el inicio de las facultades de
comprobación.

...

Segundo párrafo (Se deroga)

Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las revi-
siones de gabinete a que se refiere el primer párrafo de este
artículo, se suspenderán en los casos de:

...

IV. Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de
datos, informes o documentos solicitados por las autorida-
des fiscales para verificar el cumplimiento de sus obliga-
ciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el
día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento
y hasta el día en que conteste o atienda el requerimiento, sin
que la suspensión pueda exceder de seis meses. En el caso
de dos o más solicitudes de información, se sumarán los dis-
tintos periodos de suspensión y en ningún caso el periodo
de suspensión podrá exceder de un año.

Si durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o la
revisión de la contabilidad del contribuyente en las ofici-
nas de las propias autoridades, los contribuyentes inter-
ponen algún medio de defensa en el país o en el extranje-
ro contra los actos o actividades que deriven del ejercicio
de sus facultades de comprobación, dichos plazos se sus-
penderán desde la fecha en que se interpongan los citados
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medios de defensa hasta que se dicte resolución definitiva
de los mismos.

...

Artículo 48. ...

I. La solicitud se notificará al contribuyente de conformidad
con lo establecido en el artículo 136 del presente ordena-
miento, tratándose de personas físicas, también podrá noti-
ficarse en el lugar donde éstas se encuentren.

...

VII. Tratándose de la revisión a que se refiere la fracción IV
de este artículo, cuando ésta se relacione con el ejercicio de
las facultades a que se refieren los artículos 215 y 216 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, el plazo a que se refiere la
fracción anterior, será de dos meses, pudiendo ampliarse
por una sola vez por un plazo de un mes a solicitud del con-
tribuyente.

...

Artículo 49. ...

VI. Si con motivo de la visita domiciliaria a que se refiere
este artículo, las autoridades conocieron incumplimientos a
las disposiciones fiscales, se procederá a la formulación de
la resolución correspondiente. Previamente se deberá con-
ceder al contribuyente un plazo de tres días hábiles para
desvirtuar la comisión de la infracción presentando las
pruebas y formulando los alegatos correspondientes. Si se
observa que el visitado no se encuentra inscrito en el regis-
tro federal de contribuyentes, la autoridad requerirá los da-
tos necesarios para su inscripción, sin perjuicio de las san-
ciones y demás consecuencias legales derivadas de dicha
omisión.

Artículo 50. ...

El plazo para emitir la resolución a que se refiere este artí-
culo se suspenderá en los casos previstos en las fracciones
I, II y III del artículo 46-A de este Código.

...

Artículo 52. ...

I. ...

a) ...

Las personas a que se refiere el párrafo anterior, adicional-
mente deberán contar con certificación expedida por los co-
legios profesionales o asociaciones de contadores públicos,
registrados y autorizados por la Secretaría de Educación Pú-
blica y sólo serán válidas las certificaciones que le sean ex-
pedidas a los contadores públicos por los organismos certi-
ficadores que obtengan el Reconocimiento de Idoneidad
que otorgue la Secretaría de Educación Pública; además,
deberán contar con experiencia mínima de tres años partici-
pando en la elaboración de dictámenes fiscales.

b) ...

El registro otorgado a los contadores públicos que formulen
dictámenes para efectos fiscales, será dado de baja del pa-
drón de contadores públicos registrados que llevan las auto-
ridades fiscales, en aquéllos casos en los que dichos conta-
dores no formulen dictamen sobre los estados financieros
de los contribuyentes o las operaciones de enajenación de
acciones que realice o no formulen declaratoria con motivo
de la devolución de saldos a favor del impuesto al valor
agregado o cualquier otro dictamen que tenga repercusión
fiscal, en un periodo de cinco años.

El periodo de cinco años a que se refiere el párrafo anterior,
se computará a partir del día siguiente a aquél en que se pre-
sentó el último dictamen o declaratoria que haya formulado
el contador público.

En estos casos se dará inmediatamente aviso por escrito al
Contador Público, al colegio profesional y, en su caso, a la
Federación de Colegios Profesionales a que pertenezca el
contador público en cuestión. El Contador Público podrá
solicitar que quede sin efectos la baja del padrón antes cita-
do, siempre que lo solicite por escrito en un plazo 30 días
hábiles posteriores a la fecha en que reciba el aviso a que se
refiere el presente párrafo.

III. ...

Adicionalmente, en dicho informe el contador público de-
berá señalar si el contribuyente incorporó en el dictamen la
información relacionada con la aplicación de algún criterio
de interpretación diverso al que en su caso hubiera dado a
conocer la autoridad fiscal conforme al inciso h) de la frac-
ción primera del artículo 33 de este Código.

...
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Cuando la formulación de un dictamen o declaratoria se
efectúe sin que se cumplan los requisitos de independencia
por parte del contador público o por la persona moral de la
que sea socio o integrante, se procederá a la cancelación del
registro del contador público, previa audiencia, conforme al
procedimiento establecido en el Reglamento de este Código.

Último párrafo (Se deroga)

Artículo 52-A. ...

I. Primeramente se requerirá al contador público que haya
formulado el dictamen lo siguiente:

...

La revisión a que se refiere esta fracción se llevará a cabo
con el contador público que haya formulado el dictamen.
Esta revisión no deberá exceder de un plazo de doce meses
contados a partir de que se notifique al contador público la
solicitud de información.

Cuando la autoridad, dentro del plazo mencionado, no re-
quiera directamente al contribuyente la información a que
se refiere el inciso c) de esta fracción o no ejerza directa-
mente con el contribuyente las facultades a que se refiere la
fracción II del presente artículo, no podrá volver a revisar el
mismo dictamen, salvo cuando se revisen hechos diferentes
de los ya revisados.

Ultimo párrafo (Se deroga)

II. Habiéndose requerido al contador público que haya for-
mulado el dictamen la información y los documentos a que
se refiere la fracción anterior, después de haberlos recibido
o si éstos no fueran suficientes a juicio de las autoridades
fiscales para conocer la situación fiscal del contribuyente, o
si éstos no se presentan dentro de los plazos que establece
el artículo 53-A de este Código, o dicha información y do-
cumentos son incompletos, las citadas autoridades podrán,
a su juicio, ejercer directamente con el contribuyente sus fa-
cultades de comprobación.

...

Fracción IV (Se deroga)

La visita domiciliaria o el requerimiento de información
que se realice a un contribuyente que dictamine sus estados
financieros en los términos de este Código, cuyo único pro-

pósito sea el obtener información relacionada con un terce-
ro, no se considerará revisión de dictamen.

Ultimo párrafo (Se deroga)

El plazo a que se refiere el segundo párrafo de la fracción I
de este artículo es independiente del que se establece en el
artículo 46-A de este Código.

Las facultades de comprobación a que se refiere este artícu-
lo, se podrán ejercer sin perjuicio de lo dispuesto en el últi-
mo párrafo del artículo 42 de este Código.

Para el ejercicio de las facultades de comprobación de las
autoridades fiscales, no se deberá observar el orden estable-
cido en este artículo, cuando en el dictamen exista absten-
ción de opinión, opinión negativa o salvedades que tengan
implicaciones fiscales, tampoco se seguirá el mencionado
orden en el caso de que se determinen diferencias de im-
puestos a pagar y éstos no se enteren de conformidad con lo
dispuesto en el penúltimo párrafo del artículo 32-A de este
Código.

Artículo 63. ...

Las copias, impresiones o reproducciones que deriven del
microfilm, disco óptico, medios magnéticos, digitales, elec-
trónicos o magneto ópticos de documentos que tengan en su
poder las autoridades fiscales, tienen el mismo valor proba-
torio que tendrían los originales, siempre que dichas copias,
impresiones o reproducciones sean certificadas por funcio-
nario competente para ello, sin necesidad de cotejo con los
originales.

También podrán servir para motivar las resoluciones de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y cualquier otra
autoridad u organismo descentralizado competente en ma-
teria de contribuciones federales, las actuaciones levantadas
a petición de las autoridades fiscales, por las oficinas con-
sulares.

Artículo 66. Las autoridades fiscales, a petición de los con-
tribuyentes, podrán autorizar el pago a plazos, ya sea en
parcialidades o diferido, de las contribuciones omitidas y de
sus accesorios sin que dicho plazo exceda de doce meses
para pago diferido y de treinta y seis meses para pago en
parcialidades, siempre y cuando los contribuyentes:

I. Presenten el formato que se establezca para tales efectos,
por el Servicio de Administración Tributaria.
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La modalidad del pago a plazos elegida por el contribuyen-
te en el formato de la solicitud de autorización de pago a
plazos podrá modificarse para el crédito de que se trate por
una sola ocasión, siempre y cuando el plazo en su conjunto
no exceda del plazo máximo establecido en el presente artí-
culo.

II. Paguen el 20% del monto total del crédito fiscal al mo-
mento de la solicitud de autorización del pago a plazos. El
monto total del adeudo se integrará por la suma de los si-
guientes conceptos:

a) El monto de las contribuciones omitidas actualizado des-
de el mes en que se debieron pagar y hasta aquél en que se
solicite la autorización.

b) Las multas que correspondan actualizadas desde el mes
en que se debieron pagar y hasta aquél en que se solicite la
autorización.

c) Los accesorios distintos de las multas que tenga a su car-
go el contribuyente a la fecha en que solicite la autoriza-
ción.

La actualización que corresponda al periodo mencionado se
efectuará conforme a lo previsto por el artículo 17-A de es-
te Código.

Artículo 66-A. Para los efectos de la autorización a que se
refiere el artículo anterior se estará a lo siguiente:

I. Tratándose de la autorización del pago a plazos en par-
cialidades, el saldo que se utilizará para el cálculo de las
parcialidades será el resultado de disminuir el pago corres-
pondiente al 20% señalado en la fracción II del artículo an-
terior, del monto total del adeudo a que hace referencia di-
cha fracción.

El monto de cada una de las parcialidades deberá ser igual,
y pagadas en forma mensual y sucesiva, para lo cual se to-
mará como base el saldo del párrafo anterior, el plazo ele-
gido por el contribuyente en su solicitud de autorización de
pago a plazos y la tasa mensual de recargos por prórroga
que incluye actualización de acuerdo a la Ley de Ingresos
de la Federación vigente en la fecha de la solicitud de auto-
rización de pago a plazos en parcialidades.

Cuando no se paguen oportunamente los montos de los pa-
gos en parcialidades autorizados, el contribuyente estará
obligado a pagar recargos por los pagos extemporáneos so-

bre el monto total de las parcialidades no cubiertas actuali-
zadas, de conformidad con los artículos 17-A y 21 de este
Código, por el número de meses o fracción de mes desde la
fecha en que se debió realizar el pago y hasta que éste se
efectúe.

II. Tratándose de la autorización del pago a plazos de for-
ma diferida, el monto que se diferirá será el resultado de
restar el pago correspondiente al 20% señalado en la frac-
ción II del artículo anterior, del monto total del adeudo a
que hace referencia dicha fracción.

El monto a liquidar por el contribuyente, se calculará adi-
cionando al monto referido en el párrafo anterior, la canti-
dad que resulte de multiplicar la tasa de recargos por pró-
rroga que incluye actualización de acuerdo a la Ley de
Ingresos de la Federación, vigente en la fecha de la solici-
tud de autorización de pago a plazos de forma diferida, por
el número de meses, o fracción de mes transcurridos desde
la fecha de la solicitud de pago a plazos de forma diferida y
hasta la fecha señalada por el contribuyente para liquidar su
adeudo y por el monto que se diferirá.

El monto para liquidar el adeudo a que se hace referencia en
el párrafo anterior, deberá cubrirse en una sola exhibición a
más tardar en la fecha de pago especificada por el contribu-
yente en su solicitud de autorización de pago a plazos.

III. Una vez recibida la solicitud de autorización de pago a
plazos, ya sea en parcialidades o diferido, de las contribu-
ciones omitidas y de sus accesorios, la autoridad exigirá la
garantía del interés fiscal en relación al 80% del monto to-
tal del adeudo al que se hace referencia en la fracción II del
artículo 66 de este Código, más la cantidad que resulte de
aplicar la tasa de recargos por prórroga y por el plazo soli-
citado de acuerdo a lo dispuesto en las fracciones I y II de
este artículo.

La autoridad podrá dispensar la garantía del interés fiscal en
los casos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria mediante reglas de carácter general.

IV. Se revocará la autorización para pagar a plazos en par-
cialidades o en forma diferida, cuando:

a) No se otorgue, desaparezca o resulte insuficiente la ga-
rantía del interés fiscal, en los casos que no se hubiere dis-
pensado, sin que el contribuyente dé nueva garantía o am-
plíe la que resulte insuficiente.
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b) El contribuyente se encuentre sometido a un procedi-
miento de concurso mercantil o sea declarado en quiebra.

c) Tratándose del pago en parcialidades el contribuyente no
cumpla en tiempo y monto con tres parcialidades o, en su
caso, con la última.

d) Tratándose del pago diferido, se venza el plazo para rea-
lizar el pago y éste no se efectúe.

En los supuestos señalados en los incisos anteriores las au-
toridades fiscales requerirán y harán exigible el saldo me-
diante el procedimiento administrativo de ejecución.

El saldo no cubierto en el pago a plazos se actualizará y cau-
sará recargos, de conformidad con lo establecido en los ar-
tículos 17-A y 21 de este Código, desde la fecha en que se
haya efectuado el último pago conforme a la autorización
respectiva.

V. Los pagos efectuados durante la vigencia de la autoriza-
ción se deberán aplicar al periodo más antiguo, en el si-
guiente orden:

a) Recargos por prórroga.

b) Recargos por mora.

c) Accesorios en el siguiente orden:

1. Multas.

2. Gastos extraordinarios.

3. Gastos de ejecución.

4. Recargos.

5. Indemnización a que se refiere el séptimo párrafo del ar-
tículo 21 de este Código.

d) Monto de las contribuciones omitidas, a las que hace re-
ferencia el inciso a) de la fracción II del artículo 66 de este
Código.

VI. No procederá la autorización a que se refiere este artí-
culo tratándose de:

a) Contribuciones que debieron pagarse en el año de calen-
dario en curso o las que debieron pagarse en los seis meses

anteriores al mes en el que se solicite la autorización, ex-
cepto en los casos de aportaciones de seguridad social.

b) Contribuciones y aprovechamientos que se causen con
motivo de la importación y exportación de bienes o servi-
cios.

c) Contribuciones retenidas, trasladadas o recaudadas.

La autoridad fiscal podrá determinar y cobrar el saldo de las
diferencias que resulten por la presentación de declaracio-
nes, en las cuales, sin tener derecho al pago a plazos, los
contribuyentes hagan uso en forma indebida de dicho pago
a plazos, entendiéndose como uso indebido cuando se soli-
cite cubrir las contribuciones y aprovechamientos que de-
bieron pagarse por motivo de la importación y exportación
de bienes y servicios, contribuciones que debieron pagarse
en el año de calendario en curso o las que debieron pagarse
en los seis meses anteriores, al mes en el que se solicite la
autorización, cuando se trate de contribuciones retenidas,
trasladadas o recaudadas; cuando procediendo el pago a pla-
zos, no se presente la solicitud de autorización correspon-
diente en los plazos establecidos en las reglas de carácter ge-
neral que establezca el Servicio de Administración
Tributaria, y cuando dicha solicitud no se presente con todos
los requisitos a que se refiere el artículo 66 de este Código.

Durante el periodo que el contribuyente se encuentre pa-
gando a plazos en los términos de las fracciones I y II del
presente artículo, las cantidades determinadas, no serán ob-
jeto de actualización, debido a que la tasa de recargos por
prórroga la incluye, salvo que el contribuyente se ubique en
alguna causal de revocación, o cuando deje de pagar en
tiempo y monto alguna de las parcialidades, supuestos en
los cuales se causará ésta de conformidad con lo previsto
por el artículo 17-A de este Código, desde la fecha en que
debió efectuar el último pago y hasta que éste se realice.

Artículo 67. ...

El plazo de caducidad que se suspende con motivo del ejer-
cicio de las facultades de comprobación antes mencionadas
inicia con la notificación de su ejercicio y concluye cuando
se notifique la resolución definitiva por parte de la autori-
dad fiscal o cuando concluya el plazo que establece el artí-
culo 50 de este Código para emitirla. De no emitirse la re-
solución, se entenderá que no hubo suspensión.

En todo caso, el plazo de caducidad que se suspende con
motivo del ejercicio de las facultades de comprobación,
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adicionado con el plazo por el que no se suspende dicha ca-
ducidad, no podrá exceder de diez años. Tratándose de visi-
tas domiciliarias, de revisión de la contabilidad en las ofici-
nas de las propias autoridades o de la revisión de
dictámenes, el plazo de caducidad que se suspende con mo-
tivo del ejercicio de las facultades de comprobación, adi-
cionado con el plazo por el que no se suspende dicha cadu-
cidad, no podrá exceder de seis años con seis meses o de
siete años, según corresponda.

...

Artículo 75. ...

VI. En el caso de que la multa se pague dentro de los 45 dí-
as siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación
al infractor de la resolución por la cual se le imponga la san-
ción, la multa se reducirá en un 20% de su monto, sin nece-
sidad de que la autoridad que la impuso dicte nueva resolu-
ción. Lo dispuesto en esta fracción no será aplicable
tratándose de la materia aduanera, ni cuando se presente el
supuesto de disminución de la multa previsto en el séptimo
párrafo del artículo 76 de este ordenamiento, así como el
supuesto previsto en el artículo 78, de este Código.

Artículo 76. Cuando la comisión de una o varias infraccio-
nes origine la omisión total o parcial en el pago de contri-
buciones incluyendo las retenidas o recaudadas, excepto
tratándose de contribuciones al comercio exterior, y sea
descubierta por las autoridades fiscales mediante el ejerci-
cio de sus facultades, se aplicará una multa del 75% al
100% de las contribuciones omitidas.

Cuando el infractor pague las contribuciones omitidas jun-
to con sus accesorios después de que se inicie el ejercicio
de las facultades de comprobación de las autoridades fisca-
les y hasta antes de que se le notifique el acta final de la vi-
sita domiciliaria o el oficio de observaciones a que se re-
fiere la fracción VI del artículo 48 de este Código, según
sea el caso, se aplicará la multa establecida en el artículo
17, primer párrafo de la Ley Federal de los Derechos del
Contribuyente.

Si el infractor paga las contribuciones omitidas junto con
sus accesorios, después de que se notifique el acta final de
la visita domiciliaria o el oficio de observaciones, según sea
el caso, pero antes de la notificación de la resolución que
determine el monto de las contribuciones omitidas, pagará
la multa establecida en el artículo 17, segundo párrafo de la
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente.

Si las autoridades fiscales determinan contribuciones omiti-
das mayores que las consideradas por el contribuyente para
calcular la multa en los términos del segundo y tercer pá-
rrafos de este artículo, aplicarán el porcentaje que corres-
ponda en los términos del primer párrafo de este artículo so-
bre el remanente no pagado de las contribuciones.

El pago de las multas en los términos del segundo y tercer
párrafos de este artículo, se podrá efectuar en forma total o
parcial por el infractor sin necesidad de que las autoridades
dicten resolución al respecto, utilizando para ello las for-
mas especiales que apruebe la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

...

Si el infractor paga las contribuciones omitidas o devuelve
el beneficio indebido con sus accesorios dentro de los 45 dí-
as siguientes a la fecha en la que surta efectos la notifica-
ción de la resolución respectiva, la multa se reducirá en un
20% del monto de las contribuciones omitidas. Para aplicar
la reducción contenida en este párrafo, no se requerirá mo-
dificar la resolución que impuso la multa.

...

Cuando se hubieran disminuido pérdidas fiscales impro-
cedentes y como consecuencia de ello se omitan contri-
buciones, la sanción aplicable se integrará por la multa
del 30% al 40% sobre la pérdida declarada, así como por
la multa que corresponda a la omisión en el pago de con-
tribuciones.

Tratándose de la omisión en el pago de contribuciones de-
bido al incumplimiento de las obligaciones previstas en los
artículos 106, octavo párrafo y 215 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, las multas serán un 50% menores de lo pre-
visto en los párrafos primero, segundo y tercero de este ar-
tículo. En el caso de pérdidas, cuando se incumpla con lo
previsto en los citados artículos, la multa será del 15% al
20% de la diferencia que resulte cuando las pérdidas fisca-
les declaradas sean mayores a las realmente sufridas. Lo
previsto en este párrafo será aplicable, siempre que se haya
cumplido con las obligaciones previstas en los artículos 86,
fracción XII y 133 fracción XI de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta.

...
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Artículo 77. En los casos a que se refiere el artículo 76 de
este Código, las multas se aumentarán conforme a las si-
guientes reglas:

I. De un 20% a un 30% del monto de las contribuciones
omitidas o del beneficio indebido, cada vez que el infractor
haya reincidido o cuando se trate del agravante señalado en
la fracción IV del artículo 75 de este Código.

II. De un 60% a un 90% del monto de las contribuciones
omitidas o del beneficio indebido, cuando en la comisión de
la infracción se dé alguna de los agravantes señalados en la
fracción II del artículo 75 de este Código.

III. De un 50% a un 75% del importe de las contribuciones
retenidas o recaudadas y no enteradas, cuando se incurra en
la agravante a que se refiere la fracción III del artículo 75 de
este Código.

Tratándose de los casos comprendidos en los párrafos pri-
mero, segundo y tercero del artículo anterior, el aumento de
multas, a que se refiere este artículo, se determinará por la
autoridad fiscal correspondiente, aun después de que el in-
fractor hubiera pagado las multas en los términos del artí-
culo precedente.

Artículo 81. ...

V. No proporcionar la información de las personas a las que
les hubiera entregado cantidades en efectivo por concepto
de crédito al salario de conformidad con el artículo 118
fracción V de la Ley del Impuesto sobre la Renta, o presen-
tarla fuera del plazo establecido para ello.

VII. No presentar la información manifestando las razones
por las cuales no se determina impuesto a pagar o saldo a
favor, por alguna de las obligaciones que los contribuyentes
deban cumplir de conformidad con lo dispuesto por el artí-
culo 31, sexto párrafo de este Código.

...

XVI. No proporcionar la información a que se refiere la
fracción V del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado a través de los medios, formatos electrónicos y
plazos establecidos en dicha Ley, o presentarla incompleta
o con errores.

...

XXVI. No proporcionar la información a que se refiere la
fracción VIII del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado a través de los medios, formatos electrónicos
y plazos establecidos en dicha Ley, o presentarla incomple-
ta o con errores.

XXVII. No proporcionar la información a que se refiere el
artículo 32-G de este Código, a través de los medios, for-
matos electrónicos y plazos establecidos en dicha Ley, o
presentarla incompleta o con errores.

XXVIII. No cumplir con la obligación a que se refiere la
fracción IV del artículo 117 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta.

XXIX. No proporcionar la información señalada en el
cuarto párrafo del articulo 30-A de esté Código o presentar-
la incompleta o con errores.

XXX. No proporcionar o proporcionar de forma extempo-
ránea la documentación comprobatoria que ampare que las
acciones objeto de la autorización a que se refiere el artícu-
lo 190 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no han salido
del grupo de sociedades o no presentar o presentar en forma
extemporánea la información o el aviso a que se refieren los
artículos 262, fracción IV y 269 del Reglamento de la Ley
del Impuesto sobre la Renta.

XXXI. No proporcionar la información a que se refieren los
artículos 86, fracción XIX, 97, fracción VI, 133 fracción
VII, 145, fracción V y 154-TER de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, o presentarla en forma extemporánea.

Artículo 82. ...

V. Para la señalada en la fracción V, la multa será de
$7,406.00 a $14,811.00.

...

XXVI. De $7,406.00 a $14,811.00, a la establecida en la
fracción XXVI.

XXVII. De $7,406.00 a $14,811.00, a la establecida en la
fracción XXVII.

XXVIII. De $450.00 a $680.00, a la establecida en la frac-
ción XXVIII.
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XXIX. De $30,000.00 a $150,000.00, a la establecida en la
fracción XXIX. En caso de reincidencia la multa será de
$60,000.00 a $300,000.00, por cada requerimiento que se
formule.

XXX. De $98,157.00 a $139,754, a la establecida en la frac-
ción XXX.

XXXI. De $98,157.00 a $139,754.00, a la establecida en la
fracción XXXI.

Artículo 83. ...

XVI. No presentar el reporte a que se refiere la fracción XX
del artículo 86 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Artículo 84. ...

XIV. De $20,000.00 a $30,000.00 a la comprendida en la
fracción XVI, cuando el reporte no sea presentado por el
contribuyente y de $7,406.00 a $14,811.00, cuando el re-
porte no sea presentado ante la asamblea de socios o accio-
nistas por las personas señaladas en la fracción XX del artí-
culo 86 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Artículo 86-A. ...

I. No adherir marbetes o precintos a los envases o recipien-
tes que contengan bebidas alcohólicas.

...

III. Poseer, por cualquier título, bebidas alcohólicas, cuyos
envases o recipientes carezcan del marbete o precinto co-
rrespondiente, así como no cerciorarse de que los citados
envases o recipientes que contengan bebidas cuentan con el
marbete o precinto correspondiente al momento de adqui-
rirlas, salvo en los casos en que de conformidad con las dis-
posiciones fiscales no se tenga obligación de adherirlos,
ambas en términos de lo dispuesto en el artículo 19, frac-
ción V de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios.

...

Artículo 86-C. (Se deroga)

Artículo 86-D. (Se deroga)

Artículo 91-C. Es infracción de los contadores, abogados
o cualquier otro asesor en materia fiscal, no advertir a los
destinatarios de la opinión que otorgue por escrito, si el cri-
terio contenido en la misma es diverso a la interpretación
que en su caso hubiere dado a conocer la autoridad fiscal
conforme al inciso h) de la fracción I, del artículo 33 de es-
te Código.

Artículo 91-D. Los contadores, abogados o cualquier otro
asesor en materia fiscal que cometan la infracción a que se
refiere el artículo anterior serán sancionados con una multa
de $20,000.00 a $30,000.00.

Artículo 94.- En los delitos fiscales la autoridad judicial
impondrá la reparación del daño como sanción pecuniaria
que corresponda, consistente en el pago del adeudo fiscal
originado como daño patrimonial en perjuicio del Fisco Fe-
deral por la omisión de las contribuciones vinculadas con
los hechos imputados, incluyendo actualización y recargos,
calculados para dichos efectos con arreglo a las reglas de
este Código y demás leyes fiscales; sanción pecuniaria que
será ejecutable conforme a las reglas que al respecto prevén
el Código Penal Federal y el Código Federal de Procedi-
mientos Penales, cuyo pago cancelará el adeudo de las con-
tribuciones correspondientes.

Artículo 102. ...

...

No se formulará declaratoria de perjuicio, a que se refiere la
fracción II del artículo 92 de este Código, si quien encon-
trándose en los supuestos previstos en las fracciones XI,
XII, XIII, XV, XVII y XVIII del artículo 103 de este Códi-
go, cumple con sus obligaciones fiscales y de comercio ex-
terior y, en su caso, entera espontáneamente, con sus recar-
gos y actualización, el monto de la contribución o cuotas
compensatorias omitidas o del beneficio indebido antes de
que la autoridad fiscal descubra la omisión o el perjuicio, o
medie requerimiento, orden de visita o cualquier otra ges-
tión notificada por la misma, tendiente a la comprobación
del cumplimiento de las disposiciones fiscales y de comer-
cio exterior.

Artículo 103. ...

XI. Las mercancías extranjeras sujetas a transito interna-
cional se desvíen de las rutas fiscales o sean transportadas
en medios distintos a los autorizados tratándose de transito
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interno o no arriben a la aduana de destino o de salida trein-
ta días después del plazo máximo establecido para ello.

XII. Se pretenda realizar la exportación, el retorno de mer-
cancías, el desistimiento de régimen o la conclusión de las
operaciones de transito, en el caso de que se presente el pe-
dimento sin las mercancías correspondientes en la aduana
de salida, siempre que la consumación de tales conductas
hubiere causado un perjuicio al Fisco Federal.

...

XV. Se realicen importaciones temporales de conformidad
con el artículo 108 de la Ley Aduanera sin contar con pro-
gramas de maquila o de exportación autorizados por la Se-
cretaría de Economía, de mercancías que no se encuentren
amparadas en los programas autorizados; se importen como
insumos mercancías que por sus características de producto
terminado ya no sean susceptibles de ser sometidas a pro-
cesos de elaboración, transformación o reparación siempre
que la consumación de tales conductas hubiere causado un
perjuicio al Fisco Federal; se continúe importando tempo-
ralmente la mercancía prevista en un programa de maquila
o de exportación cuando este ya no se encuentra vigente o
cuando se continúe importando temporalmente la mercan-
cía prevista en un programa de maquila o de exportación de
una empresa que haya cambiado de denominación o razón
social, se haya fusionado o escindido y se haya omitido pre-
sentar los avisos correspondientes en el registro federal de
contribuyentes y en la Secretaría de Economía.

XVI. Se reciba mercancía importada temporalmente de
maquiladoras o empresas con programas de exportación
autorizados por la Secretaría de Economía por empresas
que no cuenten con dichos programas o teniéndolos la
mercancía no se encuentre amparada en dichos programas
o se transfiera mercancía importada temporalmente res-
pecto de la cual ya hubiere vencido su plazo de importa-
ción temporal.

...

XIX. Declare en el pedimento como valor de la mercancía
un monto inferior en un 70 por ciento o más al valor de
transacción de mercancías que hubiere sido rechazado y
determinado conforme a los artículos 72, 73 y 78-A de la
Ley Aduanera, salvo que se haya otorgado la garantía a que
se refiere el artículo 86-A, fracción I de la Ley citada, en su
caso.

No se presumirá que existe delito de contrabando, si el va-
lor de la mercancía declarada en el pedimento, proviene de
la información contenida en los documentos suministrados
por el contribuyente; siempre y cuando el agente o apode-
rado aduanal hubiesen cumplido estrictamente con todas las
obligaciones que les imponen las normas en materia adua-
nera y de comercio exterior.

XX. Declare inexactamente la descripción o clasificación
arancelaria de las mercancías, cuando con ello se omita el
pago de contribuciones y cuotas compensatorias, salvo
cuando el agente o apoderado aduanal hubiesen cumplido
estrictamente con todas las obligaciones que les imponen
las normas en materia aduanera y de comercio exterior.

...

Artículo 104. ...

IV. De tres a seis años, cuando no sea posible determinar el
monto de las contribuciones o cuotas compensatorias omi-
tidas con motivo del contrabando o se trate de mercancías
que requiriendo de permiso de autoridad competente no
cuenten con él o cuando se trate de los supuestos previstos
en los artículos 103, fracciones IX, XIV, XIX y XX y 105,
fracciones V, XII, XIII, XV, XVI y XVII de este Código.

...

Artículo 105. ...

VIII. Omita llevar a cabo el retorno al extranjero de los ve-
hículos importados temporalmente o el retorno a la franja o
región fronteriza en las internaciones temporales de vehícu-
los; transforme las mercancías que debieron conservar en el
mismo estado para fines distintos a los autorizados en los
programas de maquila o exportación que se le hubiera otor-
gado; o destine las mercancías objeto de los programas de
maquila o exportación a un fin distinto al régimen bajo el
cual se llevó a cabo su importación.

...

XIII. ...

No será responsable el agente o apoderado aduanal si la in-
exactitud o falsedad de los datos y la información de los do-
cumentos provienen o son suministrados por un contribu-
yente, siempre y cuando el agente o apoderado aduanal
hubiesen cumplido estrictamente con todas las obligaciones
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que les imponen las normas en materia aduanera y de co-
mercio exterior.

Artículo 107. ...

V. Por tres o más personas.

Las calificativas a que se refieren las fracciones III, IV y V
de este artículo, también serán aplicables al delito previsto
en el artículo 105 de este Código.

...

Artículo 108. ...

f) Manifestar datos falsos para realizar la compensación de
contribuciones que no le correspondan.

g) Utilizar datos falsos para acreditar o disminuir contribu-
ciones.

...

Artículo 109. ...

I. Consigne en las declaraciones que presente para los efec-
tos fiscales, deducciones falsas o ingresos acumulables me-
nores a los realmente obtenidos o determinados conforme a
las leyes. En la misma forma será sancionada aquella per-
sona física que realice en un ejercicio fiscal erogaciones su-
periores a los ingresos declarados en el propio ejercicio y no
compruebe a la autoridad fiscal el origen de la discrepancia
en los plazos y conforme al procedimiento establecido en la
Ley del Impuesto Sobre la Renta.

VI. (Se deroga)

VII. (Se deroga)

...

Artículo 110. ...

V. Desocupe el local donde tenga su domicilio fiscal, sin
presentar el aviso de cambio de domicilio al registro fede-
ral de contribuyentes, después de la notificación de la orden
de visita, o bien después de que se le hubiera notificado un
crédito fiscal y antes de que éste se haya garantizado, paga-
do o quedado sin efectos, o tratándose de personas morales
que hubieran realizado actividades por las que deban pagar
contribuciones, haya transcurrido más de un año contado a

partir de la fecha en que legalmente se tenga obligación de
presentar dicho aviso.

...

Artículo 111. ...

V. Sea responsable de omitir la presentación por más de tres
meses, de la declaración informativa a que se refiere el pri-
mer párrafo del artículo 214 de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, o presentarla en forma incompleta.

...

Artículo 127. Cuando el recurso de revocación se interpon-
ga porque el procedimiento administrativo de ejecución no
se ajustó a la Ley, las violaciones cometidas antes del re-
mate, sólo podrán hacerse valer ante la autoridad recauda-
dora hasta el momento de la publicación de la convocatoria
de remate, y dentro de los diez días siguientes a la fecha de
publicación de la citada convocatoria, salvo que se trate de
actos de ejecución sobre bienes legalmente inembargables o
de actos de imposible reparación material, casos en que el
plazo para interponer el recurso se computará a partir del
día hábil siguiente al en que surta efectos la notificación del
requerimiento de pago o del día hábil siguiente al de la di-
ligencia de embargo.

...

Artículo 129. ...

II. ...

El particular tendrá un plazo de veinte días a partir del día
hábil siguiente al en que la autoridad se los haya dado a co-
nocer, para ampliar el recurso administrativo, impugnando
el acto y su notificación o sólo la notificación.

IV. ...

Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y,
como consecuencia de ello, la impugnación contra el acto
se interpuso extemporáneamente, se sobreseerá dicho re-
curso por improcedente.

...

Artículo 133-A. Las autoridades fiscales que hayan emi-
tido los actos o resoluciones recurridas, y cualesquiera
otra autoridad relacionada, están obligadas a cumplir las
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resoluciones dictadas en el recurso de revocación, confor-
me a lo siguiente:

I. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recurri-
da por un vicio de forma, éstos se pueden reponer subsa-
nando el vicio que produjo su revocación. Si se revoca por
vicios del procedimiento, éste se puede reanudar reponien-
do el acto viciado y a partir del mismo.

a) Si tiene su causa en un vicio de forma de la resolución
impugnada, ésta se puede reponer subsanando el vicio que
produjo su revocación; en el caso de revocación por vicios
de procedimiento, éste se puede reanudar reponiendo el ac-
to viciado y a partir del mismo.

En ambos casos, la autoridad que deba cumplir la resolu-
ción firme cuenta con un plazo de cuatro meses para repo-
ner el procedimiento y dictar una nueva resolución definiti-
va, aun cuando hayan transcurrido los plazos señalados en
los artículos 46-A y 67 de este Código.

En el caso previsto en el párrafo anterior, cuando sea nece-
sario realizar un acto de autoridad en el extranjero o solici-
tar información a terceros para corroborar datos relaciona-
dos con las operaciones efectuadas con los contribuyentes,
en el plazo de tres meses no se contará el tiempo transcu-
rrido entre la petición de la información o de la realización
del acto correspondiente y aquél en el que se proporcione
dicha información o se realice el acto. Igualmente, cuando
en la reposición del procedimiento se presente alguno de
los supuestos de suspensión a que se refiere el artículo 46-
A de este Código, tampoco se contará dentro del plazo de
tres meses el periodo por el que se suspende el plazo para
concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabi-
nete, previsto en dicho precepto, según corresponda, sin
que dicho plazo pueda exceder de 5 años contados a partir
de que se haya emitido la resolución.

Si la autoridad tiene facultades discrecionales para iniciar el
procedimiento o para dictar un nuevo acto o resolución en
relación con dicho procedimiento, podrá abstenerse de re-
ponerlo, siempre que no afecte al particular que obtuvo la
revocación del acto o resolución impugnada.

Los efectos que establece esta fracción se producirán sin
que sea necesario que la resolución del recurso lo establez-
ca, aun cuando la misma revoque el acto o resolución im-
pugnada sin señalar efectos.

...

II. Cuando se deje sin efectos el acto o la resolución recu-
rrida por vicios de fondo, la autoridad no podrá dictar un
nuevo acto o resolución sobre los mismos hechos, salvo que
la resolución le señale efectos que le permitan volver a dic-
tar el acto o una nueva resolución. En ningún caso el nuevo
acto o resolución administrativa puede perjudicar más al ac-
tor que el acto o la resolución recurrida.

Para los efectos de esta fracción, no se entenderá que el per-
juicio se incrementa cuando se trate de recursos en contra
de resoluciones que determinen obligaciones de pago que se
aumenten con actualización por el simple transcurso del
tiempo y con motivo de los cambios de precios en el país o
con alguna tasa de interés o recargos.

Cuando se interponga un medio de impugnación, se sus-
penderá el efecto de la resolución recaída al recurso hasta
que se dicte la sentencia que ponga fin a la controversia.
Asimismo, se suspenderá el plazo para dar cumplimiento a
la resolución cuando el contribuyente desocupe su domici-
lio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio corres-
pondiente o cuando no se le localice en el que haya señala-
do, hasta que se le localice.

Los plazos para cumplimiento de la resolución que esta-
blece este artículo empezarán a correr a partir de que hayan
transcurrido los 45 días para impugnar la resolución, salvo
que el contribuyente demuestre haber interpuesto medio de
defensa.

Artículo 134. ...

I. Personalmente o por correo certificado o mensaje de da-
tos con acuse de recibo, cuando se trate de citatorios, re-
querimientos, solicitudes de informes o documentos y de
actos administrativos que puedan ser recurridos.

En el caso de notificaciones por documento digital, podrán
realizarse en la página de Internet del Servicio de Adminis-
tración Tributaria o mediante correo electrónico, conforme
las reglas de carácter general que para tales efectos esta-
blezca el Servicio de Administración Tributaria.

El acuse de recibo consistirá en el documento digital con
firma electrónica que transmita el destinatario al abrir el do-
cumento digital que le hubiera sido enviado. Para los efec-
tos de este párrafo, se entenderá como firma electrónica del
particular notificado, la que se genere al utilizar la clave de
seguridad que el Servicio de Administración Tributaria le
proporcione.
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La clave de seguridad será personal, intransferible y de uso
confidencial, por lo que el contribuyente será responsable
del uso que dé a la misma para abrir el documento digital
que le hubiera sido enviado.

El acuse de recibo también podrá consistir en el documento
digital con firma electrónica avanzada que genere el desti-
natario de documento remitido al autenticarse en el medio
por el cual le haya sido enviado el citado documento.

Las notificaciones electrónicas estarán disponibles en el
portal de Internet establecido al efecto por las autoridades
fiscales y podrán imprimirse para el interesado, dicha im-
presión contendrá un sello digital que lo autentifique.

Las notificaciones por correo electrónico serán emitidas
anexando el sello digital correspondiente, conforme lo se-
ñalado en los artículos 17-D y 38 fracción V de este Có-
digo.

...

III. Por estrados, cuando la persona a quien deba notificar-
se no sea localizable en el domicilio que haya señalado pa-
ra efectos del registro federal de contribuyentes, se ignore
su domicilio o el de su representante, desaparezca, se opon-
ga a la diligencia de notificación o se coloque en el supues-
to previsto en la fracción V del artículo 110 de este Código
y en los demás casos que señalen las Leyes fiscales y este
Código.

IV. Por edictos, en el caso de que la persona a quien deba
notificarse hubiera fallecido y no se conozca al represen-
tante de la sucesión.

...

El Servicio de Administración Tributaria podrá habilitar a
terceros para que realicen las notificaciones previstas en la
fracción I de este artículo, cumpliendo con las formalidades
previstas en este Código y conforme a las reglas generales
que para tal efecto establezca el Servicio de Administración
Tributaria.

Artículo 135. Las notificaciones surtirán sus efectos al
día hábil siguiente en que fueron hechas y al practicarlas
deberá proporcionarse al interesado copia del acto admi-
nistrativo que se notifique. Cuando la notificación la hagan
directamente las autoridades fiscales o por terceros habili-
tados, deberá señalarse la fecha en que ésta se efectúe, re-

cabando el nombre y la firma de la persona con quien se en-
tienda la diligencia. Si ésta se niega a una u otra cosa, se ha-
rá constar en el acta de notificación.

...

Artículo 136. ...

Las notificaciones también se podrán efectuar en el último
domicilio que el interesado haya señalado para efectos del
registro federal de contribuyentes o en el domicilio fiscal
que le corresponda de acuerdo con lo previsto en el artícu-
lo 10 de este Código. Asimismo, podrán realizarse en el do-
micilio que hubiere designado para recibir notificaciones al
iniciar alguna instancia o en el curso de un procedimiento
administrativo, tratándose de las actuaciones relacionadas
con el trámite o la resolución de los mismos.

...

Artículo 139. Las notificaciones por estrados se harán fi-
jando durante quince días consecutivos el documento que se
pretenda notificar en un sitio abierto al público de las ofici-
nas de la autoridad que efectúe la notificación o publicando
el documento citado, durante el mismo plazo, en la página
electrónica que al efecto establezcan las autoridades fisca-
les. La autoridad dejará constancia de ello en el expediente
respectivo. En estos casos, se tendrá como fecha de notifi-
cación la del décimo sexto día siguiente al primer día en que
se hubiera fijado o publicado el documento.

Artículo 140. Las notificaciones por edictos se harán me-
diante publicaciones en cualquiera de los siguientes medios:

I. Durante tres días en el Diario Oficial de la Federación.

II. Por un día en un diario de mayor circulación.

III. Durante quince días en la página electrónica que al
efecto establezcan las autoridades fiscales, mediante reglas
de carácter general.

Las publicaciones a que se refiere este artículo contendrán
un extracto de los actos que se notifican.

Se tendrá como fecha de notificación la de la última publi-
cación.

Artículo 141. ...
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I. Depósito en dinero, carta de crédito u otras formas de ga-
rantía financiera equivalentes que establezca la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público mediante reglas de carácter
general que se efectúen en las cuentas de garantía del inte-
rés fiscal a que se refiere el artículo 141-A de este Código.

...

En los casos en que de acuerdo con la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo se solicite ante el
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa la sus-
pensión contra el cobro de contribuciones o aprovecha-
mientos, el interés fiscal se deberá asegurar mediante el de-
pósito de las cantidades que se cobren ante la Tesorería de
la Federación o la Entidad Federativa o Municipio que co-
rresponda.

Para los efectos del párrafo anterior, el Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa no exigirá el depósito cuan-
do se trate del cobro de sumas que, a juicio del Magistrado
o Sala que deba conocer de la suspensión, excedan la posi-
bilidad del solicitante de la misma, cuando previamente se
haya constituido garantía ante la autoridad exactora, o cuan-
do se trate de personas distintas de los causantes obligados
directamente al pago; en este último caso, se asegurará el
interés fiscal en los términos indicados en los primeros dos
párrafos de este artículo.

Artículo 142. ...

I. Se solicite la suspensión del procedimiento administrati-
vo de ejecución, inclusive si dicha suspensión se solicita an-
te el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en
los términos de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo.

...

Artículo 143. ...

En el caso de que las instituciones de fianzas interpongan
medios de defensa en contra del requerimiento de pago y no
obtengan resolución favorable, las cantidades garantizadas
deberán pagarse actualizadas por el periodo comprendido
entre la fecha en que se debió efectuar el pago y la fecha en
que se paguen dichas cantidades. Asimismo, causarán re-
cargos por concepto de indemnización al fisco federal por
falta de pago oportuno, mismos que se calcularán sobre las
cantidades garantizadas actualizadas por el periodo mencio-

nado con anterioridad, aplicando la tasa que resulte de su-
mar las aplicables en cada año para cada uno de los meses
transcurridos en el periodo de actualización citado. La tasa
de recargos para cada uno de los meses del periodo men-
cionado, será la que resulte de incrementar en 50% a la que
mediante Ley fije anualmente el Congreso de la Unión, y se
causarán por cada mes o fracción que transcurra a partir de
que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe.
Los recargos mencionados se causarán hasta por 5 años.

Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago de
los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garan-
tizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante
procedimiento administrativo de ejecución.

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o
la negociación del contribuyente, para asegurar el interés
fiscal, cuando el crédito fiscal no sea exigible pero haya si-
do determinado por el contribuyente o por la autoridad en el
ejercicio de sus facultades de comprobación, cuando a jui-
cio de ésta exista peligro inminente de que el obligado rea-
lice cualquier maniobra tendiente a evadir su cumplimien-
to. En este caso, la autoridad trabará el embargo.

La autoridad que practique el embargo precautorio levanta-
rá acta circunstanciada en la que precise las razones del em-
bargo.

La autoridad requerirá al obligado para que dentro del tér-
mino de 10 días desvirtúe el monto por el que se realizó el
embargo. El embargo quedará sin efecto cuando el contri-
buyente cumpla con el requerimiento. Transcurrido el plazo
antes señalado, sin que el obligado hubiera desvirtuado el
monto del embargo precautorio, éste quedará firme.

El embargo precautorio practicado antes de la fecha en que
el crédito fiscal sea exigible, se convertirá en definitivo al
momento de la exigibilidad de dicho crédito fiscal y se apli-
cará el procedimiento administrativo de ejecución.

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos del
artículo 141 de este Código, se levantará el embargo.

Son aplicables al embargo precautorio a que se refiere este
artículo y al previsto por el artículo 41, fracción II de este
Código, las disposiciones establecidas para el embargo y
para la intervención en el procedimiento administrativo de
ejecución que, conforme a su naturaleza, le sean aplicables.
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Artículo 145-A. Las autoridades fiscales podrán decretar el
aseguramiento de los bienes o la negociación del contribu-
yente cuando:

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación o
desarrollo de las facultades de comprobación de las autori-
dades fiscales o no se pueda notificar su inicio por haber
desaparecido o por ignorarse su domicilio.

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación, el
contribuyente desaparezca o exista riesgo inminente de que
oculte, enajene o dilapide sus bienes.

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la contabili-
dad que acredite el cumplimiento de las disposiciones fis-
cales, a que se está obligado.

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, puestos
fijos o semifijos en la vía pública y dichos contribuyentes
no puedan demostrar que se encuentran inscritos en el re-
gistro federal de contribuyentes, ni exhibir los comproban-
tes que amparen la legal posesión o propiedad de las mer-
cancías que vendan en esos lugares. Una vez inscrito el
contribuyente en el citado registro y acreditada la posesión
o propiedad de la mercancía, se levantará el aseguramiento
realizado.

V. Se detecten envases o recipientes que contengan bebidas
alcohólicas sin que tengan adheridos marbetes o precintos o
bien no se acredite la legal posesión de los marbetes o pre-
cintos, se encuentren alterados o sean falsos.

En los casos anteriores, la autoridad que practique el asegu-
ramiento deberá levantar acta circunstanciada en la que pre-
cise las razones para hacerlo.

El aseguramiento precautorio quedará sin efectos si la auto-
ridad no emite, dentro de los plazos a que se refieren los ar-
tículos 46-A y 48 de este Código en el caso de las fraccio-
nes II, III y V y de 18 meses en el de las fracciones I y IV,
contados desde la fecha en que fue practicado, resolución en
la que determine créditos fiscales. Si dentro de los plazos
señalados la autoridad determina algún crédito, dejará de
surtir efectos el aseguramiento precautorio y se proseguirá
el procedimiento administrativo de ejecución conforme a
las disposiciones de este Capítulo, debiendo dejar constan-
cia de la resolución y de la notificación de la misma en el
expediente de ejecución.

Artículo 146. ...

La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales po-
drá realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o a pe-
tición del contribuyente.

Artículo 146-C. Tratándose de créditos fiscales a cargo de
cualquier entidad paraestatal de la Administración que se
encuentre en proceso de extinción o liquidación, así como a
cargo de cualquier sociedad, asociación o fideicomiso en el
que, sin tener el carácter de entidad paraestatal, el Gobierno
Federal o una o más entidades de la Administración Públi-
ca paraestatal, conjunta o separadamente, aporten la totali-
dad del patrimonio o sean propietarias de la totalidad de los
títulos representativos del capital social, que se encuentre en
proceso de liquidación o extinción, operará de pleno dere-
cho la extinción de dichos créditos, sin necesidad de autori-
zación alguna, siempre y cuando se cumplan los siguientes
requisitos:

I. Que exista dictamen de auditor externo en el que se ma-
nifieste que la entidad no sea titular de activo alguno con el
que sea posible ejecutar el cobro total o parcial de los cré-
ditos, excluyendo aquellos que se encuentren afectos me-
diante garantía real al pago de obligaciones que se encuen-
tren firmes y que sean preferentes a las fiscales federales en
términos de lo dispuesto por este Código.

II. El Servicio de Administración y Enajenación de Bienes
deberá informar al Servicio de Administración Tributaria de
la actualización de la hipótesis prevista en la fracción ante-
rior.

Cumplido lo anterior los créditos fiscales quedarán cancela-
dos de las cuentas públicas.

Artículo 146-D. Los créditos fiscales que se encuentren re-
gistrados en la subcuenta especial de créditos incobrables a
que se refiere el artículo 191 de este Código, se extinguirán,
transcurridos cinco años contados a partir de que se haya re-
alizado dicho registro, cuando exista imposibilidad práctica
de cobro.

Para estos efectos, se considera que existe imposibilidad
práctica de cobro, entre otras, cuando los deudores no ten-
gan bienes embargables, el deudor hubiera fallecido o des-
aparecido sin dejar bienes a su nombre o cuando por sen-
tencia firme hubiera sido declarado en quiebra por falta de
activo.
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Artículo 150. ...

Asimismo, se pagarán por concepto de gastos de ejecución,
los extraordinarios en que se incurra con motivo del proce-
dimiento administrativo de ejecución, incluyendo los que
en su caso deriven de los embargos señalados en los artícu-
los 41, fracción II y 141, fracción V, de este Código, que
comprenderán los de transporte de los bienes embargados,
de avalúos, de impresión y publicación de convocatorias y
edictos, de investigaciones, de inscripciones, de cancelacio-
nes o de solicitudes de información, en el registro público
que corresponda, los erogados por la obtención del certifi-
cado de liberación de gravámenes, los honorarios de los de-
positarios y de los peritos, así como los honorarios de las
personas que contraten los interventores, salvo cuando di-
chos depositarios renuncien expresamente al cobro de tales
honorarios, los devengados por concepto de escrituración y
las contribuciones que origine la transmisión de dominio de
los bienes inmuebles que sean adjudicados a favor de la Fe-
deración en los términos de lo previsto por el artículo 191
de este Código, y las contribuciones que se paguen por la
Federación para liberar de cualquier gravamen a los bienes
que sean objeto de remate.

...

Artículo 167. ...

II. Recaudar el 10% de las ventas o ingresos diarios en la
negociación intervenida, después de separar las cantidades
que correspondan por concepto de salarios y demás créditos
preferentes a que se refiere este Código, y enterar su impor-
te al fisco federal en la medida que se efectúe la recauda-
ción.

...

Artículo 182. ...

IV. La dirección de correo electrónico y el domicilio para
oír y recibir notificaciones.

...

Artículo 183. ...

Cada subasta tendrá una duración de 8 días que empezará a
partir de las 12:00 horas del primer día y concluirá a las
12:00 horas del octavo día. En dicho periodo los postores
presentarán sus posturas y podrán mejorar las propuestas.

Para los efectos de este párrafo se entenderá que las 12:00
horas corresponden a la Zona Centro.

...

Artículo 184. Cuando el postor en cuyo favor se hubiera
fincado un remate no cumpla con las obligaciones contraí-
das y las que este Código señala, perderá el importe del de-
pósito que hubiere constituido y la autoridad ejecutora lo
aplicará de inmediato en favor del fisco federal. En este ca-
so, se iniciará nuevamente la almoneda en la forma y plazos
que señalan los artículos respectivos.

Artículo 190. El fisco federal tendrá preferencia para ad-
judicarse los bienes ofrecidos en remate, en los siguientes
casos:

...

Último párrafo (Se deroga)

Artículo 191. Cuando no hubiera postores o no se hubieran
presentado posturas legales, la autoridad se adjudicará el
bien. En este caso el valor de la adjudicación será el 50%
del valor de avalúo.

Los bienes que se adjudiquen a favor del fisco federal, po-
drán ser donados para obras o servicios públicos, o a insti-
tuciones asistenciales o de beneficencia autorizadas para re-
cibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta.

La adjudicación se tendrá por formalizada una vez que la
autoridad ejecutora firme el acta de adjudicación corres-
pondiente.

Cuando la traslación de bienes se deba inscribir en el Re-
gistro Público de la Propiedad, el acta de adjudicación de-
bidamente firmada por la autoridad ejecutora tendrá el ca-
rácter de escritura pública y será el documento público que
se considerará como testimonio de escritura para los efectos
de inscripción en dicho Registro.

Para los efectos de la Ley de Ingresos de la Federación, los
ingresos obtenidos por la adjudicación se registrarán, hasta
el momento en el que se tenga por formalizada la adjudi-
cación.

El registro a que se refiere el párrafo anterior se realizará
disminuyendo de las cantidades a que alude dicho párra-
fo, según corresponda, los gastos de administración y
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mantenimiento, así como las erogaciones extraordinarias en
que hubiesen incurrido las autoridades fiscales, durante el
periodo comprendido desde que se practicó el embargo y
hasta su adjudicación, y el excedente que corresponda de-
volver al deudor de conformidad con lo establecido en la
fracción I del artículo 196 de este Código.

Una vez aplicado el producto obtenido por la adjudicación,
en los términos del artículo 194 de este Código, el saldo que,
en su caso quede pendiente a cargo del contribuyente, se re-
gistrará en una subcuenta especial de créditos incobrables.

De los ingresos obtenidos por remates de los bienes, dismi-
nuidos con los gastos de administración y mantenimiento,
se destinará el 5% a un fondo de administración y manteni-
miento de dichos bienes, que se constituirá en la Tesorería
de la Federación, de conformidad con las reglas generales
que al efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico. Una vez que se hayan rematado los bienes, la autori-
dad fiscal deberá reintegrar los recursos que haya obtenido
de dicho fondo y, de existir remanente, se entregará el 5%
de los ingresos obtenidos para su capitalización.

Los bienes adjudicados por las autoridades fiscales de con-
formidad con lo dispuesto en este artículo, serán considera-
dos, para todos los efectos legales, como bienes no sujetos
al régimen del dominio público de la nación, hasta en tanto
sean destinados o donados para obras o servicios públicos
en los términos de este artículo.

Para los efectos del artículo 25 de la Ley del Servicio de Te-
sorería de la Federación, las adjudicaciones tendrán la natu-
raleza de dación en pago.

Artículo 192. ...

III. (Se deroga)

Artículo 193. (Se deroga)

Artículo 196. Cuando existan excedentes del producto ob-
tenido del remate o adjudicación de los bienes al fisco fe-
deral, después de haberse cubierto el crédito, se entregarán
al deudor, salvo que medie orden de autoridad competente,
o que el propio deudor acepte por escrito que se haga la en-
trega total o parcial del saldo a un tercero, con las siguien-
tes modalidades:

I. Tratándose de bienes que la autoridad se haya adjudica-
do, al producto obtenido por la adjudicación se aplicará el

monto del crédito fiscal actualizado más sus accesorios, así
como el monto de los gastos de administración y manteni-
miento en que la autoridad haya incurrido. El remanente del
producto mencionado será el excedente que se devuelva al
contribuyente.

II. Cuando se lleve a cabo la adjudicación por remate, el
producto obtenido se aplicará en los términos de lo dis-
puesto en el artículo 194 de este Código, así como a recu-
perar los gastos de administración y mantenimiento. El re-
manente del producto mencionado será el excedente que se
devolverá al contribuyente.

Artículo 196-A. ...

Los bienes que pasen a propiedad del Fisco Federal confor-
me a este artículo, podrán ser enajenados o donarse para
obras o servicios públicos, o a instituciones asistenciales o
de beneficencia autorizadas para recibir donativos deduci-
bles del impuesto sobre la renta.

...

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

ARTÍCULO SEGUNDO. Para los efectos de lo dispuesto
en el Código Fiscal de la Federación, se aplicarán las si-
guientes disposiciones:

I. Los embargos precautorios que a la fecha de entrada en
vigor del presente decreto, hayan sido trabados por la auto-
ridad fiscal, por algún motivo previsto por el artículo 145-
A que se adiciona, se considerarán, sin necesidad de resolu-
ción administrativa que así lo declare, como aseguramiento
sobre los bienes de que se trate, y se sujetarán a lo dispues-
to en el citado artículo 145-A del Código; los demás con-
servarán su naturaleza de embargo precautorio y quedarán
sujetos a lo previsto en el artículo 145 del propio Código.

II. Las modificaciones contenidas en este Decreto serán
aplicables a los procesos que actualmente se ventilen y en
los que no haya aun formulado conclusiones el Ministerio
Público de la Federación, cuando se encuentren en los su-
puestos antes previstos

III. Cuando con motivo de la entrada en vigor del presente
Decreto, se deba presentar el aviso de cambio de domicilio,
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las personas físicas sólo estarán obligadas a presentarlo,
hasta que se realice cualquiera de los siguientes supues-
tos:

a) Se presente la declaración del impuesto sobre la renta
que corresponda al ejercicio de 2006.

b) Lo solicite el Servicio de Administración Tributaria.

c) Se presente un aviso al registro federal de contribuyentes
por cualquier otro motivo.

IV. La información a que se refiere el artículo 32-B, frac-
ción VIII que se adiciona, deberá presentarse en el mes de
febrero de 2007, respecto de los contratos de fideicomiso
vigentes en el ejercicio fiscal de 2006.

V. Para los efectos de la retribución que la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público deberá pagar a las instituciones de
crédito, tratándose de los servicios de recepción y procesa-
miento de pagos de las contribuciones de comercio exterior
y de otras contribuciones que deban pagarse conjuntamente
con aquellas, que se realicen en los módulos bancarios ubi-
cados en las aduanas del país o en las sucursales bancarias
habilitadas para tales efectos, hasta que se adopte respecto
de dichos pagos el tratamiento que se establece en el se-
gundo párrafo de la fracción III del artículo 32-B del Códi-
go, continuarán aplicándose las disposiciones vigentes has-
ta antes de la entrada en vigor del presente Decreto.

VI. Lo dispuesto en los artículos 46, fracción IV, 46-A, 48,
fracción VII y 52-A del Código, se aplicará al ejercicio de
las facultades de comprobación que se inicien a partir de la
entrada en vigor del presente Decreto.

VII. Durante el año de 2006, las autoridades fiscales podrán
continuar efectuando los remates iniciados hasta antes de la
entrada en vigor del presente Decreto previstos en la Sec-
ción IV del Capítulo III del Título V del Código, de confor-
midad con las disposiciones vigentes al 31 de diciembre de
2003, hasta su conclusión.

VIII. El fondo a que se refiere el artículo 191 del Código,
deberán constituirse dentro de los seis meses siguientes a la
entrada en vigor del presente Decreto.

IX. Durante el 2006, el Servicio de Administración Tributa-
ria otorgará facilidades administrativas para que los contri-
buyentes que tributen conforme a la Sección III, Capítulo II
del Título IV de la Ley de Impuesto sobre la Renta presen-

ten sus declaraciones, solicitudes, avisos o informes en do-
cumentos no digitales.

X. Tratándose de la traslación de bienes que se deba inscri-
bir en el Registro Público de la Propiedad, el acta de adju-
dicación que se hubiere levantado con anterioridad a enero
de 2004, debidamente firmada por la autoridad ejecutora,
tendrá el carácter de escritura pública y será el documento
público que se considere como testimonio de escritura para
los efectos de inscripción en dicho Registro.

XI. Lo dispuesto en el último párrafo del artículo 10 del
Código no será aplicable a las notificaciones que deban re-
alizarse en el domicilio para oír y recibir notificaciones pre-
visto en el artículo 18, fracción IV del propio Código.

XII. Por lo que respecta a los artículos 103, fracciones XI,
XII, XV y XVI, 105 fracción VIII, 109 fracciones VI y VII
del Código vigentes hasta la entrada en vigor del presente
Decreto, seguirán aplicándose con su sanción por los he-
chos realizados durante su vigencia. Así mismo las fraccio-
nes de dicho precepto seguirán aplicándose a las personas
procesadas o sentenciadas por los delitos previstos en las
mismas y sancionados en los artículos 104 y 108 respecti-
vamente de dicho ordenamiento legal.

Lo dispuesto en la fracción I del artículo 109 vigente hasta
antes de la entrada en vigor de este Decreto, seguirá apli-
cándose por los hechos, actos u omisiones y en general por
todas aquellas conductas cometidas durante su vigencia,
asimismo, dicho precepto seguirá aplicándose a las perso-
nas procesadas o sentenciadas por los delitos previstos en
tal disposición y sancionadas en el artículo 108 de dicho or-
denamiento legal.

Para proceder penalmente en los casos a que se refieren las
fracciones VI y VII del artículo 109 antes señalado por los
hechos realizados durante su vigencia, se seguirá requi-
riendo la querella de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público.

Para efectos de la aplicación de las penas respectivas, regi-
rá lo dispuesto por el artículo 56 del Código Penal Federal,
sin que ello implique la extinción de los tipos penales que
por virtud de esta reforma se incorporan como las fraccio-
nes XIX y XX del artículo 103 del Código como presun-
ciones del delito de contrabando.

Por lo que respecta a las presunciones del delito de con-
trabando que se adicionan en las fracciones XIX y XX del
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artículo 103 del Código vigentes a partir de la entrada en vi-
gor del presente Decreto, se les aplicará las sanciones esta-
blecidas en el artículo 104 de dicho ordenamiento legal.

Para proceder penalmente en los supuestos a que se refieren
las fracciones XIX y XX adicionadas al artículo 103 antes
señalado, respecto de los hechos realizados a partir de la en-
trada en vigor del presente Decreto, se estará a lo dispuesto
en el artículo 92 del Código.

Para proceder penalmente respecto de los supuestos a que
se refiere el cuarto párrafo del artículo 102 antes señalado,
por los hechos realizados con anterioridad a la entrada en
vigor del presente Decreto, se estará a lo dispuesto en el ar-
tículo 92 del Código.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

ARTÍCULO TERCERO. Se REFORMAN primer párra-
fo de la fracción III del artículo 31; último párrafo del artí-
culo 93; primero párrafo y segundo párrafo de la fracción
III del artículo 107; primer párrafo del artículo 143; primer
párrafo de la fracción IV del artículo 172, y se ADICIONA
la fracción XX al artículo 86 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 31. ...

III. Estar amparadas con documentación que reúna los re-
quisitos de las disposiciones fiscales y que los pagos cuyo
monto exceda de $2,000.00 se efectúen mediante cheque
nominativo del contribuyente, tarjeta de crédito, de débito o
de servicios, o a través de los monederos electrónicos que al
efecto autorice el Servicio de Administración Tributaria, ex-
cepto cuando dichos pagos se hagan por la prestación de un
servicio personal subordinado.

...

Artículo 86. ...

XX. Presentar a la persona o personas, cualquiera que sea el
nombre con que se les designe, que tengan conferida la di-
rección general, presidencia del Consejo de Administra-
ción, la gerencia general, o la administración única de las
personas morales y a los comisarios, miembros del comité
de vigilancia o cualquier persona o personas, sin importar el
nombre con que se les designe, que tengan conferida la vi-

gilancia de las personas morales un reporte en el que se in-
forme sobre el cumplimiento de las obligaciones fiscales a
su cargo en el ejercicio fiscal anterior.

La obligación prevista en el párrafo anterior se tendrá por
cumplida cuando el contribuyente dictamine sus estados fi-
nancieros para efectos fiscales.. El acta que se realice con
motivo de dicha asamblea deberá hacer referencia a la pre-
sentación del reporte.

Este reporte deberá incluir cuando menos la siguiente infor-
mación:

a) La presentación de declaraciones a las que esté obli-
gada la persona moral.

b) El pago correcto y oportuno de contribuciones.

c) En su caso, de la legal solicitud de devolución de con-
tribuciones.

d) El entero de contribuciones retenidas.

Artículo 93. ...

En el caso de que las personas morales a que se refiere este
Título enajenen bienes distintos de su activo fijo o presten
servicios a personas distintas de sus miembros o socios, de-
berán determinar el impuesto que corresponda a la utilidad
por los ingresos derivados de las actividades mencionadas,
en los términos del Título II de esta Ley, a la tasa prevista
en el artículo 10 de la misma, siempre que dichos ingresos
excedan del 5% de los ingresos totales de la persona moral
en el ejercicio de que se trate. Lo dispuesto en este párrafo
no será aplicable tratándose de personas morales autoriza-
das para percibir donativos deducibles en los términos de
los artículos 31, fracción I y 176, fracción III de esta Ley.

Artículo 107.- Cuando una persona física, aun cuando no
esté inscrita en el Registro Federal de Contribuyentes, rea-
lice en un año de calendario erogaciones superiores a los in-
gresos que hubiere declarado en ese mismo año, las autori-
dades fiscales procederán como sigue:

III. ...

Para los efectos de este artículo, se consideran erogaciones,
los gastos, las adquisiciones de bienes y los depósitos en
cuentas bancarias o en inversiones financieras. No se toma-
rán en consideración los depósitos que el contribuyente
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efectúe en cuentas que no sean propias, que califiquen co-
mo erogaciones en los términos de este artículo, cuando se
demuestre que dicho depósito se hizo como pago por la ad-
quisición de bienes o de servicios, o como contraprestación
para el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes o
para realizar inversiones financieras ni los traspasos entre
cuentas del contribuyente o a cuentas de su cónyuge, de sus
ascendientes o descendientes, en línea recta en primer gra-
do.

...

Artículo 143. Los contribuyentes que obtengan ingresos de
los señalados en este Capítulo por el otorgamiento del uso
o goce temporal de bienes inmuebles, efectuarán los pagos
provisionales mensualmente, a más tardar el día 17 del mes
inmediato posterior al que corresponda el pago, mediante
declaración que presentarán ante las oficinas autorizadas.

...

Artículo 172. ...

IV. Estar amparada con documentación que reúna los re-
quisitos que señalen las disposiciones fiscales y que los pa-
gos cuyo monto exceda de $2,000.00, se efectúen mediante
cheque nominativo del contribuyente, tarjeta de crédito, dé-
bito o de servicios, o a través de los monederos electrónicos
que al efecto autorice el Servicio de Administración Tribu-
taria, excepto cuando dichos pagos se hagan por la presta-
ción de un servicio personal subordinado.

...

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

ARTÍCULO CUARTO. Se REFORMA la fracción V,
primer párrafo del artículo 32; y se ADICIONA la fracción
VIII al artículo 32 de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do, para quedar como sigue:

Artículo 32. ...

V. Expedir constancias por las retenciones del impuesto que
se efectúen en los casos previstos en el artículo 1-A, al mo-
mento de recibir el comprobante a que se refiere la fracción
III de este artículo, y proporcionar mensualmente a las au-

toridades fiscales, a través de los medios y formatos elec-
trónicos que señale el Servicio de Administración Tributa-
ria, la información sobre las personas a las que les hubieren
retenido el impuesto establecido en esta Ley, dicha infor-
mación se presentará, a más tardar el día 17 del mes inme-
diato posterior al que corresponda dicha información.

...

VIII. Proporcionar mensualmente a las autoridades fiscales,
a través de los medios y formatos electrónicos que señale el
Servicio de Administración Tributaria, la información co-
rrespondiente sobre el pago, retención, acreditamiento y
traslado del impuesto al valor agregado en las operaciones
con sus proveedores, desglosando el valor de los actos o ac-
tividades por tasa a la cual trasladó o le fue trasladado el im-
puesto al valor agregado, incluyendo actividades por las
que el contribuyente no está obligado al pago, dicha infor-
mación se presentará, a más tardar el día 17 del mes inme-
diato posterior al que corresponda dicha información.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS DE LA 
LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

ARTÍCULO QUINTO. Los contribuyentes proporciona-
rán la información mensual a que se refiere el artículo 32,
fracciones V y VIII de la Ley del Impuesto al Valor Agre-
gado a partir del día 17 de octubre de 2006.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL 
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

ARTÍCULO SEXTO. Se REFORMAN las fracciones XII
primer párrafo, XIV y XV del artículo 19 y artículo 26 de la
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios,
para quedar como sigue:

Artículo 19. ...

XII. Los fabricantes, productores y envasadores, de alco-
hol, alcohol desnaturalizado, mieles incristalizables y de be-
bidas alcohólicas, deberán reportar en el mes de enero de
cada año, al Servicio de Administración Tributaria, las ca-
racterísticas de los equipos que utilizarán para la produc-
ción, destilación, envasamiento y almacenaje de dichos
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bienes, así como de los contenedores para el almacenaje de
dichos bienes cuando no se trate de equipo.

...

XIV. Los fabricantes, productores, envasadores e importa-
dores, de alcohol, alcohol desnaturalizado, mieles incrista-
lizables y de bebidas alcohólicas, deberán estar inscritos en
el Padrón de Contribuyentes de Bebidas Alcohólicas, a car-
go de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Asimis-
mo, los fabricantes, productores, envasadores e importado-
res, de bebidas alcohólicas, deberán cumplir con esta
obligación para poder solicitar marbetes y precintos, según
se trate, debiendo cumplir con las disposiciones del Regla-
mento de esta Ley y disposiciones de carácter general que
para tal efecto se emitan.

XV. Los productores, envasadores e importadores de bebi-
das alcohólicas estarán obligados a presentar a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, trimestralmente, en los me-
ses de abril, julio, octubre y enero, del año que correspon-
da, un informe de los números de folio de marbetes y pre-
cintos, según corresponda, obtenidos, utilizados, destruidos,
e inutilizados durante el trimestre inmediato anterior.

Artículo 26. Cuando el contribuyente sea omiso en presen-
tar por más de tres veces en un mismo ejercicio las declara-
ciones a que se refiere el artículo 19 de esta Ley, tenga adeu-
dos fiscales a su cargo, salvo que los contribuyentes
celebren convenio con las autoridades fiscales para cubrir a
plazos, ya sea mediante pago diferido o en parcialidades o
los hayan impugnado mediante cualquier medio de defensa,
no se compruebe el uso de los marbetes o precintos entre-
gados previamente, o se compruebe el uso incorrecto de los
mismos, así como cuando no exista relación entre el volu-
men producido, envasado o comercializado y la solicitud
respectiva, las autoridades fiscales podrán no proporcionar
los marbetes o precintos a que se refiere esta Ley.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en Diario Oficial de la Federa-
ción.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 12 de abril del
2006.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gustavo Ma-
dero Muñoz (rúbrica), Presidente; Francisco Suárez y Dávila (rúbrica),

Juan Carlos Pérez Góngora, José Felipe Puelles Espina (rúbrica), Ma-
ría de los Dolores Padierna Luna (rúbrica; salvo 33 y 43 F III), Cuauh-
témoc Ochoa Fernández, Óscar González Yáñez, Jesús Emilio Martí-
nez Álvarez, secretarios; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica),
José Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), Ángel Buendía Tirado, Marko
Antonio Cortés Mendoza, Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica),
Humberto Francisco Filizola Haces, José Luis Flores Hernández (rú-
brica), Guillermo Guisar Carranza (rúbrica), Juan Francisco Molinar
Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbrica), Irma
Guadalupe Moreno Ovalles, José Adolfo Murat Macías, Jorge Carlos
Obregón Serrano, José Osuna Millán (rúbrica), Manuel Pérez Cárde-
nas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez Pineda
(rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther Scherman Leaño (rú-
brica), José Isabel Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Valdéz de
Anda (rúbrica), Emilio Zebadúa González.»

Es de primera lectura.

PERMISO AL PRESIDENTE PARA 
AUSENTARSE DEL TERRITORIO NACIONAL

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Compañeras y compañeros diputados, el si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que concede autorización al ciu-
dadano Vicente Fox Quesada, Presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, para ausentarse del territorio nacional
el próximo 8 de mayo de 2006, a fin de realizar una visita
a la República de Costa Rica para asistir a la ceremonia de
transmisión del mando presidencial en ese país. En virtud
de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria,
consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectu-
ra del dictamen.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputada Presidenta. Se dispensa la lec-
tura.

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados392



«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con
proyecto de decreto que concede autorización al C. Vicen-
te Fox Quesada, Presidente de los Estados Unidos Mexica-
nos, para ausentarse del territorio nacional el 8 de mayo de
2006, a fin de realizar una visita a la República de Costa
Rica para asistir a la ceremonia de transmisión del mando
presidencial en ese país

HONORABLE ASAMBLEA:

Los diputados federales, integrantes de las Comisión de
Relaciones Exteriores, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos; 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a la honorables Asamblea el
siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión que suscribe, Comisión de Relaciones Exte-
riores de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, el 5 de Abril de 2006 le fue turnada para su estudio
y dictamen, la Minuta Proyecto de Decreto por el que se
concede autorización al C. Vicente Fox Quesada, Presiden-
te de los Estados Unidos Mexicanos, para que pueda au-
sentarse del Territorio Nacional el 8 de mayo de 2006, a fin
de realizar una visita a la República de Costa Rica para
asistir a la Ceremonia de Transmisión del Mando Presi-
dencial en ese País, con base en las siguientes:

CONSIDERACIONES

La Iniciativa de permiso enviada por el Ejecutivo destaca
la importancia que tiene Costa Rica como un país que go-
za de prestigio internacional y que cuenta con una de las
democracias más sólidas de América. La primera visita de
un mandatario mexicano a Costa Rica fue realizada por el
Presidente Gustavo Díaz Ordaz, en 1966. A partir de en-
tonces se han registrado numerosos encuentros presiden-
ciales.

En la década de los ochenta, México participó como me-
diador en el conflicto centroamericano a través del Grupo

Contadora, realizó ventas de petróleo a la región mediante
el Acuerdo de San José, e ingresó como socio extra-regio-
nal del Banco Centroamericano de Integración Económica
(BCIE). Estos acontecimientos contribuyeron a incremen-
tar la interacción entre ambos países.

Para los integrantes de las Comisión Dictaminadora es im-
portante señalar que con la creación de la Comisión Mexi-
cana para la Cooperación con Centroamérica en 1990; con
el establecimiento del Mecanismo de Tuxtla en 1991; y con
la suscripción del Tratado de Libre Comercio con Costa Ri-
ca, que entró en vigor en enero de 1995, se dio un nuevo
impulso a la relación bilateral y se alentó la llegada a Cos-
ta Rica de inversiones mexicanas.

En los últimos años, México ha redoblado sus esfuerzos de
acercamiento a Centroamérica, a través de iniciativas como
el Plan Puebla Panamá y su ingreso, en calidad de obser-
vador, en el Sistema de Integración Centroamericana el 11
de noviembre de 2004.

A la fecha, México y Costa Rica cuentan con diversos me-
canismos bilaterales que fortalecen sus vínculos de coope-
ración en diversas áreas, tal es el caso de la Comisión Bi-
nacional entre ambos países, establecida en 1991, la cual
ha realizado seis encuentros, el último en San José, del 16
al 18 de julio de 2003; el Comité México-Costa Rica de
Cooperación para Combatir el Narcotráfico y la Farmaco-
dependencia, que se ha reunido en seis ocasiones, la última
de ellas el 16 de julio de 2002; la Comisión Mixta de Coo-
peración Técnica y Científica, que ha realizado 12 reunio-
nes, la última el 16 de julio de 2003, en Costa Rica; y la
Comisión Mixta de Cooperación Educativa y Cultural, que
ha realizado 12 encuentros, el último el 17 de julio de 2003
en Costa Rica.

En los últimos años México se ha convertido en el segun-
do socio inversionista de Costa Rica. Desde su entrada en
vigor el TLC ha mostrado un enorme dinamismo, al pasar
de 157.5 millones de dólares en 1995 a 1194.6 millones al
cierre de 2004. En este último año el intercambio comer-
cial con la República de Costa Rica representó el 36.3%
del total del comercio de México con los países del Istmo.
Durante el periodo enero-noviembre de 2005, el intercam-
bio comercial se ubicó en 1122.2 millones de dólares, cifra
5.3% mayor a la registrada en el mismo período del año an-
terior.

Costa Rica fue el primer país proveedor centroamericano
para el mercado mexicano. México, por su parte, se ha
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convertido en el segundo proveedor externo más importan-
te de Costa Rica.

A la fecha, varias empresas mexicanas realizan inversiones
en esta nación Centroamericana por un monto aproximado
de 400 millones de dólares, lo que convierte a la Repúbli-
ca de Costa Rica en un importante destino de las inversio-
nes mexicanas en la región. La inversión mexicana se con-
centra principalmente en áreas tales como la industria
alimentaria, comercio, comunicaciones, servicios financie-
ros y construcción.

De igual manera, ambos países mantienen un diálogo cons-
tante en el marco de los mecanismos regionales de coope-
ración México-Centroamérica como el Mecanismo de Diá-
logo y Concertación de Tuxtla y el Plan Puebla-Panamá.

Los logros más recientes del Plan Puebla Panamá han sido,
entre otros, la firma del reglamento de su funcionamiento y
el establecimiento de su Dirección Ejecutiva, ubicada en la
ciudad de San Salvador, que tiene como propósito dar se-
guimiento a los avances de los proyectos que integran las
ocho iniciativas y presentar soluciones a cualquier obstá-
culo para su instrumentación, además de fungir como una
plataforma de comunicación al interior del PPP y fuera del
mismo, en coordinación con el programa del ICP.

Para los legisladores miembros de esta Comisión, la coo-
peración Internacional es una de las herramientas básicas
por las que la sociedad internacional busca mantener la
paz, fortalecer la seguridad y promover el desarrollo y, en
el caso de México, la cooperación internacional para el
desarrollo ha sido el puntal básico de su política exterior,
que incluso ha sido elevado a rango constitucional.

El pasado 5 de febrero de este año se llevaron a cabo elec-
ciones presidenciales en Costa Rica, en las que se eligió
como nuevo Presidente al Doctor Oscar Arias para el pe-
riodo 2006-2010. La presencia del Presidente Vicente Fox
en la Ceremonia de Transmisión del Mando Presidencial
que se realizará en la República de Costa Rica, el 8 de ma-
yo próximo, responde a una invitación hecha por el Presi-
dente Electo. El documento del Ejecutivo señala que estos
comicios no sólo reafirmaron una de las democracias más
antiguas y sólidas de la región, sino que profundizan el
avance democrático en toda nuestra América Latina y el
Caribe.

La presencia del mandatario mexicano en dicha Ceremonia
confirmará el interés de nuestro país en la relación bilate-

ral y, de igual forma, constituye una oportunidad para esta-
blecer los primeros contactos políticos al más alto nivel
con el nuevo Mandatario y su gobierno, a fin de establecer
las prioridades de la agenda de trabajo de ambos países.

La agenda de actividades del Presidente Fox incluye un en-
cuentro privado con el nuevo Presidente de la República, a
fin de expresarle la disposición del gobierno mexicano de
profundizar las relaciones de amistad y cooperación que
unen a México y Costa Rica. Durante este encuentro el
mandatario mexicano formulará a su homólogo la propues-
ta de dar mayor promoción al Tratado de Libre Comercio
(TLC) bilateral.

Asimismo el Presidente Fox expresará al nuevo Presidente
de Costa Rica el reconocimiento del Gobierno de México
por la participación de la República de Costa Rica en el
Plan Puebla Panamá (PPP), como responsable de la Inicia-
tiva Mesoamericana de Transporte, iniciativa fundamental
para el desarrollo y la competitividad de la región.

Otro de los objetivos del encuentro del Presidente Fox con
el Dr. Arias es solicitar el apoyo decidido de Costa Rica en
la etapa de ejecución de las ocho iniciativas que integran el
PPP, así como invitarlo a continuar trabajando en el forta-
lecimiento de este importante mecanismo subregional.

Como parte de la implementación del PPP el Presidente
Fox buscará que el nuevo Gobierno de la República de
Costa Rica mantenga su compromiso con la propuesta de
México en materia energética, dirigida a encontrar una so-
lución integral, en beneficio conjunto para México y los
países de Centroamérica.

En lo que se refiere al tema migratorio, que es un fenóme-
no que afecta de igual manera a México y las naciones de
Centroamérica, el mandatario mexicano buscará el apoyo
del nuevo Mandatario de Costa Rica a los esfuerzos que re-
alizan México y los países de Centroamérica, por presentar
una posición unificada con respecto al tema migratorio con
los Estados Unidos de América. Se buscará también el for-
talecimiento de las posiciones comunes con el nuevo go-
bierno de esta nación Centroamericana, a fin de reforzar
nuestra actuación en foros multilaterales.

La iniciativa enviada por el Ejecutivo al Senado de la Re-
pública señala la necesidad de reforzar desde ahora los
compromisos asumidos con anterioridad entre México y
Costa Rica, así como de establecer la agenda de trabajo pa-
ra el transcurso del presente año.
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El Presidente Fox aprovechará la ocasión para formular
una invitación al Doctor Oscar Arias a visitar México en el
transcurso de 2006. 

Los Diputados miembros de esta Comisión consideramos
que las relaciones de amistad y cooperación entre México
y Costa Rica han trascendido el ámbito gubernamental y se
extienden a todos los aspectos de la vida de ambos países,
por lo que creemos que la presencia del Presidente Fox en
la Ceremonia de Transmisión del Mando Presidencial en
Costa Rica constituye una oportunidad para impulsar el ni-
vel de diálogo político, fortalecer las relaciones económi-
cas y comerciales, así como promover la cooperación
orientada al desarrollo, y las posiciones comunes en los
principales temas de la agenda regional e internacional.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, somete a la consideración de la
honorable Asamblea el siguiente:

DECRETO

ÚNICO.- Se concede autorización al C. Vicente Fox Que-
sada, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, para
que pueda ausentarse del territorio nacional el 8 de mayo
de 2006, a fin de realizar una visita a la República de Cos-
ta Rica para asistir a la Ceremonia de Transmisión del
Mando Presidencial en ese país.

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de abril de 2006.

Diputados: Adriana González Carrillo (rúbrica), Presidenta; Gustavo
Adolfo de Unanue Aguirre (rúbrica), secretario; Carlos Jiménez Ma-
cías, secretario; Arturo Robles Aguilar (rúbrica), secretario; Jorge Mar-
tínez Ramos (rúbrica), secretario; Rodrigo Iván Cortés Jiménez, Ángel
Juan Alonso Díaz-Caneja (rúbrica), Humberto Cervantes Vega (rúbri-
ca), José Alberto Aguilar Iñarritu (rúbrica), Sami David David, Home-
ro Díaz Rodríguez (rúbrica), José Luis Flores Hernández (rúbrica),
Rogelio Alejandro Flores Mejía (rúbrica), Carlos Flores Rico (rúbrica),
Blanca Gámez Gutiérrez (rúbrica), Fernando Alberto García Cuevas,
Juan José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica), Ale-
jandro González Yáñez, Benito Chávez Montenegro (rúbrica), Leticia
Gutiérrez Corona, Guadalupe Suárez Ponce (rúbrica), Guadalupe Mo-

rales Rubio, Sergio Penagos García (rúbrica), Cristina Portillo Ayala,
Francisco Saucedo Pérez (rúbrica), Carlos Noel Tiscareño Rodríguez
(rúbrica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Esta Presidencia informa que no se ha regis-
trado para la discusión en lo general y en lo particular nin-
guno de nuestros compañeros diputados y diputadas. En tal
virtud, se considera que está el punto suficientemente dis-
cutido. Se pide a la Secretaría que abra el sistema electró-
nico por 10 minutos para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular del proyecto de decreto, en un solo
acto.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por 10 minu-
tos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular, en un solo acto. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico. Para cambiar el sentido de
su voto: 

El diputado Lino Celaya Luría (desde la curul): A favor.

El diputado Roberto Colín Gamboa (desde la curul): A
favor. 

El diputado Benjamín García Meza (desde la curul): A
favor.

El diputado Gustavo Enrique Madero Muñoz (desde la
curul): A favor. 

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Se-
ñora Presidenta: se emitieron 345 votos en pro, 3 en contra
y 7 abstenciones.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Aprobado en lo general y en lo particular
por 345 votos, el proyecto de decreto que concede auto-
rización al ciudadano Presidente de la República, Vi-
cente Fox Quesada, para ausentarse del territorio na-
cional el 8 de mayo de 2006, a fin de realizar una visita
a la República de Costa Rica para asistir a la ceremo-
nia de transmisión del mando presidencial; pasa al Eje-
cutivo para sus efectos constitucionales. 
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LEY DE LA COMISION NACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: El siguiente punto del orden del día es la dis-
cusión del dictamen con proyecto de decreto que reforma
el artículo 75 de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos. En virtud de que se encuentra publicado
en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se dispensa la lectura del dictamen.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si es de dispensarse la lectura del dic-
tamen. Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputa-
dos que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por
favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, dipu-
tada Presidenta. Se dispensa la lectura. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 75 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos

HONORABLE ASAMBLEA:

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39, 45 numeral 6 incisos f) y g), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
56, 60 y 88, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a la consideración de los integrantes de esta honora-
ble Asamblea el presente:

DICTAMEN DE LA MINUTA PROYECTO DE DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO
75 DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE
LOS DERECHOS HUMANOS

ANTECEDENTES

PRIMERO.- En sesión celebrada por la H. Cámara de Se-
nadores, en fecha 24 de noviembre de 2005, el Senador Sa-

dot Sánchez Carreño, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó INICIATIVA CON
PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFOR-
MA AL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE LA COMISIÓN
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.

SEGUNDO.- En esa misma fecha, la Presidencia de la
Mesa Directiva de la Cámara de Senadores, acordó se tur-
nara dicha Iniciativa a las Comisiones Unidas de Derechos
Humanos y de Estudios Legislativos, Segunda.

TERCERO.- En sesión celebrada por la H. Cámara de Se-
nadores, en fecha 14 de marzo de 2006, se aprobó en se-
gunda lectura el dictamen presentado por las Comisiones
Unidas de Justicia y Derechos Humanos y Estudios Legis-
lativos, Segunda.

CUARTO.- En sesión celebrada por la Cámara de Diputa-
dos, en fecha 16 de marzo de 2006, se dio cuenta con el ofi-
cio No. I-3463, de la Cámara de Senadores, con el que re-
mite el expediente con la MINUTA PROYECTO DE
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO
75 DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS
DERECHOS HUMANOS.

QUINTO.- En esa misma fecha, la Presidencia de la Mesa
Directiva de esta Cámara de Diputados, mediante oficio
No. D.G.P.L. 59-II-4-2195, acordó que se turnara dicha Mi-
nuta a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, para
su estudio y dictamen.

SEXTO.- Los integrantes de la Comisión de Justicia y De-
rechos Humanos de la LIX Legislatura, procedieron al es-
tudio de la Minuta aludida, habiendo efectuado múltiples
razonamientos sobre la aplicación de los conceptos conte-
nidos en la misma, los cuales se exponen en las siguientes:

CONSIDERACIONES

Primera.- La Minuta en estudio propone la reforma al ar-
tículo 75 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, con el objeto de regularizar los bienes in-
muebles que fueron utilizados por la Dirección General de
Derechos Humanos, área de la Secretaría de Gobernación
que evolucionó para crear el organismo autónomo que es la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos.

Segunda.- Para sustentar la reforma propuesta, se exponen
en la Minuta de la Colegisladora las siguientes considera-
ciones:
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Los orígenes de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, los encontramos en el mes de febrero del año 1989,
cuando se crea la Dirección General de Derechos Huma-
nos, como unidad administrativa adscrita a la Secretaría de
Gobernación, cuya finalidad fue la de servir como freno a
los abusos de poder cometidos por algunos servidores pú-
blicos.

Los recursos necesarios para el cumplimiento de sus atri-
buciones, le eran suministrados por la propia Secretaría de
Estado de la cual dependía jerárquicamente, en términos de
lo dispuesto por el Artículo 15 del Reglamento Interior de
la Secretaría de Gobernación y el Presupuesto de Egresos
de la Federación para el ejercicio fiscal de ese año.

Posteriormente, mediante decreto Presidencial publicado
en el Diario Oficial de la Federación el día 6 de junio de
1990, se crea la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
como un organismo desconcentrado de la Secretaría de Go-
bernación, responsable de proponer y vigilar el cumpli-
miento de la política nacional en materia de respeto y de-
fensa a los derechos humanos.

Cabe señalar que, a través del decreto a que se hace alusión
en el párrafo que antecede, se reformó el Artículo 15 del
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, que
versaba sobre las atribuciones de la Dirección General de
Derechos Humanos, y se dispuso que los recursos con que
contaba en ese momento la Dirección General de Derechos
Humanos, pasaban a formar parte del órgano desconcen-
trado que nacía por virtud del decreto.

Es a través de la reforma al artículo 102, apartado B de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 28 de
enero de 1992, que se eleva a rango constitucional a la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, bajo la naturaleza
jurídica de órgano descentralizado, con personalidad jurí-
dica y patrimonio propio.

Con respecto a esto último, mediante el artículo Cuarto
Transitorio de la Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, se dispuso que los recursos humanos,
materiales y presupuestales con que contaba cuando era ór-
gano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, pa-
sarían a formar parte de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos como organismo descentralizado.

Finalmente, mediante Decreto publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el día 13 de septiembre de 1999, se

modificó y adicionó el apartado B, al artículo 102 de nues-
tra Carta Magna, por el que se modifica el nombre de la
Comisión Nacional de Derechos Humanos a Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos y se le otorga plena auto-
nomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y
patrimonio propio.

Es importante mencionar, que en la modificación Constitu-
cional antes citada no se alude sobre el destino de los
bienes que en un principio formaban parte de la extinta Di-
rección General de Derechos Humanos y que, posterior-
mente, formaron parte de los activos de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos como órgano desconcentrado
y como organismo descentralizado.

En tal sentido, tenemos que, si bien las atribuciones de los
órganos encargados de velar por la promoción y defensa de
los derechos humanos fueron delegados a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos como un organismo cons-
titucional autónomo, lo cierto es que no se realizó el pro-
cedimiento respectivo para destinar los bienes inmuebles
en favor de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, tomando en consideración que éstos resultan necesa-
rios para el cumplimiento de sus obligaciones.

Que la propuesta de reforma a la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, es de gran trascendencia
en tanto que pretende dar certeza jurídica respecto al acer-
vo patrimonial de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, y así dotarla de los elementos necesarios para el
cumplimiento de sus fines.

Tercera.- Al valorar Iniciativa, las Comisiones Dictamina-
doras de la Colegisladora, reconocen la importancia de la
reforma, cuyo principal objetivo es la regularización de los
bienes inmuebles que se utilizaron para la Dirección Gene-
ral de Derechos Humanos, institución que evolucionó al
organismo constitucional autónomo que hoy es la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos.

Asimismo, comparten la convicción de que los principios
normativos que regulen a la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, deben estar no sólo orientados a la pro-
tección y defensa de los derechos fundamentales, sino a
dotar a esta importante institución, de la infraestructura y
los medios materiales idóneos para el cumplimiento cabal
de sus facultades.

Cuarta.- Esta Comisión de Justicia y Derechos Humanos,
se identifica con el objetivo de la reforma, de regularizar
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los bienes inmuebles que fueron utilizados por la Dirección
General de Derechos Humanos, área que evolucionó de
una manera dinámica para crear, al fin de un proceso de re-
formas institucionales, un órgano constitucional autónomo
encargado de promover una cultura de respeto a los dere-
chos humanos en nuestro país, la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos.

Esta Comisión Dictaminadora, considera que la reforma
planteada en la Minuta, es acorde con una política de trans-
parencia, de manera que los bienes, antes asignados a la
Dirección General de Derechos, antecedente del organismo
descentralizado Comisión Nacional de Nacional de Dere-
chos Humanos, pasen legalmente a formar parte del patri-
monio del órgano constitucional autónomo, Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos.

Efectivamente, el artículo CUARTO TRANSITORIO de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
no contempla la actualización consistente en la creación
del órgano constitucional autónomo, creado a partir de la
adición de un apartado B al artículo 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues sólo se re-
fiere a los recursos humanos, materiales y presupuestales,
que pasan, de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Go-
bernación, a la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
como organismo descentralizado.

Esta Comisión Dictaminadora, toma en cuenta que con la
adición del apartado B al artículo 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se crea el orga-
nismo autónomo, pero también se realiza un cambio de de-
nominación, pues de Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos, pasa a ser Comisión Nacional de los Derechos
Humanos, por lo cual resulta necesario el cambio de la de-
nominación de la Comisión Nacional, planteado en la re-
forma al artículo 75, propuesta en la Minuta.

Con la reforma planteada en la Minuta, y a partir de la cual
se contemplan tres artículos transitorios, se subsana una
omisión en materia de patrimonio, pues desde la reforma
constitucional que crea la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, como órgano autónomo, se debió regulari-
zar lo relativo al patrimonio de la misma.

Si bien no han existido problemas, con relación al uso y
manejo de los bienes de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos, resulta conveniente poner las cosas en
orden, para evitar problemas futuros o posibles cuestiona-

mientos respecto a la autonomía de éste organismo y su ré-
gimen patrimonial.

A partir de la reforma planteada en la Minuta, se perfec-
cionaría la situación patrimonial de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, razón por la cual, esta Comisión
de Justicia y Derechos Humanos considera procedente la
reforma al artículo 75 de la Ley de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos.

Por lo anteriormente expuesto y, después de estudiar dete-
nidamente el contenido de la MINUTA PROYECTO DE
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO
75 DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS
DERECHOS HUMANOS los Diputados integrantes de la
Comisión de Justicia y Derechos Humanos, sometemos a
la consideración de esta H. Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE LA COMI-
SIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el artículo 75 de la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
para quedar como sigue:

Artículo 75.- La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos contará con patrimonio propio. El Gobierno Federal
deberá proporcionarle los recursos materiales y financieros
para su debido funcionamiento.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

SEGUNDO.- El patrimonio del organismo descentralizado
denominado �Comisión Nacional de Derechos Humanos�
pasa a formar parte del organismo autónomo �Comisión
Nacional de los Derechos Humanos�.

TERCERO.- Para efectos de la regularización de los bien-
es inmuebles a que se refiere la presente reforma, la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos deberá realizar el
procedimiento administrativo correspondiente ante la Se-
cretaría de la Función Pública, de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley General de Bienes Nacionales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de marzo de 2006.
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La Comisión de Justicia y Derechos Humanos, diputados: Rebeca
Godínez y Bravo (rúbrica), Presidenta; Leticia Gutiérrez Corona, Ama-
lín Yabur Elías (rúbrica), Miguel Ángel Llera Bello (rúbrica), Francis-
co Javier Valdéz de Anda (rúbrica), Miguelángel García-Domínguez
(rubrica), José Luis Mazoy Kuri (rúbrica), secretarios; María de Jesús
Aguirre Maldonado (rúbrica), Federico Barbosa Gutiérrez (rúbrica),
Mario Carlos Culebro Velasco, José Luis García Mercado (rúbrica),
Gema Isabel Martínez López (rúbrica), Martha Laguette Lardizábal
(rúbrica), Consuelo Muro Urista (rúbrica), Mayela María de Lourdes
Quiroga Tamez, Bernardo Vega Carlos (rúbrica), Gustavo Adolfo de
Unanue Aguirre, Fernando Antonio Guzmán Pérez Peláez (rúbrica),
Ernesto Herrera Tovar, Sergio Penagos García (rúbrica), Marisol Var-
gas Bárcena (rúbrica), Margarita Zavala Gómez del Campo (rúbrica),
Francisco Diego Aguilar (rúbrica), Angélica de la Peña Gómez (rúbri-
ca), Eliana García Laguna (rúbrica), Jaime Miguel Moreno Garavilla
(rúbrica).»

Es de segunda lectura.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: En virtud de que no tenemos oradores regis-
trados para hablar en lo general y en lo particular, consulte
la Secretaría a la Asamblea si el artículo único del proyec-
to de decreto se encuentra suficientemente discutido en lo
general y en lo particular.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la Asamblea si se encuentra suficientemente dis-
cutido el artículo único del proyecto de decreto en lo gene-
ral y en lo particular.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, dipu-
tada Presidenta.

La Presidenta diputada María Marcela González Salas
y Petricioli: Suficientemente discutido. En consecuencia,
se pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por
cinco minutos para proceder a la votación en lo general y
en lo particular del proyecto de decreto.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico por cinco minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
del proyecto de decreto, en sus términos. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Roberto Colín Gamboa (desde la curul): A
favor.

El diputado Benjamín García Meza (desde la curul): A
favor. 

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Presi-
dente: se emitieron en pro 348 votos, en contra 0 y absten-
ciones 2.

Presidencia del diputado 
Francisco Arroyo Vieyra

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular por 348 votos, el
proyecto de decreto que reforma el artículo 75 de la Ley
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; pa-
sa al Ejecutivo para sus efectos constitucionales. 

LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA
EN LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Seño-
ras y señores legisladores, el siguiente punto del orden del
día es la discusión del dictamen con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal. En virtud de que se encuentra publicado en
la Gaceta Parlamentaria, pregunte la Secretaría a la Asam-
blea si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, dipu-
tado Presidente. Se dispensa la lectura. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cá-
mara de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la
Administración Pública Federal

HONORABLE ASAMBLEA: 

En la sesión celebrada el 7 de marzo del presente año, le
fue turnada a la Comisión de la Función Pública, para su
estudio y dictamen, la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por el que se deroga el inciso a) y se reforma el segundo
párrafo, ambos del artículo 5, y el artículo 8 de la Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal, presentada por el Diputado Rafael Flores
Mendoza, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 39 numerales 1° y 3°, 43, 44, 45,
y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88,
89, 93 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete-
mos a la consideración de esta honorable Asamblea, el pre-
sente Dictamen, mismo que se realiza bajo los siguientes:

I. ANTECEDENTES

El 7 de marzo del presente año, el Diputado Rafael Flores
Mendoza, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, presentó ante el pleno de la
H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión la Ini-
ciativa mencionada, que modifica y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en
la Administración Pública Federal, con el propósito de que,
mediante la reforma propuesta, el Servicio Profesional de
Carrera no incluya el nivel de Director General, Titular de
Delegación, representación u oficina de las diferentes se-
cretarías y órganos desconcentrados en las entidades fede-
rativas.

Derivado de ello, la Comisión remitió la Iniciativa a sus in-
tegrantes, con oficio de fecha 8 de marzo del presente año.

II. CONTENIDO DE LA INICIATIVA.

El promovente señala que su propuesta deriva de la necesi-
dad de que el Titular del Ejecutivo Federal cuente entre los
mandos superiores de la Administración Pública con per-
sonal de su absoluta confianza y lealtad, en virtud de que

los Directores Generales, Jefes de Unidad y homólogos son
puestos fundamentales para impulsar la administración y
consecución de las políticas planteadas en el Plan Nacional
de Desarrollo. Sin contar con estas cualidades, difícilmen-
te podría operar las políticas comprometidas en la campa-
ña electoral con la ciudadanía, generándose un problema
de gobernabilidad.

El Diputado proponente también menciona en su exposi-
ción de motivos que en los términos actuales en que se en-
cuentra normado el Servicio Profesional de Carrera, que
abarca hasta el nivel de Director General y homólogos, in-
cluyendo a los jefes de las representaciones de la adminis-
tración central en los estados de la República, las próximas
administraciones sólo podrían nombrar a un conjunto de
179 servidores públicos, haciendo materialmente imposi-
ble operar las políticas públicas gubernamentales, en detri-
mento de la oportunidad, la eficacia, la unidad de mando y
la coherencia de la gestión pública.

III. CONSIDERACIONES.

A) La Comisión estima que, efectivamente, el artículo 5 de
la Ley incluye los niveles de Director General, Director
General Adjunto, Director de Área, Subdirector de Área,
Jefe de Departamento y Enlace, así como los de adjunto,
homólogo o cualquier otro equivalente. De esta manera, el
Servicio Profesional de Carrera está dirigido a 61,960
puestos de un universo de 649,187 de la Administración
Pública centralizada. Asimismo, que en el caso de los Di-
rectores Generales, existe una gran heterogeneidad de sus
perfiles, atribuciones y responsabilidades, dándose el caso
de que algunos toman decisiones de amplio impacto a ni-
vel sectorial o intersectorial, como en el caso de las Secre-
tarías de la Función Pública y de Hacienda y Crédito Pú-
blico.

El requisito del Servicio Profesional de diseñar perfiles de
puestos con objetividad y precisión resulta muy complejo
por el nivel de responsabilidad de estos rangos. Además, el
ejercicio de dicha responsabilidad resulta determinante en
muchos casos, para cumplir con las funciones emanadas de
las leyes aplicables, del Plan Nacional de Desarrollo, así
como de disposiciones como las del Presupuesto de Egre-
sos de la Federación.

Por otro lado, las administraciones contemporáneas se
orientan a ofrecer sistemas desarrollados para evaluarse
por resultados. Esto implica la necesidad de contar con la
suficiente capacidad de mando y liderazgo institucional
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para alcanzar los objetivos gubernamentales. Inclusive, en
los países que cuentan con sistemas de servicio civil con-
solidado durante varias décadas, existe un proceso de re-
forma dados los problemas de gestión por la separación
prácticamente absoluta entre la política y la administra-
ción.

En contraste con otros servicios civiles de carrera, plantea-
dos para implantarse de manera gradual, el de nuestro país
no prevé etapas para formar los cuadros necesarios que
ocupen los niveles de más alta responsabilidad, por lo que
el actual corre el riesgo de permitir el acceso de personal
sin la suficiente experiencia previa o que responda directa-
mente a los intereses de los altos mandos de la burocracia
o del partido en el gobierno, reproduciendo un sistema
clientelar o de patronazgo, que es precisamente el objetivo
que busca contrarrestar el Servicio Profesional de Carrera.

B) De lo expuesto, se desprende que el objeto de la Inicia-
tiva es asegurar condiciones mínimas de gobernabilidad,
confianza, capacidad de implementación de las políticas
públicas, responsabilidad política y abrir un proceso de
maduración del Servicio Profesional, que paulatinamente
elimine el riesgo de la discrecionalidad, el partidismo ó la
improvisación.

La Comisión considera necesario implementar la reforma
planteada, a la vez de introducir la modificación de otras
disposiciones, atendiendo el espíritu de la Iniciativa, para
reforzar el funcionamiento del Servicio Profesional de Ca-
rrera, con base en valores de ética y servicio a la ciudada-
nía, que son su fin último y que no están claramente preci-
sados en el texto actual, constituyendo también factores
para realizar la evaluación obligatoria para permanecer en
el puesto y, consecuentemente, como causa de remoción.
En ese sentido, se propone modificar el artículo 47, seña-
lando que la capacitación tiene que fomentar en sus miem-
bros los valores de ética, transparencia, calidad y servicio a
la ciudadanía.

Esta precisión se fortalece modificando el artículo 58, para
que en la evaluación de los miembros del servicio se tome
en cuenta la opinión de los destinatarios de su trabajo, que
deben ser la fuente primaria de calificación sobre su des-
empeño.

Asimismo, dado que el artículo 11 obliga a la reserva de los
asuntos en manos de los miembros del servicio, su necesa-
rio apego a los principios de legalidad, objetividad, impar-
cialidad y eficiencia, entre otros, además de observar las

instrucciones que reciban de sus superiores jerárquicos, to-
dos ellos elementos de la confianza, se propone incorporar
una fracción VII al artículo 60, recorriendo la actual, para
que sea causal de terminación de los efectos de los nom-
bramientos la pérdida de la confianza, debidamente acredi-
tada ante el Comité correspondiente, en términos de que la
permanencia del miembro representaría un obstáculo para
el adecuado cumplimiento de los fines y responsabilidades
de su área.

Adicionalmente, en virtud de que la Ley actual no lo con-
templa, se propone adicionar un párrafo último al artículo
13, para establecer que la Secretaría de la Función Pública
debe enviar un informe bimestral de los resultados de los
subsistemas del Servicio a la Cámara de Diputados, forta-
leciendo la función de control del Poder Legislativo.

C) Por último, no se considera viable el segundo artículo
transitorio de la Iniciativa, el cual propone dejar sin efectos
los nombramientos expedidos hasta la fecha de publicación
de este Decreto, de los Servidores Públicos de la Adminis-
tración Pública Federal con rango de titulares de los órga-
nos desconcentrados, Directores Generales, Titulares de
Delegaciones, representaciones u oficinas de las secretarí-
as u órganos desconcentrados en las entidades, adjuntos,
homólogos o cualquier otro equivalente, en virtud de que el
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos señala a la letra que �a ninguna Ley se da-
rá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna�.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de esta Co-
misión de la Función Pública, con las atribuciones que le
otorga el artículo 73 fracción XVI, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos así como los artí-
culos 45 numeral 6, inciso e) y f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y
88 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, ponemos a con-
sideración de la H. Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADI-
CIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL.

Artículo Único.- Se reforman los artículos 5, segundo pá-
rrafo; 8; 47, primer párrafo; 48, se adicionan el artículo 13,
con un último párrafo; 60, con una nueva fracción VII, pa-
sando la actual VII a ser fracción VIII y se deroga el inci-
so a) del artículo 5 de la Ley del Servicio Profesional de
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Carrera en la Administración Pública Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 5.- ����..

a) se deroga

b) a e) . . .

Los rangos anteriores comprenden los niveles de adjunto,
homólogo o cualquier otro equivalente, cualquiera que sea
la denominación que se le dé, con excepción de los titula-
res de los órganos desconcentrados, las delegaciones,
representaciones u oficinas de las Secretarías y órganos
desconcentrados en las entidades federativas.

��..

��..

��...

Artículo 8.- El sistema no comprenderá al personal que
preste sus servicios en la presidencia de la República, la
Secretaría de Relaciones Exteriores, los rangos de Secreta-
rios de Despacho, Jefes de Departamento Administrativo,
Subsecretarios, Oficiales Mayores, Jefe o Titular de Uni-
dad y cargos homólogos, Directores Generales, Titulares
de Delegaciones, Representaciones u Oficinas de las Se-
cretarías y órganos desconcentrados en las entidades fe-
derativas; los miembros de las Fuerzas Armadas, del sis-
tema de seguridad pública y seguridad nacional, del
Servicio Exterior Mexicano y asimilado a éste; personal
docente de los modelos de educación preescolar, básica,
media superior y superior; de las ramas médica, paramédi-
ca y grupos afines, los gabinetes de apoyo, así como aque-
llos que estén asimilados a un sistema legal de servicio ci-
vil de carrera; y los que presten sus servicios mediante
contrato, sujetos al pago por honorarios en las dependen-
cias.

Artículo 13.- ���..

I. a VII. ����.

�����..

������

La Secretaría de la Función Pública enviará un informe
bimestral de los resultados de los subsistemas a la Cá-
mara de Diputados.

Artículo 47.- El programa de capacitación tiene como pro-
pósito que los Servidores públicos de carrera dominen los
conocimientos y competencias necesarios para el desarro-
llo de sus funciones, sobre la base de los valores de la éti-
ca, la transparencia, la calidad y el servicio a la ciuda-
danía, además de los que se establecen en otras
disposiciones de la presente Ley.

����������

Artículo 58.- Los Comités en coordinación con la Secreta-
ría realizarán las descripciones y evaluaciones de los pues-
tos que formen parte del Sistema. Asimismo, establecerán
los métodos de evaluación de personal que mejor respon-
dan a las necesidades de las dependencias. Adicionalmen-
te, establecerán mecanismos para recabar la evaluación
de la sociedad de los servicios prestados por los miem-
bros del Sistema, la cual se integrará en los factores a
considerar para la permanencia en el puesto. En los ca-
sos en que los puestos no se vinculen directamente con
sectores sociales se tomará como fuente de evaluación a
las áreas y servidores de la administración que sean los
destinatarios de las funciones del miembro del Sistema
a evaluar.

������.

Artículo 60.- El nombramiento de los servidores profesio-
nales de carrera dejará de surtir efectos sin responsabilidad
para las dependencias por las siguientes causas:

I. a V. ���.

VI. No aprobar en dos ocasiones la capacitación obligato-
ria o su segunda evaluación de desempeño;

VII. Por pérdida de confianza, cuando el superior jerárqui-
co acredite ante el Comité que la permanencia del miembro
del Sistema representa un obstáculo para el adecuado cum-
plimiento de los fines y responsabilidades del área, y

VIII. Cuando el resultado de su evaluación del desempeño
sea deficiente, en los términos que señale el Reglamento.

�����..
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Transitorio

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de marzo de 2006.

Diputados: Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (rúbrica), Presidente;
Salvador Vega Casillas, Beatriz Mojica Morga (rúbrica), secretarios;
Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles
(rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rafael Sánchez Pérez,
José Felipe Puelles Espina (rúbrica), María Angélica Díaz del Campo
(rúbrica), Guillermo Velasco Rodríguez, Jesús Emilio Martínez Álva-
rez, Joel Padilla Peña (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tiene
el uso de la palabra, en términos del artículo 108 del Re-
glamento Interior, el señor diputado Víctor Hugo Islas Her-
nández, hasta por 10 minutos.

El diputado Adrián Víctor Hugo Islas Hernández: Con
el permiso de la Presidencia; honorable Asamblea: concu-
rro a esta tribuna para fundamentar el dictamen producido
por la Comisión de la Función Pública por el que se modi-
fican los artículos 5, 8, 13, 47, 58 y 60 de la Ley del Servi-
cio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal. Como ustedes saben, a tres años de aprobada esta
ley es necesario valorar sus avances e iniciar un proceso de
revisión que ajuste sus insuficiencias. 

La instauración del servicio profesional de carrera es un
proyecto viable de mediano y largo plazos para mejorar el
desempeño de la Administración Pública Federal con base
en los valores de las administraciones modernas. Esto obli-
ga a reclutar a los mejores recursos humanos disponibles
para gestionar las importantes responsabilidades del go-
bierno. Como lo expresó en su momento la iniciativa de la
ley, el proceso de implantación del servicio profesional de
carrera debe darse mediante un proceso gradual, descentra-
lizado y cuidadoso. Sin embargo, debemos reconocer que
la ley estableció un ámbito amplio por realizarse en muy
corto plazo, mientras que en las naciones desarrolladas el
servicio civil lleva varias décadas y en algunas más de un
siglo; no podemos pretender alcanzar los mismos resulta-
dos en menos de tres años: no es posible superar el déficit
de ilegalidad e imprecisión de atribuciones, perfiles y res-
ponsabilidades de casi 43 mil plazas en tan breve tiempo.

Simplemente, no existen el catálogo de puestos ni los ma-
nuales de organización. Nos parece poco serio que en los
próximos cinco meses el gobierno quiera certificar 44 por
ciento de las plazas, casi 22 mil. Lamentablemente, con la
perspectiva de concluir casi en su totalidad en el sexenio la
implantación del servicio, este gobierno ha acumulado va-
rios errores, que es necesario advertir y corregir para no
perder lo logrado en aras de prisas injustificables. Entre los
errores advertimos un elevado grado de discrecionalidad,
que ha cargado de sospecha la forma en que se está ope-
rando el servicio. El resultado: de casi 2 mil 200 plazas
ocupadas, cerca de 1 mil 400, sobre todo de directores ge-
nerales y delegados, se han nombrado con libre designa-
ción y al margen de lo que marca la ley.

El gobierno ha advertido la dificultad de que los niveles de
director general y homólogos queden en el servicio profe-
sional; por ello los ha nombrado sin convocatoria. Se trata
de responsabilidades políticas que permiten la operación
de las políticas de gobierno, la ejecución del Plan Nacional
de Desarrollo, pero su nombramiento al margen de la ley
ha generado daños de credibilidad a todo el sistema. La eli-
minación de estos cargos de la ley y el reconocimiento de
que se trata de cargos de dirección política, como ocurre en
los servicios civiles de otras naciones, permitirán ajustar la
ley a la realidad y fortalecer la estructura realmente opera-
tiva, que es de director de área hacia abajo, que han sido los
menos cuestionados. 

A pesar de que la ley prevé un proceso desconcentrado, en
los hechos la Secretaría de la Función Pública ha centrali-
zado desde el reclutamiento hasta la certificación, que da-
rá la inmovilidad y que inicia en estos días. Sin reparar en
la naturaleza diferente, el servicio público se ha estableci-
do un modelo de gestión con valores y prácticas propios de
empresas privadas, por lo que nos preocupa la carencia de
valores orientados al valor público, la responsabilidad so-
cial y el compromiso con una nación profundamente des-
igual que requiere un servicio público orientado a la justi-
cia y al desarrollo equitativo. El reglamento de la ley ha ido
mucho más lejos que la propia norma legal, constituyendo
una legislación de facto, con lo que el propio gobierno ha
abierto la puerta a que esos puestos puedan ser designados
libremente. 

Esos problemas de operación y de diseño se han demos-
trado en los debates de ambas Cámaras durante las com-
parecencias de los servidores públicos de la Secretaría de
la Función Pública y múltiples foros académicos y socia-
les durante los dos últimos años. No se puede argumentar
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falta de diálogo sino que, al contrario, es clara la falta de
disposición del gobierno para atender las recomendaciones
de expertos y de legisladores para mejorar su implantación.

El objetivo de la reforma lo resumimos en la siguiente ma-
nera: numero uno, limitar el servicio profesional de carre-
ra hasta el nivel de director de área; la supresión de los ni-
veles de director general y homólogos abarcará mil 600
plazas aproximadamente, de casi 43 mil, 2.6 por ciento. In-
troduce la obligación de que en la evaluación se tome en
cuenta a los destinatarios del servicio, los ciudadanos, que
son los primeros interesados en calificar la calidad y el pro-
fesionalismo con que se les debe atender. Se establece tam-
bién la obligación de que bimestralmente la Secretaría de
la Función Pública remita un informe de los resultados del
servicio profesional a esta Cámara, superando la opacidad
con que se conduce actualmente. 

Se incorpora la obligación de que la capacitación no gene-
re conocimientos y competencias a secas: que se base en
los valores de la ética, la transparencia, la calidad y el ser-
vicio a la ciudadanía. En cuanto a la situación de la pérdi-
da de confianza, durante la discusión en lo particular del
artículo 60 propondremos la eliminación de los cambios
para que quede como está en la ley vigente. La reforma que
hoy sometemos a su consideración no carece de seriedad ni
es un retroceso; pretende alejar el riesgo de la improvisa-
ción y de que el servicio profesional acabe como un botín,
en sentido contrario al objetivo que declara perseguir. Abri-
rá una tregua para consolidar la estructura operativa y de
mandos medios del servicio profesional como base para su
consolidación. 

Es necesario legitimar y alejar de sospecha el servicio pro-
fesional; por ello se requiere esta reforma. Los diferentes
grupos parlamentarios coincidimos en que será necesario
dialogar de manera plural para realizar una revisión inte-
gral de la ley y su reglamento para que, en el futuro de me-
diano plazo, se enriquezca y realmente se consolide como
patrimonio no de un gobierno ni de un grupo sino verdade-
ramente de toda la nación mexicana. Solicito respetuosa-
mente su reflexión sobre estos planteamientos, que preten-
den situar en su justo medio el dictamen y otorgarle su
aprobación. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias a usted, diputado. Está a discusión el dictamen. Esta
Presidencia tiene registrados en contra al diputado Fernando
Espino Arévalo, del Partido Verde Ecologista de México, y
al diputado Salvador Vega Casillas, del Partido Acción Na-

cional; y en pro al diputado Rafael Flores Mendoza. Tiene el
uso de la palabra el señor diputado Fernando Espino Aréva-
lo, del Partido Verde Ecologista de México, hasta por cinco
minutos.

El diputado Fernando Espino Arévalo: Con su venia, se-
ñor Presidente; compañeras y compañeros diputados: el
dictamen que se presenta para su aprobación por parte de
esta soberanía contraviene el espíritu con el cual se creó el
servicio civil de carrera, mediante el cual se aspira a contar
con un instrumento jurídico que permita reconocer los mé-
ritos de los servidores públicos en el ejercicio de su activi-
dad profesional, a efecto de que tengan la opción de ascen-
der a ocupar espacios en la administración pública por la
capacidad o especialidad administrativa demostrada y no
como una normatividad que se utilice para justificar la re-
moción de los mismos. 

Hemos constatado, lastimosamente, que los cambios de
personas o de partidos políticos en la conducción de la Ad-
ministración Pública Federal o local traen aparejada la sus-
titución de funcionarios públicos de todos los niveles jerár-
quicos sin tomar en cuenta que se está prescindiendo de
trabajadores que han adquirido experiencia con cargo a los
recursos del erario y que la sustitución implica volver a
preparar nuevos cuadros directivos, en detrimento del
cumplimiento eficaz de los objetivos de la administración
pública porque los nuevos funcionarios recurren a la con-
tratación de sus amigos o integrantes del equipo de trabajo
que los acompañó en otros cargos, ocasionando conse-
cuentemente el desplazamiento de muchos otros servidores
ampliamente especializados. El dictamen que nos ocupa
pretende que se excluya del régimen de la ley a los direc-
tores generales de la Administración Pública Federal, que-
dando en situación vulnerable un sector muy amplio de
trabajadores que, en virtud de esta reforma, estarían a mer-
ced del superior jerárquico, quien podría removerlos sin
justificación alguna.

Adicionalmente, la reforma que se propone del artículo 58
considera mecanismos de evaluación del desempeño del
servidor público sujeto a su régimen basados en la opinión
de la sociedad receptora de los servidores o de las áreas y
los servidores de la administración que sean los destinata-
rios del miembro del sistema por evaluar, lo que nos con-
vertiría en cómplices de que se aplicaran instrumentos de
valoración de la actividad profesional de ellos carentes de
objetividad y sólo basados en opiniones que pudieran estar
influenciadas o dirigidas por el superior jerárquico. Pero
quizá lo más lamentable de esta propuesta legislativa es el

Año III, Segundo Periodo, 18 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados404



carácter represor que se incluye en la fracción VII que se
agrega al artículo 60, pues se incorpora una causal de cese
del funcionario público, incursionando en una materia que
es del ámbito de las leyes laborales, pues dejar sin efecto el
nombramiento del servidor público por pérdida de con-
fianza, entendiéndose que existe ésta, cuando el superior
jerárquico acredita que el servidor público representa un
obstáculo para el adecuado cumplimiento de los fines y las
responsabilidades del área. 

De aprobarse el dictamen que se somete a la consideración
de este honorable Pleno, estaríamos actuando regresiva-
mente, pues no cabe duda de que las reformas propuestas
significan el otorgamiento de facultades extraordinarias pa-
ra desplazar a servidores públicos de larga experiencia ad-
ministrativa, sin responsabilidad laboral y sin más justifi-
cación que la opinión subjetiva del público usuario o de los
servidores, expresada de manera desfavorable al servidor
que se pretende remover o bastando que el superior jerár-
quico indique que es un obstáculo para el cumplimiento de
los fines de su área. 

Porque la administración pública requiere estimular la ac-
tividad profesional de sus servidores y no tanto un régimen
de amenaza de la estabilidad en el empleo de manera que
el funcionario busque superarse profesionalmente para
ofrecer un servicio más eficiente y de calidad, a efecto de
aspirar a ascender a niveles superiores de la propia admi-
nistración, considero que la propuesta de reforma legislati-
va resulta contraria al espíritu original de la ley, por lo que
desde este momento solicito que sea incorporado mi voto
razonado en contra del dictamen de referencia. Es cuanto,
señor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias, señor diputado. 

Esta Presidencia saluda con todo afecto a invitados del se-
ñor diputado don David Hernández, del municipio de El
Salto, Jalisco, de la comunidad de Santa Rosa. Sean uste-
des bienvenidos. 

Tiene el uso de la palabra, en pro, el diputado Rafael Flo-
res Mendoza.

El diputado Rafael Flores Mendoza: Con su venia, dipu-
tado Presidente: sin lugar a dudas, la Ley del Servicio Pro-
fesional de Carrera significa un avance en la legislación de
nuestro país. Desafortunadamente, esta legislación tiene la-
gunas, tiene defectos muy graves. Creo que todos los que

estamos presentes estamos de acuerdo en que en la admi-
nistración pública se deben acabar los amiguismos, com-
padrazgos y cuotas de partido o poner a familiares en los
cargos de la Administración Pública Federal centralizada.
Para eso nació la ley; ése era su muy buen objetivo.

Desafortunadamente, cuando se estructuró la ley se copia-
ron, malamente copiadas, legislaciones ajenas a nuestro ré-
gimen constitucional. Se copió la legislación española, al-
go de la italiana, de la francesa, que tienen muy poco que
ver, sobre todo con la estructura constitucional mexicana
en lo que es el régimen federal y la titularidad del Ejecuti-
vo federal. Y así se publicó la ley, el 10 de abril de 2003,
con el consenso de todos los partidos políticos. Pero regre-
so a los errores que tuvo esta ley: esta ley fue mucho más
allá de lo que va la legislación española, la chilena, la nor-
teamericana, porque incluyó en el sistema del servicio pro-
fesional de carrera... incluyó a los directores generales y a
los delegados federales; y esto es un error. ¿Por qué? Por-
que en nuestro sistema y en cualquier otro sistema del
mundo, cuando llegue una nueva administración, tiene que
implantar su proyecto de trabajo, tiene que implantar la
oferta política que ofreció a la ciudadanía. 

Y para ello necesita gente de su confianza, gente compro-
metida con ese proyecto de nación que se ofertó durante la
campaña política. Y entonces, el Ejecutivo federal en turno
debe tener la facultad de designar a todos los mandos su-
periores de la Administración Pública Federal. Y aquí en la
legislación se incluyeron también erróneamente los direc-
tores generales y los delegados federales.

Por eso estamos precisamente solicitando que se derogue la
fracción, el inciso a) del artículo 5o. de la ley para excluir
a los directores generales del sistema profesional de carre-
ra porque, de mantenerse la ley como está, solamente el
próximo Presidente de la República, sea del partido que
sea, únicamente va a poder designar a 179 servidores pú-
blicos, y con 179 servidores públicos no se puede gobernar
un país ni implantar un proyecto de nación; por eso esta-
mos solicitando esta modificación de la ley. Y también me
permito sumarme a lo expresado por el diputado Presiden-
te de la Comisión de la Función Pública, el diputado Islas,
en el sentido de que se retire del dictamen la fracción VII
del artículo 60. ¿Y por qué lo estamos solicitando? Porque
creo que, evidentemente en eso comulgo con muchas opi-
niones que se han vertido, poner como causal de despido
de algún servidor público que sea integrante del sistema
profesional de carrera que se le pierda la confianza por par-
te de sus superiores jerárquicos, pues evidentemente daría
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al traste con toda la ley, con todo el sistema. Desafortuna-
damente, el diputado del Verde Ecologista parece ser que
no escuchó al diputado Presidente o que subió con un dis-
curso preelaborado, porque todas sus objeciones fueron
precisamente contra la fracción VII del artículo 60, y ya el
diputado Presidente, ya es un acuerdo que se tuvo en la Co-
misión, de retirar precisamente la fracción VII del artículo
60 de la ley. 

También es importante destacar que en los países donde
existe el servicio profesional de carrera siempre se han da-
do mucho tiempo; es decir, se han dado de 5 a 10 años en
su construcción, en su elaboración, y en nuestro país úni-
camente está construyendo muy rápidamente, acelerada o
explosivamente y se pretende certificar a más de 40 mil
servidores públicos en tan sólo 3 años, en menos de 2 años.
Sería cuanto, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias, señor diputado Flores Mendoza. Esta Presidencia no
recibió de parte del diputado Víctor Hugo Islas propuesta
alguna, como tampoco la está recibiendo de parte del dipu-
tado Rafael Flores Mendoza. Luego entonces, inferimos
que será en términos del artículo 134, antes de la votación
en lo general. Tiene el uso de la palabra el señor diputado
Salvador Vega Casillas, del Partido Acción Nacional, en
contra.

El diputado Salvador Vega Casillas: Con su permiso, di-
putado Presidente: estas reformas propuestas tienen bási-
camente tres fines: uno, eliminar a los directores del servi-
cio profesional de carrera; otro, pretender que la Secretaría
de la Función Pública entregue informes a la Cámara de
Diputados, bimestrales, de los subsistemas que tiene la Se-
cretaría, como si fueran los diputados y no el Presidente los
encargados de la administración de este país; y el tercero es
el que se refiere a la pérdida de confianza para poner como
causal de despido de los funcionarios públicos federales. 

Realmente, uno de los grandes avances que ha tenido el go-
bierno, y no hablo solamente de la Administración Pública
Federal, sino del gobierno en sí, de la Cámara de Diputa-
dos, fue la Ley del Servicio Profesional de Carrera, fue uno
de los grandes avances profesionalizar el servicio público.
Los mexicanos tienen derecho, tenemos derecho a ser go-
bernados por funcionarios capaces y por funcionarios pro-
fesionales. El servicio civil de carrera no limita de ninguna
manera al Presidente de la República para gobernar de
acuerdo con sus decisiones, ni le quita el control de la eje-
cución de los partidos políticos, sino que lo eficienta; eso

lo entendieron perfectamente los diputados de la anterior
Legislatura que votaron por unanimidad esta ley. 

Dejaron al Ejecutivo la libertad para designar los mandos
superiores y medios, que es donde se diseñan las políticas
públicas. Y se dejó al servicio profesional de carrera, de los
directores hacia abajo, que es donde se operan las políticas
públicas. Y los mexicanos y el gobierno y el Presidente que
llegue tienen todo el derecho de contar con un cuerpo efi-
ciente y profesional de funcionarios públicos para poder
implantar las políticas que se diseñen. En todos los países,
casi en todos en los que hay servicio público de carrera se
incluye a los directores generales; una o dos excepciones.
Quizás España sea una de las excepciones, donde son de-
signados, pero son tomados del servicio civil de carrera,
tienen que ser funcionarios del servicio civil de carrera.

Además, si analizamos esta iniciativa, tiene también varios
puntos en los que se parte de errores. No son 179 los ser-
vidores públicos que puede designar el Presidente de la Re-
pública: son 37 mil 100 aproximadamente porque no todos
los organismos, no todas las instituciones ni las entidades
están sujetas al servicio profesional de carrera; y estoy
hablando solamente de la Administración Pública Federal
centralizada. Del total de la Administración Pública Fe-
deral, son 40 mil 400 puestos los que están sujetos al ser-
vicio profesional de carrera, de un total de 1 millón 572
mil; es decir, los funcionarios que están sujetos a este sis-
tema son solamente 2.5 por ciento del total de los servi-
dores públicos. 

Y esto también es solamente la parte donde está la opera-
ción del servicio civil de carrera. Después de revisar los da-
tos, les quiero pedir, señores diputados, que no voten, que
voten en contra de esta iniciativa. Estaríamos pegando jus-
tamente al corazón de la iniciativa, al corazón del servicio
profesional de carrera, al desarrollo del gobierno como tal,
volviendo a los tiempos del compadrazgo para poder de-
signar, evitando que la gente que va a operar vías políticas
públicas en este país sean evaluadas y sean capaces, y bus-
cando solamente que sean designadas por favoritismos o
por amiguismos. 

Por otra parte, y en lo que respecta al otro punto que tiene
esta iniciativa, que es el informe bimestral a los diputados
por parte de la Secretaría de la Función Pública, me parece
una evidente y clara interferencia en las funciones que tie-
ne el Presidente de la República; me parece una violación
de la división de poderes. No es posible que esta Cámara
esté solicitando informes administrativos a las secretarías
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de Estado; es claro que la administración federal está en
manos de la Presidencia de la República. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias a usted, diputado. Tiene el uso de la palabra la diputa-
da Beatriz Mojica Morga, en pro.

La diputada Beatriz Mojica Morga: Gracias, señor Pre-
sidente. En principio, quisiera decir a los diputados que es-
tuvieron aquí hablando en contra que lo de la pérdida de
confianza el Presidente, por si no lo oyeron, el Presidente
de la Comisión lo retiró; desde hace varios minutos lo reti-
ró y a petición del PRD lo suscribe. Retiramos el asunto de
la pérdida de confianza. Insistimos en que son importantes
estas reformas porque justamente, si llamamos al espíritu
de la ley, es lo que se ha violentado, y si nos vamos más
atrás, a la discusión que se dio desde el año 2000 para la
aprobación de esta ley, podemos encontrar que en las ini-
ciativas originales no estaban considerados los directores
generales. 

Y aquí tengo en la mano la iniciativa del senador Jáuregui,
del grupo parlamentario de Acción Nacional, que justa-
mente no consideraba a los directores generales, por una
sencilla razón: en un sistema de servicio civil que implica
todo un tiempo para fortalecer o realizarlo, esto tiene que
ver, esto implica que se tiene que ir reclutando a los enla-
ces, a los jefes de departamento, a los subdirectores, a los
directores de área, porque es el equipo técnico que susten-
ta la administración. Y se consideraba en esta iniciativa que
dio sustento a la ley que los directores generales justamen-
te tienen una función de visión de gobierno, de cómo da-
mos una orientación a las políticas públicas; por tanto, se
consideraban mandos de alto nivel designados por el Presi-
dente de la República, igual que los secretarios de Estado,
subsecretarios y coordinadores. 

En ese sentido, la iniciativa los excluía, y permitía que una
vez que el sistema sea fuerte, entonces sí podamos incluir
a los directores generales. ¿Qué está pasando, por qué nos-
otros estamos tratando de regresar a ese espíritu que dio ori-
gen a esta ley, que queremos decir aquí ha sido un avance
fundamental, si ésta fuera aplicada correctamente? El espíri-
tu de la Ley del Servicio Profesional de Carrera, aprobada en
2003, era reclutar a los mejores hombres y a las mejores mu-
jeres para trabajar en el Gobierno Federal y tener mayor efi-
cacia y eficiencia en el trabajo público, lo cual tendría que
verse reflejado en mejoras de las políticas públicas y en ma-
yores beneficios de la ciudadanía. La propia suministración
tendría, a su vez, que mejorar la prestación de los servicios

del Estado y garantizar la estabilidad del sistema y disminuir
los costos de la administración, que además fue un compro-
miso del Presidente Fox.

El espíritu de la ley era, y digo �era� porque no está siendo
así, instalar un sistema de servicio profesional de carrera
transparente, cuyos principios rectores serían la legalidad, la
eficiencia, la objetividad, la calidad, la imparcialidad, la
equidad, la competencia, el mérito y la equidad de género. A
tres años de aprobada la Ley del Servicio Profesional de Ca-
rrera, podemos decir, haciendo un análisis legislativo, que
fue una buena decisión para el país y un avance para forta-
lecer el servicio público. Sin embargo, este avance legislati-
vo se ha visto empañado y envilecido por una mala y co-
rrupta instauración del servicio profesional de carrera. Hay
que decirlo claramente: el sistema está naciendo corrompi-
do; hay graves irregularidades, que es momento de corregir.
Hay que corregir la ley, pero sobre todo el funcionamiento
de un sistema que en sus inicios permite el legalismo, la
química que... el jefe de unidad me dijo, personalmente, que
aquí era importante la química para reclutar a los funciona-
rios públicos; y la subjetividad... 

Entonces, no tendrá ningún caso invertir más de 200 millo-
nes de pesos anuales solamente para mantener un sistema
que no aporte nada a la sociedad. Estoy convencida de la im-
portancia del servicio civil de carrera, pero no podemos ce-
rrar los ojos ante las irregularidades y dejarlas pasar, sean és-
tas pequeñas o grandes. Un sistema que tiene como fin servir
a las y a los mexicanos de una mejor manera no tiene que te-
ner ninguna sombra de duda en su funcionamiento, lo que
implica reclutar a los mejores hombres y a las mejores mu-
jeres. Además, hay que precisar algo muy importante: esta-
mos hablando de cuánto cuestan a los mexicanos los salarios
de los funcionarios públicos. 

Estamos hablando de que los directores generales ganan un
aproximado, un promedio de 150 mil pesos, y los enlaces 10
mil; estamos hablando de que, en promedio, los funcionarios
públicos del servicio civil de carrera cuestan al país un pro-
medio de mil 600 millones de pesos al mes, sin contar con
las prestaciones que tienen. Estamos hablando de que es el
dinero que pagan los contribuyentes mexicanos y de que, por
esa simple y sencilla razón, tenemos que ser muy cuidado-
sos para elegir a los mejores y no sólo a los cuates de Fox o
del PAN, como está ocurriendo; porque son recursos de los
mexicanos, tenemos que ser transparentes y conducirnos con
legalidad y honestidad. Por eso los invitamos a votar esta re-
forma, que implica sólo 2 por ciento de ese 2 por ciento que
vino a decir aquí el diputado; es decir, no es significativo,
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pero sí es muy importante para poner una visión de gobier-
no en las políticas públicas. Muchas gracias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias, diputada. 

Esta Presidencia no tiene registrados más oradores; aclara
también que el diputado Víctor Hugo Islas, en nombre de
la Comisión, no dejó ninguna reserva. Esta Presidencia,
primero, declara el tema suficientemente discutido en lo
general; segundo, en términos del artículo 134 pregunta a
la Asamblea si va a reservar algún artículo. Esta Presiden-
cia tiene registrados al diputado Ramón Galindo, con el ar-
tículo 5o. y el artículo 8o.; al diputado Rafael Sánchez Pé-
rez, con el 13, último párrafo, y el 60, fracción VII; al
diputado Rafael Flores Mendoza, el 60, fracción VII; y al
diputado Iván García Solís, la adición de un transitorio. Di-
putado Víctor Hugo Islas... Sonido en la curul del diputado
Víctor Hugo Islas.

El diputado Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (des-
de la curul): Para pedir una reserva del artículo 60, señor
Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: ¿60,
fracción VII?

El diputado Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (des-
de la curul): 60 completo.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Luego
entonces, se ruega a la Secretaría que ordene la apertura del
sistema electrónico de votación por 10 minutos a efecto de
recabar la votación en lo general y en lo particular de los
artículos no reservados.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por 10 minu-
tos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular de los artículos no reservados. (...)

Ciérrese el sistema electrónico. De viva voz:

El diputado Roberto Colín Gamboa (desde la curul) En
contra. 

El diputado Benjamín García Meza (desde la curul): A
favor. 

El diputado Lino Celaya Luría (desde la curul): En con-
tra. 

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Di-
putado Presidente, informo a usted que se emitieron 80 en
pro, 292 en contra y 5 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: No se
aprueba. En términos del artículo 117 del Reglamento, se
ruega a la Secretaría que pregunte a la Asamblea si se de-
vuelve el dictamen a la Comisión.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia y en votación económica,
se consulta a la Asamblea si es de regresarse el dictamen a
la Comisión.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo por favor... Mayoría por la negativa, di-
putado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
desecha; archívese el expediente como asunto totalmen-
te concluido.
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